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RESUMEN 
 
 
El presente trabajo obedece a la inquietud que surge de observar,  en nuestra sociedad 
contemporánea, diversas expresiones de una criminalidad creciente que evoluciona hacia 
formas cada vez más imbricadas con el Poder Público vigente y con ciertos intereses de 
empresas legalmente constituidas que aprovechan los considerables dineros procedentes 
de la gestión criminal organizada mediante la utilización de mecanismos que trasladan el 
capital ilegal hacia registros formales blanqueados de esos valores. Para ilustrar estas 
inquietudes hemos tomado, con el ejemplo del trabajo del profesor CARL GINZBURG, tres 
casos que nos sirven para entender cómo actúa esta forma de criminalidad en un mundo 
donde la globalización económica, en sus dimensiones financieras, acopla la actividad del 
Estado, la organización criminal que aprecia el delito como empresa y la ambición ilimitada 
de las poderosas empresas necesitadas de nuevas formas de acumulación de capital. Caso 
especial nos ofrece la doble actuación del movimiento, calificado de subversivo, el M-19 que 
incurrió en actividades de insurgencia política guerrillera combinadas con incursiones en 
delincuencia común con finalidades meramente utilitarias. En todos los casos es evidente la 
participación de funcionarios públicos que, conscientemente o con evidente ineficacia en el 
ejercicio de sus atribuciones, facilitaron el iter criminis. 
 
 
Palabras clave: 1) Criminalidad  2) Capital ilegal  3) Economía globalizada  4) Palacio de 
Justicia  5) M-19 
 
 
ABSTRACT 
 
 
The following research emerged from questioning the diverse expressions of an 
expanding world of criminality within our contemporary society, that continuously evolve 
into forms that are increasingly intertwined with current public power and with certain 
legally established private interests that capitalize on the considerable profits generated 
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from the activities of organized crime through the use of mechanisms that launder illegal 
capital.  We have taken three case studies from Professor Carl Grinzburg in order to help 
us illustrate and understand how this form of criminality operates in a world where 
economic globalization, in its financial dimensions, is able to combine the agendas of the 
state with those of criminal organizations that operate as business firms and the 
inexhaustible ambition of legal private enterprises in dire need of new forms of 
accumulation of capital.  The incursion into double acts of criminality is seen in the case of 
the subversive group M-19 that not only committed the crime of guerrilla insurgency 
against the state but also carried out acts of common delinquency with purely utilitarian 
ends, making it a special case in the analysis of criminality.  In every case the participation 
of public administrators was evident, whether they were conscious of their acts or an 
evident reflection of their inefficiency in executing their public tasks, ultimately facilitating 
the iter criminis.  
 
Keywords: Criminality, 2) Illegal capital,  3) Economic globalization, 4) Palacio de Justica, 5) 
M-19, 6) Narcotrafic 
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INTRODUCCIÓN 
 
 
Es apenas normal que para quien ha estado en la Rama Judicial del Poder Público, no solo 
en su trabajo del ejercicio profesional de abogado, así sea en la especialidad del derecho 
público y preponderantemente en el derecho constitucional, sino como juez en las 
denominadas altas cortes del sistema judicial colombiano, tenga diversas inquietudes sobre 
el comportamiento de la sociedad en sus diversas posibilidades de acción. De todas ellas 
destaca la actividad política, la gestión pública, las conductas particulares sobre los 
aconteceres e intereses económicos y, por sobre todo, las conductas que atacan 
criminalmente a los asociados. 
 
En el espacio de la criminalidad se producen efectos realmente impresionantes porque 
congestionan el perfil emocional de la comunidad que cotidianamente tiene que enfrentarla. 
Lo criminal siempre estará en la vitrina de las angustias sociales. Esta afirmación es un 
hecho notorio que no necesita prueba alguna. Basta señalar, si alguien es excéptico sobre 
semejante aserto, la inumerable lista de programas que los medios de comunicación, 
especialmente los televisivos, dedicada a narraciones, dramatizaciones, ficciones y un largo 
etcétera, sobre todas las variedades, modalidades y presentaciones del crimen, la enorme 
audiencia que siempre está atenta y puntual a la hora del programa y la avalancha de 
anuncios publicitarios que disputan, sin importar los costos, un lugar en esos espacios. 
 
En Colombia el impacto de la criminalidad ha estado al orden del día en toda nuestra 
historia. La población ha padecido, vivido y coexistido, a veces, naturalizándose, con las 
expresiones más violentas de sus agentes, incorporando, posiblemte, a sus costumbres la 
angustia del ataque criminal. Por esto, las preocupaciones académicas, de todas sus 
ópticas, se ven obligadas a tratar estos problemas. 
 
En lo que nos ocupa, encontramos que un enorme sector de la criminalidad del tiempo 
presente tiene los elementos propios de la globalización capitalista actual, donde las 
acumulaciones de capital adoptan estrategias que permiten contar con grandes sumas de 
dinero, de manera diferente a la antigua o tradicional apropiación del plustrabajo con base 
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en la simple injusticia e inequidad de la plusvalía. La realidad de una economía globalizada 
con gigantescas corporaciones y asociaciones empresariales de todo orden, requiere de 
mecanismos novedosos y de extrema eficacia que les aseguren capitales en cantidades 
suficientes para la dinámica de sus mercados, de lo contrario desaparecerán en medio de 
las las crisis, cracs, pánicos y voracidad sin límite de sus competidores. 
 
Al mismo tiempo entran en escena varias modalidades delictivas que guardan enormes 
diferencias con el comportamiento de la criminalidad de antes del proceso de globalización 
actual. En varios delitos evoluciona una característica que si bien existía antes, en estos 
momentos se ha transformado con otras finalidades. Se trata de la capacidad de producir, 
mediante el uso del delito, dinero a bajo costo y en gigantescas cantidades con un sentido 
de permanencia y no de aprovechamiento casual o de oportunidad de la apropiación del 
bien ajeno. Estos delitos se reconfiguran en una complejidad tal que no se dejan cometer 
por delincuentes individuales, desorganizados, transitorios o de ocasión. Son conductas 
cuya rentablilidad atrae asociaciones criminales diseñoides
1
 que dan la impresión de 
semejar empresas. De hecho emplean varios mecanismos de gestión propios de ellas. 
 
Los agentes que asumen el control de estos delitos son, primero, las organizaciones 
criminales diversas formadas desde hace varias décadas, aún siglos y, segundo, nuevas 
organizaciones que, sin la tradición de aquellas como las italianas (mafia, ´ndrangheta, 
sacra corona unita, camorra), las japonesas (yacusa) o chinas (dragones rojos de Shangai) 
y otras de semejante tipo, han aparecido en torno a las figuras de conspiradores, 
asociaciones para delinquir, concursos, etc. Su organización se asienta en el poder 
implacable de un jefe y subsiste hasta que las autoridades lo capturan o lo eliminan. Son los 
casos de Al Capone en Estados Unidos, Pablo Escobar en Colombia o los hermanos 
Rodríguez Orejuela quienes trataron de dar una estructura un poco más empresarial a sus 
actividades delicuenciales. Dentro de toda esa serie de posibilidades organizativas del 
crimen aparecen grupos insurgentes que igualmente agenciaron delitos de importante 
rentabilidad como el secuestro y varias formas de extorsión. 
                     
 
1
 Tomo esta expresión de Richard Dawkins que utiliza en sus obras El relojero ciego y en Escalando el monte improbable. 
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El dinero que producen se mantiene al amparo de economías como la colombiana, 
distinguida por altos componentes de informalidad, hasta que busca su traslado a la 
institucionalidad financiera o empresarial que actúa en la legalidad. Esas transferencias son 
de una variedad e ingenio asombrosos. Las autoridades van a la saga de la creatividad de 
los delincuentes que unidos a los intereses del lado oscuro del capitalismo buscan nichos 
de legalidad en el mundo entero. 
 
Todo lo anterior resultaría imposible si los agentes del crimen no encontraran puntos de 
anclaje con la burocracia de los Estados mediante mecanismos cada vez más novedosos 
de corrupción. Por lo tanto, esta consideración se une a las formas delictivas complejas y 
rentables, al crimen organizado y a las gestiones de lavado o blanqueo de capitales para 
iluminar un cuadro de criminalidad que llena importantes espacios del capitalismo 
globalizado. 
 
Ahora bien, uno de los hechos de mayor impacto en las situaciones así descritas, es el 
desarrollo del narcotráfico que ha logrado importantes rendimientos y, gracias a las 
propiedades sicotrópicas de las sustancias que se comercian, ha venido ocupando el primer 
lugar en todo el menú de actividades criminales de nuestro tiempo. 
 
Las sustancias sicotrópicas se han producido naturalmente en todas las regiones del 
planeta. Son famosas las regiones del lejano oriente en los opiáceos, otras de distintas 
latitudes donde se facilita la siembra de la marihuana y, para nuestros fines, la cocaína que 
inicialmente se consumió dentro de las costumbres indígenas de América y con 
innovaciones químicas se obtuvo el clorhidrato de cocaína cuyo consumo viene desde el 
Siglo XIX. 
 
En Suramérica el cultivo de las distintas especies de la planta de coca se asentó 
especialmente en Perú y en Bolivia porque la capacidad sicotrópica de las especies que allí 
podían prosperar es superior a otras como las cultivadas, aún domésticamente, en 
Colombia con fines meramente medicinales. 
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Ya en nuestros días, la gestión de incipientes organizaciones criminales colombianas dió 
lugar al constante crecimiento de importaciones de pasta de coca de esos paises a 
Colombia para su transformación en clorhidrato de cocaína y, así convertida, para su 
exportación a Estados Unidos y Europa, ante todo en la década de los años 90 del Siglo 
XX. 
 
Los hechos anteriores nos llevan a plantearnos la necesidad de saber la manera como se 
integraron, en su discurrir histórico, tales componentes de la criminalidad en este campo: el 
narcotráfico, las formas de organización criminal que lo agencian, la táctica de la corrupción 
de la burocracia estatal, la actividad privada o empresarial que unida a los intermediarios 
gestionan el blanqueo del dinero y los efectos en las relaciones sociales. 
 
Este es un problema que en cuanto proceso histórico no podría entenderse ni atenderse sin 
los aportes de la criminología, el derecho, la política, la economía y, claro está, el elemento 
fisiológico humano que explica el consumo y las formas de adicción a sustancias que 
producen estados alterados de conciencia. Tal anuncio indica la complejidad del fenómeno 
criminal y la extrema dificultad para el diseño de este tipo de investigaciones en las 
perspectivas de la historia. 
 
Pero la realidad de la vida diaria nos enseña que nuestra sociedad, sus miembros, su 
organización política, hasta las estructuras éticas de los colombianos, están en serio peligro 
debido a los múltiples efectos, muchos de ellos aún desconocidos o, posiblemente, ya estén 
horadados, depredados o en real proceso de destrucción. 
 
El problema central es, por lo tanto, nos pide una respuesta a la pregunta de cúales son los 
factores, variables o circunstancias que han dieron lugar a ubicar a Colombia en este 
verdadero estado de sitio que logró integrar todos esos factores criminógenos en el mundo 
de la globalización que vivimos. 
 
Las tentativas respuestas aparecen en cada uno de sus componentes: para la moderna 
delincuencia, el aprovechamiento del delito como empresa que da todo tipo de rendimiento, 
al cual no se resiste nadie, ni siquiera ciertos sectores de la insurgencia política; para el 
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capitalismo globalizado, la necesidad de nuevos instrumentos de acumulación de capital 
para las conquistas cuotidiana de los mercados competidos con feroz y salvaje 
determinación; para la burocracia corrupta, la necesidad de mantener un ingreso 
indispensable para la aquisición, mantenimiento y reproducción del poder político mediante 
sus acciones clientelistas; para el mismo Estado, el inconfesable atractivo de tener en la 
economía un importante recurso que mantiene la demanda solvente, resuelve problemas 
sociales y puede, con una adecuada política tributaria, ser un arbitrio rentístico importante. 
 
Es bien dificil en la investigación histórica entrar en la etapa probatoria debido a la amplitud 
del problema. Pero ello obliga a la su delimitación para alcanzar el objetivo en cada una de 
las respuestas. Así propongo inicialmente el contexto histórico, político, criminológico, aún 
jurídico, dentro del cual se deben observar los hechos sucedidos que sirven para respaldar 
las hipótesis. 
 
Segundo, decimos de como esos hechos tienen la virtud de la congruencia con lo aquí 
planteado. El caso del fraude de los 13.5 millones de dólares, enseña la gestión criminal de 
un exfuncionario del Estado, delicadamente ubicado en los altos círculos de la sociedad 
bogotana, que usando sus conocimientos y vinculaciones con la burocracia logra llevarla a 
realizar las acciones necesarias para el éxito de su designio criminal. La ayuda de la 
burocracia, investigación del Estado y la respuesta ante el robo del dinero público, es una 
especie de complicidad, ineficiencia e incompetencia que asegura la finalidad del 
delincuente. Son manifestaciones especiales de corrupción cimentadas en la debilidad del 
Estado. Finalmente, el dinero apropiado ilícitamente sirvió al delincuente para continuar con 
más actividades criminales de mayor riesgo y de enorme ambición como el tráfico de 
sustancias radiactivas de la antigua Unión Soviética. 
 
El asunto del mercado fraudulento del cigarrillo extranjero muestra otros aspectos del tema 
planteado, fundamentalmente el lavado de dinero proveniente del narcotráfico, mediante el 
uso del contrabando con la complicidad de una multinacional que aprovecha el contrabando 
y el sistema del lavado, para ocupar un lugar dominante en el mercado de cigarrillos en 
Colombia y llevar a la quiebra a las empresas colombianas que le compiten. A esto se 
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agrega la evidente complicidad estatal cuando, probado el delito y sancionada esa 
compañía, se le otorga una especie de amnistía por medio de una ley tributaria, que da 
lugar a la impunidad en un transfondo de indispensable corrupción. 
 
En otro caso, los episodios que describen el periplo criminal del movimiento M 19, 
encontramos: la finalidad política de la actividad rebelde, sus necesidades de financiación, 
la violencia criminal dentro de la lucha insurgente al mismo tiempo que su empleo en la 
comisión de delitos comunes cuya finalidad no es otra que la obtención de dineros cuyo 
destino coincide con la declinación de esa lucha presumiblemente revolucionaria. 
 
Sin embargo, además de las operaciones de secuestros y extorsiones, el M 19 emprendió 
la toma del Palacio de Justicia, dentro de un sainete criminal y sangriento que no podía 
buscar otra cosa que la repetición de la toma de la Embajada de la República Dominicana, 
la cual se resolvió con el pago de un dinero proveniente de la comunidad judía colombiana. 
 
Pero estos hechos dieron lugar a dejar en claro la ineficiencia de los organismos de 
seguridad del Estado, la incapacidad de ellos para atender y resolver el problema de la 
recuperación del edificio sede de la Corte Suprema y del Consejo de Estado y la 
preservación de la vida de los rehenes, la falta de conocimiento del Estado para el eficaz 
ejercicio de la fuerza y la encomienda del rescate a unos militares desesperados y 
ofendidos previamente que terminaron comprometidos en actos que destruyeron la 
institucionalidad de la justicia, la vida de las víctimas de semejante agresión, la desaparición 
de otros y las repudiables acciones para encubrir tales actos. 
 
La ambición desmedida por el capital, la corrupción expresa, tolerada, tácita o maliciosa, la 
gestión del crimen de formas organizadas, el éxito del tráfico de narcóticos o de sustancias 
que producen estados alterados de conciencia y la increible incompetencia del Poder 
Público, pueden acercarnos a una respuesta a la pregunta: ¿Por qué Colombia? y cómo se 
ha presentado la utilización empresarial del delito para la historia del tiempo presente. 
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Un inventario que nos informe sobre el estado del arte en este asunto, nos hace concluir 
que los aportes significativos han corrido por cuenta de disciplinas académicas clásicas 
como la criminología, la economía, el derecho y la política. Por su puesto que sin este 
valioso aporte no sería posible observar la criminalidad en sus dimensiones históricas. 
 
Aquí destaca, ante todo, el trabajo de la criminología, no solo desde el punto de vista de la 
estructura y método científico de la disciplina sino en el análisis de situaciones concretas 
como el crimen organizado, el crimen de estado, la corrupción, la conducta criminal, la 
victimología, la presentación cuantitativa de estos hechos, importantes descripciones de las 
gestiones de blanqueo de capital y los compromisos de las instituciones financieras. Las 
revistas especializadas y las obras de enorme contribución científica han construído toda 
una cultura en la cual sobresalen las universidades de Inglaterra, Francia, Italia y los 
Estados Unidos. En nuestros paises estos aportes, aunque llenos de inquietudes y 
preocupaciones, son bastante modestos.  
 
En cuanto a la preocupación que integra nuestro problema, la literatura versa 
fundamentalmente sobre casos centrados en el comportamiento, la vida y la obra criminal 
de personas dedicadas a estos delitos. Son descripciones, en su mayoría periodística, 
plagada de entrevistas o de crónicas para la página roja de los periódicos que, de todas 
maneras, tienen como tales un importante valor para el conocimiento de los hechos 
concretos y cuotidianos del crimen. 
 
Otros trabajos, más estructurados, se han ocupado de los efectos económicos de la 
actividad criminal del narcotráfico, algunos con aportes estadísticos y aún con análisis 
econométricos. La literatura extranjera es abundante en este tipo de estudios y 
descripciones y en ella aparecen igualmente obras de significativa importancia que relatan 
la historia de las organizaciones criminales. 
 
He de confesar que no conozco una obra que integre los componentes ya descritos de 
estos sectores de la criminalidad actual en el mundo globalizado y, menos aún, en 
Colombia. Esta propuesta apunta a una observación más holística del asunto, aunque tome 
de tres casos muy precisos los elementos que sirven para apuntalar las respuestas de 
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nuestra inquietud. 
 
La parte inicial del trabajo está fundada en los aportes de las disciplinas que aparecen en el 
punto de encuentro que señala la historia para este asunto. Allí ofrecemos el marco o 
espacio de la cultura que se ocupa de la temática atinente a los hechos que históricamente 
tuvieron existencia. Las fuentes que registraron los hechos históricos de cada caso son, 
esencialmente, las sentencias, decisiones o investigaciones adelantadas por funcionarios 
de la Rama Judicial, expresiones oficiales de los legisladores y actos jurídicos de las 
distintas instancias estatales. A ello se agregan las crónicas de algunos periodístas que 
lograron tener acceso a los autores o a los mismos hechos motivo de estos relatos. 
 
La bibliografía está hecha para servir las investigaciones futuras sobre esta temática por ello 
varias obras, ante todo extranjeras, si bien no aparecen esencialmente relacionadas con los 
conceptos que en concreto integran el discurso pero que si corresponden a la materia, son 
importantes para quienes necesiten de esa clase de orientación. 
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I. PRIMERA PARTE: LA EMPRESA DELICTIVA 
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CAPITULO 1. DELITO Y ORGANIZACIÓN. 
 
 
Los factores criminógenos y los actores criminales del teatro universal son realmente 
complejos, los unos y los otros con una actividad dotada de gran dinamismo. La explicación 
histórica debe apertrecharse de los aportes de las ciencias penales y criminológicas para la 
adecuada descripción de los hechos que interesan. Sea lo primero, por lo tanto, precisar 
que el acento en este punto lo haremos sobre el crimen llamado transnacional
2
, es decir 
aquel que resulta sancionado por varias (más de una) legislación penal nacional. Para 
seguir las enseñanzas de Nikos Passas
3
, en este caso, las naciones concernidas entienden 
que esa conducta causa daño a la sociedad y el Estado interviene para reprimirlas, 
coincidiendo con otros en la concepción del tipo penal básico aunque difieran en el 
tratamiento sancionatorio y otros detalles de la técnica jurídico-penal. 
 
El crimen internacional
4
 que es el prohibido por la ley internacional, producida mediante 
                     
2
 PASSAS, N. (Ed.) (1999) Transnational Crime. 
3
 PASSAS, N. (1998) "Transnational Crime.: The Interface Between Legal and Illegal Actors" y su introducción a la obra que 
dirigió Transnational Crime  (1999) en la cual define este tipo de crimen como: "..misconduit that entails avoidable and 
unnecessary harm to society, which is serious enough to warrant state intervention and similar to other kinds of acts criminalized 
in the countries concerned". Crime becomes transnational when offenders or victims are located in, or operate throught, more 
than one country". Sobre el crecimiento de estas actividades ilícitas advierte en relación con la política y la economía 
globalizadas: "The dynamics of globalization have led to a higer integration of the financial and other markets, the rapid 
execution of transactions, and the easier movement of people, goods and capital across national borders. It can be argued that, 
as transnational legitimate enterprises and operations heve multiplied, so should ilegal ones. The opportunities for illegal gain 
have increased at the very time when it seems much easier to cover criminal tracks. In the aftermath of the Cold War, the 
creation of new states, the rise of nationalisms and fundamentalisms, there is a pletora of ideas and incentives for talking 
advantage of the new illicit opportunity structures. The nation-satates seem to be losing more and more of their sovereignty and 
autonomy. As a consecuence, official controls are weakening and international norms and control bodies with real teeth and 
underdeveloped or lacking. In this ligth, the rate of transnational crimes should be rising. This combination of factors underlies 
the concern of many observers and policy-makers. Many go futher to argue that the situation in so serious that crime is now the 
most significant internataional security threat. For example, at a US Congressional hearing before the Committee on 
International Relations, Representative Hamilton suggested that, after the Cold War: "A war every bit as intense and every bit as 
catastrophic for freedom and for the free world is going on, but its character is entirely different now. It isn´t SS-18s that we need 
to be concerned about. It is organized crime on a worldwide basis, and we, of course, are our uwn worst enemy because we are 
the big customer for the cocaine and the rest". p. xiv. 
4
 BASSIOUNI, C. (1983) "The Penal Characteristics of Conventional International Criminal Law"; McCORMACK, T.L.H. y 
SIMPSON, G.J. (1994) "The International Law Commission´s Draft Code of Crimes Against the Peace and Security of Makind: 
An Appraisal of the Substantive Provitions"; KRASNER, S.D. (Ed.) (1983) International Regimes y; PASSAS, N. (1993) 
"Structural Sources of International Crime: Policy Lessons from the BCCI Affair". 
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convenios, tratados y decisiones cuya validez pretende ser universal, como los crímenes de 
guerra y la piratería no es el objeto principal de nuestro trabajo ahora aunque muchas 
conductas previstas en la ley internacional están relacionadas con el crimen transnacional 
propio de la delincuencia organizada que ha centrado sus actividades en el tráfico de seres 
humanos, drogas sicotrópicas, armas y productos usados en crímenes de guerra, por 
ejemplo. 
 
El aumento de la criminalidad globalizada se acompasa con la producción de riquezas 
enormes que la convierten en instrumento eficiente para la acumulación de capital que 
actúa en el sistema económico contemporáneo. Las empresas multinacionales legalmente 
establecidas aprovechan ese capital sucio para incorporarlo a sus activos, de manera 
solapada, oculta o mimetizada o abiertamente con el uso del contrabando que, al mismo 
tiempo, les facilita el control del mercado. 
 
La criminalidad así, hace parte del capitalismo globalizado, se ha convertido en un 
componente de su estructura y funcionamiento en cuanto a la captación de recursos 
económicos. Varias tesis se han expuesto sobre la criminalidad y el desarrollo. Entre 
nosotros Mauricio Cárdenas sostiene que en Colombia, según lo enseñan las informaciones 
cuantitativas, el crecimiento del crimen violento, el narcotráfico y las actividades insurgentes 
han causado la implosión de la productividad, es decir, que para las correlaciones que ha 
establecido, existe una vinculación entre crimen y atraso socioeconómico, lo cual sugiere 
una contradicción entre el progreso capitalista y el desarrollo de los factores criminógenos 
que explica el bajo crecimiento en Colombia desde la década de 1980.
5
 
 
Es cierto que las cifras apreciadas econométricamente pueden sugerir, en principio, 
semejante tesis. Es igualmente acertado encontrar una frecuencia preocupante de algunas 
entidades delictivas en momentos de dificultades económicas o de prácticas sociales de 
cierta extensión como el consumo de drogas, asalto callejero, robo de edificios y 
residencias, entre otras. Pero las variables de causa-efecto no tienen mucho asidero 
cuando se aprecia el funcionamiento del crimen como negocio en la sociedad, ante todo 
                     
5
 En su trabajo Economic Growth in Colombia: A Reversal of "Fortune"?  (2002). Center for Internatioal Development. Harvard 
University. pp. 1-3. 
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aquel que ha predominado en la vida colombiana en los últimos años. 
 
Es de advertir que, por supuesto, la actividad guerrillera y la paramilitar atacan los intereses 
económicos directamente lo cual motiva el cierre de muchos negocios y el desplazamiento 
de personas hacia el exterior junto con sus capitales, causando un evidente daño a la 
economía. Igualmente el secuestro ocasiona el mismo efecto porque se dirige, 
fundamentalmente, sectores de altos ingresos. En esos sectores se incluyen industriales, 
comerciantes, ganaderos, etc. de la economía informal, que no están a salvo del secuestro 
y la extorsión. 
 
Otra cosa es el narcotráfico agenciado por el tipo de crimen que ha superado etapas de 
desorganización, temporalidad, individualización en las gestiones delictivas y empirismo en 
general, para llegar a los niveles prácticamente profesionales de hoy. El criminal organizado 
tiene su actividad como un negocio para lo cual la rodea de una eficaz inmunidad con el 
empleo de mecanismos propios como bandas, verdaderos ejércitos privados de sicarios, 
matones y mercenarios, o la administración de la muerte para asegurar los pagos y las 
lealtades, o la corrupción institucionalizada para obtener del sistema de poder normas, 
decisiones, protecciones de toda clase, informaciones, políticas que beneficien su gestión 
financiera en el blanqueo de capitales y el mantenimiento de la riqueza adquirida como fruto 
del delito.
6
 
 
La extendida actividad organizada del crimen produce riqueza a bajo costo, ante todo en la 
globalización contemporánea. La riqueza es creciente y busca incontables e ingeniosos 
medios para blanquearse e ingresar en el activo universal del capitalismo, el cual cuenta 
con ese lado oscuro para obtener incesantemente dinero con el mínimo de esfuerzo. En 
algunas regiones del capitalismo se observa el crecimiento vinculado a este tipo de riqueza. 
El turismo, la propiedad inmueble, los desarrollos financieros, la creación de numerosos 
paraísos fiscales, la solvencia empresarial y la multitud de bienes y servicios que esta 
criminalidad genera para la gigantesca acumulación globalizada, no pueden calificarse de 
atraso sino de progreso, fundado en la gestión del crimen organizado y las inacabables 
                     
6
 Cfr. CATANZARO, R. (1992) El delito como empresa. Historia Social de la Mafia. 
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variedades del lavado de capitales. 
 
En otras regiones, como Suramérica y algunos países asiáticos, el sistema produce 
anormalidades porque la acumulación beneficia, ante todo, el centro del capitalismo. Los 
países de donde se extraen los sicotrópicos se convierten en cloacas de la dinámica 
contemporánea del capital, donde se deposita el capital sucio a cambio de la riqueza 
blanqueada en los espacios cambiarios y de comercio exterior, como lo apreciaremos 
cuando describamos el uso del contrabando de cigarrillos y otros bienes. Así, en Colombia 
se han amasado enormes riquezas que actúan en la informalidad y mantienen una 
economía, bajo sus condiciones, al amparo de crisis cambiarias, bursátiles y otras. 
 
El economía informal alimentada por el capital proveniente de actividades ilícitas entra en 
contacto con la gestión oficial mediante la utilización de institutos que tiene el Estado para 
recibir divisas u otros mecanismos de promoción industrial como el Plan Vallejo.
7
 Allí se 
permite la importación de materias primas para su transformación sin el pago de impuestos 
a cambio de exportar los bienes terminados y lograr divisas. En muchas ocasiones las 
materias importadas se venden en el mercado nacional y las exportaciones son ficticias, lo 
cual no es cosa distinta que un claro lavado de dinero como lo registraron los medios de 
comunicación al dar cuenta de la investigación contra funcionarios de la Dirección Nacional 
de Impuestos en los primeros meses de 2011. 
 
Por otra parte, los datos acerca del crecimiento industrial dejan de lado la práctica 
empresarial de la venta informal de parte de su producción que ingresa al mercado nacional 
o de los países vecinos sin control ni registro alguno. La estadística del empleo informal, al 
mismo tiempo, sugiere el tamaño de una economía real alimentada por dineros de 
procedencia ilícita. Finalmente, los registros de las autoridades fiscales indican una 
contribución tributaria bajísima en relación con dicha economía. Todo esto sugiere que el 
                     
7
 El Plan Vallejo es un sistema de beneficios aduaneros para facilitar la importación sin impuestos de materias primas a fin de 
ser transformadas en zonas francas o libres de las exigencias tributarias. El producto final deberá exportarse. Esto ha sido 
utilizado para importar materias primas, venderlas de contrabando en el mercado nacional y legalizar el negocio mediante 
falsificaciones, corrupción y otros mecanismos. La industria metalmecánica que ha suscrito contratos de Plan Vallejo ha sido 
permanentemente investigada por el Ministerio de Comercio Exterior que ha propuesto, infructuosamente, cambios en la 
legislación imperfecta y tolerante. 
28 
 
delito como empresa tiene consecuencias en la sociedad toda sin que necesariamente 
pueda imputársele la autoría de las crisis industriales o comerciales formales y aparentes. 
 
El sistema jurídico penal es mucho más eficiente en la represión de los delitos individuales, 
del crimen desorganizado, tradicional y común, pero ha fracasado al enfrentar el crimen 
organizado y las enormes compañías multinacionales que aprovechan sin límites morales o 
legales el fruto de actividades prohibidas. La eficacia de la corrupción produce fracturas en 
la práctica de los sistemas jurídicos, logrando bloquearlos según su conveniencia. Esto 
explica las tendencias de una reformulación del Derecho Penal para ajustarlo a las políticas 
totalitarias que adoptan frecuentemente los Estados para reprimir lo que han denominado 
las nuevas amenazas en la sociedad de riesgo. Es la doctrina del Derecho Penal de los 
enemigos, proclamada por Günther Jacobs y otros profesores alemanes, que ha tenido 
notable acogida en las denominadas democracias occidentales acosadas por el 
narcotráfico, el terrorismo como táctica de la guerra prolongada
8
, el tráfico de seres 
humanos, etc. 
 
Así las cosas la criminalidad obra como parte esencial del sistema y no como un agente que 
ataque la estructura social nacional o universal. Esto no quiere decir que sea formalmente 
tolerada, pero es inocultable el beneficio económico que reciben de ella las empresas 
transnacionales y la acumulación universal de capital. Este tipo de criminalidad agencia 
varios negocios ilícitos. El tráfico de armas, el de personas, prostitución, contrabando 
intenso de materias primas y de bienes de consumo, cigarrillos, licores, utilización de la 
contratación pública para el lavado de dinero, manipulación de la gestión estatal mediante la 
corrupción. Uno de los delitos que han pesado decididamente en nuestra historia es el 
narcotráfico en especial de cocaína y sus derivados, marihuana y algunos opiáceos, en 
menor escala. Por esta razón pondremos nuestro acento en ese tráfico y en la manera en 
que históricamente apareció el crimen organizado que influyó notablemente en la 
concepción del delito como empresa entre nosotros. 
 
                     
8
 Cfr. BRISARD, Jean-Charles. y MARTINEZ, Damien. (2005) Zarqawi. The New face of Al-Qaeda y; SAAD-GHORAYEB, 
Amal. (2002) Hizbu'llah. Politics Religion. 
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CAPITULO 2. NARCÓTICOS; CULTURA, PODER Y ECONOMÍA. 
 
El consumo de narcóticos ha tenido unos usos que podemos resumir, para nuestros 
efectos, en tres momentos: a) cuando el humano los consumió de la misma manera que 
otro producto que la naturaleza puso a su alcance. b) cuando ese consumo, debido a sus 
efectos sicotrópicos, se incorporó a la cultura chamánica de pueblos primitivos y a sus 
elementos de poder. c) cuando quienes se apropiaron de la sustancia la transformaron en 
mercancía e iniciaron una acumulación de capital que llega a nuestros días. Veamos. 
 
El conocimiento y uso de sustancias psicoactivas es tan antiguo como las costumbres 
humanas del período neolítico. El hombre dispone de la naturaleza donde tales sustancias 
están presentes. El asunto es que los alucinógenos y las sustancias (secreciones de 
animales o plantas siquedélicas) cuyo consumo causa alteraciones en la conciencia y en la 
conducta humanas, tienen una estructura similar a los componentes biológicamente activos 
del cuerpo humano, precisamente, aquellos que actúan como neurotransmisores. De tal 
manera que su introducción en el cuerpo y su acción en los receptores sinápticos producen 
alteraciones neuronales (excitabilidad o inhibición), en general, pero no dan lugar a 
rechazos naturales inmediatos.
9
 
 
Otras sustancias especialmente tóxicas ocasionan similares alteraciones aunque no se 
asimilen a las estructuras biológicas de los neurotransmisores como la sophora 
secundiflora, no adictiva, la ungnadia speciosa consumidas desde 7.000 años a.C, el peyote 
que produce una alteración en la bioquímica de la conciencia o la nicotina del tabaco y el 
                     
9
 "Efecto de las drogas sobre la transmisión sináptica. Se sabe que muchas drogas aumentan la excitabilidad neuronal y 
que otras la disminuyen. Por ejemplo, la cafeína, la teofilina y la teobromina que se hallan en el café, el té y el cacao, 
respectivamente aumentan la excitabilidad neuronal, presumiblemente al reducir el umbral para la excitación. Además, la 
estricnina es uno de los agentes más conocidos que aumentan la excitabilidad neuronal, pero no reduce en absoluto el umbral 
de excitabilidad de las neuronas sino que inhibe la acción de algunos de los transmisores inhibitorios sobre las neuronas, 
en especial el efecto inhibitorio de la glicina sobre la médula espinal. En consecuencia, los efectos de los transmisores 
excitatorios se tornan abrumadores y las neuronas están tan excitadas que entran en una descarga rápidamente repetitiva, 
provocando espasmos musculares tónicos graves. La mayor parte de los anestésicos aumenan el umbral de la membrana para 
la excitación y dismunuyen así la transmisión sináptica en muchos puntos del sistema nervioso. Como la mayoría de los 
anestésicos son liposolubles, se dedujo que cambiarían las características físicas de las membranas neuronales, tornándolas 
menos sensibles a los agentes excitatorios". GUYTON, A.C. (1997). p. 116. Nota: La glicina es un aminoácido no esencial, 
componente de muchas proteínas que actúa como neurotransmisor inhibitorio en el sistema nervioso central. 
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alcohol.
10
 
 
La fisiología del sistema nervioso enseña que las transmisiones en el cuerpo se realizan 
mediante mecanismos y señales eléctricas que van de una neurona a otra por las uniones 
llamadas sinapsis gracias a los intercambios iónicos. Otras transmisiones son bioquímicas y 
operan con la secreción vesicular en la célula nerviosa de una sustancia llamada 
neurotansmisor
11
 que se traslada de los terminales sinápticos de las neuronas a las 
hendiduras sinápticas y hacia el soma neuronal (receptores excitatorios o receptores 
inhibitorios, según sus características) donde están las proteínas receptoras.
12
 El camino 
sigue hasta cumplir sus finalidades en la plataforma muscular o en los órganos para 
completar la comunicación cerebro-cuerpo, en la dirección fisiológicamente establecida. 
 
Una dimensión determinante en el cuerpo son los estados de excitación y de inhibición que 
ocurren por la acción de los neurotransmisores. Todo ello muestra la importancia de la 
función nerviosa cuando el sistema se excita o se frena mediante la recepción de sustancias 
neurotransmisoras que pueden pasar de 40. Los científicos las clasifican en transmisores 
de molécula pequeña y acción rápida y los neuropéptidos
13
. 
 
La sobreexcitación de áreas del sistema nervioso es controlada mediante la fatiga de la 
transmisión sináptica y evita el exceso para equilibrar el funcionamiento general del cuerpo 
y suspender episodios como las convulsiones epilépticas. La fatiga es un mecanismo de 
                     
10
 Para una acertada información científica sobre el consumo de sustancias sicoactivas está la conocida obra de P.T. FURST 
(1980): Alucinógenos y Cultura. Desde el punto de vista científico sobre los efectos de las sustancias sicotrópicas, intoxicantes 
o que crean un estado alterado de conciencia: SADOCK, B. J. y SADOCK, V. (Eds.) (2005) Kaplan & Sadock's Comprehehsive 
Texbook of Psychiatry. T. I. Cap. 11. "Substance-Related Disorders. pp. 1137-1328; y CORDOBA, D. (Ed.) (2001) Toxicología. 
11
 Las mitocondrias son otras estructuras importantes para las funciones excitatorias y las inhibitorias. Ellas producen el 
trifosfato de adenosina (ATP), indispensable para la síntesis del neurotransmisor. 
12
 Cfr. GUYTON, A.C. (1997) Anatomía y Fisiología del Sistema Nervioso. Neurociencia básica. BLOOM, F.E. (1988) 
"Neurotransmitters: past, present, and future directions". 
13
  En los primeros aparecen: acetilcolina, aminas: noradrenalina, dopamina, serotonina, histamina y aminoácidos: acido 
gammaaminiobutírico (GABA), glicina, glutamato y aspartato. En los neuropéptidos están varias hormonas liberadoras de 
sustancias (de tirotrofina, de hormona luteinizante), somastostatina (inhibidor de la hormona del crecimiento), péptidos 
hipofisiarios (prolactina, tirotrofina, vasopresina y otras), péptidos que actúan sobre el intestino y encéfalo y otros tejidos 
(pétidos del sueño, bradiquinina, calcitonina). Cfr. GUYTON, A.C. (1997) Ob. Cit. pp. 101-2. 
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control neuronal. Sin embargo situaciones como la alcalosis (metabólica) aumenta la 
excitabilidad neuronal y modifica las condiciones del sistema nervioso, ya que es un 
transtorno ocasionado por pérdida de ácidos en los líquidos corporales o por acumulación 
de bases. El consumo de drogas tiene la misma consecuencia tanto en la excitación como 
en la inhibición ya que actúan sobre el umbral de aquella y en el necesario episodio de la 
fatiga celular
14
. 
 
La aceptación por el sistema nervioso de las sustancias sicotrópicas usadas para producir 
estados alterados de conciencia, ha dado lugar a varias tesis que pretenden explicar dicha 
práctica. El profesor P.T. Furst cita la tesis expuesta en 1972 por el doctor Andrew T. Weil 
en la obra The Natural Mind, cuando la explica como un impulso natural innato, normal y 
necesario biológicamente, similar al impulso sexual o el hambre
15
. Las drogas son el medio 
para satisfacer ese deseo de tener períodos de conciencia no ordinaria. El universal uso de 
intoxicantes, sin atender su grado de peligro, está "en la estructura neurofisiológica del 
cerebro y no en el condicionamiento social"
16
. 
                     
14
 Dice el profesor A. C. GUYTON: "Efecto de las drogas sobre la transmisión sináptica. Se sabe que muchas drogas aumentan 
la excitabilidad neuronal y que otras la disminuyen. Por ejemplo, la cafeína, la teofilina y la tobromina, que se hallan en el café, 
el té y el cacao, respectivamente, aumentan la excitabilidad neuronal, presumiblemente al reducir el umbral para la excitación. 
Además, la estricnina es uno de los agentes más conocidos que aumentan la excitabilidad neuronal, pero no reduce en 
absoluto el umbral de excitabilidad de las neuronas sino que inhibe la acción de algunos de los transmisores inhibitorios sobre 
las neuronas, en especial el efecto inihibitorio de la glicina sobre la médula espinal. En consecuencia, los efectos de los 
transmisores excitatorios se tornan abrumadores y las neuronas están tan excitadas que entran en una descarga rápidamente 
repetitiva, provocando espasmos musculares tónicos graves. La mayor parte de los anestésicos aumentan el umbral de 
membrana para la excitación y disminuyen así la transmisión sináptica en muchos puntos del sistema nervioso. Como la 
mayoría de los anestésicos son liposolubles, se dedujo que cambiarían las características físicas de las membranas 
neuronales, tornándolas menos sensibles a los agentes excitatorios". Ob. Cit. p. 116. 
15
 Ob. Cit. p. 25. 
16
 Esta tesis es acertada en cuanto el sistema nervioso tiene una estructura que asimila la sustancia como si fuera un 
neurotransmisor verdadero de tal manera que puede producir los estados excitatorios o alterados sin límite alguno, porque el 
consumo creciente impide la fatiga. Esta ha sido la base del tratamiento de enfermedades o dolencias con el uso de drogas 
sicodélicas. El mal de Parkinson, por deficiencia de dopamina, encontró una respuesta en las investigaciones sobre el ácido 
lisérgico (una sustancia tomada del ergon, hongo que se da en ciertas grasas y cereales) de donde se sintetizó el LSD por el 
químico suizo Dr. Albert HOFMANN en 1943. Las anfetaminas y la codeina hacen parte de los medicamentos contra el dolor. 
Anatómicamente se encuentran en el sistema nervioso receptores de los llamados opiáceos que el cuerpo produce por lo cual 
la drogadicción de los derivados del latex de la amapola encuentra libre el camino en la estructura biológica. 
 
Enseña el profesor A.C. GUYTON: "Sistema opiáceo del encéfalo. Endorfinas y encefalinas. Hace más de 20 años que se 
descubrió que la inyección de cantidades extremadamente pequeñas de morfina en el núcleo periventricular que rodea el tercer 
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Lo que ocurre es que la excitación artificial, inmediata e ilimitada, no detenida por la fatiga, 
causada por sustancias asimilables a los neurotransmisores naturales (narcóticos, 
alucinógenos, depresivos, estimulantes, anabolizantes esteroides), producen las 
dependencias física y sicológica, la necesidad de evitar el síndrome de abstinencia y el 
deseo compulsivo de mantener periódicamente el estado alterado de conciencia. Es decir, 
la tolerancia y la dependencia física se instauran rápidamente. Por supuesto que esta 
práctica inicial y simple no está condicionada socialmente. En el mundo animal se aprecian 
conductas similares por insectos o mamíferos. Las abejas, por ejemplo, se aficionan al 
alcohol que toman de las frutas en descomposición. Los grandes mamíferos (elefantes, 
leones) toman ese mismo alcohol o sustancias narcóticas de las flores o el follaje de las 
plantas.
17
 
 
Interesa destacar que el primer instante del consumo de sicodélicos por el ser humano, no 
está sugerido o impuesto por la práctica social aunque, obviamente, ocurra en ese 
ambiente. El consumo en cuanto a la práctica social aparece en otro momento cuando las 
sociedades primitivas usaron la flora siquedélica, culturalmente, para las funciones del 
chamanismo visionario y extático. A. C. Furst cita en esta línea de pensamiento a W. LA 
BARRE (1970), "Old and New World Narcotics: A Statistical Question and an Ethological 
Reply" y agrega: 
 
 "...en el mundo preindustrial o tribal las plantas sicotrópicas son sagradas y mágicas, 
                                                               
ventrículo del diencéfalo o en el área gris periacueductal del tronco encefálico producía un grado extremo de analgesia. En 
estudios posteriores se encontró que la morfina actúa incluso en muchos otros puntos del sistema de analgesia, que incluyen 
las astas dorsales de la médula espinal. Dado que la mayor parte de las drogas alteran la excitabilidad neuronal lo hacen sobre 
los receptores sinápticos, se admitió que los "receptores de morfina" del sistema de analgesia de hecho debían ser receptores 
de algún neurotransmisor del tipo de la morfina secretado naturalmente por el encéfalo. Por lo tanto, se puso en marcha una 
extensa investigación de un opiáceo natural del encéfalo. En la actualidad se han encontrado alrededor de una docena de estas 
sustancias del tipo de los opiáceos en diferentes puntos del sistema nervioso, pero todas son producto de degradación de tres 
grandes moléculas proteicas: propiomelanocortina, proencefalina y prodinorfina"..."Aunque no se conocen por completo todos 
los pequeños detalles del sistema opiáceo del encéfalo, la activación del sistema de analgesia, ya sea por señales nerviosas 
que penetran en el área gris periacueductal o por drogas similares a la morfina, puede suprimir total o casi totalmente muchas 
señales dolorosas que entran por los nervios periféricos". Ob. Cit. pp. 154-155. 
17
 Cfr. AKIL, H. y LEWIS, L.W. (Eds.) (1987) Neurotransmitters and Pam Control; AKIL, H. et Al. (1984) "Endogenous opioids: 
Etiology and function". En: Annu. Rev. Neurosci. 7:223. PORTER, R. (Ed.) (1978) Studies in Neurophysiology. 
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son percibidas como seres vivientes con atributos sobrenaturales, que proporcionan a 
ciertos individuos elegidos -los chamanes-, y bajo ciertas circunstancias especiales 
también al común de la gente, una especie de puente para cruzar el golfo que separa 
a este mundo de los Otros Mundos. Por un acuerdo común, la irrupción al plano que 
las sustancias químicas facilitan, es considerada esencial para el individuo y la 
comunidad en las sociedades "primitivas". 
 
 "La experiencia del trance extático o de estados verdaderamente alterados, 
generados por alcaloides naturales, y su contenido culturalmente condicionado así 
como la interpretación subsecuente, son plenamente compatibles con los sistemas 
filosófico-religiosos tradicionales que valoran e incluso alientan los caminos 
individuales hacia poderes sobrenaturales y hacia una confrontación personal con 
ellos, como quiera que se les conciba o se les nombre. La evidencia, arqueológica y 
de otro tipo, es tal que podemos afirmar con seguridad que la mayoría de las 
sociedades, si no todas, que todavía utilizan plantas alucinógenicas en sus rituales lo 
han venido haciendo desde hace muchos siglos, si no es que milenios. Las plantas 
tienen una historia cultural; lo demuestran las tradiciones que comparten todos los 
miembros de la sociedad". 
 
 "De hecho, podemos ir más lejos y decir que las plantas psicotrópicas han ayudado a 
determinar la historia de la cultura, puesto que, típicamente, durante el trance extático 
el individuo confirma por sí mismo la validez de las tradiciones tribales que ha 
escuchado recitar a sus mayores desde su primera infancia". 
 
 "Las plantas mágicas, entonces, actúan para validar y para ratificar la cultura, no para 
facilitar medios temporales que permitan escapar de ella. El huichol de México, como 
el cahuilla del sur de California o el tukano de Colombia, retorna de su "viaje" iniciático 
para exclamar: -¡Es como mis padres me habían dicho! Uno toma peyote -dice- para 
aprender cómo uno va siendo huichol. Por el contrario la manera como se toma, en el 
sentido convencional, el LSD o el DMT en el Occidente difícilmente sirve para 
aprender "cómo uno va siendo estadounidense" (o alemán, o inglés, o mexicano)".
18
 
 
La cultura de los alucinógenos suponía la determinación de usarlos para la práctica social 
                     
18
 P.T. FURST. Ob. Cit. p. 42. 
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que incluye el poder real de los chamanes en el seno de su sociedad. La obtención de la 
sustancia no pertenece a la economía de esos pueblos, pero el uso cultural por parte de la 
jerarquía chamanística señala un valor político, así la embriaguez o las intoxicaciones 
muestren, como afirma Mircea Eliade, una decadencia en las técnicas chamánicas en 
pueblos siberianos.
19
 P. T. Furst, sostiene, más adelante, citando a Wilbert (1972) y en 
relación con el chamanismo del tabaco entre los Waraos de Venezuela que el humo del 
tabaco de un curandero es terapéutico pero también puede enfermar y dar muerte a sus 
enemigos "...con la ayuda de poderosas fumadas de sus puros colocados al revés".
20
 
 
Es decir que la introducción al uso social de los sicotrópicos los impregna, en las 
sociedades jerarquizadas, del elemento político en relaciones de dominación, lo cual 
constituye un segundo hito en la historia humana de ese consumo. 
 
Otro paso de singular importancia consistió en su aprovechamiento económico. 
Inmumerables casos registrados por la más abundante historiografía lo muestran así. 
                     
19
 "La importancia de la embriaguez que se busca en el cáñamo, aparece confirmada, además, por la enorme difusión del 
término iranio a través del Asia Central. La palabra irania que sirve para designar al cáñamo es bangha, y ha venido a 
significar, en muchas lenguas ugrías, tanto la seta chamánica por excelencia, Agaricus muscurius (que se utiliza 
precisamente como medio de intoxicación antes de la sesión o durante ella), como la embriaguez: cf., por ejemplo, el vocablo 
vogul pânkh, "seta" (Agaricus muscarius), las palabras mordvin panga, pango y el término cheremís pongo, "seta" tambien. 
En el vogul septentrional, pânkh significa, asímismo "embriaguez, borrachera". Los himnos a las divinidades aluden tambien al 
éxtasis provocado por la intoxicación con setas. Estas pruebas demuestran que el prestigio mágico religioso de la intoxicación 
con fines estáticos es de origen iranio. Unido a las demás influencias iranias en Asia Central -de las que volveremos a hablar 
pronto-, el bangha ilustra hasta qué punto llegó el prestigio religioso del Irán. Es posible que la técnica de la intoxicación 
chamánica sea de origen iranio entre los ugrios. Pero esto ¿qué prueba en relación con la experiencia chamánica originaria? 
Los narcóticos son únicamente un sustituto vulgar del trance "puro". Ya hemos tenido ocasión de comprobar en muchos 
pueblos siberianos el siguiente hecho: las intoxicaciones (alcohol, tabaco, etc.) son innovaciones recientes y muestran en cierto 
modo una decadencia de la técnica chamánica. Se trata de imitar mediante la embriaguez narcótica, un estado espiritual que 
ya no se es capaz de conseguir de otro modo. Decadencia o, hay que añadir, vulgarización de una técnica mixta; en la India 
antigua y moderna, en todo el Oriente, se encuentra siempre esta extraña mezcla de "caminos difíciles" y "caminos fáciles" para 
conseguir el éstasis místico o cualquier otra experiencia decisiva. 
Es difícil distinguir, en las tradiciones místicas del Irán islamizado, lo que corresponde a una herencia nacional y lo que se debe 
a las influencias del Islam y del Oriente. Pero es indudable que un sinnúmero de leyendas y de milagros a que se refiere la 
hagiografía pertenece al acervo universal de la magia y, especialmente, del chamanismo. Basta con hojear los dos tomos de 
los Saints des derviches tourneurs de Cl. Huart, para encontrar a cada paso milagros que caen en la más pura tradición 
chamánica: ascensiones, vuelo mágico, desapariciones, andanzas sobre el agua, curaciones, etc. Por otro lado, es preciso 
recordar también el papel del haxix y de otros narcóticos en la mística islámica, aunque los santos más puros de esa religión 
jamás hayan recurrido a semejantes sucedáneos". Cfr. ELIADE, Mircea (1951 y 2001). El Chamanismo y las técnicas arcaicas 
del éxtasis. pp. 313-4. 
20
 FURST, P.T. Ob. Cit. pp. 68-69. 
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Podemos ilustrar este punto con los hechos de la prohibición del consumo de coca en el 
Perú durante el Siglo XVI y el debate entre la jerarquía de la Iglesia Católica y los españoles 
detentadores del privilegio de explotación minera con el empleo de la mano de obra 
indígena. En la historiografía al respecto encontramos la obra de Joseph Gagliano Coca 
Prohibition in Peru
21
 de la cual nos valemos para proponer el ejemplo. 
 
Al lado de las reformas planteadas sobre el tratamiento de los indígenas, muchos 
misioneros intentaron separarlos de sus antiguas prácticas religiosas ante todo del uso de la 
coca ya que ello los mantuvo vinculados a la influencia y dominio espiritual de los chamanes 
y al mundo idolátrico de objetos paganos. El mayor impedimento para la conversión de esas 
gentes al Cristianismo se identificó con la coca, arbusto condenable como un instrumento 
diabólico que producía un atontamiento en los indígenas y los enfrentaba a la cristianización 
de los curas doctrineros. 
 
Para la Iglesia era imprescindible que el monarca prohibiera el mambeo de coca y 
decretara, mediante las ordenanzas necesarias, la quema de los arbustos. De lo contrario la 
tarea de los misioneros resultaba imposible o, al menos, ímproba ante la fuerte relación del 
indígena con sus creencias que hacían parte esencial de su vida, familia, estructura 
tradicional de poder y demás componentes de la sociedad nativa. De la eliminación de 
dichos lazos dependía el triunfo sobre la persistente idolatría y el dominio que ejercían las 
autoridades indígenas. De hecho, varios ritos, como los de la fertilidad, los funerarios y las 
ceremonias religiosas de ofrendas o sacrificios, incluían el consumo de la coca, además de 
su empleo para la física resistencia en viajes, trabajos y otras tareas. 
 
En los Concilios de Lima, el Primero en 1552 y el Segundo entre 1567 y 1568, se 
intensificaron las demandas para la destrucción de los arbustos y la prohibición del 
consumo. 
 
Contra las peticiones de la Iglesia se alzaron los cultivadores, detentadores de minas y 
                     
21
 GAGLIANO, J. A. (1992) Coca Prohibition in Peru. The Historical Debates. El autor ofrece en esta obra una importante y 
extensa bibliografía y una relación exhaustiva de los documentos pertinentes. 
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mercaderes. En 1566 los jueces de la Audiencia Pedro Raimerez, Antonio López de Haro y 
Juan Matienzo se dirigieron a la Corona para rechazar el prohibicionismo con el argumento 
de que el cultivo y el comercio de coca era una empresa muy importante y altamente útil 
porque su consumo aseguraba que los indios rendían más en la explotación de las minas 
de plata, los cultivos y demás trabajos. "Si la coca fuere abolida, quiere decir que la tiranía 
de los Incas regresará. Si fuere abolida, los indios no irán al Potosí...".
22
 
 
Ante los argumentos sobre la importancia del papel de la coca en la economía colonial, que 
era inescindible de los intereses de la Corona, Felipe II decidió que la empresa de la coca 
debía continuar, sometida a la vigilancia del Virreinato, demás autoridades y de los curas 
para evitar daños a los indígenas y las prácticas de idolatría. La determinación real se 
expidió el 18 de Octubre de 1569.
23
 
 
Es evidente el uso económico y político del mercado de la coca en el cuadro de la Colonia. 
Pero existen otros casos de singular importancia que nos ponen en el camino de la 
construcción de una criminalidad fundamentada en el aprovechamiento político y económico 
del comercio de drogas sicotrópicas. El más destacado en la historia contemporánea 
sucedió en la mitad del Siglo XIX cuando los comerciantes ingleses de té en el Lejano 
Oriente vieron el enorme desarrollo de sus ventas en Inglaterra, ante todo del producto 
proveniente de las plantaciones de Ceilán, la India y China.
24
 Con el tiempo, el pago a los 
cultivadores del té se hizo con el opio obtenido en el mismo Oriente de tal manera que la 
rentabilidad era altísima. 
                     
22
 Citas de J. GAGLIANO. Ob. Cit. p.p. 57-58. 
23
 En el texto de la decisión que permite la tolerancia en el cultivo y uso de la coca, transcrito por GAGLIANO, aparece la actitud 
doble de la Corona: Por una parte reconoce la razones de la Iglesia acerca del impedimento que el consumo de la coca 
representa para la cristianización, la intervención del demonio en ello y la inconveniencia de la idolatría, pero, por otro lado, 
alegando la protección y la necesidad de mitigar los padecimientos del trabajo indígena y hacerlos más fuertes en las difíciles 
labores a que estan obligados, el Monarca decide que no debe privar a los indígenas de algo que mitiga el rigor de su trabajo, 
aunque eso sea producto de su propia imaginación, y ordena proteger a los indígenas mediante la vigilancia de sus conductas, 
para prevenir las supersticiones, brujerías y otros fines depravados. De todo ello los curas doctrineros deben informar a sus 
superiores. La Corona no desconoce el problema de la coca para la evangelización, pero se inclina por la tolerancia que le 
reclaman los sectores representativos de la economía colonial y su propio interés. (RLRI, 2: BK. VI, Tit. XIX, 305-6) Ob. Cit. p. 
59. 
 
24
 Para la situación política y económica de Europa y en especial de Inglaterra, Cfr. BERGERON, L., FURET, F. y 
KOSELLECK, R. (1982) La época de las revoluciones europeas, 1780-1848. pp. 167 y ss. 
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En Oriente las sustancias extraídas de la flor de la amapola tienen una antiquísima historia. 
El opio
25
 se produce con la sola oxidación del látex y la morfina y su derivado la heroína 
mediante procesos de refinación más complejos. Su capacidad sicotrópica es súmamente 
elevada, su tolerancia cruzada por lo cual los consumidores puede sustituir una droga por 
otra (metadona, p.e.).
26
 Todo ello sugiere su rapidísima instauración, aún en el evento de 
las llamadas dosis terapéuticas en períodos de 2 o 3 días. 
 
En China el opio se usaba medicinalmente desde la época de la dinastía T´ang (año 610)
27
 
y casi dos milenios después junto al consumo del tabaco se asentó la costumbre de fumar 
opio. Los ingleses que tenían una intensa actividad,
28
 ante todo por la Compañía de la 
Indias Orientales ejercían el monopolio comercial con China llevando plomo, telas de lana, 
estaño, algodón y otros productos. De China importaban té. A partir de su sede en Bengala 
la Compañía inició una empresa gigantesca de introducción a China de opio, a tal grado 
que, según los informes de Hebert Franke y Rolf Trauzettel
29
 en 1729 comercializaban 
aproximadamente 200 cajas (de 65 kilos) y entre 1780 a 1810 el tráfico ascendió a 4.000 - 
5.000 cajas. Desde 1729 Yung-chen había prohibido el consumo del opio sin lograr detener 
el negocio de los ingleses. En 1796, 1814 y 1815 el Imperio expidió nuevos decretos 
sancionatorios de ese comercio y uso. 
                     
25
 El opio (opium) es un "exudado lechoso desecado por el aire que se obtiene por incisión de las cápsulas no maduras de 
papaver somniferum o su variedad album, que contiene aproximadamente 20 alcaloides, siendo los más importantes la 
morfina, la narcotina, la codeína, la papaverina, la tebaína y la narceína". La heroína (diacetilmorfina) es un derivado de la 
morfina altamente adictivo. Cfr. DICCIONARIO MEDICO DORLAND (1998). 
26
 Cfr. EL MANUAL MERX. 10a. Ed. Edición del Centenario (1997). Voz: Dependencia de opiáceos. SAFERSTEIN, R. (2001) 
Criminalistics. An introduction to forensic science. pp. 228 y ss. 
27
 Sobre los desarrollos económicos, políticos y culturales de la Dinastía T´ang, Cfr. FRANKE, H. y TRAUZETEL, R. (1980) El 
Imperio Chino, pp. 146 y ss. Es importante recordar, para esta narración que durante esta Dinastía se estableció un sistema de 
concurso y carrera administrativa para reclutar la burocracia. Los candidatos debían presentar exámenes para acceder a los 
cargos. Los burócratas lograron a lo largo de los siglos mantener un verdadero poder en la estructura del poder en China. La 
corrupción que invadió el Imperio en el Siglo XIX se asentó en ese estamento y facilitó el resultado de la Primera Guerra del 
Opio. 
28
 PALMADE, G. (1979) La Europa de la burguesía. Historia Universal Vol.27. Siglo XXI. México. 
29
 Ob. Cit. pp. 302 y ss. 
39 
 
Hacia 1834 la Compañía de las Indias Orientales intensificó el tráfico con medidas que 
ampliaron el mercado a 22.000 cajas y en 1838 a más de 40.000 con gravísimas 
consecuencias de salud en el pueblo chino. Los citados autores narran que en 1835 China 
tenía dos millones de fumadores de opio en una población que pasó de 140 millones en 
1741 a 400 millones en 1834. Inglaterra para 1781 contaba con 13 millones de habitantes y 
en 1831 un poco más de 24 millones.
30
 
 
Esta actividad, prohibida por el Imperio, se mantenía próspera gracias a la burocracia 
corrupta que obtenía de los ingleses grandes sumas de dinero. En esos momentos nació 
una discusión en el interior del poder en China. Mientras unos sostenían la necesidad de 
legalizar el tráfico, otros abogaron por la prohibición total con penas de gran intensidad. 
Unos terceros, pertenecientes a la alta burocracia, propusieron de optar por cierta laxitud en 
la aplicación de las medidas prohibitivas. Es decir, algo muy próximo a la tolerancia. 
 
El Emperador manchú designó con poderes especiales a Lin Tse-hsü como comisario en 
Cantón, sede del encargado de negocios de Inglaterra Charles Elliot. El comisario, partidario 
de la prohibición más extrema, decomisó grandes cargamentos de opio, situación que unida 
a otros hechos en contra de ese comercio, dieron lugar a la Primera Guerra del Opio (1839-
1842) con la cual Inglaterra demandaba la derogatoria de la prohibición y la consecuente 
liberación del comercio de la droga. 
Las fuerzas militares inglesas eran relativamente pequeñas pero mejor armadas que el 
ejército chino. Sin embargo, esa modesta superioridad no fué la causa de la derrota del 
Imperio sino su debilidad representada en la burocracia corrupta e influyente deseosa de 
continuar con el negocio del opio del cual derivaban altos beneficios. Tanto en la dinastía 
Manchú como en la Ch´iying, durante la Segunda Guerra del Opio, los funcionarios 
corruptos inclinaron la balanza bélica a favor de Inglaterra.
31
  
                     
30
 Cfr. LESOURD, J.A. y GÉRARD, C. (1977) Historia economica mundial (moderna y contemporánea). En: NERÉ, J. et Al. 
(1977) Historia Contemporánea. pp. 141 y ss. 
31
 "Las consecuencias de la derrota fueron muy graves: China tuvo que ceder Hongkong a Inglaterra, pagar indemnizaciones de 
guerra por un valor de 21 millones de dólares de plata, abrir en Fu-chou, Amoy, Shangau y Ning-po cuatro nuevos puertos al 
comercio exterior, garantizar la aplicación de tasas de aduana fijas y abolir el monopolio de los Co-hong. El tratado 
suplementario de Hu-men aseguró en 1843 a los ingleses la cláusula de la nación más favorecida, según la cual los privilegios 
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La tolerancia, producto de la derrota en la Primera Guerra del Opio desapareció a raíz de la 
guerra civil insurgente de los T´ai-píng contra el poder Manchú.
32
 Carlos Marx consideró en 
1853 (New York Daily Tribune del 14 de junio) tal revolución como una consecuencia de la 
debilidad imperial nacida de la Guerra del Opio. Semejante fracaso de la Dinastía Manchú 
favoreció el estallido de tan singular revolución. Al mismo tiempo tenían gran actividad, en 
favor de la restauración de la Dinastía Ming, las tríadas del sur de China y otras sociedades 
secretas como la Liga Nien.
33
 
 
Un líder, Hung Hsiu-ch´uan (1813-1864), aspirante a burócrata pero fracasado en los 
exámenes del concurso, lideró el movimiento de la Paz o Armonía Universal, que pretendía 
una teocracia cuyo sustento ideológico era una confusa mixtura de Cristianismo católico y 
protestante, Confucianismo, Budismo, Taoismo y otras invenciones teológicas propias de 
Hung. Fueron innumerables las reformas que adoptó la revolución donde logró imponerse. 
Para Occidente el derrocamiento del T´ai-píng resultaba de extrema urgencia. Tras el 
impulso de Lord Palmerston, aristócrata whig, un "bull- dog"
34
 anglo-irlandés y a propósito 
del episodio del bombardeo chino a un barco llamado Arrow, se inició la Segunda Guerra 
del Opio o Segunda Guerra Anglo-China (1856-1858) que incluyó el saqueo de Pekin. La 
derrota total llevó, como explica Eric Hobsbawm a la dependencia total de China de 
Occidente. Estados Unidos, Rusia y Francia, además de Inglaterra, recibieron concesiones 
del apuntalado Imperio Manchú con inverecundia triunfante y arrogante. La restauración del 
comercio del opio llevó a 45.000.000 de chinos a la adicción más extensa por país hasta 
ahora conocida.
35
 
                                                               
otorgados a otro Estado corresponderían automáticamente tambien a Inglaterra, junto con la jurisdicción consular y algunos 
otros derechos de extraterritorialidad". FRANKE, H. y TRAUZATTEL, R. Ob. Cit. pp.304-5. Todo esto además de la derogatoria 
de la prohibición del comercio del opio. 
32
 Cfr. FRANKE, H y TRAUZETTEL, R. (1980) Ob. Cit. pp. 305 y ss. HOBSBAWN, E. (1998) La Era del Capital, 1848-1875). 
pp. 138 y ss. 
33
 Cfr. BOOTH, M. (1999) The Dragon Syndicates. The Global Phenomenon of the Triads. pp. 22 y ss; FRANKEL y 
TRAUZATTEL citan sobre el punto a WRICHT, M. C. (1957) The Last Stand of Chinese Conservatism. The T´ung-chih 
Restorations. 1862-1874. Stanford. p. 101. 
34
 Cfr. PALMER, R. y COLTON, J. (1978) Historia Contemporánea. p. 209. 
35
 Resulta de interés recordar las obras de la escritora PEARL S. BUCK, Premio Novel, en las cuales relata la tremenda 
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El impulso inglés del narcotráfico en China favoreció igualmente el crecimiento de tal 
negocio en Occidente porque a Europa y a los Estados Unidos llegaron los opiáceos para el 
consumo de las altas clases sociales, capaces de pagar los precios exigidos por los 
traficantes del opio. La industria farmacéutica tomó la sustancia y la procesó como bien 
comercializable ya que no existía prohibición alguna para ello. Los laboratorios Merck 
suministraban al comercio: Atropina, apomorfina, cafeína, codeína, eserine, hidrastine, 
morfina, theobromine, veratrine, estricnina, cocadylatos, veronal, y otros fármacos para 
crear estados alterados de conciencia, sensaciones placenteras, analgesias, etc. Se lee con 
claridad en el primer manual Merck de 1899.
36
 
 
La compañía Bayer de Elberfeld, Alemania, inició la producción de diacetilmorfina en 1898 y 
un año después el producto aspirina, cuya base es el ácido acetilsalicílico. En sus 
campañas, subraya, Alfred McCoy, la Bayer describía la heroína como una sustancia no 
adictiva, verdadera panacea para enfermedades respiratorias de los niños y dolencias en 
los adultos. Fue muy conocido el producto de Mrs. Winslow´s Soothing Syrup, como un 
sedativo infantil, a base de morfina. Actualmente la firma Johnson y Johnson produce una 
loción que tiene un derivado de la cocaína para la misma finalidad. 
 
Entre 1830 y 1880 se difundió en la comunidad médica de Europa y los Estados unidos la 
idea de los beneficios del uso de la cocaína, tomando como buena experiencia el uso de la 
hoja de coca por los indígenas de los Andes. Varios escritos de viajeros
37
 relataron la alta 
resistencia física de los nativos que mambeaban coca. Los experimentos de los científicos, 
incluído Sigmund Freud, alentaron el consumo generalizado del clorhidrato, con el impulso 
industrializado de los laboratorios Park-Davis. Europa estaba abierta al consumo de 
sicotrópicos sin problema alguno. Al alcohol se sumó el ajenjo y otras sustancias. 
 
                                                               
adicción al opio por los campesinos que podían adquirir el sicotrópico. En especial las novelas La buena tierra y Los hijos de 
Wang-lung. 
36
 En el año del centenario de la publicación del primer Manual (1899), esta industria reeditó ese ejemplar junto con la edición 
del Centenario, la 10a. en 1999: BEERS, M. H. y BERKOW, R. (Eds.). 
37
 Es el caso del naturalista suizo J.J. Von TSCHUDI (1854) en su libro Travels in Peru. 
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De esa situación se pasó al desarrollo de tónicos y bebidas estimulantes en los Estados 
Unidos, como la Coca Cola en 1903, que contenía dosis importantes de cocaína y después 
multitud de bebidas, calificadas de alimenticias, necesarias para el desempeño de los 
trabajadores en las arduas labores del momento industrial que vivía el mundo. 
 
La inadecuada nutrición de los obreros, escasa de calorías se resolvió con el alto consumo 
de estimulantes, proteínas y el azúcar que pasó de 20 libras por persona en Inglaterra en 
1850 a 80 en 1900. La carne de cerdo, los huevos y el azúcar en cantidades significativas, 
las bebidas estimulantes como el té y el café, configuraron la dieta básica de la clase 
obrera. 
 
La producción legal de drogas sicotrópicas al final del Siglo XIX y hasta la Prohibición en 
Estados Unidos durante la década de los años 20, creció sin pausa desarrollando muchos 
productos cuyas drogas básicas se venden en la actualidad libremente, como los 
analgésicos con base en anfetaminas y codeínas.
38
 Las principales sustancias en el 
comercio de drogas fueron los opiáceos, de precios relativamente altos y su consumo 
ubicado en clases económicamente pudientes. Para la primera mitad del Siglo XX la 
cocaína no ocupaba un lugar importante, como la marihuana, pero existió un tráfico 
constante de Suramérica hacia los Estados Unidos. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                     
38
 Un extrordinario estudio histórico al respecto es la obra del profesor de la Universidad de Wisconsin, Dr. Alfred W. McCOY 
(1991) The Politics of Heroin. CIA Complicity in the Global Drug Trade. 
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CAPITULO 3. UNA ESTRUCTURA NECESARIA: EL CRIMEN 
ORGANIZADO. 
 
Cada estadio de las relaciones sociales en la historia de la Humanidad muestra unos 
patrones que ha detallado y explicado el conocimiento científico en sus numerosas formas y 
manifestaciones académicas. El interés de nuestro trabajo está centrado en un período que 
posee una específica criminalidad, signada, ante todo, por la universalización de las 
relaciones de intercambio capitalista y, por supuesto, de relaciones de dominación de igual 
jaez. La clausura del Estado Nacional, de la soberanía nacional y de la autonomía de los 
poderes locales, en beneficio de un complejo de poder universal, que Tony Negri ha 
llamado "Imperio", nos muestra una criminalidad compleja, sofisticada, poseedora de 
recursos de la ciencia y la tecnología, bastante cercanos de los que disponen los demás 
sectores de poder político, económico, social o cultural coetáneos. 
 
Esta criminalidad globalizada, dueña de infinitos recursos se acopla con las formas 
nacionales o locales del crimen y, en la medida de sus intereses, los coopta y pone a su 
disposición. Existe, por lo tanto, una criminalidad con vocación y poder universalizante con 
capacidad de adscribir los actores y las prácticas criminales locales, en cuanto los 
rendimientos económicos sean de su interés. 
 
Otro sector de la criminalidad ha actuado, durante el período, en sus reductos nacionales 
sin causar mayor interés en los titulares de la globalización delictiva. De hecho, los 
comportamientos universales muestran una característica: la producción de una enorme 
riqueza gracias al éxito en la gestión del delito como empresa. Esta empresa suministra 
bienes y servicios tradicionales o crea sus propias mercancías para la obligada adquisición 
por sus víctimas de todo lo que ofrece, los productos adulterados, el contrabando, las 
protecciones, la droga, etc.
39
 
                     
39
 Cfr. BECKER, G.S. (1968); CATANZARO, R. (1992) El Delito como Empresa. Historia Social de la Mafia. La edición italiana 
es de 1989, Liviana-Padova; AUSTER, R. y SILVER, M. (1979) The State as a Firm: Economic Forces in Political Development; 
FIORENTINI, G. y PELTZMAN, S. (1995) The Economics of Organised Crime. En esta obra colectiva se destacan: POLO, M. 
"The Criminal Organisation as a Firm", p. 87. GAMBETTA, D. y REUTER, P. (1995) "Conspiracy among the many: the mafia in 
legitimate industries", p. 116. TANZI, V. "Corruption: arm´s-length relationship and markets", p. 161. COWELL, F. A. y 
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A las relaciones capitalistas globalizadas, pues, corresponde un sistema de poder universal 
y una criminalidad de tales dimensiones. Resulta interesante observar sus imbricaciones en 
los territorios nacionales
40
. 
 
El delito transnacional es realmente complejo y sus fines no se agotan con la conducta 
específica pues, a partir del éxito propio de la realización del inicial designio, nace la 
ambición de otras metas. Así, su realización exige la permanencia de una organización, que 
excede las capacidades e intenciones meramente individuales de cometerlo. Eso ocurre con 
el tráfico de armas, de drogas, de personas, de secuestros, etc. y con la piratería, los 
crímenes de guerra y demás pertenecientes a esta categoría. La organización que requiere 
ofrece al delito de tal naturaleza la posibilidad de ser realizado y mantener sus efectos 
personales, económicos, políticos o sociales de conformidad con el designio de los autores. 
 
La criminología ha tratado de identificar el fenómeno del crimen organizado desde hace 
muchos años, ante todo cuando la imponencia de antiguas asociaciones marcaron la vida 
de Italia y los Estados Unidos. La mafia de Sicilia, la ´ndrangheta de la Calabria, la camorra 
de Nápoles, la Sacra Corona Unita y sus nuevas reorganizaciones, "il milieu criminali" de 
Marsella, además de las tríadas chinas (los sindicatos del dragón), la jacuza japonesa, y 
toda una serie de organizaciones de tipo mafioso en todos los rincones del mundo, han 
actuado durante los años finales del Siglo XIX y a lo largo de todo el Siglo XX con una 
dinámica tal que los sistemas jurídicos y las políticas criminales han sido incapaces de 
contenerlos. 
 
Una razón es más que suficiente: las organizaciones criminales son estructuras que 
                                                               
GORDON, J. P.F. "Auditing with Ghost" p. 185. y FIORENTINI, G. "Oligopolistic competition in illegal markets". p. 274. 
ARLACHI, P. (1983a y 1983b); ANDERSON, A.G. (1979); BECKER, G.S. y MURPHY, K. (1988); BECKER, G.S. y STIGLER, 
G.J. (1974); EHRENFELD, R. (1992); JENNINGS, W.P. (1984); MARTIN, J.M. y ROMANO, A. (1992); NIKAIDO, H. (1968); 
SANTINO, U. y LA FIURA, G. (1990); SCHELLING, T. C. (1967 y 1971); GAMBETTA, D. (1993) y; STRACHAN, J. L., SMITH, 
D.B. y BEEDLES, W. L. (1983). Finalmente la obra de BERGREEM, L. (1994) sobre Capone y; ARMAO, F. (2000) Il Sistema 
Mafia. Dall´economia-mondo al dominio locale. 
40
 Cfr. BLOK, A. (1974) The Mafia of a Sicilian Village, 1860-1960. A study of violent peasant entrepreneurs. VIOLANTE, L. (a la 
cura di) (1997) Mafia e società italiana. Rapporto ´97. 
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responden a una práctica criminal de altísima productividad económica, mucho más 
rentable que la gestión empresarial legal con plusvalía y todo. 
 
Esto nos indica que el delito del cual se ocupan no es una conducta cualquiera con 
posibilidades de ser realizada individualmente como otras clases de injustos. Muchos delitos 
requieren, simplemente, de la aislada actividad de un individuo para ser preparados y 
ejecutados. Es el caso de los asaltos a mano armada, del raponazo o el atraco, el homicidio 
en sus diversas formas, etc. Estos otros delitos, como el tráfico de armas, de 
estupefacientes, del secuestro, etc. son conductas especialmente complejas que no pueden 
ser cumplidas por la acción particular de uno o dos sujetos en corto espacio de tiempo, sino 
que exigen un aparato especialmente diseñado para cumplir el designio a lo largo de varios 
años, si fuere necesario. 
 
Los delitos que comentamos son acciones que para tener la importante productividad 
económica que los caracteriza, se cumplen de manera permanente y son, como los objetos 
de las sociedades comerciales o civiles, gestiones cotidianas generadoras de riqueza. Se 
impone para los delincuentes, en consecuencia, la creación de una estructura que 
mantenga la posibilidad de realizar a lo largo del tiempo esas conductas, sin que una de 
ellas agote, per se, el propósito criminal. 
 
Es algo similar a los negocios legales. Las sociedades civiles y comerciales y las 
corporaciones al estilo del Common Law se constituyen para desarrollar negocios de larga 
duración, con un aparato empresarial complejo y duradero. Estos delitos exigen para su 
viabilidad la fundación de organizaciones empresariales, pues, además, son concebidos por 
sus agentes como "business" con vocación de permanencia, aunque sepan claramente de 
su ilicitud. Por eso algunas organizaciones han introducido en su multifacético mundo 
estructuras puramente empresariales, otras dedicadas a la acción criminal, otras 
corporaciones para captar apoyos profesionales, otras que marcan las políticas 
organizacionales y las estrategias de inversión. Es una adecuada y racional división del 
trabajo para asegurar los frutos del crimen. 
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Realmente, en el crimen organizado, se ha presentado tanto las formas de integración 
vertical como las horizontales, además de fenómenos consorciales o de agrupamiento 
internacional, a semejanza de lo que ocurrió en la historia empresarial de la primera parte 
del Siglo XX.  
 
En el caso del narcotráfico, por ejemplo, se observa una cadena ininterrumpida de 
actuaciones, muchas de ellas lícitas en sí mismas, que tiene un desarrollo temporal 
extenso. La consecución de las tierras, la siembra de la planta de coca y su cuidado, la 
protección armada del cultivo, la recolección de las cosechas de la hoja, su procesamiento y 
el trabajo de laboratorio con el conocimiento químico indispensable para obtener el 
clorhidrato, el alistamiento y el transporte, las negociaciones con toda una cadena humana 
que va desde el cultivador, pasando por el transportador, los funcionarios comprados en el 
extenso proceso de corrupción para obtener inmunidad y facilitación del comercio, los 
traficantes hasta el consumidor, la exportación, el ingreso a otros países, el cobro y el uso 
del dinero producto del comercio, los trámites de acumulación y lavado, el ocultamiento de 
la fuente de ese enriquecimiento, la adquisición de bienes muebles o inmuebles, las 
inversiones, compra o formación de empresas, corporaciones, fundación de trust o holdings, 
o constitución de personas jurídicas, el mantenimiento de organizaciones o grupos 
destinados a la protección violenta de la empresa criminal y la administración de la muerte, 
el respeto a la jerarquía, el aseguramiento de la lealtad, la garantía del ingreso del dinero, la 
preservación de la propiedad legalizada y la protección cotidiana de la vida y la seguridad de 
los criminales así organizados, supone inversiones y criterios organizacionales muy 
sofisticados, actualizados, eficaces, coherentes y sólidos. Finalmente, para agregar a los 
trabajos y dificultades aquí relatadas, en el mundo globalizado, se hicieron indispensables 
los acuerdos multinacionales entre las asociaciones delincuenciales del narcotráfico. De 
esto, y mucho más, depende la ejecución de las conductas criminales del comercio de 
drogas. Para ello, los autores son precisamente personajes de gran capacidad de trabajo, 
notable inteligencia y extrema información. Ante todo la parte central y dominante de la 
organización criminal. 
 
Decimos que mucho más porque las organizaciones han estado atentas a las varias 
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políticas criminales y de las legislaciones con las cuales se pretende controlar y perseguir 
este delito. En este sentido llama la atención sus relaciones con sectores académicos, 
intelectuales, de asesoría profesional de todo orden, de entidades sin ánimo de lucro como 
algunas ONG, tanto para el negocio criminal como para responder a las políticas criminales, 
a las acciones de las autoridades, etc. 
 
Técnicamente las legislaciones del sistema jurídico continental europeo acogieron la 
tipificación de la "asociación o el concierto para delinquir" y los EE.UU. la 
"conspiración" como herramientas penales para controlar y sancionar esas conductas. 
Con el tiempo y debido a la multiplicidad de acciones, ha resultado insuficiente la figura del 
concierto y, ante todo en Europa, se ha optado por penalizar la "organización criminal" en 
sí misma y la pertenencia a ella. En Colombia el Decreto legislativo 1371 de 1995 adoptó 
medidas contra la delincuencia organizada pero fue declarado inexequible por la Corte 
Constitucional por cuanto el Decreto 1370 que había declarado el estado de conmoción 
interna y del cual se desprendía el 1371, había sido declarado inconstitucional. Se trató de 
una inconstitucionalidad por consecuencia. 
 
El Gobierno presentó a la consideración del Congreso un proyecto de ley (No. 131 de 1995) 
para dar fuerza legal permanente al Decreto 1371, pero fracasó y el proyecto se archivó por 
determinación del Congreso. En los debates se consideró la tesis de uno de los sectores 
teóricos de la criminología que se opone a calificar como delictiva la organización criminal 
por la imposibilidad de ubicarla en una categoría propia de la criminología para reprimirla 
desde la lógica y la técnica del Derecho Penal.
41
 
 
No obstante las posiciones de los citados criminólogos, vamos a explicar la estructura del 
crimen organizado y sus contenidos políticos de dominación interna y gestión del negocio 
criminal. Jay Albanese en el trabajo Organized Crime in America, reuniendo varios 
conceptos de distintos criminólogos, sintetiza las características del crimen organizado, así: 
                     
41
 ZAFFARONI, Eugenio Raúl. (1996) El Crimen Organizado. Una categorización frustrada. ZAFFARONI trae en este trabajo un 
detallado informe bibliográfico, entre otros: HAGAN, F. (1983). "The Oganized Crime: A Further Specification of a New 
Conceptual Model". En: Criminal Justice Review 1983. 
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 Organized hierarchy 
 Rational profit through crime 
 Use force or threat 
 Corruption to maintain immunity 
 Public demand for services (or goods) 
 Monopoly over particular market 
 Restricted mermbership 
 Non-ideological 
 Specialization 
 Code of secrecy 
 Extensive planning
42
 
 
Todos esos componentes funcionan racionalmente en la dinámica de la estructura de la 
organización que toma el crimen productivo como empresa permanente. Encontramos, por 
nuestra parte, tres condiciones esenciales de la gestión criminal organizada: 
 
a.- Las relaciones de poder. En la criminalidad se establecen mecanismos de apropiación 
de bienes, del cuerpo de las personas o de sus actividades, para obtener beneficios por 
parte del delincuente. Esto quiere decir que la criminalidad, en general, es un conjunto de 
actividades que, al organizarse, se muestran como un sistema de dominación dentro del 
cual el delincuente puede acumular capital, si logra tener un éxito a largo plazo y si las 
conductas rentables económicamente son productivas. 
 
La dominación delicuencial organizada es una estructura de poder que somete a las 
víctimas en los espacios de criminalidad donde actúa la agrupación con tales designios y 
ejerce sobre sus miembros una disciplina implacable que no admite error, indiferencia, 
negligencia ni, por supuesto, traición. Tal observación subraya el sentido político del crimen 
organizado, al margen de las válidas o plausibles interpretaciones criminológicas y juristas 
que miran el fenómeno como una conducta desviada, contra los intereses sociales o 
                     
42
 Ob. Cit. p. 5 
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simplemente violatorias de la ley vigente y legítimamente establecida en un sistema jurídico 
determinado o en los instrumentos internacionales. 
 
El delito en sí mismo es una conducta, individual o colectiva, que desconoce el sistema 
jurídico, lo quebranta y ejerce un poder para someter a la víctima y apropiarse de su cuerpo, 
sus bienes, sus relaciones sociales o de aquello que le represente el fruto querido al 
cometer el injusto. La víctima puede ser el mismo Estado, o es el Estado quien puede 
incurrir en el delito
43
. 
 
En algunas tendencias se explica el crimen a partir de una concepción de la naturaleza 
humana y se trataría, así, de una expresión fundamental de las tendencias humanas y sus 
deseos. Con frecuencia se cita a Emmanuel Kant, Thomas Hobbes, Jeremy Bentham y 
Cesare Beccaría, para apoyar teóricamente tales posturas que ocultan el carácter de 
dominación de las conductas delictivas y hacen difícil la conceptualización del crimen 
organizado dentro del funcionamiento del sistema capitalista globalizado de nuestros días.
44
 
 
b.- Producción de riqueza y acumulación de capital. El acto delictivo de dominación en 
el cuadro del crimen organizado tiene por finalidad la obtención de riquezas dentro de una 
visión del delito que ofrece rendimientos económicos, sin olvidar que las agrupaciones 
incurren en otros crímenes especialmente violentos destinados a mantener la dominación 
ya instaurada.  
 
Es claro que existen muchas conductas delictivas cuyo designio es la apropiación de los 
                     
43
 Cfr. FRIEDRICHS, D. O. (Ed.) (1998) State Crime. (2 Vols.). Ante todo, en el T. I. The varieties of State Crime. pp. 95 y ss. 
Hybrid Forms of State Crime, pp. 299 y ss. y Comparative Dimensions of State Crime. pp. 375 y ss. En el T. II. especialmente: 
Parte III:  The Role of International Law in Response to State Crime. pp. 137 y ss. 
44
 Cfr. Las observaciones de GOTTFREDSON, M. R. y HIRSCHI, T. (1990) A General Theory of Crime. Sostienen estos 
autores que "We have defined crimes as acts of force or fraud undertalen in pursuit of self-interest. Because a definition of crime 
automatically undermines theories inconsistent with it, theorists typically avoid prior definitions in favor of definitions derived their 
theories of crime. The usual approach in contemporary criminology begins with the backgroud or motives of the offender, asking 
in effect what causes him or her to commit criminal acts. The nature of crime is thus inferred from the caracteristics of offenders 
or from a theory of crime causation". p. 15. De especial interes resultan sus análisis posteriores sobre los actos de fuerza y las 
condiciones en las cuales se cometen varios tipos de crímenes. 
51 
 
bienes o del patrimonio de las víctimas. Unos delitos de especial atención en este campo 
son los que giran en torno al concepto de corrupción política o administrativa que atentan 
contra los caudales públicos. Se trata en estos apartes de resaltar aquellas conductas que 
corresponden a un comportamiento delictivo permanente, más allá de las transitorias 
asociaciones o concursos y de los actos individuales de apropiación ilícita del patrimonio 
ajeno. 
 
El delito en cuanto negocio agenciado por organizaciones ha sido tratado aún bajo los 
parámetros de la teoría económica para encontrar allí los elementos de racionalidad 
vigentes en el normal desarrollo de las transacciones legítimas. Tal es el conocido estudio 
del Premio Nobel, Profesor Gary S. Becker en 1968.
45
 Sin embargo, los estudios 
econométricos no captan todos los elementos criminológicos y ante el poder eficaz del 
delincuente que manipula y somete a las víctimas y elude o corrompe al poder público, 
resulta insuficiente la explicación de la racionalidad de los mercados, las rentas y demás 
aspectos que pretendan encontrar una minimización de costos y maximización de 
ganancias en el cuadro del delito. Al fin y al cabo la imposición violenta, por ejemplo, de la 
venta de bienes y servicios, que es del dominio del criminal, desborda todo intento de la 
teoría económica y de sus apoyos empíricos. 
 
En nuestro caso, la óptica política de la dominación en el cuadro de la criminalidad es una 
explicación más válida, sin descuidar otros aspectos que la pueden complementar, como los 
provenientes de la misma economía, de la sicología, la antropología, la sociología y, por 
supuesto, las disciplinas jurídicas. De hecho, no existe en la gestión del crimen y, menos 
aún, del crimen organizado las consideraciones de racionalidad económica o financiera que 
puedan explicar el origen y la naturaleza del delito. 
 
Queremos resaltar las condiciones el crimen cuando se torna productivo y un objetivo 
permanente de la actividad delicuencial, tal como enseña Raimondo Catanzaro en su obra 
aquí mencionada, dentro de cuyos análisis está presente el esencial componente político, 
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 BECKER, G. S. (1968) "Crime and punishment: An Economic Approach". En: Journal of Political Economy. Vol. 76. No. 2. pp. 
169-217; (1993) "Nobel Lecture: The Economic Way of Looking at Behavior". Ibidem. pp. 101. 
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cuando ofrece su historia social de la mafia. Igual cosa ocurre con la obra ya citada de 
Anton Block, al describir la violencia de los campesinos empresarios en una villa siciliana 
entre 1860-1960. Aparece una serie de delitos con tal designio que no pueden ser 
cometidos por el empeño de un sólo hombre, una asociación para delinquir o las variadas 
formas de concertación y conspiración simples, esto es lo que algún sector de la literatura 
criminológica ha calificado de crimen desorganizado
46
. El crimen organizado tiene 
vocación de permanencia y se estructura de tal manera que el objetivo empresarial pueda 
continuar cumpliéndose aún después del desaparecimiento del jefe, boss, capo, etc. de la 
agrupación. 
 
c.- La estructura de poder. La jerarquía y consistencia interna de la organización se 
fortalece con elementos de unión. Estos no son otra cosa que el empleo implacable de la 
violencia en el interior de los cuadros criminales, todo ello expresado en la administración 
de la muerte, insustituible y eficaz instrumento de protección, cohesión y defensa de los 
propios intereses. De especial consideración es la línea sucesoral orientada por el jefe 
indiscutible. 
 
Existen sin duda otras organizaciones criminales que, ya lo advertimos, no tienen igual 
designio, contenido y permanencia. Estas se estructuran a partir del interés individual del 
jefe criminal. Las empresas de Al Capone en los Estados Unidos, de Pablo Escobar Gaviria 
o de Gonzalo Rodríguez Gacha, en Colombia, no pueden identificarse con los sindicatos 
mafiosos americanos. En cambio en Oriente la Jacuza, las Tríadas desde los Dragones
47
 en 
adelante, si mantienen profundas similitudes con la clásica mafia y sus nuevas expresiones 
como la dirigida por Toto Riina en Italia. 
 
Un proceso interesante de una organización criminal se aprecia en sus crecientes 
relaciones con otros sectores de la vida económica, política y social de las naciones donde 
operan mediante la corrupción. En los Estados Unidos la toma de los sindicatos de 
                     
46
 REUTER, P. (1983) Disorganized Crime. The economics of the Visible Hand.  
47
 Cfr. BOOTH, M. (1999) The Dragon Syndicates. 
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trabajadores portuarios, de transportadores (James R. Hoffa. 1913- desaparecido en 1975), 
las instituciones de seguridad social, corrió paralela al dominio de líneas de contrabando de 
licores, drogas y cigarrillos y a la asociación con sectores periodísticos, financieros y 
bancarios y el aprovechamiento de paraísos fiscales que vienen pululando en el Mundo 
desde la segunda posguerra del Siglo XX. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
54 
 
CAPITULO 4. EL IMPACTO DEL ESQUEMA MAFIOSO. 
 
Una de las formas organizativas del crimen de mayor éxito a lo largo de su historia es la 
llamada de tipo mafioso, debido a la estructura jerarquizada, de control interno, 
aseguramientos de lealtad y relaciones familiares de cierta solidez con que se vertebró la 
mafia siciliana y sus sucedáneas norteamericanas. Tales estructuras influyeron en los 
intentos organizativos de las bandas que se hicieron cargo del narcotráfico en Colombia, 
aunque sin llegar a constituirse como aquellas italianas porque corresponden a procesos 
históricos distintos. De todas maneras este tipo de estructura responde a la necesidad de 
mantener y desarrollar el delito como empresa, objetivo común de todos sus agentes. Por 
esto es importante considerar el origen y la evolución del esquema mafioso. 
 
La mafia, como otras organizaciones italianas del crimen tiene un origen lejano
48
. La 
camorra, por ejemplo, que aportó un importante contingente criminal a los EE. UU. nació en 
las prisiones para defender a los reclusos de las agresiones y vejaciones del sistema 
carcelario de principios del Siglo XIX y se desarrolló a tal extremo que hacia 1860 en 
Nápoles intervenía en muchos aspectos de la vida social y económica de la antigua capital 
del Reino de las Dos Sicilias. En sus inicios, apareció como una secta criminal que 
controlaba el mercado del trabajo y otros intercambios comerciales, de allí pasó a una 
simbiosis entre la autoridad pública y una especie de "policia oficial" de la camorra.
49
 
 
Su decadencia en 1875 por la acción policiva en su contra se tradujo en una reducción del 
contrabando y otras actividades que la soportaban. Marsiglia vivió una época de 
prosperidad en el Siglo XIX gracias a la expansión del comercio marítimo y a su fuerte 
estructura criminal citadina. Hacia el final de siglo la Camorra de esta ciudad era más sólida 
que la de Nápoles. Pero ambas habían sido sometidas a constantes reformas que le dieron 
fortalezas. Las distintas formas de corrupción que desarrollaron han sido claves para 
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 MOSCA, G. (1949). "Che cosa è la mafia". 
49
 Cfr. MONZINI, P. (1999) Gruppi Criminali a Napoli e a Marsiglia. Delinquenza organizzata nella storia di due città (1820-1990). 
pp.4 y ss. 
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mantenerlas vigentes. Es muy fuerte, por ejemplo, la "Nuova Camorra Organizzata di 
Cutolo" con sus simbologías y ritualidades intactas.
50
 
 
Igual ocurrió con la ´ndrangheta, "Onorata Società" o "Picciotteria" de Calabria, que tiene 
ese nombre para distinguirse  de las asociaciones criminales de Sicilia y Campania. Desde 
el punto de vista etimológico "´ndranghita" proviene del término griego andragathos que 
significa un hombre corajudo y valeroso. Es decir, en su origen, tuvo una connotación 
positiva como afirma Enzo Ciconte. Con el tiempo y debido al proceso de criminalización de 
la sociedad ya jerarquizada adquiere una significación peyorativa.
51
 
 
Por su parte la mafia siciliana
52
, organización que ha mostrado la literatura criminológica 
como ejemplo de empresa delictiva, estructurada, permanente y con reglas precisas 
aparece históricamente en la decadencia del Antiguo Régimen o crisis del sistema 
precapitalista y la aparición del Estado Nacional o propiamente capitalista. 
 
Relata Giuseppe Carlo Marino que en 1875 el Duque Gabriele Colonna de Cesarò declaró a 
una Comisión de Investigación Parlamentaria que: 
 
 "Creo que la mafia es una herencia del liberalismo siciliano, porque cuando cayó el 
feudalismo o, mejor dicho, cuando el feudalismo renunció a su poder (en 1812), los 
Borbones quebrantaron la palabra dada a Sicilia y desde entonces comenzó una 
lucha continua, implacable, entre Sicilia y los Borbones. Y digo Sicilia porque todas 
                     
50
 Cfr. SCIARRONE, R. (1998) Mafie Vecchie Mafie Nuove. Radicamento ed expansione; ALLUM, P. A. (1975) Potere e società 
a Napoli del dopoguerra (1973); ALLONGI, G. (1890) La Camorra; BAGLIVO, A. (1983) Camorra S. p. A.; BARBAGALLO, F. (a 
cura di) Camorra e criminalità organizata in Campania; FEO, F. (1989) Uomini e affari della camorra; y RICCI, P. (1989) Le 
origini della camorra. 
51
 Cfr. CICONTE, E. (1992) ´NDRANGHETA Dall´unità a oggi. pp. 17 y ss. 
52
 Cfr. BLOK, A. (1974) The Mafia of a Sicilian Village, 1860-1960. A study of violent peasant entrepreneurs; HESS, H. (1993) 
Mafia. Le origini e la strutura; SANTINO, U. (2000) Storia del movimiento antimafia; VIOLANTE, L. (a la cura di) (1997) Mafia e 
società italiana. Rapporto ´97; ARMAO, F. (2000) Il sistema mafia. Dall´economia-mondo al dominio locale; BECCHI, A. y REY, 
G .M. (1994) L´economia criminale; MARINO, G. C. (2002) Historia de la Mafia. Un poder en las sombras; KRAUTHAUSEN, C. 
(1998) Padrinos y Mercaderes. Crimen organizado en Italia y Colombia. Y en la publicación: Politix. Revue des Siencies 
Sociales du Politique. (2000) Les mafias. Vol. 49. Hermes. 
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las clases sicilianas estaban de acuerdo con esta lucha, es más, la aristocracia 
siciliana hace gala de haber estado siempre de acuerdo con el pueblo. Así es como la 
aristocracia siciliana siempre ha tenido la pronta y eficaz cooperación del pueblo en 
todo aquello que se refería a la lucha contra los reyes de Nápoles, como por otra 
parte el pueblo siempre ha tenido la ayuda, la cooperación y la dirección de la 
aristocracia.(...)Todos los barones, todos los propietarios tanto de las ciudades 
como del interior siempre han tenido una fuerza que estaba a su alrededor y de 
la cual se han servido para hacerse justicia sin recurrir al gobierno, y de cuya 
fuerza se han servido siempre que se ha dado la señal de la revolución...Era 
entonces natural que cuando se debía hacer una revolución no se hilara tan fino en la 
persecusión de aquellos a los que se recurría...; para cualquier asunto en el que en 
otras circunstancias se habría debido recurrir a las autoridades se recurría a aquella 
gente, y aquí está, para mí, el origen de la mafia". 
 
Las razones políticas expuestas tienen un entendimiento cuanto se aprecia otro hecho sin el 
cual la mafia no existiría: la crisis de la producción campesina. Con razón el profesor Anton 
Blok desarrolla su trabajo sobre el estudio de la violencia agenciada por los campesinos 
empresarios desde la mitad del Siglo XIX para entender el desarrollo de la organización 
mafiosa siciliana.
53
 
 
Hay que recordar que la instauración del Estado unitario
54
 no implicó un nuevo y sólido 
sistema de poder sino, antes bien, una anomia por la "drástica desestructuración del orden 
precedente, sin conseguir acreditar como mejor el que se estaba inaugurando", en las 
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 En la presentación del libro de Anton Blok dice Charles Tilly: "In the rural region below Palermo where Anton Blok lived and 
observed, the fundamental framework of social life was a three-clas system. Landless and land-poor labores inhabiting dense 
villages worked the fields, and gave up most of the product of their labor to others. Rentiers, many of whom inhabited Palermo 
and others cities, owned a major part of the land, and lived on its proceeds. Between the laborers and the rentiers were a group 
of managers running from leaseholders and overseers to the strongarm men hired to protect the landlords´s property and to 
keep unruly tenants and workers in line. The managers assured the landlords´s income, and defended his local power; in return 
they received wide liberty to exploit and coerce the workers for their own ends. The landlords used their private armed forces to 
ward off rivals as well as the State, and provided their managers with protection from outside interference". Cfr. Foreword. XV. 
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 Cfr. TILLY, C. (1984) La formazione degli stati nazionali nell´Eutopa occidentale. pp. 397; FRANCHETTI, L. (1974) Le 
condizioni poitiche e amministrative della Sicilia. 
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palabras de Marino.
55
 El aspecto clave de entender es el sistema de explotación económica 
que los propietarios absentistas implantaron, mediante la entrega a la aparcería de sus 
tierras, las cuales eran subdivididas y dadas en arriendo a familias campesinas. Esa 
superpuesta organización requería de mecanismos violentos de protección del interés del 
aparcero y, por la misma vía, del interés del terrateniente que ahora vivía en Palermo. 
 
Debemos transcibir estas consideraciones de Marino porque son claras en la descripción 
del fenómeno de la explotación latifundista que ocurre en el periodo giolittiano: 
 
 "Quién era en concreto el aparcero y en qué consistía su fundamental función 
mafiosa, particularmente acrecentada desde la segunda mitad del siglo XIX, son 
preguntas esenciales a los fines de nuestro análisis, y sólo se puede responder a 
ellas mediante una rápida descripción del sistema de latifundio. Este se articulaba en 
un complejo andamiaje de arrendamientos: los aparceros se aseguraban el arriendo 
de los grandes ex feudos y procedían a dividirlos en pequeñas partes que 
subarrendaban o distribuían en distintas formas de coloniaje (con un contrato llamado 
"terrazgo") a una miríada de campesinos, a fin de sacar beneficios de una renta 
parasitaria que estaba constituída por la diferencia entre el importe del cánon que 
ellos mismos habían tenido que pagar al propietario y las entradas monetarias o en 
especie que, a su vez, obtenían de los subarrendatarios y las distintas prestaciones 
de los "colonos". Obviamente para que la operación fuese rentable y lucrativa 
necesitaban sacar el máximo provecho del trabajo campesino con elevados cánones 
de subarriendo o diversas formas de imposición y hasta de extorsión, además de 
severos controles (en los cuales estaban empeñados los capataces y guardias) para 
impedir sustracciones u ocultamientos de productos y vigilar el pleno respeto de sus 
"pactos". 
 
 Para hacerse una idea aún más clara y sintética, todo el ordenamiento económico y 
social de Sicilia profunda puede inmaginarse como una pirámide. En el vértice de ésta 
se situaban, con un poder tan formal y reverenciado como apenas decorativo y, sin 
embargo, generosamente remunerado por rentas recurrentes e incuestionadas, los 
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propietarios (todos indistintamente "barones" o "caballeros", aunque con frecuencia 
sólo se trataba de recientes beneficiarios de usurpaciones y actos de rapiña), a 
menudo más de derecho que de hecho. A éstos se adecúa perfectamente la 
definición de "absentistas", porque generalmente eran por completo ajenos a la 
organización del trabajo que se desarrollaba en sus tierras y se mantenían alejados 
de ellas, residiendo de forma habitual en las ciudades (sobre todo en los fastuosos 
palacios de Palermo construidos a medida de las vanidades y la riqueza de los 
linajes), cuando no eran más tentados por las ocasiones y las aventuras de un 
vagabundeo de lujo por Italia y el exterior".
56
 
 
En tales condiciones el sistema de poder estaba desinstitucionalizado y los grupos mafiosos 
aseguraban el control del territorio del cual el Estado se había retirado. Esa abdicación del 
poder oficial transformó a la mafia en un sistema de intermediación y mantenimiento del 
orden público (power brokers) para asegurar la explotación latifundista y el tipo de renta allí 
producido y la tranquilidad social
57
. 
 
Por eso sostiene Anton Blok: 
 
 "I have tried to do this by considering mafia in terms of the private use of violence, an 
those who participate in it are called mafiosi (sing. mafioso). Mafiosi make decisions 
that affect the community. Their realm is the public, and this distinguishes them from 
those who have recourse in other spheres such as, for instance, the home. The 
relationships between mafiosi and formal authorities are strongly ambivalent. On the 
one hand, mafiosi disregard formal law and are able to withstand the impact of the 
legal and governmental apparatus. On the other, mafiosi act in connivance with 
formal authority, and validate their control through covert and pragmatic relationships 
with those who hold formal office. This symbiosis distinguishes them from outlaws and 
bandits, whose power domains are also buttressed by physical force but contrast 
openly with those of the State".
58 
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 RENDA, F. (1956) "Funzioni e basi sociali della mafia". 
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La esencia del poder y la estructura mafiosa es un "power broker" que distingue, además 
todas las organizaciones criminales que actúan en el capitalismo contemporáneo. Agrega 
Blok sobre este punto. 
 
 "A central problem then is to explore the conditions that may account for the 
development of the gaps in communication between these different levels as well as 
the processes throug which these gaps were bridged and exploited by mafiosi. The 
mafioso can therefore be considered as a variety of the political middleman or power 
broker, since his raison d´être is predicated upos his capacity to acquire and maintain 
control over the paths linking the local infrastructure of the village to the superstructure 
of the larger society".
59 
 
Es claro que ese sistema latifundista tiene más raigambre precapitalista que de corte 
moderno
60
. Resultan útiles, para comprender el punto, las apreciaciones de Ernst 
Labrousse en su obra clásica sobre las Fluctuaciones Económicas e Historia Social
61
, 
cuando advierte, en las descripciones de los propietarios y aparceros intermediarios, 
copartícipes de la renta agraria, que para éstos últimos el movimiento de precios resulta 
indiferente gracias al ingreso fijo por intermediación, propio del Antiguo Régimen. De tal 
manera que trasladados esos conceptos a la época siciliana que nos ocupa, le basta al 
aparcero ejercer presión al campesino para obtener la renta en dinero o en especie. Por 
otra parte, el aseguramiento del sistema se presenta de manera violenta, como lo explica 
Anton Blok, lo cual termina estructurando un agresivo sistema de control social. El uso 
privado de la violencia prolifera con fines políticos y económicos.
62
 Es importante anotar que 
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 Ob. Cit. p. 7. Colaciona A. Blok el concepto de Richard Adams sobre el papel del "power broker", fundamental en este tipo 
de organización que deriva en un sistema criminal de poder: "His actual control over either sphere depends upon his sucess in 
dealing with the other; his controls in one level of articulation provide a basis for controls in another....He controls one domain 
only by virtue of having access to derivative power from a larger domain". ADAMS, R. (1970), Brokers and Career Mobility 
Systems in the Structure of Complex Societies. En: Southwestern Journal of Anthropology. pp. 320-1. 
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 Cfr. BLOK, A. Ob. Cit. p. 89 
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 LABROUSSE, E. Fluctuaciones Económicas e Historia Social. (1980). pp. 209 y ss. 
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 Ibidem. p. 141 
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bien diferente es ese ejercicio de la violencia campesina del fenómeno del bandidaje que 
puede representar, según Eric Hobsbawm, con sus repetidas advertencias, expresiones de 
protesta social
63
. 
 
El sentido político es una de las características principales de la estructura criminal mafiosa. 
En la vida local controla la institucionalidad porque es indispensable para asegurar el 
territorio.
64
 Dentro de una sociedad, como la norteamericana, donde no existe el problema 
de la ausencia del poder público o esa especie de anomia que permitió la expansión del 
dominio mafioso en sicilia, la apropiación de lo político ocurrió con la corrupción, de lo cual 
dieron ejemplo las organizaciones criminales judías de Nueva York en la época de la 
Prohibición.
65
 
 
El concepto de Joseph L. Albini sobre lo anterior consiste en que "Mafia then is not an 
organization. It is a system of Patron-Client relationships that interweaves legitime and 
ilegitimate segments of Scicilian Society. "Mafioso" is not a rank or position within a secret 
organization. Rather it represents a type of position within the patron-clilent relationship of 
Scicilian Society itself".
66
 
 
En el prefacio de su libro El Delito Como Empresa. Historia Social de la Mafia, Raimondo 
Catanzaro trae una cita clave para entender el fenómeno mafioso desde la óptica de sus 
miembros. Se trata de las declaraciones ante la Comisión Antimafia en 1970, hechas por 
Salvatore Sciortino, componente de la banda de Salvatore Giuliano:  
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 Cfr. HOBSBAWM, E. (1972) Bandits. pp. 180-1. Para la crítica que el mismo advierte en esta edición su cita de Anton BLOK 
(1972) "The peasant and the Brigand: Social Banditry Reconsidered". En Comparative Studies in Society and History, 14. pp. 
495-504 y sus afirmaciones en la Ob. Cit. pp. 97-102. Otros casos en RADBRUCH, G. y GWINNER, E. (1955) Historia de la 
Criminalidad: Caballeros salteadores, malechores vagabundos, gitanos, cazadores furtivos, los lansquenetes y las bandas de 
ladrones en España. Finalmente, UCELAY-DA CAL, E. y TAVERA GARCÍA, S. (1994) Una revolución dentro de otra: La lógica 
insurreccional en la política española, 1924-1934. pp. 115 y ss; dentro de un cuadro político institucionalizado, no de bandidaje. 
64
 SCIARRONE, R. (2002) "Réseaux mafieux et capital social". En: Politix. No. 49, pp. 36 y ss. 
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 Cfr. PEZZINO, P. (2000) "La mafia, l´Etat et la société dans la Sicile contemporaine. (XIXe et XXe siècles". En: Politix. No. 
49. pp. 13-33. 
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 ALBINI, J. L. (1971) The American Mafia. Genesis of a Legend. p. 135. 
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 "Tenga en cuenta que mafia, entre nosotros, es una pequeña palabra que encierra 
una inmensidad...Si usted quiere interpretar la mafia como delincuencia, diga 
delincuencia, no mafia. Si habla de un atracador, diga atracador, no mafia...Pero 
quiere usted dar esa pincelada de mafioso al individuo que viola la ley y se aparta de 
un principio moral para cometer una acción grave contra un semejante, yo le digo: 
para mí, es un asesino. Si después...hay más asesinos que pueden asociarse, yo a 
eso lo llamaría asociación para delinquir".
67 
 
En tales descripciones sobresale la fuerte centralización en cada organización mafiosa, al 
mismo tiempo que, en las épocas iniciales del sistema, la falta de una "superorganización" 
regional y nacional. La coherencia para cada agrupación deriva del jefe en cada realización 
de los hechos criminales
68
. El poder así centralizado cuenta, además, con el elemento de 
lealtad, intimidad de la familia, "omertà"
69
, que obliga a asegurar por sus propios medios 
violentos los intereses de la agrupación. La justicia por la propia mano está, por lo tanto, 
relacionada esencialmente con el honor de los hombres
70
. Tal condición está sustentada en 
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 Ob. Cit. p. 11. 
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 R. Catanzaro cita la obra de L. FRANCHETTI (Ed. 1876) Le Condizioni politiche e amministrative della Sicilia. Vallechi. 
Florencia. (1974) y su opinión en este punto sobre el jefe mafioso: "...el cual hace, en esta industria, de capitalista, empresario y 
director. El determina la unidad en la dirección de los delitos, que da a la mafia su apariencia de fuerza inleluctable e 
implacable; regula la división del trabajo y de las funciones, la disciplina entre los operarios de esta industria... A él corresponde 
juzgar, según las circunstancias, si conviene suspender momentáneamente las violencias o multiplicarlas y darles un carácter 
más feroz, adaptarse a las condiciones del mercado para escoger qué operaciones deben hacerse, de qué personas 
aprovecharse, qué formas de violencia usar para obtener mejor los fines. A él pertenece el delicado arte de distinguir cuándo 
conviene matar directamente a la persona recalcitrante a las órdenes de la mafia, o hacer que llegue a acuerdos mediante 
ultrajes, matando sus animales o destruyendo sus bienes, o incluso, sencillamente, con una ráfaga de advertencia. Un revoltijo 
o una asociación de asesinos vulgares de la clase inferior de la sociedad no sería capaz de llevar a cabo semejantes 
delicadezas, y recurriría siempre a la violencia brutal". Y expone Catanzaro este comentario: "Estas funciones no son propias 
de una única organización centralizada, sino de muchas organizaciones mafiosas llamadas cosche. En el modelo organizativo 
mafioso se ve, de hecho, una dispersión entre las diversas organizaciones y una fortísima centralización dentro de cada una de 
ellas: las relaciones pasan por el jefe mafioso, que mantiene relaciones preferentemente duales con los demás componentes 
de la cosca. Todo ello se expresa además, con bastante eficacia, en las palabras empleadas. La cosca, en realidad, es la hoja 
de alcachofa, y designa al grupo mafioso mientras que el término cacocciula (alcachofa) designa al jefe mafioso. Hay que 
advertir la extraña alteración (perfectamente correspondiente, por otro lado, a la naturaleza organizativa del grupo mafioso, que 
extrae su fuerza del jefe) o la que el conjunto de la organización se designa con un término que se refiere a un solo elemento (la 
hoja de alcachofa), mientras que el todo, es decir, la cacocciula, la alcachofa) denota la figura del jefe único de la 
organización". 
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 DAVIS, J. (1980), SCHNEIDER, J. y SCHNEIDER, P. (1976). 
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 En su escrito "Fondamenta ed espansione del potere mafioso" elaborado para el Centro de Europa de Estudios 
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que, además, la mafia supone la presencia de un poder creciente y necesario para el 
mantenimiento de la dominación en el campo que no requiere de la acción del Estado para 
proveerse de justicia. Es precisamente todo lo contrario a la institucionalidad de la fuerza.  
 
Ahora bien, cambiando de escenario geográfico, la organización criminal conocida bajo el 
nombre de Mafia Americana, o Cosa Nostra como fue denominada en 1963 por el testigo 
arrepentido Joseph M. Valachi (1903-1971) ante un Comité del Senado, es un verdadero 
sistema de poder, no obstante la opinión en contra que mantuvo J. Edgar Hoover, Jefe del 
FBI. Es claro que otras denominaciones de organizaciones criminales (especies de cosche 
mafiosas) como The Arm en Buffalo, The Outfit en Chicago y The Office en New England, 
tuvieron similares desarrollos. Otras fueron simplemente bandas constituídas en torno a los 
intereses de un hombre, como en el caso de Al Capone y otras de tipo ganster. La Unión 
siciliana o como quería Lansky que se denominara para expresar en sus términos un 
sindicato, tenía, además de los elementos tradicionales, por ejemplo, la omertá, las reglas 
de honor y lealtad, la jerarquización familiar, etc. el componente de la dominación. Las 
organizaciones de tipo mafioso crean un sistema de poder que somete amplios sectores de 
la sociedad. Con el tiempo esta nota distintiva aparece en general en el crimen organizado, 
puesto que si el acto delictivo es un acto de poder en el cual el criminal se apropia de los 
cuerpos, las situaciones, los derechos o los bienes de las víctimas, tales connotaciones son 
más evidente cuando el crimen se organiza y deja de ser individualizado, temporal o casual. 
 
                                                               
Gubernamentales de la Universidad de Edinburgh (Abril de 1983) Raimondo Catanzaro explica el aspecto de la Omertà como 
un fenómeno de la cultura mediterránea. Después de señalar las connotaciones en el interior de la familia y en torno del honor 
sexual, advierte sobre esta manifestación especial que interesa para el asunto del poder mafioso, lo siguiente: "Ma nella cultura 
siciliana e meridionale in genere, oltre che essere persone onorate, si può essere anche "uomini d´onore". A differenza che per 
le persone onorate, uomini d´onore non si nasce: si diventa. In questo secondo senso l´onore è una particolare abilità 
consistente nella forza, nell´astuzia, o in qualche altra dote individuale che suscita ammirazione e rispetto e consente di farsi 
largo nella vita. Per esempio uomo d´onore è chi, pur essendo di umili origini, è riuscito a diventare, con l´esercizio della 
sopraffazione, ricco e rispettato. Oppure chi, avendo ucciso un certo numero di persone, riesce ad essere assolto per 
insufficienza di prove. Ciò significa che può contrare sull´"omertà", vale a dire sulla capacità di ottenere, tramite la minaccia della 
violenza, il silenzio degli altri. In questo caso l´onore viene concepito come una capacità individuale straordinaria che viene 
refforzata dall´accumulazione, coronata da successo, di un capitale di violenza. Quanto più si sale in alto nella scala dell´onore. 
La lotta per l´onore è quindi una competizione per l´ascesa sociale in una società que non ha ancora conosciuto il mercato 
capitalistico. Si lotta per acquisire onore, quindi per alterare la preesistente distribuzione istituzionalizzata dell´onore. A questo 
secondo aspetto corrisponde una concezione dinamica dell´onore: l´onore è uno status acquisito". En: PASQUINO, G. (a cura 
di) (1985) Il Sistema Politico Italiano. Laterza. Roma-Bari. pp. 390-391. 
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Esa es la estructura que en los Estados Unidos afirmó desde entonces su carácter criminal 
con las actividades de extorsión, protección forzada, comercio del sexo, juego, cigarrillos, 
drogas y alcohol. El hecho histórico clave en el crecimiento y consolidación de las mafias 
norteamericanas lo constituyó la Prohibición de la producción, distribución y consumo del 
alcohol. 
 
La política restrictiva marcó un cambio notable en el objetivo criminal mafioso, porque la 
ilegalidad entregó la industria y el comercio de los licores al dominio de las organizaciones 
criminales que, hasta ese momento, se dedicaban a la protección, la extorsión, el juego, los 
casinos, la prostitución
71
 y otras actividades más o menos rentables.
72
 Este fué el factor que 
desarrolló y potenció el crimen organizado tan pronto se aprobó en 1914 la Harrison 
Narcotic Act. El día fundamental para el crimen fué el 16 de Enero de 1920, cuando se 
adoptó la Reforma Constitucional No. 18, propuesta como remedio para todos los males de 
América, como describe Carl Sifakis.
73
 
 
En Nueva York se cerraron casi 15 bares y se instalaron 32.000 "speakeasies". La industria 
del alcohol se multiplicó en muchos pueblos y, ante todo, en la Pequeña Italia de Nueva 
York. La famosa Jewish Purple Gang de Detroit dominó el contrabando de whiskey
74
 
proveniente de Canadá. Otras organizaciones crecieron como la Mayfield Road Gang de 
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 Es de advertir que la prostitución tiene, históricamente, una diferente configuración en el capitalismo. En el sistema 
precapitalista se apreciaba la prostitución de tipo estamental, cortesanas, prostitutas en los pueblos, etc. En el capitalismo la 
prostitución se somete en varios espacios a las organizaciones criminales para su explotación, hasta los términos globales de 
hoy en día. Sobre esta temática es importante la obra de HENRIOT, Ch. (2001) Prostitution and Sexuality in Shangai. A Social 
History. 1849-1949. (quien como nosotros, recibe al respecto una importante influencia del trabajo de Luis CHEVALIER), 
BALAZS, E. (1968) La bureaucratie celeste; CORBIN, A. (1986) "Comercial Sexuality in Nineteeth-Century France: A System of 
Images and Regulations". En: Representation. Vol. 14. pp. 209-219.  
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(1979) Organized crime. The Fifth State; WINICK, Ch. y KINSIE, P.M. (1971) The lively commerce: Prostitution in the United 
States; ARLACHI, P. (1986) Mafia business: The mafia Ethic and the Spirit of Capitalism; y CATANZARO, R. (1992) El delito 
como empresa. 
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Cleveland, la de Al Capone en Chicago
75
 y después en New York las familias controladas 
por Lucky Luciano, Frank Costello, Joe Adonis y Bugsy Siegel. Durante la década de la 
Prohibición se consolidó el crimen organizado de tal manera que con posterioridad a la 
legalización del alcohol, el dinero acumulado impulsó el futuro tráfico de drogas. 
 
Sin embargo, no debemos olvidar que los laboratorios legales continuaron produciendo 
narcóticos bajo el amparo de su exclusivo destino medicinal, mientras que las 
organizaciones criminales asumieron la distribución de alcohol y sustancias usadas para 
producir estados alterados de conciencia. 
 
El sindicato criminal que inició la distribución ilícita de  alcohol, cocaína y heroína y, en 
general, drogas prohibidas, en Nueva York fué el judío. En Norteamérica los dos más 
grandes poderes criminales de tipo étnico fueron los italianos y los judíos. El primer ejemplo 
de criminalidad en la comunidad judía fue Irving "Waxey Gordon" Wexler (1888-1952), rey 
de la producción y del contrabando de licores (bootlegger) durante la Prohibición. Utilizó con 
éxito la corrupción de políticos como protección para su negocio acrecentado con la unión 
de Dopey Benny Fein Gang, Louis Lepke (1897-1944) y Jacob "Gurrah" Shapiro (1899-
1947). Le facilitó el camino al conocido Arnold Rothstein. Relata Carl Sifakis que sólo en la 
mitad de los años 20s. "Waxey" ganaba 1.2 millones de dólares netos. Se enfrentó al 
"Dutch Schultz", tenebroso jefe del bajo mundo cuyo nombre real era Arthur Flegenheimer, 
nacido en el Bronx de New York. 
 
Wexler fué protagonista de la guerra de los judíos y combatió las fuerzas de Luciano y 
Lansky, quienes lo entregaron a las autoridades. El fiscal Thomas E. Dewey lo procesó por 
defraudación tributaria. Purgó cárcel en Alcatráz y murió el 24 de junio de 1952, de una falla 
coronaria. El Dutch no tuvo esa suerte, pues la decisión de Luciano fue la de eliminarlo 
rápidamente. 
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 Para una biografía de Al Capone: BERGREEN, L. (1994) Capone. The Man and the Era; y sobre las relaciones de 
organización con la burocracia corrupta: RUSSO, G. (2001) The Outfit. The Role of Chicago Underworld in the Shaping of 
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El fundador de la organización judía, Meyer Lansky (1902-1983) ("Jewish godfather of the 
Mafia"), cuyo nombre original era Maier Suchowljansky, judío proveniente de Grodno, 
Polonia, aparece en la historia del crimen como el más inteligente e importante socio de 
Charles "Lucky" Luciano (Salvatore C. Lucania. 1897-1962), creador de la moderna mafia 
americana. En los años 20 las organizaciones criminales judías, ante todo las dirigidas por 
Jacob "Yasha" Katzenberg y Jacob Lvovsky, dominaron el tráfico de drogas en New York 
estableciendo líneas de transporte desde Asia hacia los Estados Unidos.   
 
La mafia, de origen siciliano, sostenía mayoritariamente que, como honorable sociedad no 
podía involucrarse en ese tráfico. Las luchas internas modificaron tales consideraciones. El 
hecho que desencadena el crecimiento del narcotráfico agenciado por la mafia, fue la 
llamada "Guerra de Castellammarese". Castellammarese del Golfo, un típico pueblo 
siciliano, vió nacer importantes líderes del crimen como Salvatore Maranzano (1868-1931), 
Joseph Bonanno (1905-2002), Joe Profaci (1896-1962), Stefano Magaddino (1891-1974), 
Gaspar Milazzo, Joe Aiello (1891-1930) y el poderoso jefe Joe Masseria (1880-1931). 
 
La guerra consistió en el sangriento enfrentamiento entre Masseria, representante de la 
tradición mafiosa, exponente del honor, la tradición, el respeto, la dignidad, lealtad, secretos 
y demás elementos que configuran la estructura de la mafia siciliana
76
 y Salvatore 
Maranzano quien contaba con el respaldo de Joseph "Joe" Magliocco (1898-1963), Joe 
Bonanno, Joe Profaci, Thomas "Three-Finger Brown" Lucchese (1900-1967) y Tommy 
Gagliano. El enfrentamiento terminó debilitando ambos grupos de lo cual Luciano obtuvo el 
más rotundo triunfo al asesinar primero a Masseria usando a Joe Adonis, Benjamin "Bugsy" 
Siegel (1905-1947 asesinado por el desvío de dinero en la construcción del hotel-casino 
Flamingo en Las Vegas), Vito Genovese y Albert Anastasia. Posteriormente Luciano finalizó 
la guerra, reconoció a Maranzano como "Boss of the Bosses", a quien eliminó al poco 
tiempo con la complicidad y la acción de Luchesse y un grupo de sicarios.
77
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 Cfr. SIFAKIS, C. Ob. Cit. pp. 72-73. Masseria incorporó a su organización muchos sujetos provenientes del pueblo 
Castellamare del Golfo para el control de ciudades como Detroit, Cleveland y Buffalo. Con él se alinearon "talentos" como 
Lucky Luciano, Vito Genovese (1897-1969), Joe Adonis (1902-1976), Frank Costello (1891-1973), Willie Moretti (1894-1951), 
Albert Anastasia (1903-1957) y Carlo Gambino (1902-1976). 
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 DAVIS, J.H. (1994) Mafia Dynasty. The Rise and Fall of the Gambino Crime Family.  pp. 45 y ss. 
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Superados y sustituídos Masseria y Maranzano, Luciano se hizo, pues, a la totalidad del 
poder mafioso tornándose en jefe indiscutible del nuevo sindicato nacional del crimen. Él 
mismo quiso llamar a su organización "Unione Siciliane", creó el cargo de "consiglière" 
reestructuró la "Commission" y modificó los antiguos rituales de la "Honored Society" 
conviertiéndola en una máquina de hacer dinero. Incorporó otros sectores criminales como 
los judíos, los irlandeses, otros no italianos y aliados no miembros. 
 
Posiblemente el más afortunado mafioso que evitó las consecuencias de la guerra, aunque 
siempre estuvo de lado de Joe Masseria, era Joseph Bonanno (1905-2002) o "Joe 
Bananas", muy joven en la época del conflicto mafioso. Había trabajado en Chicago a 
órdenes de Al Capone. Su autobiografía sirvió de prueba a la Fiscalía para pedir condenas 
de muchos jefes mafiosos. 
 
La mafia siciliana y las demás organizaciones italianas han seguido evolucionando e 
integrándose a los delitos de alta productividad que vemos en nuestros días. Con ellas las 
organizaciones criminales norteamericanas encuentran todos los días elementos de 
consolidación y fortalecimiento de tal manera que intervienen incesantemente en muchos 
aspectos de la economía con sus inversiones, extorsiones, licencias, etc. El narcotráfico no 
podía ser ajeno a sus intereses ni a aquellos que, a raíz, de la desaparición de los 
regímenes políticos del socialismo real hicieron su entrada triunfal al planeta criminal. 
 
Como productores de la materia prima más importante del narcotráfico, las bandas 
criminales organizadas colombianas entraron en contacto con aquellas organizaciones y de 
sus intercambios mercantiles obtuvieron, al mismo tiempo, la inspiración para conseguir 
alguna organización de tipo jerárquico que le resolviera el problema estructural de su 
negocio, así fuera durante la escasa vida del delincuente. 
 
Lo cierto es que este tipo de delito encontró en sus épocas importantes de alta producción, 
alrededor de los años 90, unas organizaciones que sirvieron eficientemente para las 
finalidades económicas y de permanencia que lo caracterizan. 
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CAPITULO 5. LA GESTIÓN CORRUPTA DEL PODER PÚBLICO. 
 
Sin corrupción no hay crimen organizado. Digamos inicialmente que en las actividades 
corruptas pueden aparecer uno o varios sujetos. En general, la impresión que tenemos 
sobre tales conductas irregulares es la existencia de un agente corruptor y de un 
destinatario corrompido por el primero, para conseguir unas ganancias, ventajas, 
oportunidades o aprovechamientos de diversa índole
78
. Es decir, los beneficios son de 
orden económico o monetario, y pueden ser, además, favorecimientos políticos, trabajos 
futuros, preferencias para grupos o clases y, en general, aprovechamientos privados 
originados en abusos o desviaciones del poder público. 
 
En ese cuadro inicial se aprecia la acción que nace de una persona o de un grupo y se 
dirige a otra que debe ejecutar la conducta irregular pagada y exigida en los términos del 
negocio pactado. 
 
Sin embargo, la corrupción no requiere necesariamente de ese salterio ni la pluralidad de 
sujetos porque las conductas que para ciertas escuelas criminológicas son 
comportamientos desviados, se pueden iniciar, desarrollar y concluir exclusivamente en la 
sede del corrupto, de tal manera que ellas por si mismas serían suficientes para el logro de 
los ilícitos beneficios, sin necesidad de acudir a otros individuos. 
 
Vale decir que la ganancia puede realizarse dentro del radio de acción de este primero y 
único agente. Sostiene el profesor Carl J. Friedrichs
79
 que la conducta corrupta es una 
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 En el campo político y administrativo las motivaciones pueden ser como explica el profesor Joseph S. NYE: "Corruption is 
behavior which deviates from  the formal duties of a public role because of private regarding (personal, close family, private 
clique) pecuniary or status gains; or violates rules against the exercise of certain types of private regarding influence. This 
includes such behavior as bribery (use of reward to pervert the judgement of a person position of trust); nepotism (bestowal of 
patronage by reason of ascriptive relationship rather than merit); and misappropiation (illegal aproppropiation of public resourses 
for private-regarding uses". En: HEIDENHEIMER, A.J. y JONSTON, M. (2002) pp. 966. 
79
 Dice C. FRIEDRICHS: "Corruption is a kind of behavior which deviates from the norm actually prevalent or believed to prevail 
in a given context, such as the political. It is deviant behavior associated with a particular motivation, namely that of private gain 
at public expense. But whether this was the motivation or not, it is the fact that private gain was secured at public expense that 
matters. Such private gain may be a monetary one, and in the minds of general public it usually is, but it may take other forms. It 
may be a rapid promotion, an order, decorations, and the like, and the gain may not be personal, but benefit a family or other 
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desviación de una regla actualmente vigente motivada en la consecución de ganancias a 
expensas de la comunidad. 
 
Sucede, empero, que al lado del concepto de la desviación puede observarse el 
comportamiento corrupto en ciertas conductas cuyas modalidades dificultan la crítica porque 
técnicamente se confunden con los fines del sistema político jurídico vigente y se sirven de 
él para elaborar coartadas cuasi perfectas. Es el caso de las prácticas criminales del 
Estado, que ampara su actividad en la misma fuente del derecho o posee medios oficiales 
que encubren las dolosas conductas de sus agentes y quedan expuestas como un simple 
ejercicio normal del poder. Por esto sería que Lord Acton acuñó su famosa frase de que el 
poder corrompe y el poder absoluto corrompe absolutamente. El punto anotado busca 
llamar la atención sobre la actuación oficial que juega con el interés público para anunciar la 
normalidad de su conducta. 
 
Las actuaciones contra los derechos humanos
80
, los genocidios sistemáticos, la compra de 
conciencias y las intervenciones en la gestión privada para concertar políticas de mutuo 
interés, etc. son ejemplos claros de ello. La desviación supone un elemento psicológico en 
la mente y en la subsecuente actuación del delincuente. En el Estado esta premisa es 
evidentemente inexistente. El complejo de intereses políticos excluye la posibilidad de ese 
calificativo, porque las conductas reprochables del Estado se enmascaran como decisiones 
estratégicas o tácticas de conveniencia política difíciles de someter a los controles 
                                                               
group. The pattern of corruption may therefore be said to exist whenever a power holder who is charged with doing certain 
things, that such as ehe expectation of a job in the future, induced to take actions which favor whoever provides the reward and 
thereby damage the group or organization to which the funtionary belongs, more specifically the government". "Corruption 
Concepts in Historical Perspective. En: HEIDENHEIMER, A. J. y JONSTON, M. (2002) Political Corruption. Concepts & 
Contexts., p. 15. 
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 Cfr. En: FRIEDERICHS, D. O. (1998) State Crime I. los siguientes trabajos: BARAK, G. (1990) "Crime, Criminology and 
Human Rights: Towards An Understanding of State Criminality". Journal of Human Justice.  pp. 31 y ss; KAUZLARICH, D., 
KRAMER, R. C. y SMITH, B. (1992) "Toward tne Study of Governmental Crime: Nuclear Weapons, Foreing Intervention, and 
International Law". Humanity and Society, pp. 49 y ss. HARFF, B. y GURR, R. T. (1996) "Victims of the State: Genocides, 
Politicides and Group Repression from 1945 to 1995". pp. 147 y ss.; CHAMBLISS. W. J. (1989) "State-organized Crime -The 
American Society of Criminology, 1988 Presidential Address", pp. 299 y ss.; NELKEN, D. y LEVI, M. (1996) "The Corruption of 
Politics and the Politics of Corruption". pp. 355 y ss; KRAMER, R. C. (1994) "State Violence and Violent Crime", pp. 375 y ss; 
VYVER (van der), J. D. (1988) "State Sponsored Terror Violence", pp. 233 y ss; y en el Vol. 2: HOPE, K. R. (1993) 
"Administrative Corruption and Administrative Reform in Developing States". En: Corruption and Reform. No.2 pp. 127-147. 
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ordinarios del sistema jurídico. En síntesis el agente corruptor oficial tiene la capacidad de 
interpretar la norma con autoridad política y producir la elisión de la línea ético legal que 
marcaría la desviación. Mejor aún: el perpetrador calificado (funcionario) tiene asegurada de 
antemano la impunidad. 
 
En esa misma dirección encontramos otro problema que milita en contra de apreciar la 
corrupción solamente como una conducta desviada. Consiste en establecer el 
comportamiento normal, incorrupto, standard o social, jurídicamente permitido para conocer, 
así, la irregular desviación. La conducta correcta y admisible es aquella que está en la ley, 
bien porque se permita de una manera expresa o porque se use el sistema de excluir de las 
conductas aceptadas aquellas que son objeto de sanción penal o disciplinaria. 
 
En tal hipótesis la corrupción se mira siempre como una actividad ilegal. La conducta 
resulta injurídica cuando está incluída en la tipología de la codificación penal y no admite 
duda. Así se muestra en los delitos relacionados contra la administración pública (peculado, 
concusión, cohecho, celebración indebida de contratos, tráfico de influencia, abusos de 
autoridad, usurpación y abuso de funciones, utilización indebida de información y de 
influencias derivadas del ejercicio de la función pública) y contra la eficaz y recta impartición 
de justicia, así como los relacionados con el sistema electoral, por ejemplo. 
 
Algunos doctrinantes sostienen que es indispensable para la constitución de una conducta 
corrupta que sea ilegal y punible. Vale decir dogmáticamente, tipificada, injurídica y 
culpable.
81
 Ocurre, sin embargo, que varios ordenamientos jurídicos admiten como válidas 
algunas conductas que son reprochadas y penalizadas en otros sistemas. Es bien conocido 
el caso de la ley alemana que considera válidos los pagos por sobornos hechos para 
obtener adjudicaciones contractuales, licitaciones, etc. A esta política legislativa se opone la 
Convención Americana contra la Corrupción. Muchos empresarios norteamericanos vienen 
expresando sus quejas porque la Convención los deja en desigualdad, fuera de toda 
competitividad, frente a las opciones de manejo corrupto legalizado que tienen los 
alemanes. 
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 Cfr. Alfonso SABAN GODOY en el opúsculo (1991) El marco jurídico de la corrupción. 
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Otro aspecto que llama la atención en esta temática consiste en establecer los intereses a 
costa de los cuales se desarrollan las prácticas corruptas. El concepto más extendido es el 
de la afectación de los intereses públicos representado en los bienes, servicios, funciones, 
etc. que tiene el Estado. Sin embargo, la agresión contra los intereses de la comunidad no 
necesariamente se aprecian en el cuadro del tesoro público y de las políticas oficiales. En 
las empresas privadas evoluciona otra corrupción manejada dentro de sus inexpugnables 
fronteras. Puede consolidarse y realizarse el enriquecimiento corrupto en la sola dinámica 
microeconómica de la producción y venta de bienes y servicios sin que sea necesario tocar 
la función pública para lucrarse u obtener protección. La naturaleza secreta de los 
procedimientos privados en la industria, la investigación, las formas de transacción, ante 
todo en la economía global, ponen a salvo de las políticas criminales y los sistemas penales, 
la importante actividad corrupta de las empresas. 
 
Esto ocurre, por ejemplo, cuando la manipulación de la tecnología permite entregar a la 
comunidad para su consumo bienes peligrosos. El peligro no se advierte por la autoridad y 
el producto se da al mercado con los beneficios que la publicidad y el mercadeo le 
atribuyen. Únicamente con el transcurso del tiempo los sectores especializados encuentran 
el problema. Varios casos sirven para mostrar este comportamiento. Fueron hechos 
notorios, por ejemplo, el uso de los bromatos en la maduración artificial de la harina de trigo, 
práctica prohibida en los Estados Unidos desde los años cincuenta y en Colombia por el 
INVIMA en 2003. Igualmente la incorporación de nitratos en la producción de carnes 
embutidas o salsamentarías, el empleo del botox por la industria cosmética, el uso de 
mercurio en las vacunas y el creciente consumo del azúcar industrial que ha elevado la 
diabetes mellitus (síndrome metabólico) en la estadística de las enfermedades más 
extendidas y mortales de nuestros días. 
 
El problema de la industria alimentaria está radicado en la cantidad de carbohidrátos, 
comida basura y golosinas dulces, etc. etc. que afectan la salud de los humanes porque, 
todo ese exceso de energía por parte de quien pertenezca al genotipo ahorrador, pone de 
presente la insulino resistencia y abre de inmediato la hipertensión, el sobre peso, las 
enfermedades coronarias, el colesterol que produce ateroesclerosis y ubica este síndrome 
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en una de las causas de mortalidad más extendidas en la sociedad opulenta. 
 
Por décadas la industria farmacéutica ha afectado con sus experimentos no sólo a los 
animales sino a los consumidores humanos. David Nibert describe algunos casos en su 
obra Animal Rights/Human Rights
82
. En el primero, Marilyn Malloy de 17 años, estudiante 
graduada con honores, murió en 1955 a causa de haber tomado, por consejo de su médico, 
la droga diethylstilbestrol o DES, para prevenir un aborto, que le produjo un 
adenocarcinoma con metástasis a sus pulmones. En el proceso judicial seguido contra la 
firma Eli Lilly, que había emprendido una agresiva campaña de mercadeo para ese 
producto, por el enorme daño sicológico, anormalidades en el sistema reproductivo, cáncer 
y muerte prematura, no prosperaron los cargos.
83
 
 
Otro caso conocido universalmente fue el desastre de salud pública que causó la droga 
thalidomina tomada como tranquilizante por madres para evitar las molestias del embarazo 
y que produjo deformidades en sus hijos. A la industria Richardson-Merrell nunca le 
aprobaron ese medicamento para su venta en los Estados Unidos, pero sí se prescribió en 
Europa. Otras drogas peligrosas que se mantienen en el mercado como el choquinol, 
MER/29, oraflex y selacryn para la diarrea, el colesterol, la artritis y la presión sanguínea, 
producen ceguera, parálisis y muerte de acuerdo con las serias investigaciones del profesor 
David Friedrichs. 
 
Este tipo de práctica inescrupulosa encuentra otro ejemplo en la firma Upjohn que 
suministra Depo-Povera un anticonceptivo inyectable cuyos efectos altamente cancerígenos 
están probados, pero se administra en países del Tercer Mundo. La firma A.H. Robbins 
vende su producto Dalkon Shield, un peligroso anticonceptivo intrauterino. En realidad se 
trata de nuevas amenazas sobre lo cual el sistema jurídico penal ha guardado silencio 
esperando, según varias tendencias, que sea el derecho administrativo el responsable del 
tratamiento de estos asuntos. 
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 NIBERT, David. (2002) Animal Rights/Human Rights. Entanglements of Oppression and Liberation. pp. 84-5. 
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 *** 
 
 
En el espacio político económico de la actuación estatal apreciamos básicamente algunos 
actores muy conspicuos en la vida colombiana que manipulan apropiaciones específicas de 
las tramitaciones y gestiones oficiales: 
 
 . El crimen organizado: Control de políticas, decisiones y procedimientos para la 
inmunidad de los agentes de las empresas criminales. Su fin no es el de enriquecerse 
mediante la apropiación de los bienes públicos sino el de facilitar la gestión criminal. La 
corrupción se concreta, principalmente, en retribuciones en especie o en dinero o en 
servicios a los funcionarios que suministran la protección, el informe o la noticia que es útil 
para salvar al criminal. El funcionario se enriquece ilícitamente por la acción del corruptor. El 
criminal compra protección o información para la mejor atención de su empresa criminal y 
de sus negocios en concreto. 
 
 . El crimen contra el patrimonio o los interés estatales: Apropiación de los 
bienes públicos mediante la entrega ilícita de los caudales públicos. Uso irregular de la 
gestión pública para lograr el enriquecimiento personal y directo, vale decir, el uso de 
procedimientos legales o ilícitos para trasladar derechos, bienes, dineros públicos al dominio 
privado. 
 
 . El crimen en las actuaciones públicas: El agente se enriquece al utilizar los 
procedimientos oficiales para vender decisiones o determinaciones a los interesados en las 
actuaciones. Es decir, se manipula la gestión o actuación pública para obtener un resultado 
querido por un tercero interesado y corruptor. Esto puede ocurrir en la tramitación 
legislativa, administrativa o en los controles. El resultado (acto jurídico) es formalmente 
legal. El interesado puede o no obtener un enriquecimiento inmediato o un beneficio 
normativo que le facilite el desarrollo particular de sus negocios. 
 
 . La criminalidad económica en la gestión pública. En estos eventos el particular 
se apropia de la gestión institucional, los proyectos, los programas específicos relacionados 
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con la economía interior o exterior, los sistemas de control, etc. para obtener de ellos un 
provecho económico criminal. Se puede corromper al funcionario encargado de los 
proyectos, o su actividad es tan enmascarada o encubierta que puede actuar sin la 
complicidad oficial
84
. 
 
El crimen produce rendimientos económicos directos de la gestión del Poder Público. Es un 
resultado ilegal. Se trata del lavado de activos usando procedimientos legales como el Plan 
Vallejo, la importación o exportación de bienes y servicios, o el uso de procesos judiciales 
de ejecución para apropiarse de bienes, reconocimientos laborales, etc. 
 
 . El crimen en los procesos electorales. Otra forma de corrupción, que mezcla el 
interés político con la ganancia dineraria, aparece en el caso de los procesos electorales 
penetrados por el clientelismo más tradicional, la compra de votos, la coacción al elector, 
etc. En Colombia, por ejemplo, se han establecido verdaderas empresas electorales que 
parten, por el jefe político o el cacique, del dominio o compromiso de representantes de la 
comunidad, en cooperativas, agrupaciones comunales, comunitarias, defensa civil y todo 
tipo de organización privada con o sin ánimo de lucro. Los líderes de tales grupos adelantan 
el trabajo político directamente con los ciudadanos a quienes les ofrecen diferentes clases 
de sobornos, desde el pago individual del voto, en dinero o en especie, hasta promesas de 
construcción de obras públicas, servicios públicos, salud, transporte, etc. Ese líder entra en 
contacto con ediles, concejales o diputados o, en el peor de los casos, con intermediarios 
que conocen donde está el mercado de votos y busca al político interesado en su compra. 
El valor de los votos en el mercado depende de la región y de la posibilidad que tenga el 
político de contar con el apoyo del gobierno local o nacional. 
 
La opción de contratar con el Estado y los rendimientos enormes de las formas de 
corrupción arriba listadas, son elementos de la estrategia política, de la cual depende la 
cadena de apoyo a los candidatos en las elecciones. En la medida en que el Estado reduce 
su capacidad burocrática, por el adelgazamiento institucional, producto de la modificación 
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 Cfr. ELLIOT, Kimberly Ann. (Ed.) (2001) La corrupción en la Economía Global. p. 73. 
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de las políticas del Estado providencia y la entrega de los servicios al sector privado, los 
políticos tienen que buscar la financiación en la intermediación contractual o en la 
apropiación de los sistemas intermediarios de salud. 
 
Sin perjuicio de regresar sobre este fenómeno de nuestra historia política, es de resaltar, en 
punto de las prácticas corruptas, aquella que nace de la crisis institucional del Estado 
Providencia, porque a partir de ella, el clientelismo político tuvo que cambiar la estrategia. 
La crisis del sistema financiero del Estado, les obligó a buscar otros medios de financiación 
y, como quiera que todo ello ocurrió con la emergencia del capital sucio del narcotráfico, la 
denominada "clase política" corrió a "seducir" con las ofertas de poder público a los 
narcotraficantes, necesitados de protección. Inicialmente las ofertas se concretaban en 
participación en la política. Esto se marca, por ejemplo, con el episodio de Carlos Lehder, 
un intermediario narcotraficante del Quindío que estuvo en las listas para las elecciones al 
Congreso de la República. Después aparece Pablo Escobar en el grupo político del ex-
senador Alberto Santofimio Botero, sentenciado por la Justicia colombiana, cuando le 
comprobó que el narcotráfico le aportaba a su proyecto político. 
 
Aunque esa práctica delictiva en los procesos electorales tuvo una enorme vigilancia del 
Estado, lo cierto es que el narcotráfico entendió que sin el compromiso corrupto de la 
política, no encontraría seguridad para sus actividades. El narcotráfico penetró por el 
espacio que le abrió el antiguo clientelismo en todos los meandros del Estado y terminó 
anclándose al Poder constitucionalizado. El más conspicuo ejemplo es el de los 
paramilitares y sus múltiples aliados que se vienen apoderando de la intermediación de la 
salud, los juegos de azar y la contratación pública local y, además, han desarrollado un 
sistema de apropiación de funcionarios públicos que requieren de su apoyo financiero para 
lograr el "favor" popular en los procesos electorales. 
 
Por otra parte, la conclusión de la etapa del Estado capitalista contemporáneo (estado 
providencia) que había surgido en medio de la crisis de los años 1880-1930, abre un nuevo 
espacio de corrupcíón.
85
 Detallemos los hechos político constitucionales. 
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En estos cincuenta años de los Siglos XIX y XX, las propuestas democrático-liberales se 
enfrentaron a las soluciones fascistas o de extrema derecha que pretendían retornar a 
ciertas expresiones del poder precapitalista, desconociendo el régimen de derechos y 
libertades, incorporando el racismo a la estrategia estatal e interviniendo totalitariamente en 
el contexto social y en el funcionamiento de la economía. De la misma manera los 
promotores del Estado social de derecho rechazaron la salida revolucionaria del proletariado 
que fundó el Estado soviético con la estatización, la eliminación del tipo de propiedad 
privada vigente desde las revoluciones burguesas y la extensión y eficiencia de los servicios 
públicos y la asistencia social. 
 
La propuesta de los sectores democrático-liberales mantenía el sistema de derechos y 
libertades confiriéndole al Estado el control de los grandes agregados de la economía para 
adoptar políticas económicas que redujeran los riesgos y los efectos de los ciclos propios 
del modo de producción capitalista
86
. Esas políticas se dirigieron, primero, al capital para 
orientar a los agentes de la economía mediante el uso de resortes de influencia
87
 con el fin 
de asegurar la racional explotación de la propiedad y evitar que estuviera inactiva, de 
reducir los costos y optimizar las ganancias. El sistema productivo obtenía así un respaldo 
oficial que, además, se concretaba en el mantenimiento de la demanda solvente necesaria 
para dar salida al consumo y a la rentabilidad económica. 
 
Una segunda dirección de las políticas económicas interventoras consistió en la regulación 
de la contratación de la mano de obra capacitada, sana y permanente. El Estado para ello 
concibió y expidió la legislación laboral que legalizó las aspiraciones de la clase obrera
88
, en 
                                                               
(1989). 
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 Cfr. SAMUELSON, P. A. y NORDHAUS, W. D. (1999). pp. 563 y ss. 
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DOCKES, P. (1983); SWEEZY, P. (1976); TAMAMES, R. (1975); VILAR, P. (1974). 
88
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lucha abierta como tal desde la mitad del Siglo XIX. En dicha política se crea la seguridad 
social, el suministro de la mano de obra eficiente y, en lo posible, sana, los medios para 
mantener la demanda solvente de los sectores trabajadores remunerados, como por 
ejemplo, el salario indirecto, los beneficios de salud, recreación y vivienda y, ante todo, el 
ahorro para el pago de la población que, aunque en situación económicamente activa, 
quedara en receso, paro o desempleo y, para la permanencia del consumo en la edad de 
retiro por vejez. 
 
El Estado social de derecho, denominado así por la doctrina alemana y de otros países 
europeos, intervenía decididamente en la vida de la sociedad y en su economía, para lo cual 
reformuló el sistema de derechos y libertades, quitándoles la coraza liberal que los hacía 
intocables, y facilitando la implantación de las políticas económicas, aún las del control 
monetario, que indicaban la manera de ejercerlos. Ante todo, la propiedad y la contratación. 
 
El Estado asumió nuevas tareas y para ello dispuso de una extensa institucionalidad de 
seguridad social que en esta etapa de la sociedad salarial realizaba puntualmente todos sus 
cometidos, los cuales, a partir de la Segunda Guerra Mundial, se imbricaron con la 
normativa universal de los Derechos Humanos. 
 
La intervención del Estado y posteriormente, la planificación de la economía con tales 
finalidades, requirieron de enormes inversiones que, pasadas varias décadas, fracasaron en 
muchos objetivos, colaboraron en el déficit estatal y motivaron las críticas neoliberales para 
el desmonte del sistema de seguridad social comentado.
89
 
 
En Colombia el desarrollo institucional del Estado Providencia quedó orientado por las 
necesidades de los partidos políticos que, como ya advertimos, en el Siglo XX se 
estructuraron con base en el clientelismo. Los partidos del Siglo XX, Liberal, Conservador y 
demás movimientos y agrupaciones, adquirieron sus caudales electorales con esa práctica 
que extremaron en las épocas de las hegemonías y perfeccionaron durante los años del 
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Frente Nacional, donde se pactó, la distribución de la burocracia, incluidos el Congreso de la 
República y la Rama Judicial. 
 
Esta práctica hipertrofió el aparato estatal y mediante la creación de instituciones 
descentralizadas de orden nacional o local, ante todo en la reforma administrativa del 
Presidente Carlos Lleras Restrepo en 1968, se amplió la planta de personal hasta constituir 
el empleo público un porcentaje mayoritario del trabajo colombiano. 
 
Las políticas del Estado Providencia quedaron ligadas a ese aparato gigantesco y 
clientelista que en los años 70 comenzó a pesar presupuestalmente y a consumir cuanto 
recurso financiero se obtenía de las repetidas reformas tributarias, aún las establecidas 
mediante el uso de las facultades especiales provenientes del estado de sitio o de la 
emergencia económica. Esto quedó claro en el gobierno del Presidente Alfonso López 
Michelena (1974-1978), cuando la burocracia, en especial la del Ministerio de Hacienda, en 
los propios términos del Presidente, se apropió de los recursos originados en una 
emergencia económica decretada para resolver graves problemas de comunicación con los 
Llanos Orientales colombianos. 
 
El asunto pudo tener una solución racional con base en las propuestas de ahorro y 
reducción de la planta de personal, pero a esto se opuso la necesidad clientelista de los 
políticos que preferían aprobar onerosas reformas tributarias antes que desprenderse de la 
costosa burocracia dispensadora de sufragios. El déficit que acusaban las campañas 
orientó a los políticos a dos caminos irregulares, peligrosos y delictivos: a) la corrupción por 
la apropiación de dineros públicos mediante la manipulación del gasto del Estado en 
contratos, obras públicas, etc. y b) años más tarde, los pactos con narcotraficantes para 
conseguir dineros destinados a la financiación de las campañas y, en algunos casos, al 
enriquecimiento personal. 
 
El peso financiero de las instituciones de beneficencia y asistencia social, se alegó en el 
discurso del desmonte del Estado Providencia, aunque en la Constitución de 1991, se 
reitera el carácter social del Estado y, por supuesto, el mantenimiento de ese aparato 
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ejecutor de las políticas sociales. 
 
El proceso generalizado de marchitamiento del Estado Providencia, Welfare State o Estado 
benefactor en los años 80-90 produjo un crecimiento de la miseria que fué contestado por 
sectores oficiales y particulares, con recriminaciones punitivas contra la miseria y el 
gigantismo de un Estado Penal que sustituyó el Estado social de principios del Siglo XX.
90
 
 
El retiro de los fondos públicos de la asistencia social impulsado por políticas neoliberales 
ha marcado durante las últimas décadas del Siglo XX el fin del Estado social de derecho y 
la iniciación de un período de privatizaciones y de atribución al capital de múltiples funciones 
públicas, ante todo las relacionadas con los servicios públicos. 
 
No obstante esa realidad política, la Constitución de 1991 se pronunció en estos aspectos, 
así: Primero, dice en el Artículo 365 que los servicios públicos son inherentes a la finalidad 
del Estado. Segundo, permite que los servicios sean prestados por comunidades 
organizadas o por particulares, con lo cual el traslado al capital privado de esta actividad se 
ejecutó rápidamente, liquidando las empresas de servicio público oficiales existentes.  
 
El crecimiento de la miseria durante los años 80 y 90 gracias al abandono estatal, el 
desempleo y las migraciones incontroladas e ilegales reeditaron los conceptos de 
peligrosidad de las clases desposeídas para introducir medidas de responsabilidad objetiva, 
de represión del vagabundaje, etc. El control social del delito incluye medidas policivas de 
aplicación inmediata que llegan hasta la eliminación física del peligro. 
La reducción del aparato de asistencia social en Colombia se fundamentó en las políticas 
                     
90
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neoliberales. Al mismo tiempo se modificó el sistema de contratación laboral
91
 para permitir 
expresamente despidos sin justa causa con el pago al trabajador de algún dinero a título de 
indemnizaciones, desconociendo el derecho al trabajo y sustituyendo la estabilidad por el 
empleo temporal sin las prestaciones sociales y garantías que el régimen laboral había 
incorporado desde los años 30. 
 
Para la nueva gestión estatal es una miseria peligrosa y presumiblemente delincuente que 
se reprime con la hipertrofia penal y el establecimiento de sanciones de gran intensidad y 
aplicación inmediata. Los hechos dejan ver una marginalización selectiva, una 
sobreexplotación laboral y la crisis subsiguiente de las relaciones familiares. 
 
En Colombia estas políticas de desmonte del Estado providencia, expresadas en leyes del 
Congreso o en decretos extraordinarios de emergencia, se aplicaron inicialmente a los 
servicios públicos llamando al sector privado a cubrirlos mediante concesiones, 
asociaciones con el patrimonio público o la venta de las empresas oficiales dedicadas 
desde hacía varios años a estas labores. 
 
Un caso especial fué la gestión y la crisis de los sistemas financiero y bancario en las 
décadas de los años 70 y 80 porque coinciden varios acontecimientos: el desprendimiento 
de los servicios públicos del Estado, la gestión irregular del sector financiero, la inversión del 
capital extranjero en la banca gracias a la apertura financiera. 
 
El problema de la crisis se debió a que los sectores dominantes de los bancos ingeniaron 
mecanismos de control del ahorro y la inversión privada especulativa de tal manera que 
mediante la creación de fondos financieros compraron acciones de todo tipo, ante todo de 
las corporaciones del sector y dominaron las asambleas estableciendo círculos cerrados 
para el manejo de las empresas. 
 
La captación del ahorro en los años 80 se adelantaba sin mucha vigilancia hasta que 
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comenzaron a destacarse banqueros de gran poder que condicionaban a sus intereses 
desde el crédito que requerían las empresas hasta las manifestaciones y opiniones de los 
medios de comunicación. En estos años, la consecución de recursos de capital para la 
industria, el comercio y los servicios siguió una tradición muy particular pero ya superada. 
Las empresas acudían a los préstamos en bancos intermediarios y a onerosas casas 
financieras, a veces clandestinas, para satisfacer sus necesidades de capital de trabajo. A 
su vez, los bancos y demás prestamistas obtenían los recursos del ahorro con fines 
especulativos. 
 
Estas soluciones financieras eran contrarias a los postulados vigentes a partir de la Gran 
Depresión los años 30, según los cuales el recurso de capital debía conseguirse, 
primordialmente, en la bolsa de valores y no en el préstamo especulativo. Esto originó la 
política estatal de vigilancia del dominio de las empresas norteamericanas para reducir los 
riesgos del monopolio y sus prácticas excluyentes. 
 
Las normas antimonopolio buscaron, así, asegurar la libertad del mercado accionario para 
evitar el control y el empleo selectivo de los recursos de capital necesarios para la dinámica 
del capitalismo. Toda actividad monopolística u otra que de alguna manera impida libre el 
acceso a ese tipo de recursos es sancionada. Desde entonces tal política se extendió a los 
países que contaban con mercados accionarios. En Colombia esa política no se consolidó. 
Las empresas contaban en esos años y actualmente con préstamos y créditos del sector 
especulativo. 
 
Varias instituciones bancarias dominadas por agentes que tenían el designio de controlar, 
por intermedio de los fondos de inversión, el mercado de capitales y la propiedad 
empresarial crearon y pusieron en marcha los mecanismos para ello. En medio de 
enfrentamientos con otros sectores colegas y con los medios de comunicación como fue el 
caso del Banco de Colombia gerenciado por Jaime Michelsen Uribe contra El Espectador, 
periódico que denunció esas prácticas, se expidió una legislación que tipificó tales acciones 
en el catálogo penal. Apoyado en ella, el Gobierno persiguió a los controladores de 
establecimientos bancarios y casas intermediarias captadoras de ahorros privados que, en 
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ese momento, comenzaron a recibir dineros sucios provenientes de exportadores de 
marihuana y otras drogas sicotrópicas a los mercados norteamericanos y europeos. 
 
La crisis del sector bancario se apreció en dos momentos: a) la crisis financiera y quiebras 
de varios bancos por autoprestamos destinados al control de otras agencias financieras y b) 
la decisión del Estado de impedir esas quiebras interviniendo los bancos, fondos o 
corporaciones e invirtiendo dineros públicos en ellos, los cuales al final le dieron el dominio 
de tales instituciones. El Estado, propietario de gran cantidad de Bancos, ingresó en una 
carrera de inversiones salvadoras que han comprometido una parte importante del tesoro 
público a través de una institución creada especialmente para ello: el FOGAFIN. 
 
El Estado colombiano en la década del 90 inició una nueva campaña para sanear los 
bancos adquiridos por esas emergencias y venderlos tan pronto le fuera posible. Ante el 
creciente déficit fiscal, uno de cuyos factores, además de los costos institucionales de la 
Reforma Constitucional de 1991, fue y lo es actualmente, el gasto en el sector financiero. 
Así las cosas, el Gobierno aceleró la venta de la banca oficial, tradicional o nacionalizada 
por la crisis, para entregarla al sector privado. 
 
Al mismo tiempo, el Estado abrió la inversión extranjera y se radicaron en Colombia por 
vinculación con bancos nacionales vendidos por el Gobierno o directamente, varias 
instituciones financieras extranjeras provenientes de Venezuela, Brasil, España, Estados 
Unidos y otros países europeos. 
 
La acelerada privatización bancaria no corresponde, en principio al desmonte del Estado 
Providencia, sino a la urgencia de salvar unas inversiones equivocadas hechas para salvar 
el sistema de las ilícitas acciones de unos banqueros que terminaron encarcelados o 
exilados. Sin embargo, sus efectos son finalmente idénticos al desmonte del Estado 
Providencia en cuanto a las tasas de desempleo y miseria. Una mirada sobre los hechos de 
corrupción que aquí tratamos nos muestra una gestión ilícita activa cuando los agentes se 
empeñan en la empresa del saqueo de los bienes o de apropiación las prerrogativas del 
Estado. Pero es posible apreciar una especie de corrupción pasiva producto de la inacción 
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del poder público en manos de funcionarios mediocres o temerosos, muchas veces llevados 
a esa actitud por el temor de represalias políticas o de perder el cargo que ocupan. Ante la 
agilidad mental del delincuente se encuentra el funcionario débil e ignorantón que deja 
hacer y que facilita con ello el cumplimiento del objetivo criminal. 
 
Todo ello nos enseña uno de los problemas que constituyen el objeto de este trabajo: el 
delito organizado como empresa utiliza la gestión activa del Estado para lograr su cometido 
o se aprovecha de la corrupción pasiva en el mismo sentido. Los casos que exponemos a 
continuación son claros ejemplos que demuestran la participación del poder público en el 
éxito de este crimen que nos ocupa. 
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CAPITULO 6. CONSIDERACIONES SOBRE LA PRIMERA PARTE. 
 
El impacto en Colombia del nuevo paradigma tecnológico y la transformación globalizante 
del capitalismo ocurre cuando la criminalidad se hace igualmente global y se integra 
totalmente a la sociedad red como la calificó Manuel Castells
92
. El lado oscuro del 
capitalismo globalizado es la criminalidad, plenamente integrada en ese sistema, que 
asume el control de delitos de alta productividad económica, convertidos todos ellos, ante 
todo por la gestión del crimen organizado, en instrumentos de acumulación global de 
capital. 
 
El tráfico de drogas y los negocios que apoya e inspira como el tráfico de seres humanos y 
de armas, en especial la adquisición del arsenal soviético incluidas las armas nucleares 
portátiles, provee de un capital extraordinario y permanente que satisface y responde al lado 
oscuro del mercado global
93
. El narcotráfico, que adquirió una estabilidad en el momento en 
que se ancló al intercambio capitalista globalizado y obtuvo la cooperación de empresas 
legalmente establecidas que le suministran sus insumos de todo tipo y de industrias y 
comercios que aprovechan el capital proveniente del delito, tiene la capacidad de relacionar 
casi todas las actividades de lo público y lo privado. La criminalidad globalizada cuenta con 
un suministro de capital y de medios de intercambio de enorme capacidad, avanza en el 
dominio del sector financiero y en la propiedad del sistema productivo capitalista, además, 
de intervenir en la actividad puramente política. Es decir, el narcotráfico inició en el período 
la apropiación de la economía, de la política, incluidos los conflictos locales o 
internacionales, y las relaciones de la vida cotidiana de los humanos. 
 
Ninguna otra actividad, individual o de organizaciones criminales, tiene la potencia del 
narcotráfico. Parapetado en la adicción de los humanos a las sustancias sicotrópicas, desde 
el Neolítico hasta nuestros días, ha establecido un dominio cierto que va desde el 
campesino boliviano hasta los espacios más refinados del capital financiero, sin dejar de 
permear los ambientes sagrados de las religiones tradicionales, los despachos clásicos de 
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las altas autoridades constitucionalizadas de los Estados nacionales o de la suprema 
burocracia internacional. Son hechos notorios. 
 
Tales realidades explican las causas del desarrollo inusitado e irresistible de la gestión 
empresarial del crimen vinculado al asunto de las drogas y de las armas. Los importantes 
conglomerados, establecidos, en curso de establecerse, o por establecer, son los aparatos 
indispensables para que el capital sucio pueda tener recepción en el sistema capitalista 
globalizado, en el cual el Estado tradicional tiene muy poco que decir. 
 
El problema no sólo se reduce al tráfico financiero del dinero sucio y a los múltiples caminos 
que sigue para su legalización, sino al compromiso de bienes y servicios tradicionales que 
se incorporan al intercambio apoyado con estos capitales. Como quiera que las 
transformaciones económicas afecten todos los niveles económicos, de ellos no pueden 
escaparse los bienes y servicios de ilícita gestión. 
 
La capacidad del capitalismo globalizado y la dinámica de su productividad y consumo 
exigen capitales gigantescos y acelerados mecanismos de acumulación. Semejante hecho 
se armonizó con la riqueza proveniente del comercio de drogas sicotrópicas en los últimos 
treinta años del Siglo XX e impulsó la criminalización globalizada porque suministró los 
mecanismos del lavado de activos y la recepción del dinero sucio para el mantenimiento de 
los mercados. De esta manera los narcotraficantes colombianos adquirieron una 
importancia inesperada, ante todo cuando en la mitad de los años 90 se inicia el consumo 
masivo y mundial de la cocaína. Por esto se lograron los acuerdos internacionales con otras 
organizaciones criminales para poder actuar en el escenario universal. No existía para ellos 
otra opción. O se incrustaban en las exigencias de la globalización, que ofrecía todo tipo de 
beneficios, o no tenían mercado y, simplemente, desaparecían. 
 
Un hecho de especial importancia, en la universalización de las relaciones capitalistas, que 
afecta históricamente el cuadro de la globalización fue la destrucción del poder soviético y la 
presencia de las organizaciones criminales de esa región en el control de la economía de 
los antiguos países socialistas. Su enriquecimiento por la venta de los bienes industriales, 
comerciales, tecnológicos y científicos y la disponibilidad comercial del arsenal soviético les 
confiere especial importancia, máxime cuando tales organizaciones intervienen y 
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aprovechan los sistemas financieros y sus paraísos fiscales libres de control oficial y 
desarrollan acuerdos con las organizaciones criminales colombianas e italianas para el 
tráfico de drogas.
94
 
 
En síntesis, el comercio de drogas sicotrópicas del carácter, complejidad negocial, nivel y 
volúmen actual no podría suceder y existir fuera del cuadro histórico de las relaciones e 
intercambios capitalistas globalizados. Es, sin más, la producción y el comercio de drogas 
ilícitas, una de las características y cometidos del capitalismo vigente. No se trata 
únicamente de que la organización criminal se aproveche de la globalización sino que ese 
negocio hace parte de ella. El problema ético es otra cosa. 
 
Posiblemente el hecho más significativo del período que nos ocupa es la presencia de 
organizaciones criminales que dedicaron sus esfuerzos a varias clases de actividades 
delictivas y, al mismo tiempo, se ocuparon de tener inversiones y negocios claramente 
legales. En tiempos anteriores, la sociedad colombiana padeció las agresiones de bandas 
de asaltantes dentro de lo que se ha venido calificando como la violencia cuya historia se 
ha narrado, sobre todo, en función de acontecimientos políticos. Otros tipos de asociaciones 
o conciertos para delinquir, tal como los ha denominado la legislación penal inspirada en el 
tratamiento italiano del fenómeno, se dedicaron al robo de vehículos, al asalto bancario, al 
contrabando de exportación o de importación y a ciertas formas de tráfico de capitales que 
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los ámbitos de cada uno, mediante acuerdos de subcontratación y empresas conjuntas, cuya práctica comercial sigue muy de 
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grueso de las operaciones de estas actividades están globalizadas por definición, a través del blanqueo en los mercados 
financieros globales". Ob. Cit. pp. 196-7. 
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aprovechaban el comportamiento del dólar y el restrictivo régimen de control cambiario.
95
 
 
Pero, la constitución de empresas criminales de largo aliento respondió a la importancia de 
los frutos económicos del narcotráfico que en los años 70 tenía en la marihuana su principal 
producto, en la década del 80 la cocaína y en los 90 los opiáceos, gracias a los cambios 
mundiales en el consumo de sustancias sicotrópicas. 
 
Esta criminalidad del narcotráfico de gran especialización y alta rentabilidad llenó 
plenamente el período materia del presente estudio y condicionó realmente el 
comportamiento del resto de la criminalidad y la vida social y política colombianas. 
 
Es imprescindible, pues, detallar el desarrollo histórico de esos acontecimientos que han 
vinculado, a lo largo de dos siglos el interés de los Estados, fundamentalmente, el Reino 
Unido, Francia y los Estados Unidos, el uso de los narcóticos como mecanismo de 
acumulación de capital, la gestión narcotraficante de la mafia, de la camorra, de las 
organizaciones de tipo mafioso europeas y de Oriente y otras organizaciones criminales 
comunes, el uso de la rentabilidad del narcotráfico por la CIA para la creación y el 
mantenimiento de su ejército secreto en la guerra de Vietnam, en la guerra fría y en el 
conflicto contra los sandinistas de Nicaragua, la producción de marihuana, cocaína y los 
opiaceos por las organizaciones criminales colombianas y el sistema productivo de la coca 
en Perú y Bolivia, las formas de corrupción del crimen organizado, las nuevas políticas de 
los Estados Unidos y la posición de la Unión Europea, el poder de las organizaciones 
criminales rusas y los acuerdos universales de las organizaciones. 
 
A esto se agrega las formas de lavado y de uso del sistema financiero y la utilización del 
dinero sucio por empresas legalmente establecidas con el fin de afianzar sus mercados y de 
apropiarse de otros. La creación de negocios como consecuencia de las actividades de 
lavado, como las exportaciones de contrabando, los peso-broker, etc. 
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II. SEGUNDA PARTE: LA COMPLICIDAD ESTATAL 
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CAPITULO 7.  EL FRAUDE DE LOS 13.5 MILLONES DE DÓLARES. 
 
 
Este fue un singular caso de corrupción, realizado durante varios días, a partir del 11 y 12 
de Mayo de 1983, donde el agente principal, Roberto Soto Prieto
96
, gracias a su elevada 
educación, sitio en la sociedad bogotana y específico conocimiento de las relaciones 
internacionales y las formas de tramitación de los créditos que Colombia obtiene de la 
banca internacional, pero, ante todo, del manejo concreto que la burocracia hace de ellos, 
logró apropiarse de 13.5 millones de dólares, en una acción delicuencial perfecta que, una 
vez descubierta, tuvo una reacción oficial que facilitó la impunidad, favoreció a Soto, a sus 
colaboradores y a los burócratas implicados. Todo ello, no obstante las sentencias 
condenatorias de la justicia colombiana y la recuperación del dinero mediante el camino de 
la indemnización por los bancos involucrados en el fraude
97
. 
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clase política colombiana, la prensa y, ante todo, las élites bogotanas, era un economista que obtuvo sin dificultad cargos en la 
alta burocracia del Estado, ante todo en el Ministerio de Relaciones Exteriores donde dirigió la diplomacia de los aspectos 
económicos de Colombia con el exterior. El poder de Soto Prieto en el Ministerio era indiscutido, entre otras cosas, porque esa 
temática no era del dominio de los Cancilleres que provenían del desempeño político profesional, sin que para su designación 
se exigiera conocimientos de política económica. Se privilegiaba, en cambio, sus buenas relaciones públicas, el manejo de la 
diplomacia y la información que tuvieran en derecho internacional. La sentencias, a partir de la dictada en primera instancia por 
el Juzgado 17 Superior de Bogotá el 4 de Agosto de 1986 (Juez: Antonio Medina Izquierdo), su confirmación mediante fallo de 
segunda instancia por el Tribunal Superior de Bogotá del 5 de Abril de 1988 (Magistrada Ponente: Luz Stella Mosquera de 
Meneses) y la Sentencia de Casación de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia del 24 de Julio de 1990, Acta 49 
(Magistrado Ponente: Jorge Carreño Luengas), condenaron a: 1) Antonio Cebollero y Campo, Rafael Esteban Rodríguez 
Cristancho, Fernando Bedoya Hoyos, Carlos Eduardo Mendoza Campos, Luis Alberto Orozco Gonzalez, Nelson Torres 
Palomino y Aída Cañizales Padilla, "...a la pena principal de sesenta y cuatro (64) meses de prisión equivalentes a cinco (5) 
años, cuatro (4) meses, que es la pena impuesta en definitiva como coautores responsables de los delitos de falsedad en 
documento público, cometido en concurso, con el de estafa, agravada en razón de la cuantía, según hechos cometidos en las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar que reza el proceso.". 2) Roberto Soto Prieto y Robert Henry Russell, "...a la pena 
principal de ochenta y cuatro (84) meses de prisión, equivalente a siete (7) años, que es la pena impuesta en definitiva, como 
coautores responsables de los delitos de falsedad en documento  público, cometido en concurso, con el de estafa agravada en 
razón de la cuantía...". Decidió, al mismo tiempo, el Juez Superior en el punto 12 del fallo: "Negar...la solicitud del Dr. Alvaro 
Orlando Pérez Pinzón, en el sentido de compulsar copias para que se invetigue la conducta de varios funcionarios y empleados 
del Estado de distintas entidades oficiales, por las razones expuestas en la parte motiva de la presente provivencia, dejándolo 
en plena libertad para que, si lo estima conveniente, proceda a formular la correspondiente denuncia". 
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 El expediente ya archivado contiene todos los documentos e investigaciones sobre el caso. Puede consultarse, igualmente, 
la única obra publicada sobre él: HOLGUIN HOLGUÍN, Carlos. (1991) El fraude de los US$ 13.5 millones. Proceso de la 
República de Colombia ante la Corte de Londres. Existe otro expediente en la Comisión de Acusación de la Cámara de 
Representantes. Exp. 210 contra el Ministro de Hacienda y Crédito Público formado por acusación del ciudadano Felipe 
Abisambra. El 18 de Julio de 1986 la Comisión archivó el expediente al no encontrar causas de responsabilidad del Ministro, ni 
de otro funcionario colombiano. 
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La Justicia solicitó el trámite de la extradición para Soto Prieto y Russell, sin embargo el 
Gobierno fracasó en esa inicial diligencia. Sólo fueron detenidos: Antonio Cebollero y 
Campo, Rafael Esteban Rodríguez Cristancho, Fernando Bedoya Hoyos, Carlos Eduardo 
Mendoza Campos y Luis Alberto Orozco Gonzalez. Soto Prieto evitó su extradición 
refugiándose en Austria, donde la justicia lo amparó al considerar que en Colombia no 
tendría garantías en su juzgamiento. El Gobierno había enviado a ese país una cantidad de 
agentes del D.A.S.
98
 en un número tan exagerado que alarmaron al juez del conocimiento. 
Además tramitó el requerimiento sin orden judicial alguna. Pero, cuanto tuvo las sentencias 
ejecutoriadas no adelantó las diligencias eficientemente. Soto Prieto no cumplió esa pena. 
Tiempo después fue detenido en Alemania bajo la imputación de estar traficando con uranio 
enriquecido proveniente de la antigua Unión Soviética. 
 
Este caso de corrupción por la apropiación ilícita de dineros correspondientes a un crédito 
externo, se inició el 10 de Mayo de 1982 cuando la República de Colombia contrató un 
empréstito que ascendió a US$ 47.225.317,94 con el Chase Manhattan Bank N.A. de 
Nueva York
99
. La sucursal del Chase en Bogotá actuó como agente por medio de la 
sucursal principal de Londres. El Banco Manufacturers Hanover Trust Company fue co-
prestamista. Este dinero estaría destinado a financiar la deuda pública y adquirir equipo, 
distinto a dotación de armas, para las Fuerzas Armadas. Por esa época el Gobierno celebró 
otros contratos similares con la banca internacional, cuyos trámites de desembolso de los 
dineros eran esencialmente iguales. 
 
De ese crédito el Gobierno dispuso de varios desembolsos desde el 4 de Agosto de 1982 
hasta el 28 de Enero de 1983. En esa fecha quedó un saldo de US$ 13.727.311,33 sin 
utilizar. Los desembolsos estaban sometidos a plazos y, por las sumas no utilizadas, el 
Banco cobraba comisiones. Como quiera que el Gobierno no estaba en condiciones de 
aplicar esos dineros a la contratación del Ministerio de Defensa por dificultades en las 
licitaciones, decidió hacer efectivo el desembolso y depositar los dineros en una cuenta 
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 Departamento Administrativo de Seguridad. 
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 Cfr. Diario Oficial No. 36059 del 4 de Agosto de 1982. 
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(subcuenta: Tesorería General de la República. Artículo 97. Decreto-Ley 294 de 1973) del 
Chase en la cual se percibían intereses. Esta transferencia se realizó el 10 de Mayo de 
1983, un día antes del inicio del fraude. 
 
La subcuenta era un mecanismo previsto en el contrato de empréstito y un paso previo a la 
utilización del dinero. Únicamente un desembolso, el primero, se hizo directamente y 
correspondió a un pago de deuda pública por medio del Federal Reserve Bank de Nueva 
York. 
 
Todas las operaciones de desembolso se debían realizar mediante télex confirmados y con 
el uso de claves. Sin embargo, la Directora de Crédito Público del Ministerio, Lucila Castro 
(a esta funcionaria la reemplazó Jorge Serpa Erazo), consideró que tener bajo su 
responsabilidad tales claves era de alto riesgo y pidió eliminarlas del trámite de desembolso, 
el cual quedaba reducido al requisito del télex cifrado por medio del Banco de la 
República.
100
 
 
Las declaraciones de la funcionaria Lucila Castro son importantes porque muestran cómo 
los delincuentes, especialmente, Soto Prieto, estaban enterados de todas las operaciones y 
que, necesariamente, como lo consideró el Agente Especial ante el Tribunal Superior (Folio 
805, cuaderno original No. 5), la modalidad y las caracrerísticas de este delito requería de 
actuaciones concretas de funcionarios, posiblemente sobornados. 
 
Carlos Holguín Holguín, resume las declaraciones de Castro, indicando que en el principio 
ella refiere su formación profesional de economista en la Universidad de Los Andes, BS en 
Matemáticas de la Universidad George Washington, otros títulos de postgrado y experiencia 
en el Banco Mundial Jefe de la División de Crédito Externo del Ministerio. Era, pues, una 
persona conocedora de todo este tipo de operaciones internacionales por lo cual debía 
advertir sus peligros. Dijo Holguín Holguín sobre tal declaración: 
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 Toda esta documentación esta transcrita en el libro del Dr. Carlos Holguín Holguín. 
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 "Anotó (la Dra. Castro) que el papel de la declarante era de supervisión y que 
intervino en todo lo relacionado con el empréstito del Chase, especialmente con los 
desembolsos y los pagos, en lo cual tenía la colaboración de un equipo de abogados 
del Ministerio. 
 
 En reemplazo de la entonces Directora de Crédito Público, Dra. Leonor Montoya, la 
declarante tramitó lo relacionado con las claves que le ofreció el Chase para manejar 
el empréstito. Señaló que, según su experiencia, los desembolsos se habían hecho 
por conducto del Banco de la República con claves que invariablemente usaban los 
bancos ingleses y que la Dirección de Crédito Público no había utilizado claves bajo 
su directa responsabilidad. Para los desembolsos del empréstito, ella decidió que se 
usarían claves pero por conducto del Banco de la República, pues lo consideró el 
medio más seguro. Expresó que en su opinión el uso de claves era en la práctica una 
medida aconsejable, aunque desistió del uso de las que le ofreció el Chase, pues ello 
implicaba una gran responsabilidad personal y también por falta de seguridad en el 
Ministerio, y que la Oficina del Director tenía divisiones de vidrio, que podrían ser 
rotas fácilmente, las puertas no tenían cerraduras seguras y el número de visitantes 
era muy alto. Por eso resolvió devolver oficialmente las claves". 
 
El procedimiento que adoptó la funcionaria con los empleados del Chase, que siempre 
insistieron en el uso de las claves, fue excepcional y quedó reducido a las comunicaciones 
telefónicas y por télex confirmados. En la misma declaración sostuvo, según el resumen de 
Carlos Holguín que: "...como el Dr. Soto Prieto negociaba el empréstito con el BHF, aquel 
tuvo muchos contactos con el Ministerio y conocía lo relacionado con el empréstito del 
Chase y señaló que la idea de utilizar también con este Banco el sistema de la cuenta 
corriente para consignar en ella los desembolsos del empréstito, se inspiró en lo que se 
había proyectado con el Chase...". 
 
En el Ministerio trabajaba, igualmente, el señor Diego Domínguez, responsable del trámite 
de los empréstitos y los pagos. Dice la misma fuente que "...en alguna ocasión aquel le 
informó que una persona lo había buscado para proponerle que estuviera fuera de la oficina 
por tres días y que el tuvo la impresión de que trataban de hacer algún fraude, pero se negó 
a aceptar la insinuación". Castro no le informó al Ministro de lo sucedido. Domínguez 
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descubrió el fraude. Falleció poco tiempo después en un accidente de tránsito cuya 
investigación no arrojó responsable alguno. 
 
Conocedores, pues, de toda esa información sobre la especificidad del trámite de los 
desembolsos, tan pronto el dinero estuvo en la subcuenta, los delincuentes enviaron al 
Chase tres télex, los dos últimos para corregir errores. El primero, del 11 de Mayo (20:40 
horas) decía: "ATENTAMENTE CON CARGO A LOS FONDOS DEL PRESTAMO DE LA 
SUBCUENTA DEFFFFSDFD 45047  45407 BRBG CO...EOT NNNN". El télex era 
ininteligible, por lo cual ocho minutos después se envió el siguiente texto:  
 
"ATENTAMENTE CON CARGO A LOS FONDOS DE LA SUBCUENTA DEL PRESTAMO EN 
REFERNBCIA (sic) ENTRE LA REPUBLICA DE COLOMBIA Y UN GRUPO DE BANCOS, 
CON EL CHASE MANHATAN BANK COMO AGENTE, LES RUEGO GIRAR CON VALOR 
MAYO 12 LA SUMA DE 13.500.000 (TRECE MILLONES DE DOLARES USA) AL MORGAN 
GUARANTEE BANK, NEW YORK, CUENTA 66711957 REPUBLICA DE COLOMBIA, 
PRESUPUESTO REFERENCIA 18061. FAVOR AVISARNOS CONFIRMACION GIRO AL 
TELEX 45047 BRBG CO C/O BANCO DE LA REPUBLICA BOGOTA. CORDIALMENTE 
JORGE SERPA ERAZO DIRECTOR GENERAL DE CREDITO PUBLICO MINISTERIO DE 
HACIENDA Y CREDITO PÚBLICO”. 
 
El tercer télex, enviado más de dos horas después, estaba destinado a corregir el error 
numérico: "NOS REFERIMOS A NUESTRO ANTERIOR CON LA REFERENCIA ARRIBA 
MENCIONADA Y CORREGIMOS: DEBVE DECIR: 13.500.000 -TRECE MILLONES 
QUINIENTOS MILDE DOLARES USA- CORDIALDEMENTE JORGE SERPA ERAZO 
DIRECTOR GENERAL DE CREDITO PUBVLICO. MINISTERIOS DE HACIENDA Y 
CREDITO PUBLICO". (sic). 
 
El Chase de Londres confirmó mediante télex al Banco de la República el 12 de Mayo: "WE 
CONFIRM WE HAVE EFFECTED PAYMENT FOR DOLLARS 13.500.000 VALUE 12 MAY 
TO MORGAN GUARANTY BANK, NEW YORK ACCOUNT NUMBER: 66711957 FOR THE 
ACCOUNT OF YOURSELVES UNDER REFERENCE: PRESUPUESTO REFERENCIA 
18061 (STOP). COLIN FOSTER/MAXINE GRAVES. Es de advertir que la cuenta 18061 
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pertenecía a Robert Henry Russell. 
 
Ocurrió que en el momento de efectuar la transferencia, el Chase de Londres cambió la 
referencia de la cuenta 18061 por la 18601, que no era de Colombia sino del Banco 
Hapoalim Switzerlad Limited de Zurich, Suiza. Es obvio que el Chase no se aseguró de que 
esa cuenta perteneciera a la República de Colombia y no al Hapoalim.  
 
Russell reclamó a su banco Hapoalim la consignación y ésta entidad se dirigió al Morgan y 
al Chase para aclarar el asunto. 
 
En Bogotá los delincuentes estaban enterados al minuto de estos problemas y enviaron el 
16 de Mayo un télex al Hapoalim: "to: bank hapoalim -switzerland- ltd from: banco de la 
república bogota colombia this is to confirm that we have ordered, on behalf of the republic 
of colombia, the transfer of 13.500.000 us dollars from chase manhattan bank, london, to 
your account whit morgan guaranty, new york, for credit to the account 18061 on your 
books. redesbank" (sic) 
 
La documentación del proceso indica que el Hapoalim no aceptó el fax proveniente de 
Colombia porque el Banco de la República, explica el asesor Carlos Holguín, no hacía parte 
de la operación. Telefónicamente resolvieron el problema para Russell. El 19 de mayo toda 
la operación con sus correcciones fue confirmada por el Chase y el Morgan. Russell 
pretendió, entonces, retirar en efectivo el dinero, ordenándole al banco que lo entregara así 
a varias personas. El Banco se negó y Russell dispuso una transferencia al banco Lloyds 
International Limited de Ginebra donde tenía una cuenta. De allí lo devolvió a su cuenta en 
el Hapoalim y de ésta, el 24 de Mayo, a una cuenta en el Banco israelí Leumi, sucursal de 
Panamá cuyos titulares eran: Rafael Esteban Rodríguez Cristancho y Stanislao 
Szeiderman
101
. El valor de la última transferencia era de 12.747.088,08 millones de dólares. 
 
En Panamá el dinero se retiró de la cuenta. Toda la ilícita operación duró 14 días, sin contar 
con los obvios preparativos como la apertura de las cuentas y sin saber hasta donde los 
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funcionarios colombianos estaban comprometidos pues de ellos dependía la cancelación de 
las claves, la información sobre la transferencia a la subcuenta, el uso de los télex y, 
especialmente, el abandono de la cuenta del empréstito, porque la burocracia del Ministerio 
de Hacienda se enteró del delito el 12 de Octubre de 1983, cuando pidieron el extracto y 
encontraron que la República de Colombia, en una cuenta de 15 millones, tenía un saldo 
apenas de 1.5 millones. 
 
El delito no requería de todo ese tiempo. Se dilató por los errores de los télex y las 
transferencias. Podría haberse realizado a lo sumo en dos o tres días, incluído el cambio de 
horario entre Colombia y Londres. 
 
El manejo que Gobierno dió al problema obliga a varias conclusiones porque aceptó el 
criterio de los asesores en el sentido de darle prioridad a la recuperación del dinero, para lo 
cual debieron borrar toda responsabilidad de los funcionarios del Ministerio, porque si ante 
los Tribunales de Inglaterra aparecía alguna culpabilidad de la burocracia oficial y el crimen 
no se hubiera cometido exclusivamente por particulares, los Bancos no responderían y 
Colombia perdería el dinero. 
 
Era una apreciación evidentemente equivocada porque para que el Estado colombiano 
perdiera el caso se requería demostrar, por los Bancos demandados, que los funcionarios 
encontrados culpables, habían obrado en razón del servicio y con plena autorización del 
Ministerio. Pero esto sería un absurdo. Es un despropósito considerar que el Estado 
colombiano autorizaría la comisión de ese delito. 
 
Llama la atención la estrategia gubernamental cuando evalua dos posibilidades: b) la 
verdad del crimen, sus autores, complicidades, iter, y todas las circunstancias que lo 
rodearon, incluídas las posibilidades de la colaboración de la burocracia o de su ignorancia 
y la mediocridad reflejada en sus actuaciones, que daba lugar a denunciar el cuadro total de 
los actos delictivos y, b) el ocultamiento de la responsabilidad de esa burocracia, a título de 
dolo, culpa, ignorancia o incompetencia con el fin de recuperar el dinero según la 
interpretación que los asesores ofrecieron al gobierno acerca de las posibles decisiones de 
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la justicia inglesa. 
 
El gobierno optó por cobijar con la impunidad a su burocracia con el confeso fin de 
recuperar el dinero, no por parte de los delincuentes sino de los bancos que habían sido 
descuidados en la operación de las transferencias. 
 
Cuando se evitó por todos los medios, y así lo consiguieron, investigar la conducta de los 
funcionarios, quedó en la impunidad o, al menos, en la duda permanente, si existió o no una 
coautoría, complicidad o auxilio. Así se pronunciaron: la Comisión de Acusaciones de la 
Cámara en la investigación del Ministro de Hacienda Edgar Gutiérrez Castro y la 
Procuraduría, la Contraloría, la Superintendencia Bancaria, el Auditor General del Banco de 
la República y los subauditores y el Secretario del Banco, en lo relativo al Gerente del 
Banco de la República, sus empleados y los funcionarios del Ministerio de Hacienda. 
 
Aparece en la tramitación ante el Tribunal Superior de Bogotá una certificación de la 
Secretaría donde acredita que en el expediente ninguna de las personas condenadas en 
primera instancia por falsedad en documento público y estafa (dentro de las cuales estaba 
Roberto Soto Prieto), "...es o fueron empleados del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, del Banco de la República, de Telecom, o de alguna otra entidad oficial.." Si Soto 
Prieto se desempeñó en el alto cargo de dirección del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
recibió numerosas comisiones para representar a Colombia en el exterior, situaciones estas 
que aparecen en los archivos de personal del Ministerio y de la Presidencia de la República 
y era conocido, además, por esos cargos, resulta extraño que en la investigación no se 
demostrara esta realidad de suma importancia, porque esa experiencia y las relaciones que 
consiguió en ella, le sirvió para la preparación y consumación del delito. Sin la actuación de 
Soto Prieto la criminal empresa de defraudación no hubiera tenido éxito. 
 
Estas conclusiones se apoyan en el expediente del Juzgado 17 Superior de Bogotá: 
 
1) No se tramitó debidamente la extradición de Soto Prieto ni de Robert Henry Russell. 
 
2) Para realizar el ilícito los delincuentes necesitaban, sin duda alguna, contactos en el 
interior del Ministerio y en el Banco de la República así como en los Bancos Chase, Morgan 
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y Hapoalim. Sin estas relaciones no sabrían exactamente el saldo del empréstito, ni el 
detalle de su traslado a la subcuenta donde quedaban expuestos al fraude y el dinero ya 
estaba, un día antes, en propiedad de Colombia, ni de la devolución de las claves y de la 
forma de elaborar los télex, así hubieran tenido varios errores, que fueron pasados por alto 
en los bancos destinatarios. Finalmente, es inexplicable que el Ministerio de Hacienda 
careciera de la información mensual sobre el estado de las cuentas en el exterior y los 
empréstitos, ante todo, en una época en que Colombia tenía necesidad de divisas. 
 
3) En resumen, podemos afirmar que sin los siguientes elementos era imposible cometer el 
fraude: 
 
 PRIMERO.- Conocer las operaciones de los empréstitos con la banca internacional y 
específicamente las condiciones de las tramitaciones de los desembolsos en el caso 
del contrato con el Chase. 
 
 SEGUNDO.- Conocer los requerimientos del crédito por parte del Ministerio de 
Defensa y del Ministerio de Hacienda. 
 
 TERCERO.- Tener cómplices, coautores o colaboradores en los bancos 
concernidos, para lograr una rápida transferencia como en efecto ocurrió, ya que no 
obstante los errores de télex, el Banco sin confirmar telefónicamente el pago 
requerido, efectuó el traslado el día 12 de Mayo, tal como lo pidieron los autores del 
fraude. Igualmente, las equivocaciones de las cuentas del Hapoalim se pasaron por 
alto, sin explicación alguna. 
 
 CUARTO.- Tener coautores, cómplices o colaboradores en el Ministerio de 
Hacienda para conocer los valores y las fechas de los desembolsos y el saldo objeto 
del fraude y eludir los controles. A esto se refería el empleado Diego Domínguez 
cuando le ofrecieron retirarse de su oficina por tres días, información ésta 
desatendida por la Directora de Crédito Público. 
 
 QUINTO.- Tener coautores, cómplices o colaboradores en el Banco de la República 
porque los delincuentes requerían de los télex del Banco, máquinas éstas que se 
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identifican con las del destinatario en el momento de enviar los mensajes. Los télex 
fueron enviados: el primero a las 8:20 de la noche del 11 de Mayo cuando en 
Londres eran las 2:20 del 12 de Mayo. Es obvio que esperaban una respuesta 
inmediata del Chase cuando abriera sus oficinas en esa mañana. Los delincuentes 
tenían que esperar la respuesta a las 2:00 del 12 de Mayo en Bogotá, si suponemos 
que en Londres el Banco trabaja a partir de las 8:00 horas. 
 
 El segundo télex, para corregir el primero, se envió 8 minutos después y el tercero 
que corregía, esta vez el valor en números del dinero a transferir, se remitió a las 
23:01. Los delincuentes permanecieron en las instalaciones del Banco desde antes 
de culminar la jornada de trabajo, a las cinco o seis de la tarde del 11 de Mayo, 
hasta las 23:01 que enviaron el último télex. Pero a esa hora no podían abandonar 
el Edificio porque la seguridad lo impediría y se trata de una de las instalaciones 
mejor custodiadas en Colombia, como es obvio. 
 
 Esto quiere decir que los delincuentes pasaron la noche en el Banco. Igualmente, 
ellos escogieron la fecha del 12 de Mayo para la transferencia porque ese día era 
feriado en Colombia y la respuesta de confirmación de la operación por parte del 
Chase llegó, precisamente, ese día. Sin embargo, el Chase bien hubiera podido 
responder antes del día 12 o, mejor, contestar, como estaba acordado, por 
intermedio de la sucursal del Chase en Bogotá. Esto significa que el télex 
continuaba interferido ese día 12. 
 
 SEXTO.- Trasladar los dineros del crédito a la subcuenta, porque mientras 
estuvieran sin utilizar en el Chase, resultaba imposible apoderarse de ellos. El 
traslado a la subcuenta, con el argumento de no pagar comisiones por el crédito no 
utilizado y para que en ese sitio causara intereses, ocurrió el día anterior al fraude. 
Luego era indispensable convencer al funcionario del Ministerio de la conveniencia 
del traslado y saber cuándo efectivamente quedaba depositado el dinero en la 
subcuenta para poder enviar el télex que ordenaba la transferencia. La coordinación 
fue cronométrica y perfecta. 
 
 SEPTIMO.- La condición más importante: devolver las claves al Chase, tal como lo 
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hizo la Directora de Crédito Lucila Castro, con el peregrino argumento de que se las 
podían sustraer. Con las claves no era posible el fraude. De todas maneras para 
usarlas se necesitaba de un adiestramiento sobre su operación. Es decir, no sería 
una persona ajena al Banco o al Ministerio. Si el fraude se comete con las claves 
vigentes, resultaría responsable la Dra. Castro, depositaria de ellas. Pero, al 
retirarlas del trámite del desembolso, el dinero quedó expuesto a la ilícita 
sustracción. 
 
Se trató de un delito cometido a la vista de todos. Del Estado y de los bancos. Condenaron 
a unos y salvaron otros, pero se rescató el dinero que, en el sentir oficial y de sus asesores, 
era lo importante para los intereses de la República de Colombia. Un fraude exitoso unido a 
un culposo encubrimiento oficial igualmente eficaz. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
101 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
102 
 
CAPITULO 8. EL MERCADO FRAUDULENTO DEL CIGARRILLO 
EXTRANJERO. 
 
 
Lo que veremos en este aparte se refiere a la forma de traslado de los dineros provenientes 
de las organizaciones criminales del narcotráfico a la legalidad del mundo globalizado, con 
la utilización de los negocios internacionales de compra-venta de cigarrillos. Las empresas 
constituidas legalmente, como la Philip Morris, reciben, mediante una compleja 
intermediación, los dineros de contrabandistas para mantener e incrementar sus 
participaciones en los mercados y quebrar la competencia de otros productores, 
especialmente los nacionales
102
. 
 
Los antecedentes de la industria del cigarrillo, ante todo la norteamericana, son ricos en 
casos de competencia desleal, agresión a los consumidores con estrategias que 
incrementan la adición y sistemas de evasión de los controles gubernamentales. Uno de los 
hechos más conocidos en 1960-80 consistió en la táctica de agregar a los componentes del 
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cigarrillo nicotina, sustancia estupefaciente, para inducir más adicción por parte de los 
consumidores. Al intervenir el Gobierno de los Estados Unidos, porque sólo se podía dar al 
consumo el tabaco con la nicotina que produjera naturalmente la planta, las empresas 
manipularon el ADN del tabaco para incrementar el contenido de nicotina. Una nueva y 
eficaz intervención oficial prohibió esta práctica. 
 
Sin embargo, las compañías productoras, especialmente la Reynolds agregaron otro tipo de 
sustancias químicas para conseguir el mismo efecto. El cambio del cigarrillo de tabaco 
rubio, cajetilla roja, por el presentado en empaques azules y verdes, con la publicidad de ser 
ligero (light) indujo a un mayor consumo porque se transmitió la idea de que este tipo de 
cigarrillo no tenía los efectos cancerígenos y dañinos que tanto se predicaban de las otras 
clases o "brands". 
 
Además de los pesticidas y del componente vegetal del cigarrillo que con la combustión 
libera el plutonio, los nuevos aditivos más usados en la nueva producción de cigarrillos
103
, 
son: 
 
1. CHEMOSOL. Un aditivo que reduce el riesgo del cancer. Fue estudiado al final la década 
de 1960 por las compañías tabacaleras y puntualmente por el Dr. Perry Hudson en 1966, 
quien experimentó con ratones en el laboratorio. Encontró Hudson que esos animales no 
adquirían el cancer que sí lo padecieron las ratas no expuestas al producto. El Chemosol, 
según sus investigaciones, neutralizaba los efectos cancerígenos del benzolpirene 
(benzpirene). La comercialización del Chemosol pasó por largas discusiones sobre la 
efectividad del protocolo usado por el Hudson a fin de establecer si la conclusión era 
acertada o no. En 1967 nueve compañías entre las cuales estaban B&W, Lorilland, R.J. 
Reynolsd, Philip Morris y American Tobacco, financiaron una investigación a Hazleton 
Laboratory de Falls Church, Virginia, para comprobar los beneficios del Chemosol. El 
Tobacco Testing Laboratory propuso tests organolépticos en humanos. 
 
Se desconoce, no obstante la intervención del Congreso, si ese producto se esté o no 
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utilizando en los cigarrillos y cuales sean sus verdaderos efectos en el ser humano. 
 
2. EUGENOL. Es un ingrediente activo en los clavos de olor tiene propiedades anestésicas. 
Su empleo en Indonesia, Australia, Malasia y Estados Unidos se difundió rápidamente. En 
1979 fue usado por la British American Tobacco como aditivo pues facilita la inhalación al 
fumar. El éxito en el consumo consiste en que actúa en el sistema nervioso central como 
depresivo y tiene sinergias con la nicotina, el alcohol y los barbitúricos. 
 
3. COCOA. Ha sido largamente utilizado en las mezclas del cigarrillo de Estados Unidos. El 
National Cancer Institute, ha demostrado sus efectos cancerígenos en la condensación del 
humo y con mayor incidencia en los fumadores de pipas. La cocoa se emplea por la Philip 
Morris y la R.J. Reynolds.  Lorillard la reemplazó por un sustituto cuyos efectos se 
desconocen. 
 
4. COUMARIN. Da el sabor a vainilla. Tiene agresivos efectos cancerígenos en el hígado, 
como fue demostrado en el laboratorio con ratas y perros. Sin embargo, en Inglaterra se 
autorizó el uso en unos niveles moderados los cuales, se dijo, no evitaban su poder en la 
metástasis cancerígena. 
 
5. DIETHYLENE GLYCOL (DEG). Reduce la irritación en la garganta y permite una mejor 
inhalación. Es un químico usado como anticongelante en los automotores. Se introdujo 
como humectante en el tabaco desde 1930. Se acumula en los riñones y causa graves 
daños fisiológicos. 
 
No obstante las prohibiciones y lo dicho en el Surgeon General Report en 1964, sobre el 
daño que causan las azúcares, humectantes, saborizantes sintéticos, licorice, menthol, 
vainilla y rum, las compañías tabacaleras los usan permanentemente. En 1970 la Reynolds 
desarrolló un procedimiento llamado G-13 que consistió en el uso del gas Freón-11 para la 
expansión del tabaco. Lo adoptaron RJR, Liggett & Myers, American Tobacco y la Lorillard. 
Philip Morris y B&W, se abstuvieron de hacerlo. 
 
La B&W denunció en 1977 por medio del consejero Ernest Pepples la objeciones sobre el 
Freón-11. La Enviromenmental Protection Agency y  Consumer Product Safety Agency, 
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advirtieron que ese gas, además de sus efectos en la atmósfera, podía descomponerse en 
el venenoso gas fosfórico, usado en la Primera Guerra Mundial. 
 
Existen otros aditivos: Benzyl acetate, Cinnamaldehyde, D. Limonene, Safrole, Titaniun 
dioxide, Allys isovalerate, Benzyl alcohol, 2,6 di t Butyl p cresol, Cinnamyl Anthranilate, 
Furfuryl alcohol, Geranyl acetate, Gums, Isophorone, (alfa) Methyl alcohol, Propyl gallate y 
Pryridine. 
 
Esta información traducida de Papers of Cigarettes, muestra el panorama de toxicidad 
presente en esta industria que emplea todos los medios de la ciencia y la tecnología para 
instaurar en los consumidores la más alta adicción, pasando por alto las consecuencias en 
materia de salud, todas ellas vinculadas a los efectos cancerígenos del tabaco y los aditivos, 
como queda visto. 
 
Todo lo anterior es una estrategia empresarial agresiva en el mercadeo del cigarrillo para 
conquistar consumidores a cualquier costo, comenzando por la vida del cliente sometido por 
la adicción de múltiple causa. A ello se agrega otra decisión empresarial que instala la 
industria en el punto de aprovechamiento de los dineros producidos por el crimen 
organizado, el narcotráfico, específicamente, para la conquista de mercados y su expansión 
en regiones como Latinoamérica. 
 
Una vez demostrada la incidencia del tabaco en la salud (cáncer), ante todo, se iniciaron 
varios reclamos en los Estados Unidos que concluyeron con procesos judiciales promovidos 
por varios Estados de la Unión. Alegaron que los sistemas de salud se encontraban en 
verdaderas dificultades económicas por el costo de la atención hospitalaria de estos 
consumidores, convertidos en pacientes terminales de altísimo costo. 
 
El conflicto terminó con el Master Settlement, según el cual las compañías se obligaron a 
cancelar algo más de 250 mil millones de dólares a los Estados y unos valores, especie de 
impuestos, en el futuro por ventas de cigarrillos. El acuerdo, de orden extrictamente 
económico, no incluyó órdenes o decisiones de reducir los efectos dañinos del cigarrillo. 
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Bien se sabe que en alta proporción el mercado de cigarrillos opera de manera ilícita 
usando los caminos del contrabando, que son los mismos del tráfico de drogas
104
. El 
contrabando hasta los años 1970-80 se fundaba en el aprovechamiento del fraude tributario 
y de comercio exterior, al introducir a los mercados bienes sin el gravamen arancelario que 
les aumentaba el precio o sin las restricciones de las normas internas de comercio exterior 
que prohibían la importación de determinadas mercancías o las sometían a licencias previas 
y trámites que hacían dificil o casi imposible, su importación. 
 
La tasa de ganancia del contrabandista dependía, pues, de los niveles impositivos o de las 
dificultades normativas. Esto dió lugar a que los Estados manejaran los niveles arancelarios 
de tal manera que si se reducía el impuesto, se desestimulaba el contrabando. No obstante, 
tal política era insostenible cuando se trataba de proteger la producción nacional, ante los 
reducidos costos del bien importado. 
 
Los procesos de integración de mercados en comunidades de países, la 
internacionalización de la economía y la consolidación de la globalización que implica la 
creación de un mercado universal con intercambios que requieren de todas las facilidades 
comerciales y la eliminación de obstáculos aduaneros y de comercio exterior como aparece 
patente en el tratado de la Organización Mundial de Comercio, ya explicado, obligaron a la 
revisión de los aranceles nacionales y comunes, comenzando por el de Bruselas. 
 
Al reducir las barreras arancelarias y de comercio exterior, el contrabando, 
presumiblemente, desaparecería al carecer de motivación económica. Hacia 1990 el 
Gobierno colombiano recibió varias opiniones, entre ellas las del BID y de la FES 
colombiana, en el sentido de que si la rebaja drástica de aranceles acabaría con el 
contrabando, como ocurrió en Chile, lo aconsejable era modificar la legislación para que esa 
conducta fuera simplemente una contravención sancionable por la Dirección de Impuestos. 
La justicia penal aduanera debía, en consecuencia, suprimirse, como efectivamente ocurrió. 
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En la misma época de los años 90 los narcotraficantes, según la Oficina de estupefacientes 
del Ministerio de Justicia, introdujeron a su negocio unas modificaciones de singular 
importancia. Primero, decidieron cultivar de manera extensiva en Colombia la planta de 
coca que tradicionalmente se conocía y que contenía poca capacidad sicotrópica. No era 
como las especies cultivadas en el Perú y Bolivia donde el clorhidrato de cocaína tenía más 
potencia y, por lo tanto, más valor en el mercado. Los cultivos en Colombia se dispararon 
aprovechando todos los espacios cultivables abandonados por la crisis agraria y la 
destrucción de otros como el del tabaco por el contrabando de cigarrillos. 
 
Sin embargo, la base libre de la coca colombiana podía mezclarse con la cocaína 
proveniente de esos países y, de esta manera, aumentar considerablemente la producción. 
Segundo, con esta forma limpia de adulteración se rebajaba la concentración y el precio 
pero se ponía la cocaína al alcance de personas diferentes de las clases pudientes que en 
el exterior consumían estupefacientes casi con exclusividad. Esa determinación de los 
narcotraficantes introdujo el consumo masivo de la cocaína que, unido a la marihuana de 
amplia difunsión mundial, elevó la estadística del consumo de drogas ilegales entre el 3.3 y 
el 4.1 de la población mundial: 218 millones de personas, según la ONU, el World Drug 
Report UNIDCP
105
. Todo ese consumo representaba el 8% del comercio mundial. 
 
Tal observatorio de drogas sostuvo que en 1996 la producción de cocaína llegó entre las 
800 a las 1.200 toneladas, el opio a las 4.500 además del inmenso mercado de marihuana. 
El GAFI, creado por el G-7 para la lucha contra el lavado de dinero concluyó que en 1990 el 
flujo financiero de la droga llegó a 122.000 millones de dólares.
106
 En 1997 las mismas 
fuentes acreditan un mercado de 400.000 millones de dólares. 
 
Semejantes valores impulsaron la simbiosis del crimen organizado con el capitalismo 
mundial. Sostiene Jean De Maillard: "Una evidencia salta a la vista, aunque su enunciado es 
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tabú: las finanzas modernas y el crimen organizado se sustentan mutuamente. Tanto una 
como otro necesitan para expandirse que se supriman las reglamentaciones y los controles 
estatales"..."El dinero sucio utiliza los mismos circuitos que los de las finanzas 
especulativas". El mismo autor cita al profesor Pino Arlachi, Director hasta hace unos años 
de la Oficina de las Naciones Unidas para el control de la droga y uno de los autores más 
reputados sobre el crimen organizado y la mafia, cuando dice:  
 
"Estamos ante un fenómeno económico racional y ante unas industrias bien estructuradas 
cuya organización y modo de actuar son parecidas a sus homólogas de la economía lícita. 
Los mercados ilegales tienen mucho en común con el resto de las industrias legales. Existen 
compradores y vendedores, mayoristas y minoristas, intermediarios y distribuidores. Tienen 
una estructura de precios, balances, ganancias y, algunas veces pérdidas. Los individuos que 
están metidos en estas actividades ilícitas aparecen motivados por los mismos factores que 
se atribuyen a los hombres de negocios honestos, buscando e invirtiendo la mayor parte de 
sus ganancias".
107
 
 
El negocio de la droga corresponde a una economía que se integra con el capitalismo 
globalizado y utiliza sus instrumentos para trasladar el capital sucio a la legalidad 
institucional financiera, para lo cual existen empresas dispuestas a realizar esas 
transferencias usando el mercado de sus productos legales y un sistema financiero y 
bancario con numerosos establecimientos en paraísos fiscales, zonas francas y espacios 
libres de la acción policiva de los Estados que podrían estar interesados en la represión de 
esta criminalidad simbiótica. 
 
Uno de los casos más conocidos del sistema bancario es el que existe en las Islas del 
Canal, en Gran Bretaña. Allí tiene una sede el Banco Bilbao Vizcaya que asumió el control 
accionario del Banco Ganadero colombiano. Este Banco tiene en la Isla de Jersey, en el 
Canal de la Mancha, una sucursal en su capital Saint Helier (No. 2 de la Calle Mulcaster), 
bajo el nombre BBV
108
 Privanza. En esa sucursal, por ejemplo, dice el periodista José María 
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Irujo en un informe publicado en el periódico el País de España
109
, se depositaron 
comisiones ilegales por 6.500 millones de pesetas provenientes de negocios realizados en 
la Exposición Universal de Sevilla (Expo-92) por parte de Luis Oliveró, un exadministrador 
de la célebre Filesa española condenado a 10 años de cárcel. La isla de Jersey es un 
paraiso fiscal incluído en la lista negra de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico (OCDE) junto con otras como la Isla de Man, Guernesey, Sark, 
Alderney y, además, Gibraltar. 
 
La OCDE estima que toda esa actividad respaldada en regímenes fiscales "dañinos" 
facilitan el lavado de dineros y concentran un capital que en pesetas ascendió en 1999 a 
62.1 billones de pesetas, es decir, según el País, dos tercios del PIB español. Todo ello se 
facilita porque la dependencia de la Isla con el Reino Unido se contrae a asuntos de 
defensa y política exterior, siendo estas Islas autónomas y sin vinculaciones oficiales ni 
tratados públicos suscritos por el Reino Unido y los miembros de la Unión Europea y de sus 
organismos fiscales de control. 
 
En la Isla de Jersey los no residentes no pagan impuestos, pero los multimillonarios que 
obtienen el certificado de residente se obligan a cancelar 500.000 libras esterlinas por 
impuestos cada año. Por esto obtiene un sello de confidencialidad inexpugnable. Las 
sociedades se constituyen con un pago de 1.200 libras esterlinas (US $ 2000,oo) y en el 
registro de sociedades en el año 2000 aparecen 77.671 sociedades, 32.449 activas y 
administradas por doscientas compañías fiduciarias. Los negocios offshore exentos del 
control de cambio aparecieron en el Reino Unido antes de la guerra fría y crecieron 
notablemente con el aparecimiento del dinero sucio de organizaciones criminales y del 
tráfico de drogas. 
 
La Oficina de Prevención del Delito de la ONU dirigida por el profesor Pino Arlachi, ha 
elaborado un estudio "Refugios financieros, secreto bancario y blanqueo de dinero" en 
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donde se indica que uno de los paraísos más antiguos es precisamente la isla de Jersey.
110
 
 
Desde 1979 el BBV Privanza opera en la especialización de gestión de patrimonios y 
fundaciones de trust de acuerdo con el régimen del Common Law inglés. De hecho la 
autonomía de las Islas del Canal lo ponen a cubierto de cualquier acción fiscal de la Unión 
Europea. Con todo, afirma el periodista J. M. Irujo, los directivos del BBV Privanza sostienen 
que no pueden "decir ni una palabra sobre el origen de los fondos" de su clientela.
111
 
 
En el momento del traslado del Banco Ganadero a manos privadas el BBV ya estaba 
comprometido en estas andanzas financieras por lo cual el Gobierno tenía la clara 
obligación de procurar un traslado del capital colombiano a manos limpias mediante 
operaciones transparentes. Esto no ocurrió. La Superintendencia Bancaria, los demás 
organismos competentes y aún los medios de comunicación guardaron silencio sobre el 
asunto y se abrió en Colombia un importante espacio en el mercado bancario a una entidad 
bajo sospecha de la OCDE y de la Fiscalía de España
112
. 
 
El complejo financiero es impresionante, inmensurable y en permanente busqueda de 
institutos jurídicos favorables, como detallan Jean-Louis Hérail y Patrick Ramael en su 
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trabajo sobre las dimensiones legales del blanqueo de dinero y el crimen organizado
113
. 
Todas esas simbiosis criminales que cuentan con un enorme flujo de capital, han producido 
una inflación criminal en el mundo que obtiene de esas fuentes la financiación para otro tipo 
de negocio como el tráfico de seres humanos y prostitución de todas clases, de armas, 
sectas, violencias urbanas, terrorismo, etc. 
 
El aspecto que nos interesa, como dijimos arriba, es el traslado del capital del narcotráfico a 
las finanzas legales mediante en el mercado legítimo de bienes adosado al contrabando. 
 
Entre 1991 y 1997 el contrabando de cigarrillos en Colombia creció notablemente. La 
industria nacional recibió el impacto y obligó a reducir el cultivo del tabaco que, de 60.000 
hectáreas quedó en menos de 20.000 al cabo de quince años. Esos espacios fueron 
ocupados con cultivos de coca. Más de 100.000 familias quedaron sin trabajo.
114
 
 
El mercado ascendía a 27.000 millones de cigarrillos por año, con un valor cercano a los mil 
millones de dólares. Ese mercado estaba compuesto hacia 1996, de acuerdo con los 
archivos de las empresas nacionales, así: a) el 69.4% de contrabando; b) el 26.8% de 
producción nacional y c) el 3.8% de importaciones legales, principalmente de Marloto de la 
Philip Morris, producido en los EE.UU. y Belmont
115
 de la BAT, fabricado por su filial Bigott 
de Venezuela. Los precios en el mercado internacional, certificados por las autoridades 
norteamericanas por lo menos para el Marlboro, para esos años eran por millar de 
cigarrillos: Marlboro: 24 a 30 dólares y Belmont: 17 dólares. Philip Morris de los Estados 
Unidos y la sucursal de BAT en Venezuela exportaban el producto a Panamá y Aruba en 
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grandes cantidades a los precios reconocidos internacionalmente y registrados en el 
Departamento de Agricultura de EE.UU. Las mismas fábricas exportaban otras marcas en 
menor cantidad: Kent, Cool, Lucky, Hollywood, Astor, Derby y Free. 
 
En Aruba la Philip Morris tenía un comprador
116
, a quien le suministraban volúmenes 
considerables de Marloto a los precios de 24 a 30 dólares el millar de cigarrillos. Estos 
productos eran vendidos a comerciantes contrabandistas colombianos, como el conocido 
contrabandista Santa López Sierra y otros que pagaban ese precio en dólares efectivos 
adquiridos en las casas o brokers que traficaban el dinero del narcotráfico. Las agencias 
norteamericanas como la Fincen los denominaban brokers-peso. El dólar allí adquirido 
costaba entre un 30 a 50% menos que la tasa normal y legal del mercado de divisas. 
 
Los contrabandistas ingresaban la mercancía desde Bahía Portete en la Guajira y con sus 
redes de distribución llegaban a todos los sitios de comercialización mediante sobornos 
pagados a la Policía y los guardias aduaneros, que existían aún en la década de 1990. El 
valor de los cigarrillos de contrabando ascendía a $1.400 por cajetilla. Si en ese momento 
se aplicaran todos los impuestos la cajetilla costaría 4.500 pesos. En los Estados Unidos 
cada cajetilla costaba 3 dólares en esas fechas. 
 
Ahora bien, las compañías mencionadas importaban legalmente a Colombia cigarrillos 
Marlboro y Belmont a estos precios:  
 
 Belmont: 7 dólares el millar 
 Marlboro: 11 dólares el millar 
 
Frente a los precios internacionales esas importaciones eran subfacturadas. Así aparece en 
los documentos de importación presentados al INCOMEX y en las declaraciones ante la 
Administración de Aduanas y la Declaración Andina del valor en aduana cuyo valor se 
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informa bajo la gravedad del juramento. La firma importadora registrada era la Compañía 
Philip Morris Latin America Sales Corporation. Por ejemplo, en el formulario No. 
05280012039 de Septiembre de 1997 y en la Declaración Andina del Valor en Aduana 
hecha en el formulario No. 97816 0468374, la citada firma informa la operación comercial 
así: 
 
a) Es una transacción de "compraventa a precio firme para exportación a Colombia". 
 
 b) Señala que el precio es de US $ 13,oo el millar de cigarrillos. 
 
c) Dice que existe vinculación entre el Importador y el Proveedor (son la misma 
compañía) pero que esa vinculación es ajena al precio declarado. 
 
La Dirección de Aduanas, a raíz de una denuncia, revisó la declaración y llegó a la 
conclusión que el precio no era correcto  dispuso los reajustes y sanciones previstas en la 
ley. Era evidente que la declaración de "compraventa a precio firme para la exportación 
a Colombia" resultaba falsa porque en el registro figuraba que el negocio se hacía bajo un 
precio de transferencia y no una compraventa. En una compraventa actúan dos partes: 
el vendedor y el comprador. En este caso no existía sino una persona radicada en los 
Estados Unidos que exportaba a su sucursal mercancías a precios inferiores de su valor 
comercial. La declaración era inexacta y, por supuesto, falsa con la intención de liquidar 
menos impuestos y anunciar un precio del cigarrillo por debajo de su valor real en el 
mercado. 
 
Tal conducta estaba prevista en el Artículo 172 del Código Penal: "El que en actuación 
judicial o administrativa bajo la gravedad del juramento ante autoridad competente, falte a la 
verdad o la calle total o parcialmente, incurrirá en prisión de uno a cinco años". 
 
Tan evidente subfacturación, practicada tanto por la Philip Morris como por la British 
American Tobacco, que únicamente alcanzaba el 3.8 del mercado de cigarrillos en 
Colombia, les permitía vender la cajetilla a un precio igual al del contrabando con un efecto 
claro: los cigarrillos nacionales no podían suministrarse a un precio superior, así las 
condiciones de los costos de producción los obligara a ello. 
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En esa estrategia, la producción nacional estaba destinada a perecer porque el crecimiento 
de sus costos no podía compensarse con un mayor valor en las ventas por el obligado 
techo que imponían las marcas Marlboro y Belmont. Las utilidades de las empresas 
extranjeras no estaban, por supuesto, radicadas en las ventas de los productos importados 
legalmente, sino en las transacciones de Aruba, de donde la enorme cantidad de cigarrillos 
ingresaba a Colombia por las clandestinas rutas del contrabando. 
 
Observemos las circunstancias de la operación: a) los cigarrillos exportados desde los 
Estados Unidos hacia Aruba, con precios correctos, constituían un capital legal y declarado, 
tanto en la exportación como en el pago del dinero que ingresaba a los Estados Unidos por 
cuenta de la Philip Morris. b) Los señores Manzur de Aruba pagaban a esa compañía con el 
producto de la venta de los cigarrillos a sus compradores, contrabandistas colombianos, 
quienes usaban dólares adquiridos en casas de cambio de narcotraficantes a precios 
inferiores de las tasas legales (40% del valor nominal). c) Los cigarrillos así adquiridos 
entraban en el territorio colombiano como una mercancía ilegal, de contrabando y al 
venderse, el dólar se liquidaba a las tasas normales lo cual daba lugar a las altísimas 
ganancias de los contrabandistas. d) La mercancía se vendía en las calles al mismo valor 
del cigarrillo importado legítimamente. 
 
Así se cerraba el círculo del lavado de dinero. Los dólares que adquirían los contrabandistas 
en el "broker-peso" al pasar por las transacciones de Aruba, se legalizaban e ingresaban 
legítimamente los activos de la Philip Morris en los Estados Unidos. Al mismo tiempo los 
cigarrillos que salían para la exportación de Estados Unidos llegaban a Aruba y allí se 
transformaban, por los efectos de la compra del contrabandista, en activos ilícitos que 
entraban a Colombia al mercado informal en todos los rincones del comercio. El mercado 
colombiano de cigarrillo, como ocurre con otros productos de contrabando, que tiene una 
enorme informalidad, se convierte así en una cloaca de las transacciones ilícitas de esa 
simbiosis entre los rendimientos del crimen organizado y las empresas multinacionales, que 
aprovechaban y aprovechan, hasta el último centavo para la insaciable acumulación de 
capital en la globalización que vivimos. 
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La Dirección de Aduanas fijó unos precios mínimos de importación y, como advertimos, 
revisó las operaciones administrativas de los impuestos durante los dos años anteriores, ya 
que legalmente no podía investigar más allá de ese término. Decidió fijar un precio mínimo 
de importación, cobró los impuestos dejados de percibir y aplicó las multas que la ley 
establecía en esos casos. La Philip Morris anunció que cancelaba todas sus actividades en 
Colombia: 
 
 "PHILIP MORRIS 
 Latin America Sales Corporation 
 Sucursal Colombiana 
 
 A LA OPINIÓN PÚBLICA 
 
 LA COMPAÑÍA SE PERMITE INFORMAR EL CESE TOTAL Y DEFINITIVO DE LA 
IMPORTACIÓN Y COMERCIALIZACIÓN DE CIGARRILLOS MARLBORO 
PROCEDENTES DE ESTADOS UNIDOS
117
 A PARTIR DE HOY 30 DE JUNIO DE 
1999. ESTA DECISIÓN NO AFECTA LAS OTRAS OPERACIONES DE PHILIP 
MORRIS EN COLOMBIA. 
 
 La decisión ha sido tomada debido a los criterios de valoración aduanera adoptados 
por la DIAN. En efecto, estas acciones incrementarían el monto a pagar por concepto 
de aranceles a niveles tales que supondrían pérdidas en todas las ventas de la 
Compañía. Dichos criterios de valoración son claramente violatorios de la ley 
colombiana y de las obligaciones contraídas con el GATT.  
 
 Philip Morris continuará evaluando alternativas que le permitan volver a competir en el 
mercado de cigarrillos en Colombia y seguir participando activamente en tan 
importante mercado. 
 
 Santafé de Bogotá, D. C. 30 de junio de 1999". 
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La prensa nacional, sin entender el espacio de criminalidad que estaba ocupando la Philip 
Morris con pleno aprovechamiento económico, inició una campaña contra las decisiones del 
Estado. La República de Junio 30 de 1999, dijo que el fisco dejaría de percibir 1.700 
millones de pesos por los aportes tributarios de la compañía víctima del error de la DIAN. El 
Colombiano reprodujo una información de la Agencia Reuters que decía: "Si usted pretende 
ingresar a "El mundo Marlboro" pero tambien quiere mantenerse dentro de la ley, no venga 
a Colombia". 
 
Portafolio, una publicación del periódico El Tiempo, dió la noticia advirtiendo que debía 
tenerse cuidado en espantar la inversión extranjera, en su editorial del 1 de Junio de 1999. 
El Tiempo se lamentó en su editorial de Julio 7 por la medida, ya que la empresa 
perseguida por la DIAN había hecho inversiones por 25 millones de dólares y pagaba 1.700 
millones de impuestos. Se le olvidó que en el campo más de 100.000 familias se habían 
quedado sin trabajo por los efectos del contrabando agenciado por la Philip Morris. 
 
El comercio organizado, por medio de su vocero Sabas Pretelt de la Vega, calificó como un 
"error gigantesco" la medida de revisar las declaraciones de impuestos y dijo textualmente: 
"Las compañías importadoras de cigarrillos han arrebatado el 20% del mercado a los 
grandes capos del contrabando".
118
 Otros periodistas se pronunciaron en contra de la 
determinación aduanera de cobrar los dineros debidos legalmente. 
 
La Philip Morris demandó ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca las 
resoluciones que liquidaban oficialmente el impuesto y le imponían las sanciones de ley. De 
conformidad con el Estatuto Tributario, la DIAN únicamente podía liquidar lo dejado de 
pagar durante los dos años anteriores (antes de 1998), puesto que ese es el término de 
caducidad que tiene la Administración de Impuestos para iniciar la operación de revisión de 
dicha operación administrativa. 
 
La suma de las cuantías de las 163 resoluciones (una por cada importación subfacturadas 
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dentro de los últimos dos años únicamente
119
) ascendió a: $ 15.211.694.581,00 por arancel 
y $ 23.978.787.007,00  millones de pesos más las multas por las infracciones cambiarias. 
Los intereses moratorios no aparecen calculados en las providencias administrativas ni en 
las demandas, porque ello se debe liquidar en la fecha de cancelación de esas obligaciones 
dinerarias en caso de sentencias desfavorables al demandante. En cada proceso la Philip 
Morris reclamó, US $ 7 millones de indemnización por la pérdida de su participación en el 
mercado de cigarrillos como consecuencia de su retiro del país y de las medidas sobre el 
precio oficial, impuestos y sanciones. Es decir, aspiraba a que el Tribunal condenara al 
Estado por US $ 1.141 millones. 
 
De momento es difícil de imaginar el monto del daño si se calculan diez años de 
subfacturación del cigarrillo Marlboro, únicamente hasta el año 2000, fecha de las 
liquidaciones oficiales. Si a esto le agregamos los perjuicios por las subfacturaciones del 
cigarrillo Belmont de la British America Tobacco, importado de Venezuela, la cuantía 
mostraría la implacable agresión de unas compañías que no solo instauraron mecanismos 
para aprovechar el dinero del narcotráfico sino que han sido los autores de uno de los 
raponazos más grandes al Tesoro Público colombiano en toda nuestra historia republicana. 
 
Sin embargo, al poco tiempo del anuncio de su retiro del mercado, la compañía llegó a un 
acuerdo con el Gobierno del Presidente Andrés Pastrana, quien suspendió el precio oficial y 
les permitió continuar sus importaciones, no ya de los Estados Unidos donde las 
autoridades certificaron los precios que la Dirección de Aduanas utilizó para la reliquidación 
de los impuestos, sino de Venezuela, donde el Gobierno colombiano no tenía referencias de 
precios y podía la Philip Morris continuar con la subfacturación del Marlboro. 
 
Por su parte el gobierno de los Estados Unidos logró bloquear las exportaciones a Aruba, 
detuvo a un miembro de la familia Manzur y suspendió ese comercio definitivamente porque 
comprendió el mecanismo contrabandista de cigarrillos y su relación con el blanqueo de 
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dinero proveniente del tráfico de drogas. La industria nacional reaccionó y aprovechó esas 
medidas norteamericanas. Protabaco duplicó sus exportaciones, Coltabaco mejoró los 
precios de sus cigarrillos y ambos evitaron la quiebra. Philip Morris fracasó, en esos 
momentos en el propósito de adquirir estas industrias a menos precio. 
 
Tiempo después y como una reforma tributaria, se expidió la Ley 863 de 2003, cuyo Artículo 
38, dispuso algo extraño al propósito general de esa ley: 
 
 "Conciliación contencioso administrativa. Los contribuyentes, responsables y agentes 
retenedores de los impuestos nacionales, así como los usuarios aduaneros que 
hayan presentado demanda de nulidad y restablecimiento del derecho ante la 
jurisdicción contencioso administrativa antes de la fecha de entrada en vigencia de 
esta Ley, respecto de la cual no se haya proferido sentencia definitiva dentro de las 
instancias del proceso, podrán solicitar a la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales la conciliación hasta el día 30 de junio del año 2004, así: 
 
 Por el treinta (30%) por ciento del mayor impuesto discutido y el valor total de las 
sanciones, intereses y actualización según el caso, cuando el proceso contra la 
liquidación oficial se encuentre en única o primera instancia ante un Tribunal 
Administrativo, siempre y cuando el demandante pague el setenta por ciento (70%) 
del mayor valor del impuesto en discusión". 
 
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca no tuvo otra alternativa. Nuevamente el 
encubrimiento oficial, esta vez con ley del Congreso de la República, enterró uno de los 
fraudes ligados con un lavado de activos que más ha perjudicado el patrimonio público en 
Colombia. Mediante el Acta No. 15 del 12 de Julio de 2004, el Comité Especial de 
Conciliación y Terminación por Mutuo Acuerdo de la Administración Especial de Aduanas 
de Bogotá, integrado por el Administrador Especial, y las Jefes de las Divisiones de 
Liquidación y Jurídica de la misma Administración, aceptaron la solicitud de conciliación de 
la Philip Morris y quedaron eliminados: el 50% de la diferencia discutida del impuesto, todas 
las sanciones (que equivalían al 150% del valor del impuesto dejado de pagar) y la totalidad 
de los intereses moratorios, cuyo monto nunca se calculó, pero la tasas de ese interés se 
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comportaban en el año 2000 con un promedio del 30.93% anual y en el 2004, fecha del 
arreglo entre el 28.64 y el 29.70% anual. 
 
La compañía finalmente, y como condición previa de la conciliación, canceló únicamente la 
suma de $7.605.960.261,00. Poco después la Philip Morris propuso a los accionistas de la 
Compañía Colombiana de Tabaco la compra de sus acciones, que tenían un valor en la 
bolsa de aproximadamente, $2.000. El precio de compra ofrecido llegó a los 12.000 pesos. 
Philip Morris terminó adquiriendo la mayor empresa tabacalera de Colombia, modificando su 
estrategia de quebrar la producción nacional, ahorrándose miles de millones de pesos por el 
fraude amnistiado y preservando el resto de la subfacturación de la acción oficial. 
 
Las actividades de la Philip Morris tuvieron otras consecuencias en el tesoro público. Los 
Departamentos, a partir de la documentación producida en la investigación de la DIAN 
demandaron ante los Tribunales de los Estados Unidos a la Philip Morris por cuanto son 
titulares del impuesto al consumo que resultaba evadido por el efecto del contrabando. La 
demanda, apoyada inicialmente por el Ministro de Hacienda del Presidente Andrés 
Pastrana, Juan Camilo Restrepo, fracasó en una Corte de Nueva York. Al mismo tiempo la 
Unión Europea formuló una demanda similar por el contrabando y lavado de activos en la 
comunidad. El fundamento legal de estas acciones es la ley llamada Racketeer Influenced 
Corrupt Organizations Act de 1970, o ley RICO, aplicable cuando las actividades del crimen 
organizado:  
 
1) Utilizan o inviertan dineros en una empresa,  
2) Adquieran o mantengan interés o el control de una empresa,  
3) Se asocien a una empresa y participan en sus negocios o,  
4) Entran a formar parte de una conspiración para realizar cualquiera de las actividades 
anteriores. Se trata en el fondo de penalizar la aplicación de dineros derivados de 
actividades criminales en la adquisición de empresas o en negocios u operaciones que 
afecten el comercio interestatal. 
 
En el curso del proceso promovido por los Departamentos colombianos en los Estados 
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Unidos, la Philip Morris propuso un arreglo. Pagaría un total de 250.000 dólares a los 
Departamentos demandantes. Los Gobernadores rechazaron, en principio, semejante 
propuesta. Tiempo después lo aceptaron. 
 
La importación de cigarrillos sigue subfacturada. 
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CAPITULO 9. EL APORTE CRIMINÓGENO DEL MOVIMIENTO 19 DE ABRIL, M-
19. 
 
 
Ahora debemos considerar un hecho de notable importancia en la vida política colombiana 
pero de singulares efectos en la formación de las tácticas de la criminalidad en el período. 
Se trata de la irrupción del Movimiento 19 de Abril
120
 formado por antiguos militantes de 
las FARC, retirados a disgusto de esta guerrilla y un sector izquierdista de la ANAPO, 
movimiento político fundado por el Ex-presidente General Gustavo Rojas Pinilla, quien 
rehabilitado en sus derechos políticos
121
, inició una campaña para aspirar de nuevo a la 
presidencia, en esta ocasión por la vía electoral democrática, pero en medio del régimen del 
llamado Frente Nacional, que no permitía sino la elección de liberales y conservadores de 
conformidad con la enmienda plebiscitaria de 1958. 
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El acontecimiento que interesa ocurrió en 1970 cuando se debía elegir presidente de la 
República para el último turno de la alternación de los partidos tradicionales en el poder 
(1970-1974). De acuerdo con las convenciones políticas el presidente sería conservador. El 
candidato escogido por el Partido Conservador y respaldado, según los pactos, por la 
convención del liberalismo, fue Misael Pastrana Borrero, exministro de gobierno del 
Presidente en ejercicio Carlos Lleras Restrepo. Era una candidatura oficial y bipartidista. 
 
Para esta elección se presentaron además de Pastrana Borrero, los señores Evaristo 
Sourdis y Belisario Betancur Cuartas. El resultado de la votación realizada el día 19 de Abril 
de 1970 se anunció 87 días después de los comicios, así: 
 
 Misael Pastrana Borrero:  1.625.025 
 Gustavo Rojas Pinilla:   1.561.468 
 Belisario Betancur:     471.350 
 Evaristo Sourdis:     336.289 
 Total de la votación:   4.036.458 
 
La abstención fue del 53.6%
122
 
 
Triunfó el señor Pastrana Borrero, derrotando al Ex-General y Ex-presidente Rojas Pinilla 
por el estrecho margen de 63.557 sufragios. Las circunstancias de la elección y, ante todo, 
del proceso de escrutinio narrado por los medios radiales de comunicación, dieron lugar 
sospechas de un fraude agenciado por el Gobierno de Lleras Restrepo, por medio del 
ministro de la política interna. El hecho de haber ocupado el candidato oficial bipartidista 
Pastrana Borrero el principal ministerio y haber sido uno de los autores políticos e 
intelectuales de la Reforma Constitucional de 1968, es decir, de estar vinculado y 
respaldado, sin duda alguna, por el gobierno de ese momento, fundamentó en varios 
sectores la idea del fraude en los cuales la sospecha se sustentaba, además, en la escasa 
diferencia en el número de votos, aunque en las cuentas democráticas, como es apenas 
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normal, este argumento no fuera contundente
123
.  
 
Los primeros boletines de la Registraduría y las cuentas que por su parte hacían los medios 
radiales de comunicación, daban una amplia ventaja a favor del Ex-General Rojas Pinilla, 
pero horas después, cuando el Ministro de Gobierno de ese momento, el señor Carlos 
Augusto Noriega, se presentó en la sede de la Registraduría los datos electorales 
comenzaron a favorecer al candidato oficial de los partidos políticos. El mismo Ministro 
reconoció años después varios errores en el cómputo de los votos
124
. El fraude no fue 
probado ni sentenciado en juicio alguno, solo quedó la sospecha. Las manifestaciones 
populares contra semejantes resultados se reprimieron con medidas del "estado de sitio", 
toque de queda, detenciones cautelares, aprehensiones policivas, etc.
125
 
 
La apropiación de esa fecha para la denominación del nuevo grupo subversivo estuvo 
relacionada con la capacidad de la Anapo para convocar un importante número de 
colombianos contra el establecimiento, la política y el dominio real de los partidos 
tradicionales. La vinculación del sector desprendido de las FARC con el sector izquierdista 
de la Anapo crea un nuevo grupo político y termina llamándose M-19.
126
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  El M-19 se presentó como nacionalista, adoptó como comandante la figura de Simón Bolivar y capitana la Sra. Maria 
Eugenia Rojas, heredera del movimiento Anapo de su padre el exgeneral Rojas Pinilla. Era una separación evidente de la 
izquierda tradicional. 
 
El sacerdote René García del Movimiento Cristiano Golconda, dijo en ese mismo sentido: 
 
 "A Bateman lo conocí en el año 73. Yo estaba vinculado al proceso de la Alianza Nacional Popular y 
algunas personas me llevaron a conocerlo. Fue una entrevista de mucha importancia porque en esa época 
comenzaba a plantearse la posibilidad del M-19. 
 Posteriormente nos reunimos más a menudo y entablamos lazos estrechos de amistad. Para nosotros, la 
fecha del 19 de abril era central; significaba realmente la ruptura popular de los partidos tradicionales, 
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Advierte D. Villamizar que, por entonces, en el conflictivo cuadro político internacional se 
vivía el apogeo de la lucha armada por la retirada de las tropas estadounidenses en 
Vietnam, el escándalo de Watergate en los Estados Unidos, varios movimientos urbanos en 
crisis en América Latina como el de los Tupamaros en Uruguay, los montoneros, las FAR, 
ERP y FAP en Argentina, etc. Informa este autor que el grupo de Comuneros se reunió en 
torno a las ideas de la liberación nacional, el nacionalismo, el estudio de la realidad 
colombiana y su complejidad y el agregado de ciertos símbolos de emancipación como 
Simón Bolivar y su entorno patriótico. A estos planteamientos se unió el estratégico de la 
lucha guerrillera adelantada hasta ese momento en el espacio rural. Comuneros plantea el 
desarrollo urbano de la lucha
127
. 
 
En una publicación llamada El Comunero de febrero de 1973, relata D. Villamizar, que la 
identidad política y la empatía entre Jaime Bateman y Enrique Santos Calderón
128
, los 
llevaron a elaborar un artículo titulado "Polémica" que ilustra sobre el planteamiento político 
del movimiento que después cambiaría su nombre por M-19. Bateman Cayón y Santos 
Calderón, decían en ese texto ampliamente documentado, discutido e investigado y, 
finalmente publicado con el seudónimo de "Baltazar de la Hoz": 
 
 "En Colombia se viene repitiendo con insistencia en los últimos años, una misma 
pregunta relacionada con el ámbito general de la lucha revolucionaria: por qué no se 
ha intentado seriamente, ni se ha logrado consolidar ninguna forma de acción 
revolucionaria armada en las ciudades? 
 
 "...La pregunta es si ha llegado el momento de revisar ese planteamiento y comenzar 
a pensar más seriamente en la creación de movimientos armados que operen por sí 
solos en las ciudades y lleven a éstas todo el impacto de la lucha guerrillera. Porque 
si bien es cierto que la guerrilla rural ha demostrado ser inextirpable, que se nutre de 
una realidad social que le es favorable y se mueve dentro de una población 
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campesina que simpatiza fundamentalmente con ella, tampoco es menos evidente 
que ésta no ha ofrecido ni se ha expandido al ritmo deseado, ni al punto que haya 
golpeado en forma visible la estructura política, social y económica del país..." 
 
 "En Colombia se puede pensar en una combinación original y propia de la guerrilla 
urbana y rural. No parece que una de las dos formas de lucha pueda progresar 
aisladamente. La lucha armada en el campo, sin el respaldo correspondiente urbano 
sólido y activo, parece condenada a permanecer en cierto aislamiento, o a una 
expansión demasiado lenta. Paralelamente, una guerrilla urbana, totalmente 
desvinculada de una organización armada en al campo, se coloca en una posición de 
extrema vulnerabilidad y recorta innecesariamente su radio de acción y de movilidad. 
En este sentido, la tesis tupamara de un foro armado urbano totalmente 
independiente y autónomo no resultaría necesario ni recomendable en las 
circunstancias colombianas..."
129
. 
 
Lo básico era, pues, la lucha armada urbana con vinculaciones rurales. El planteamiento 
político nacionalista y de reivindicación de los valores patrióticos que daban lugar a la 
simbología de los héroes de la independencia nacional, con Simón Bolívar en primer lugar, 
se afirmó en las primeras acciones del M-19, ante todo en el robo de la espada del 
Libertador, el 17 de enero de 1974. Todo lo anterior sugiere que la formación del M-19 
apoyado en los hechos de la elección presidencial de 1970 y su vinculación con la Anapo se 
relacionaba con un movimiento guerrillero urbano nacionalista, apartado de la izquierda 
tradicional y enfrentada a las élites igualmente tradicionales de los partidos políticos 
colombianos. 
 
De hecho, el lazo con la Anapo lo constituían los militantes de su sector izquierdista. Pero 
es innegable que tal vinculación tenía un sesgo de oportunidad política al mirar la cauda 
electoral de la Anapo capaz de poner en peligro la continuidad del régimen 
frentenacionalista. Ante todo, si el movimiento se ubicaba fundamentalmente en lo urbano. 
Esta es una explicación que nos podría ayudar a comprender la aparente o real 
contradicción de un respaldo a la figura de un militar impuesto en su momento en la 
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Presidencia de la República por el acuerdo de los líderes de los partidos liberal y 
conservador. Las contradicciones del General Rojas Pinilla con el llamado "Frente Civil" 
creado por los políticos para derrocarlo, no cambiaba su origen derechista ni sus prácticas 
populistas en boga en América Latina, como por ejemplo, en la Argentina de Perón
130
. El 
rompimiento con las élites colombianas no lo ubicaban en los movimientos socialistas que el 
M-19 respaldaba, aunque en su discurso hablara de un "socialismo a la colombiana".  
 
Posteriormente, el M-19 presentado como el brazo armado del pueblo anapista entró en 
contradicción con la derecha del movimiento y reclamó en la conocida Carta a María 
Eugenia de Mayo de 1974, su compromiso y "posición inequívoca", sin ambigüedades 
frente al proceso de emancipación, nacional y popular, abandonando las ambigüedades. 
Recuerda D. Villamizar que Bateman en una entrevista precisó la crítica contenida en la 
carta, así: 
 
 "...le dijimos (a María Eugenia) que había quedado comprobado, una vez más, que 
las elecciones eran el mejor mecanismo que tenía la burguesía colombiana para 
prolongar su régimen de privilegios y que, mientras él imperara, emplearíamos todas 
las formas de lucha hasta llegar a aniquilarlo. Esa carta a María Eugenia marcó un 
momento muy importante en la organización. En ella afirmamos que no sólo en abril 
de 1970 el general le falló al pueblo, sino también que las masas, con el atropello, 
quedaron notificadas que la oligarquía sólo respetaría su opinión cuando ella 
estuviera respaldada por una férrea organización político-militar"
131
. 
 
Finalmente, la separación se anunció, según el mismo autor en un documento titulado 
"Discusión No. 1" en la mitad de 1975, cuando se sostuvo: "...que la Anapo era un partido 
caudillista sin caudillo, rol que María Eugenia no estaba en capacidad de cumplir por su 
"nivel ideológico...práctica populista...instinto clasista...y repudio a la unidad popular". La 
pelea con las directivas analistas y con María Eugenia estaba casada. El deslinde llegaría 
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más tarde."
132
 
 
El socio transitorio del M-19 que había, sin desearlo realmente, aportado el nombre del 
movimiento, se desprendió por el manifiesto rechazo de dos posiciones políticas 
incompatibles, aunque resultara, en la fecha de la carta a María Eugenia que ese problema 
existía desde un principio ya que Jaime Bateman advierte que el Ex-General Rojas Pinilla 
siempre le había fallado al pueblo, desde el 19 de Abril de 1970 en adelante. Si esto era así, 
según sus palabras, por qué se tomó el episodio político del fraude electoral y el movimiento 
político del exgeneral para fundar el movimiento revolucionario urbano? La existencia dentro 
de la Anapo de un sector de tendencia izquierdista no alcanza a justificar semejantes 
decisiones. Sólo el interés estratégico de contar formalmente con una presencia ciudadana 
explica el asunto, porque el Movimiento 19 de Abril se organiza sin un movimiento de masas 
ni una consistencia ideológica firme. 
 
La amalgama de informes y conceptos políticos que arrancaban con los héroes de la 
historia patria, el nacionalismo, la lucha urbana hasta llegar a la defensa de un ambiguo 
socialismo, concentró la acción del movimiento en el tema puramente militar con relaciones 
internacionales que le daban un tinte beligerante latinoamericano y contestatario ante las 
tendencias derechistas del momento y crítico de las actividades bélicas norteamericanas del 
momento. 
 
Alfredo Molano, en el prólogo al libro Bateman de P. Ariza, Peggy Ann Keilland y Clara 
Romero, en 1992, justifica esa dispersión o inmadurez de criterios políticos con un mero 
acierto literario, imputando al "rebusque",  propio del alma del pueblo colombiano, el 
accionar político de Bateman, que fue el mismo del M-19. así: 
 
 "La gente lo seguía y llegó a convertirlo en su cabecilla. Era ante todo un rebuscador 
y el rebusque es el alma de este pueblo. El rebusque es la sagacidad, la picardía, la 
ligereza, la habilidad para sobrevivir en un mundo con pocas, poquísimas, salidas. El 
sistema social es un instrumento para cerrar caminos, para asfixiar. El rebusque es la 
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filosofía de la esperanza y la manera de vivir el día de hoy. Rebuscarse es poner los 
pies en el asfalto por la mañana, con la decisión de no regresar vacío por la noche. 
Es no tener marcos ni esquemas, ni conceptos ni regla. Es ser lo que somos: una 
posibilidad creándose a sí misma. El Flaco era maestro en el rebusque. De ahí que 
despreciara las líneas, las "claridades" políticas. Nunca tuvo nada claro. Era su virtud. 
Tenía la ventaja de no tener ideología. No seguía líneas y por eso no comulgaba con 
ruedas de molino. Buscaba, rebuscaba, incesante. Uno lo seguía porque esperaba 
que de tanto joder y joder, de golpe salía con algo. Y siempre salía con algo. Lo que 
mata nuestra rebeldía son las doctrinas. Por eso la Iglesia es tan cara a nuestros 
estadistas, por eso el Estado es tan grande y tan útil al orden. Por eso los partidos -
todos- son tan pesados y lerdos. Sin el rebusque los colombianos estaríamos 
muertos. No nos habrían desangrado pero nos habrían encementado. El rebusque 
era la locura del Bateman".
133
 
 
Esta es una forma novelesca, pero a su vez cierta y objetiva, de presentar a Bateman como 
un líder carente de criterios políticos sólidos y de fundamentos ideológicos que hubieran 
dado un significado a lo que denominaba "lucha". 
 
El planteamiento inicial de formar una guerrilla urbana tal como quedó dicho en el 
documento "Polémica", conducía a una lucha contundente. A. Vásquez, Secretario General 
del Partido Comunista manifestó que ese aspecto central en el pensamiento de Bateman lo 
retiró del Partido: 
 
 "El se retiró del partido, pero antes de retirarse fue donde yo vivía, me comunicó su 
decisión y me entregó el revólver y unos documentos. La situación conflictiva era por 
la lucha armada. El insistía en que el trabajo del partido debía ser la lucha armada 
exclusivamente. Eso hacía parte de las famosas discusiones que tuvimos en la 
década del 60 acerca de las vías de la revolución. Creía que la única vía era la lucha 
armada. Y como esa tesis no las aprobó el partido, decidió retirarse para dedicarse a 
eso. Y a eso se dedicó. El M-19 originalmente, como lo decía su lema, "Con las 
armas al poder", expresaba esa concepción. La tesis del M-19 era esa, no decían 
"Por el movimiento popular" o "Por la lucha social" o "Por la acción de las masas", 
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decía "Con las armas al poder" y esa era la concepción de Bateman".
134
 
 
En igual sentido se pronunció Gilberto Vieira, Secretario perpetuo del Partido Comunista 
Colombiano, quien advirtió, además, sobre el mantenimiento de las relaciones amistosas 
entre ambas organizaciones insurgentes. La desconfianza, sin embargo estuvo presente en 
todo momento
135
. 
 
En la misma obra de Ariza y otros, el periodista Ramón Jimeno transcribe las palabras de 
Bateman sobre la distancia entre el M-19 y los movimientos de masas: 
 
 "Nosotros no somos un movimiento de masas, ni somos un partido, somos un 
movimiento de propaganda armada y punto. Nos hemos identificado con unos 
sentires y unos quereres del pueblo colombiano y eso es lo que nos da el respaldo, 
pero no tenemos ninguna capacidad organizativa para construir un partido y ser una 
alternativa. Eso lo tenía clarísimo".
136 
 
La contradicción en el pensamiento del M-19 es evidente. El mismo Bateman dijo a Germán 
Castro Caicedo: "Para nosotros la revolución no es el problema de las armas sino el 
problema de las masas, del pueblo. Resuelto eso, ojalá no tengamos que utilizar las 
armas".
137
 
 
Por semejante incongruencia las acciones del M-19, eminentemente pragmáticas, no se 
oponían a manifestaciones sobre el apoyo de movilizaciones y luchas de masas como 
ocurrió en la huelga de Indupalma en agosto de 1977, cuyos trabajadores padecían una 
verdadera represión patronal y aberrantes condiciones laborales
138
. 
 
                     
134
 ARIZA, P. et Al. (1992), p. 128. 
135
 ARIZA, P. et. Al. Ob. Cit. p. 121-122. 
136
 Ibidem. p. 45. 
137
 CASTRO CAICEDO, G. (1996) En secreto. p. 135. 
138
 Cfr. Boletín del M-19, No. 23. Septiembre de 1977; citado por D. VILLAMIZAR, Ob. Cit. p. 333. 
131 
 
Lo característico de la aventura del M-19 fue la ausencia de teoría o de ideas políticas, del 
conocimiento manifiesto de la dinámica del poder y de las circunstancias de las relaciones 
sociales de la sociedad capitalista colombiana. Todo ello explica su ostensible incoherencia 
en el pensamiento político. No aparece en los documentos un proyecto político que indique 
cual sería el propósito, la política y los objetivos concretos a partir de la toma del poder por 
las armas. Ni compromiso con los movimientos sociales ni claridad en la teoría política 
aplicable. Cuando el escritor Castro Caicedo le preguntó a Jaime Bateman: "Por su línea 
revolucionaria: ¿Son comunistas? ¿Son socialistas? ¿Son anarquistas?", Bateman le 
respondió: 
 
 "-Nosotros -ya lo hemos dicho hasta la saciedad- somos demócratas nacionalistas 
porque creemos que esa es la línea de América Latina. Después de la revolución 
cubana, que conmovió los cimientos de estas sociedades, porque fue la más 
profunda en cuanto a democracia se refiere, vino Nicaragua. Los nicaragüenses no 
son sino los continuadores de una lucha que lleva cincuenta años. Y nosotros, el M-
19, aquí en Colombia, somos continuadores de una gran idea gaitanista. Pensamos 
en un gran país donde la democracia no sea la oligarquía liberal y conservadora, sino 
un país donde esa democracia sea la de un pueblo liberal, conservador, comunista, 
socialista. Un nacionalismo sano, un nacionalismo popular, revolucionario, porque 
nosotros pensamos que hay que revolucionar este país sin ningún temor"
139
. 
 
En tales términos la lucha urbana, exclusivamente armada, los debía conducir, de entrada, 
al pragmatismo de dos acciones concretas y centrales: el uso del delito como recurso 
financiero y el empleo del terrorismo dentro de la lucha insurgente. Desarrollaron, sin 
embargo, otras actividades puramente militares que no se pueden enmarcar en esos dos 
grupos que interesan en esta historia de la criminalidad. Es el caso de la Operación 
Ballena Azul como se conoció la sustracción de armas al Cantón Norte del Ejército en 
diciembre de 1979, operación dirigida contra uno de los pilares de las Fuerzas Armadas: la 
moral y el honor militar. Algo contra lo que se puede ejercer la venganza, pero no la 
reparación. 
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El absoluto descuido de la inteligencia del Estado, como ocurriría tiempo después con la 
toma del Palacio de Justicia, cuyas precariedades y culpable insuficiencia resultaron 
ostensibles tanto en lo militar como en lo criminológico, y la incapacidad de los profesionales 
de las Fuerzas Armadas que no tuvieron la más mínima sospecha sobre las dimensiones de 
un movimiento que, con todas las tachas ideológicas y políticas que pudieran imputársele, 
tenía de todas maneras, y así lo demostró, la capacidad de afectar el corazón del Estado, 
sólo se podía explicar en la soberbia y en la ineptitud de quienes estaban a cargo de la 
seguridad de los colombianos. El M-19 en ese operativo se mostró realmente creativo y 
audaz. El día de año nuevo de 1979, después de un trabajo subversivo bastante dilatado, 
que dejó huellas, el movimiento logró asestar el golpe del Cantón Norte y desatar una 
represión de ira por parte del Ejército que lo encontraron dormido el día del robo
140
. Tiempo 
después estas equivocaciones sirven para entender los hechos de la toma del Palacio de 
Justicia y la irracional sed de venganza evidente en el rescate oficial, en el cual se aplicó, 
conciente o inconcientemente, la tesis del derecho penal del enemigo. 
 
Las siguientes son unas características del accionar del M-19: 
 
 1a.- El uso del delito como fuente de recursos económicos para el propósito 
guerrillero urbano. El M-19 no creó ni inventó esta práctica que la tomó de otros 
movimientos nacionales y extranjeros, pero la consolidó y la hizo extremadamente eficaz. 
Entre estas actividades se destaca el secuestro del Gerente General de los almacenes 
Sears Roebuck, el ciudadano estadounidense Donald Cooper liberado previo el pago del 
rescate. D. Villamizar transcribe estas palabras de Bateman: 
 
 "Nosotros nos volvimos ricos, realmente, con la detención de Cooper...fue la primera 
vez que la organización tuvo un presupuesto bastante alto: más de un millón de 
dólares. Eso hizo que las arcas estuvieran repletas para desarrollar el presupuesto 
político con mayor profundidad...Fundamentalmente (los dineros) se dedicaron a la 
actividad política, a los gastos que significaba desarrollar en la Anapo esa 
concepción: seminarios, periódicos, viajes, manifestaciones. Nosotros aportamos 
bastante a la Anapo en cuanto a su movilización y organización. No le puedo decir 
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ahora cuánto dinero, pero fue bastante".
141
 
 
Y agrega Villamizar: "Parte de los recursos que se consiguieron con el secuestro de Cooper 
fueron invertidos en negocios; uno de ellos, llamado Produmédicos, fue manejado por 
Rafael Arteaga y Esther Morón, compañeros y amigos de El Flaco desde la época en que 
militaban en la Juventud Comunista". 
 
El secuestro extorsivo era practicado desde mucho antes para la obtención de dinero por 
las FARC y el ELN,
142
 en adelante esta práctica se solidificó y se tornó más eficiente en la 
actividad del M-19. En la toma de la Embajada de la República Dominicana, la organización 
pidió y obtuvo de los israelíes, una suma considerable de dinero que llevaron los guerrilleros 
al exterior cuando el Gobierno del Presidente Turbay Ayala pactó con ellos la solución del 
problema. En América Latina el secuestro se empleó repetidamente con tal propósito. Es 
una muestra de ello el caso de los ciudadanos italianos plagiados por el Ejército 
Revolucionario del Pueblo en Argentina, episodio en del cual logró un rescate de cerca de 
63 millones de dólares. 
 
El punto consiste en que el M-19 utilizó el delito común
143
 como objetivo per se -para darle 
un tinte político a tales acciones- y, al mismo tiempo, con el fin de obtener recursos 
financieros. Lo contradictorio de las acciones del M-19 radica en que éstas en sí mismas no 
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ofrecieron una claridad política distinta al uso de las armas y de sus acciones delictivas, sin 
explicar cuál sería el objetivo de su ejercicio, más allá de los llamamientos a unos principios 
generales de nacionalismo, justicia, emancipación, rodeados de un simbolismo tomado de 
la historia patria acuñada por las mismas élites que decían combatir. Finalmente se trataba 
de un "movimiento de propaganda armada" y no más. 
 
Esta táctica quedó clara en el caso del secuestro de un funcionario de la Texas Petroleum 
Company. En el relato que Jaime Bateman hizo al escritor y periodista Germán Castro 
Caicedo aparecen los elementos de la hipótesis que hemos expuesto sobre el uso del delito 
común: 
 
 "Ahora pasemos al segundo caso: el de Escobar Soto. 
 
 -El caso de Escobar Soto tiene que ver con otro problema. El fue detenido por 
razones puramente económicas. Usted sabe que las organizaciones 
revolucionarias que no dependen del exterior, tienen que financiarse aquí con la 
oligarquía colombiana. Esto tiene que quedar muy claro. 
 Es decir, el secuestro como financiación...Parece algo nuevo 
 
 -El señor Escobar Soto era el representante de una gran empresa multinacional, y la 
que lo mató a él fue la multinacional, la Texas Petroleum Company. Nosotros 
estábamos negociando con ella y nunca quiso llegar a un acuerdo económico. Y eso 
se lo dijimos nosotros a los representantes de la multinacional: "ustedes van a matar 
a Escobar Soto". Multinacionales que sacan millones y millones de dólares de este 
país y no son capaces de responder por sus ejecutivos. 
 
 A Escobar Soto realmente la multinacional lo abandonó, y esto que sirva de ejemplo 
para todos los ejecutivos de este país que se venden a las multinacionales. Ahora, a 
Escobar Soto quién lo mata físicamente? Lo mata el Ejército, porque el Ejército sabía 
que esa cárcel
144
 no tenía salidas y aún así quiso crear el hecho político de su muerte 
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 El M-19 empleó el término de las "Cárceles del Pueblo" para los lugares en los cuales tenía a los secuestrados, de la misma 
manera que las Brigadas Rojas y el movimiento de los Tupamaros. Obsérvese la similitud de los secuestros políticos del M-19 
con el del Premier Aldo Moro en Italia. 
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para achacárnosla a nosotros. Nosotros éramos los más interesados en que no le 
sucediera nada. Finalmente le digo una cosa: nosotros preferimos detener a los 
hombres de las multinacionales que a los industriales colombianos".
145
 
 
 2a.- La táctica terrorista. Aunque el tema del terrorismo lo trataremos muy pronto, 
es importante subrayar su utilización en el caso del M-19. Resulta, en esa dirección, 
interesante el pasaje relatado por Jacobo Arenas, importante jefe guerrillero de las FARC 
cuando responde a la pregunta de Angel Becassino para su libro El Heavy metal 
latinoamericano acerca de cómo apreció el desprendimiento de la gente que salió de ese 
grupo para formar el M-19. Dijo Arenas: 
 
 "Yo era el jefe de ellos...(carcajada). Yo trabajaba con ellos. Ellos venían, cuando yo 
estaba, a rendirme el informe. Y esto es así, y asá, y bueno, muchachos, echen para 
adelante. Y plata para dinamita. Tengan plata para dinamita. Porque hay que poner 
bombas. (Risas). Yo no tuve problemas con ellos. Yo no fui el de los problemas. Lo 
que pasa es que en la lucha se presentan dificultades, problemas, porque hay una 
parte del movimiento revolucionario que no está conforme, que no está de acuerdo 
con la lucha guerrillera. Y esa es una parte bastante considerable, mientras que otros 
quieren irse para otro lado. Y eso no es problema de Colombia, sino de todo el mundo 
donde se presenta esta clase de lucha. El problema está en el tratamiento que se da 
a la gente que de todas maneras quiere empujar la lucha revolucionaria hacia 
adelante. A los revolucionarios hay que tratarlos bien. Hay que llegar hasta ellos, hay 
que discutir, hay que acordar cosas. Cuando los revolucionarios se sienten 
maltratados, su respuesta también es el maltrato. Esto pudo acontecer aquí con ellos. 
Y no sólo con ellos. Es que de nosotros se han desprendido otros. Ahora, no se 
puede decir que de nosotros se desprendió el M-19, porque no es exactamente así. 
De nosotros se desprendió fue una comisión que yo dirigía desde aquí, que era la 
comisión que dirigía Bateman allá. Entonces se presentaron las dificultades, los 
problemas en Bogotá y en otros lugares. Y llegó un momento en que ellos montaron 
casa aparte. Y punto. 
 
 Angel Beccassino: Con el visto bueno suyo? 
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 CASTRO CAICEDO, G. (1996), pp. 95-96. 
136 
 
 
 Jacobo Arenas: Pues...un poco (Risa). Un poco más o menos, sí."
146
 
 
Es evidente la claridad política y la capacidad de Arenas para sintetizar, en un párrafo, las 
condiciones fácticas del acontecimiento coyuntural del M-19 y los conflictos propios de la 
lucha revolucionaria que incluyen no sólo la acción guerrillera, en su concepto, sino una 
multitud de actividades todas ellas de recibo en la gestión insurgente, pero enfrentadas, sin 
embargo, a incomprensiones, dificultades y contradicciones en el cuadro general de tales 
organizaciones. Pero, esta claro que allí apareció la promoción de una táctica militar que 
consiste en "poner bombas". No es más que una acción terrorista de incuestionable 
efectividad cuando esa táctica cambia el ataque individual por la agresión colectiva, 
después de la invención de la bomba y del atentado que se dirige a la mente de las 
personas para infundir terror. 
 
Esa práctica inunda las acciones del M-19 que, ante la concentración bélica urbana, la 
inestabilidad e indiferencia ideológica y la angustia de logros impactantes en la sociedad 
colombiana, llenó su capacidad operativa y sus anhelos guerrilleros. El terrorismo resolvió el 
problema de la eficacia de la lucha urbana sin descuidar las influencias que recibió el M-19 
de otros movimientos alzados en armas de Uruguay y Argentina como los Tupamaros y los 
Montoneros.
147
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 ARIZA, P. et Al. Ob. Cit. pp. 125-126. 
147
 Relata D. VILLAMIZAR: 
 
 "Paco (miembro de Montoneros) siempre les insistía en la necesidad de contar con un criterio político en 
cada acción armada, en la relación con el movimiento de masas, y en la urgencia de adelantar una política 
exterior que permitiera "cruzar el alambrado" y conocer de cerca lo que pasaba en otros procesos. Les 
explicó cómo era el funcionamiento de Montoneros y cuales sus tácticas operativas. En algún momento les 
pasó el Manual del oficial montonero, todo un compendio de tácticas de guerrilla urbana que el M-19 ya 
aplicaba pero que Montoneros había sistematizado y desarrollado. Sobre el aspecto interno les explicó el 
funcionamiento del concepto de organización político-militar, con sus estructuras de comandos, grados, 
autoridad, órdenes y disciplina. A Pablo la idea le quedó sonando...En el boletín-periódico número 16 de 
junio de 1976, tituló: "La organización político-militar: única alternativa revolucionaria". Paco vivió en 
Colombia hasta comienzos de 1979 y mantuvo esa estrecha ligazón con el M-19; en ese momento 
Montoneros sufría una serie de crisis internas que conllevaron a la formación de varias tendencias. Una de 
ellas se llamó M-17, Montoneros 17 de Octubre, y Paco fue uno de sus organizadores en 1980. 
 
 Para consolidar la relación entre el M-19 y Montoneros vino a Colombia el número dos de esa 
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El objetivo de este trabajo no es la historia del Movimiento 19 de Abril. Sin embargo, 
debemos señalar los hechos que sirven para apoyar la hipótesis que explica el camino del 
M-19 en consolidación del uso del delito común para la obtención de recursos financieros 
(acumulación privada de capital) y el terrorismo dentro de un aparente planteamiento de 
lucha insurgente. Finalmente, esa estructura se decanta por la expresión de poder que tiene 
el delito. Por lo tanto hemos de relacionar en la práctica terrorista, la Operación Marión: el 
secuestro de José Raquel Mercado y la Operación Antonio Nariño por los Derechos del 
Hombre: Toma del Palacio de Justicia, sin descuidar la referencia a la toma de la Embajada 
de la República dominicana para saber hasta donde practicó el terrorismo o incurrió en 
simples delitos comunes. 
 
9.1 El antimovimiento social y el terrorismo. 
 
Varias acciones puramente políticas (porque sucedieron otras sin objetivo político) del M-19 
pueden ser explicadas, si consideramos las distintas nociones y prácticas del terrorismo, 
siguiendo las tesis de M. Wieviorka, A. Touraine, D. Bigo, Hertman, R. Larkin, entre otros 
citados por el primero, sobre el antimovimiento social
148
. Los teóricos de los movimientos 
sociales han identificado estas acciones desde varios puntos de vista, pero la escuela de la 
sociología de la acción es más precisa y de mayor contenido teórico. Alain Touraine dice, de 
                                                               
organización. Se llamaba Horacio Mendizábal, miembro de la Conducción Nacional y jefe militar de los 
Montoneros. Les trajo un saludo de Mario Firmenich, el máximo comandante del grupo. Bateman lo 
atendió personalmente, le organizó encuentros con dirigentes del M-19 y con intelecturles, lo llevó a pasear 
a Melgar y varias veces compartieron el asado argentino que preparaba Paco", pp.316-7. 
148
 WIEVIORKA, M. (1991) El Terrorismo. La violencia Política en el Mundo, pp. 21 y ss. El autor cita esta importante y útil 
bibliografía sobre este tema que resulta clave para las investigaciones sobre la historia de la criminalidad contemporánea: 
BIGO, D. y HERTMAN, D. (1984) "La relation terroriste". En: Études Polémologiques. No. 30, pp. 45-64. y No. 31, pp. 75-100; 
FOSS, D.A. y LARKIN, R. Beyond Revolution; TOURAINE, A. Production de la Societé y "La méthode de l´intervention 
sociologique. En: La métode d´intervention sociologique, p. 26; LEFORT, Cl. (2000) Les formes de l´Histoire, pp. 309-311 y 
L´invention democratique; ARENDT, H. Le systhème totalitaire; "BOMMI" BAUMANN, Tupamaron Berlin-Ouest, pp. 159-160; 
VIDAL, D. Le malheur et son prophète: inspirés et sectarires en Languedoc calviniste (1685-1725); CHARNAY, J-P. (1981) "El 
hombre es pun zoon politikon. Mata por ideas". En: Terrorisme et culture. Suplemento del No. 11 de Cahiers de la FEDN; 
TOURAINE, A.,  WIEVIORKA, M. y DUBET, M. Le mouvement ouvier; HOBSBAWM, E. Primitive Rebels; DUBOIS, P. Travail 
et conflict dans l´industrie; DURAND, Cl. Chômage et violence; PERROT, M. Ouvriers en grève; BEAUBERNARD, R. (1981) 
"Un laboratoire social au XIX Siècle"; BROEHL, W. G. The Molly Maguires; BONNELL, V. (1983) Roots of Rebellion. 
Workers´Politics and Organization yn Saint Patersburg and Moscow, 1900-1914; VON SALOMON, E. Les reprouvés y Le 
questionnaire y MARCUS, J. Social and Political History of the Jews in Poland, 1919-1939. 
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acuerdo con el texto de Leopoldo Múnera Ruiz, que los movimientos sociales se aprecian 
así: 
 
 "En principio yo entiendo por movimientos sociales la acción conflictual de agentes de 
clases sociales que luchan por el control del sistema de acción histórico". "El 
movimiento de acción social es la conducta colectiva organizada de un actor de clase 
que lucha contra su adversario de clase por la dirección social de la historicidad en 
una colectividad concreta".
149 
 
Son tres los principios o, mejor, características sociológicas que, muestran los movimientos 
sociales, advirtiendo que pueden derivar o degenerar en un opuesto que es el 
antimovimiento social, tomado por M. Wieviorka para explicar la violencia que puede llegar a 
ser violencia terrorista. 
 
El principio de la identidad, "es la definición del actor por él mismo. Un movimiento social 
sólo se puede organizar si esta definición es consciente; pero la formación del movimiento 
precede con amplitud dicha conciencia. Es el conflicto que constituye y organiza al actor".
150
 
Sostiene M. Wieviorka que esa personería que implica la identidad se transforma, en el 
antimovimiento, en el llamamiento a un "ser", "una esencia", una figura abstracta o mítica, 
meta o infrasocial, deja de estar relacionada con el sector, clase, grupo o identidad social 
(trabajadores, productores, etc.). En ese instante el protagonista se pronuncia en nombre de 
principios como la moral, la justicia, la libertad, el nacionalismo, pero no como representante 
de una fuerza social real.
151
 
 
El principio de oposición dice de la definición del adversario, su acción no presupone esa 
indentificación. "El conflicto hace surgir al adversario, forma la conciencia de los actores en 
                     
149
 Estas dos citas son traducciones de L. MÚNERA RUIZ (1998) Rupturas y continuidades. Poder y movimiento Popular en 
Colombia 1968-1988, de las obras de A. TOURAINE (1973) Production de la Societé y (1978) La voix et le regard. Además: 
(1984) Le retour de l´acteur. MÚNERA RUIZ presenta en su obra un resumen de las distintas tendencias que explican los 
denominados movimientos sociales en el pensamiento político de nuestros días para aplicarlos a la situación colombiana. 
150
 TOURAINE, A. (1973), p. 316. Traducción. L. MÚNERA. (1998), p.36. 
151
 VIEWIORKA, M. Ob. Cit., p. 23. 
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su mutua presencia"
152
 Dice Wieviorka en este punto sobre el antimovimiento social: este 
principio...  
 
"...se transforma en una imágen de guerra. Ya no existe un adversario del que se impugna el 
control que ejerce sobre la acumulación y gestión de los recursos y la cultura, sino un 
enemigo amenazador, un entorno hostil que agrupa enfrente y de forma indistinta a la 
sociedad, el orden y, por lo tanto, el Estado, incluyendo el sistema mundial, al que se define, 
por ejemplo, como dominado por el imperialismo".
153
 
 
En el caso del principio de totalidad que define el campo histórico por cuyo control se 
enfrentan el actor y el movimiento social y se disputan la dominación, en los términos de A. 
Touraine
154
: El campo de enfrentamiento se sustituye en el antimovimiento por "...la 
necesidad de un cambio profundo. Ya no se trata de dirigir la sociedad presente sino de 
decantarla hacia un más allá, cuyo proyecto se presenta en forma más o menos 
elaborada".
155
 
 
El antimovimiento es una acción social perdida sin posibilidades de triunfar, porque se trata 
de una degeneración de la acción que representa una realidad de relaciones sociales 
concretas y necesitadas de las reivindicaciones o logros planteados inicialmente. Ese 
fracaso conduce a operativos insensatos por la desesperanza o incapacidad de enfocar la 
realidad del conflicto, del campo en discusión y de la identificación con las relaciones 
sociales y, finalmente a proyectos violentos y terroristas que sólo ratifican la peligrosidad 
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 TOURAINE, A. (1973), p. 363. cita de L. MÚNERA. Ob. Cit., p. 36. 
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 WIEVIORKA, M. Ob. Cit., p. 24. 
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 TOURAINE, A. (1973), p. 363. Cita de L. MÚNERA. Ob. Cit., p. 36. 
155
 WIEVIORKA, M. Ob. Cit. p. 24. Agrega este autor: 
 
 "A menudo esta transformación del principio de totalidad va acompañada de la construcción de utopías 
comunitarias o de mitos que integran en un plano imaginario aquello que en la realidad no es conciliable. 
En los casos más extremos predomina el llamamiento al absoluto, al todo o nada, y la imperiosa necesidad 
de romper el orden actual. La necesidad de ruptura se exacerba más que se apacigua por todo lo que 
pudiera aparecer como soluciones intermedias y negociables, de la misma forma que cuando se encuentra 
con las oposiciones del Estado y de la represión". 
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criminal del antimovimiento.
156
 
 
La opción terrorista que, sin embargo, tiene una intención política mediante el uso 
implacable de la violencia contra un objetivo inmediato inerme y, por lo tanto, seguro, actúa 
como un elemento vertebral en el interior del antimovimiento que, además, ve claro el éxito 
de sus operativos. Por eso, cuando se plantea el proyecto terrorista no existe la más mínima 
posibilidad crítica por parte de sus integrantes que asimilan la acción con la esencia misma 
de la organización y califican de traidora toda actitud en contra de la delirante propuesta. No 
será necesario, por ello, una claridad política sobre la conveniencia, los fines y logros 
concretos de la acción siempre sangrienta
157
. 
 
                     
156
 "En este sentido, el terrorismo constituye una forma extrema descompuesta y muy particular de antimovimiento social. No 
sólo se le puede reducir a esta familia de conductas, sino que únicamente puede constuirse saliendo de ese marco y 
reproduciendo de forma totalmente artificial, transfigurándolas aún más, las modalidades del movimiento a que hace referencia." 
M. WIEVIORKA, Ob. Cit., p. 27. 
157
 Dice M. WIEVIORKA: 
 
 "En el antimovimiento social la violencia eventual se refiere a una figura concreta y procede de ella, más o 
menos directamente. No sucede lo mismo con las lógicas de acción terrorista, que hablan en nombre de 
un movimiento, sin duda alguna, pero de una forma muy artificial. 
 Volvemos a encontrar en los actores terroristas los tres principios que definen el antimovimiento social y 
podemos constatar fácilmente que, también ahí, estos están fusionados antes que integrados. Sin 
embargo, por una parte, se han degradado todavía más y, por otra, funcionan de alguna forma por sí 
mismos, trasladándose a una violencia que tiene su propia lógica y que se desarrolla sin que su 
protagonista tenga que someter su discurso y sus actos a la aprobación del pueblo al que invoca. 
 La inversión del principio de identidad desemboca en este punto en un subjetivismo exacerbado, por el que 
el actor terrorista, incapaz de demostrar una identidad social, se define ante todo por su entrega absoluta. 
Ya no puede hablar sino es para identificar su experiencia personal con la causa de la que ya viene 
refiriéndose desde el principio a una vivencia individual, incluso antes de haber pasado a la acción 
violenta..." 
 
 "Por último, el principio de totalidad queda completamente disuelto en la ruptura que es también una lucha 
a muerte; apenas queda utopía, descripción de la sociedad por la que se lucha, llamamientos o imágenes 
míticas e un nuevo orden. Los fines de la acción se confunden con los medios, los proyectos que se 
imponen se concentran en la destrucción de todo aquello que se opone a la subjetividad del actor. Lo más 
importante no es crear una nueva sociedad sino destruir el orden presente. Contrariamente a los militantes 
revolucionarios, los terroristas hablan poco de tomar el poder del Estado y mucho más de asestar golpes al 
"sistema". Razón por la que los actores terroristas dan a menudo una imagen de pureza fanática y también 
por la que los movimientos terroristas parecen no poder acabar si son vencidos y destrozados por la 
fuerza, minados por una labor interna o bien por haber conseguido sus fines, como sucede, en cierta 
forma, con los grandes totalitarismos de nuestro siglo." Ob. Cit., pp. 26-27. 
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Vista la historia del M-19, podemos calificarlo como un antimovimiento social. El carácter 
militarista de sus acciones, tal como lo explican H. Vélez Ramírez y A. L. Atehortúa, implica 
un grado de conciencia sobre los efectos de sus acciones, aunque varios operativos 
carecieron de un objetivo político real, como en caso más puro de delincuencia común. El 
M-19 invocó la necesidad de una lucha guerrillera urbana para apartarse de las FARC y 
formar con la izquierda de Anapo el movimiento que condujo al uso del delito común y del 
terrorismo efectivista a lo largo de su vida. No representa una relación social ni identifica el 
campo de la lucha. 
 
Se trató de un antimovimiento que, en medio de su aventura, optaba por figuras clásicas de 
las élites capitalistas colombianas. Combinó precursores de la independencia que abogaban 
por la libertad comercial, sin desconocer los derechos coloniales de la Corona Española, 
con actores de los movimientos comuneros de finales del Siglo XVIII, los héroes de la 
independencia patria, los postulados de la burguesía triunfante en las revoluciones de esa 
misma época como los contenidos en la Declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano y, finalmente, añadió la popular figura liberal de Jorge Eliecer Gaitán. Se 
manifiestó nacionalista y defensor de un "socialismo a la colombiana", sin tener 
vinculaciones con los movimientos de masas. Se decidió por una lucha urbana que canceló 
ante el fracaso del Palacio de Justicia y optó por la criticada guerrilla rural de donde salió 
para su última escena en el proceso de paz y la Constituyente de 1991. 
 
Toda su historia está balizada por hechos que, en principio podrían ser categorizados en el 
terrorismo cuando mostró finalidades políticas, y por acciones de delincuencia común 
organizada para la obtención de dineros que, decía, se aplicarían a la gestión subversiva. 
Pactó con el narcotráfico e inspiró acciones que Pablo Escobar y el resto de las 
organizaciones criminales adoptaron como método de lucha para imponer la prohibición de 
extraditar colombianos y lograr, con secuestros de sus adversarios, ventajas, pagos, 
cumplimientos de obligaciones pactadas en el negocio criminal, etc. 
 
En el cuadro de la criminalidad colombiana el M-19 como antimovimiento social marca un 
hito en los desarrollos tácticos de las organizaciones criminales. 
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Es necesario destacar, sin embargo, que la práctica terrorista que agenció el M-19 dejó de 
lado el ataque colectivo, es decir, a grupos no identificados de víctimas, como ocurre con el 
terrorismo de este tipo puesto en marcha con el uso de explosivos y agresiones brutales 
contra la comunidad. Su acción terrorista se ubicó ante todo en el ataque individual al estilo 
de las organizaciones insurgentes  en el Siglo XIX, de la Rusia zarista (Narodnaya Volya, el 
movimiento más sobresaliente)
158
. 
 
En un breve repaso a la historia del terrorismo, podemos recordar que antes de la Primera 
Guerra Mundial esta práctica se ejercía por la izquierda anarquista. Siempre el terrorismo se 
dirige contra un centro de poder por lo cual su finalidad siempre es política. Desde la 
antigüedad el ataque contra quienes detentaran el poder tuvo una característica: la agresión 
individual. El asesinato de Julio César lo fue con todos los efectos. El miedo contra 
organización de poder, su familia y todos sus amigos, viejos y nuevos, y todo ese episodio, 
aún el de la venganza contra sus asesinos, es un cuadro histórico que ejemplifica esa forma 
de terror. Gayo Suetonio Tranquilo y Tito Livio relataron las múltiples y variadas acciones de 
este tipo durante el dominio de los doce césares de la familia Julia Claudia y de otras etapas 
de la vida política romana. 
 
Siempre el terror ha sido utilizado, por ser hermano de la muerte, para el mejor 
mantenimiento del sistema de dominación o para destruirlo. La historia humana está 
alambrada por ese comportamiento que caló en todas las formas jurídicas penales, desde 
cuando en la sociedad políticamente organizada aparecieron las órdenes generales o leyes. 
Allí están los códigos antiguos y el Deuteronomio para probarlo. 
 
En la medida en que comienzan a aparecer países y naciones y a indentificarse intereses 
colectivos, el terrorismo pasa a ser un eficiente instrumento de acción política para la 
liberación, la lucha contra el desarraigo o el rechazo o simplemente, como la opción militar 
más atractiva. Así nos enseña el profesor Walter Laqueur, uno de los académicos más 
estudiosos del problema y, posiblemente, el más documentado en mundo actual sobre la 
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 El 1 de Marzo de 1881, después de varios fracasos, el Narodnaya Volya tuvo su más grande éxito: el asesinato del Zar 
Alejandro II, a los tres años de haberlo condenado a muerte. Cfr. LAQUEUR, Walter. (2003) Una Historia del Terrorismo. p. 44. 
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materia.
159
 Pero, el terror es más eficaz cuando el poder vigente usa ese mismo miedo. El 
sistema inquisitivo de la tortura, la pérdida de la vida eterna y la estructura jurídico-política 
que se apropió del cuerpo del sindicado, es un sofisticado uso del terror, que se mostraba 
finalmente en las formas crueles y sangrientas de la ejecución de la sentencia de muerte. 
Es el crimen de Estado puesto en marcha con suficiencia y capacidad comunicativa, al fin y 
al cabo, como dice Laqueur el terrorismo ha ejercido una gran fascinación y menciona a 
Shelley: "...el tempestuoso encanto del terror..." 
 
El desarrollo científico y técnico de los explosivos modificó sustancialmente la táctica del 
terrorismo y, no obstante perder el apoyo popular, se encaminó al asesinato de inocentes o 
no combatientes, mejor si el número es mayor, para que del dramático cuadro de su muerte 
surgiera el efecto de presión sobre el centro de poder del cual se demanda una actitud o 
una decisión política. "Qu'importe les victimes si le geste est beau", sentenció Laurent 
Tailhade.
160
 
 
Este tipo de acciones del terrorismo de objetivo múltiple o colectivo no aparecen en las 
conductas del M-19, cuya acción se concretó a la antigua táctica de la administración 
individual de la amenaza, el secuestro y la muerte. Igualmente, es de apuntar que muchas 
acciones de esa agrupación tuvieron el carácter puramente militar sin que en ellas 
apareciera este tipo de táctica, como la sustracción o robo de las armas en el cantón norte y 
otras contra las Fuerzas Armadas que caen en las categorías propias de la lucha 
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 Cfr. LAQUEUR, Walter.  Ob. Cit. y (2003) La Guerra sin fin. 
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 Cfr. En la obra colectiva de GEARTY, Conor. Terrorism. (1996); los artículos: TEICHMAN, Jenny (1989) "How to Define 
Terrorism". pp. 3 y ss; PRIMORATZ, Igor. (1990) "What is Terrorism?". pp. 17 y ss; HUGES, Martin. (1982) "Terrorism and 
National Security". pp. 27 y ss; GREENWOOD, Christopher. (1989) "Terrorism and Humanitarian Law". pp. 51 y ss; HONORÉ, 
Tony. (1988) "The Right to Rebel". pp. 131 y ss; MILLER, David. (1984) "The Use and Abuse of Political Violence". pp. 153 y ss; 
COADY, C.A.J. (1985) "The Morality of Terrorism". pp. 47-69; MERARI, Ariel. (1993) "Terrorism as a Strategy of Insurgency". 
pp. 199 y ss;  HOFFMAN, Bruce. (1993) "Terrorist Targeting: Tactics, Trends, and Potencialities". pp. 335 y ss; GEARTY, 
Conor. (1991) "The Saturday Essay: What is the Terror". pp. 385 (Publicado en The Times el 9 de Marzo); y DELLA PORTA, 
Donatella. (1992) "Institutional Responses in Terrorism: The Italian Case”. pp. 499 y ss. Sobre el terrorismo de Estado en la 
obra colectiva: FRIEDRICHS, David O. (1998) State Crime; STERN, Jessica. (2000) "The Ultimate Terrorist"; ODOM, William E. 
(2003) Fixing Intelligence; CHOMSKY, Noam. (1988) La cultura del Terrorismo. Sobre la lucha del IRA de Irlanda del Norte y 
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insurgente. 
 
Es necesario, sin embargo, señalar que la toma del Palacio de Justicia guarda relación con 
el terrorismo de objetivo múltiple o colectivo. 
 
9.2 La Operación Marión: José Raquel Mercado. 
 
Terminaba el año de 1975 en medio de serios conflictos laborales reprimidos por el Estado 
con el uso del Ejército, la Policía y el DAS, las declaratorias de ilegalidad de las huelgas de 
los trabajadores, los consejos verbales de guerra para condenar la protesta obrera y el 
contubernio con la represión por parte de sindicatos como la UTC. El M-19 decidió intervenir 
en el conflicto con un secuestro político, sin intenciones económicas. Los comandos Simón 
Bolivar y Camilo Torres Restrepo plagiaron al dirigente sindical de la CTC José Raquel 
Mercado para someterlo a un juicio popular en el cual se llamaba a la gente a manifestarse, 
por cualquier medio, sobre su culpabilidad. Relata D. Villamizar que los cargos concretos se 
relacionaban: 
 
"...con vínculos con el gobierno de los Estados Unidos y organizaciones gremiales de ese 
país, y alianzas con los patronos y gobiernos de turno. Para entonces, en la CTC se vivía una 
rebelión de federaciones regionales: Valle, Risaralda, Tolima, Cauca, Cundinamarca y Bogotá, 
que representaban a 70% de los agremiados, cuestionaban la dirección de Mercado y lo 
señalaban como uno de los dirigentes más corruptos del sindicalismo".
161
 
 
Legítimas o no, muchas de esas expresiones clandestinas aparecieron en los muros de las 
ciudades, se discutió la conveniencia del secuestro en reuniones estudiantiles, 
organizaciones populares y, finalmente, un incontable número de manifestaciones 
presuntamente populares, arrojaron el veredicto condenatorio. El M-19 decidió proponerle al 
Gobierno, en canje por la vida de Mercado, el reintegro de los trabajadores y sindicalistas 
despedidos de las empresas en conflictos vigentes, la estabilidad laboral de los obreros y la 
publicación de estas condiciones con las razones que las justificaban. Ante el rechazo 
expreso del Presidente Alfonso López Michelsen, Mercado fué, en ese injusto drama, 
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asesinado y su cadáver arrojado en una glorieta próxima al Parque El Salitre de Bogotá. 
 
El Presidente López Michelsen había dicho, premonitoriamente: 
 
 "Me encuentro con que el movimiento llamado M-19, que se supone tiene 
secuestrado al líder laboral José Raquel Mercado, amenaza con darle muerte el lunes 
19 de abril, si el gobierno no se aviene a tres condiciones...El gobierno mal podría 
abdicar de sus prerrogativas con una amenaza de este género. Si diéramos este 
paso, mañana, con el secuestro de una u otra persona, se le exigiría al gobierno 
nacional o a los tribunales, o la Corte Suprema de Justicia, o al Congreso, que 
decidieran en determinado sentido, so pena de darle muerte a la persona 
secuestrada. No estoy dispuesto a transigir".
162
 
 
Se buscaba un impacto en la opinión pública con el secuestro y ajusticiamiento del líder 
sindical, bajo cualquier pretexto
163
. El objetivo mediato, previo el sacrificio de la víctima no 
combatiente y líder sindical era, en singular y cruel paradoja, el de las reivindicaciones 
laborales, en medio del cuadro represivo de los consejos de guerra y demás normativas de 
excepción. Es decir, determinaciones del Poder Público a cambio de la suspensión de un 
acto violento. Un esquema clásico terrorista sin rescates ni compensaciones económicas. 
 
Es de advertir, sin embargo, que las operaciones tácticas del M-19 no se pueden ubicar tan 
sólo en la acción terrorista y en la mera obtención de recursos financieros para la lucha 
subversiva, tal como el grupo la entendía. Por ello debemos dejar constancia de otros 
operativos del M-19 relacionados con las reivindicaciones obreras que no tuvieron los 
efectos criminógenos de este tipo en la historia que nos ocupa. Un caso tal fue el secuestro 
del Gerente General de la sociedad Industrial Agrícola La Palma - Indupalma S.A., Hugo 
Ferreira Neira, Ex-Ministro de Agricultura del Presidente Alberto Lleras Camargo, llamado 
Operación Rastrojo. La empresa Indupalma desarrollaba sus actividades industriales en el 
municipio de San Alberto, Departamento del Cesar. El testimonio recogido en 1999 por D. 
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Villamizar del Sr. Isaias Tristancho en Bucaramanga, da cuenta de estos hechos contra los 
trabajadores y el sindicato de dicha empresa: 
 
 "Meses antes, desde el trabajo político y sindical que cuadros del M-19 realizaban en 
Santander a través de la Unión de Trabajadores de Santander, Utrasan, seccional de 
la UTC, se conoció a fondo la situación laboral de cientos de trabajadores sometidos 
a pésimas condiciones de trabajo (a continuación las palabras de Tristancho): 
 
 "Ese fue un caso sui generis, donde le lanzaron un bulldozer, por orden de la 
empresa, a la oficina del sindicato; donde despedían a la junta directiva y a todos los 
trabajadores que hablaran de derechos sociales; donde no se pagaba el salario 
mínimo; donde explotaban a dos o tres miembros de una familia y le pagaban a uno 
sólo. Aquí había unas condiciones muy específicas y cuando iban los directivos de la 
federación (de trabajadores), los militares y los jefes de la plantación los recibían a 
mano armada, con la presión de las pistolas. La empresa les estaba dando una 
condición de guerra a los trabajadores. A los campesinos que no les vendían les 
quemaban las parcelas o los masacraban. Había un hombre al que llamaban Capitán 
Tinieblas, jefe de la empresa en relaciones industriales. Era un "pájaro" de la 
Violencia; cuando uno llegaba se paraba en los zapatos de uno para provocarlo y 
subestimarlo. Nadie garantizaba el derecho de asociación sindical".
164
 
 
El secuestro del Fereira Neira duró 28 días. Los trabajadores obtuvieron la vinculación de 
veintidós mil personas y el reconocimiento de sus prestaciones sociales. El 15 de 
Septiembre fué liberado el Gerente General en la Iglesia de Santa Ana del barrio 
Teusaquillo de Bogotá. 
 
Este tipo de operativos muestra el amplio espectro de lucha del M-19 con una línea de 
conducta frente a las condiciones difíciles de las clases trabajadoras. No podía ser menos 
porque mantenía su origen de izquierda, no obstante sus evidentes incongruencias 
ideológicas. 
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9.3 Operación Antonio Nariño por los Derechos del Hombre: La 
toma del Palacio de Justicia. 
 
Sin olvidar la enorme difusión del episodio de la toma de la Embajada de la República 
dominicana, el operativo más conocido mundialmente del Movimiento 19 de Abril fue el 
cometido por uno de sus comandos hacia el medio día del 6 de Noviembre de 1985, siendo 
Presidente de la República Belisario Betancur Cuartas, con cuyo gobierno el M-19 había 
adelantado algunas conversaciones de paz, sin éxito alguno, más bien, en medio de ellas 
se produjo la muerte de varios militantes de la agrupación. 
 
El Ejército copando la Plaza de Bolívar, las noticias sobre la desatención de los llamados del 
Presidente de la Corte Suprema de Justicia por el Presidente de la República, los tanques 
disparando contra el Palacio, el escape de algunos rehenes, el asalto de las tropas a la 
Sede de la Corte y del Consejo de Estado, el incendio del edificio y la noticia de la terrible 
muerte, en medio de los bombardeos, la metralla y las llamas, de magistrados, funcionarios, 
empleados, abogados, particulares visitantes del Palacio y otras personas en un número, 
por lo menos de cien, dieron la vuelta a un planeta que no entendía, ni todavía comprende, 
semejante locura, genocidio y sacrificio inútil de la mejor expresión de la cultura y la 
civilización. 
 
El M-19 pretendió adelantar, en presencia de la Corte Suprema de Justicia, un juicio político 
al Presidente de la República por la traición al proceso de paz fracasado, según la particular 
imputación del grupo armado. Las circunstancias políticas y de conveniencia que el 
Presidente, con sus colaboradores, lograron entender en ese momento, dieron lugar a la 
entrega de todos los poderes a los militares para que recuperaran el Palacio, cuidando de 
salvar a los rehenes. Este objetivo resultaba imposible e incompatible con el operativo 
militar que a sangre y fuego concluyó con la destrucción del Palacio y el sacrificio de sus 
ocupantes. 
 
La acción del M-19 fué, en principio, terrorista ya que en ella encontramos todos los 
elementos clásicos de esta forma de combate explicados en este mismo capítulo: el ataque 
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contra un objetivo inmediato pero no principal conformado por víctimas no combatientes, 
para lograr del objetivo principal mediato (así fuera un absurdo): "La presencia en este 
Tribunal (la Corte), del Presidente Belisario Betancur o de su apoderado, para que responda 
de manera clara e inmediata a cada una de las acusaciones contra el actual Gobierno", 
mediante el uso del terror y de actos de barbarie, difundidos implacablemente por los 
medios de comunicación. 
 
Sin embargo, la calificación "terrorista" depende del objetivo que pudiéramos finalmente 
encontrar en la acción del M-19. Porque bien podía tratarse de una intención similar a la de 
la toma de la Embajada de la República Dominicana, donde el asunto se saldó con una 
elevada suma de dinero en dólares y todo ello, en un cuadro de evidente acción política. 
Indudablemente, la difusión de comunicados y manifiestos como exigencia en los primeros 
momentos del operativo, no es per se un objetivo político que justifique el acto 
presuntamente terrorista. Es, simplemente, uno de los episodios del operativo. Al fin y al 
cabo existen otros medios, y se usan normalmente, para la difusión de las ideas contenidas 
en tales manifiestos. 
 
Se trató de un acto de apariencia terrorista cuyas consecuencias eran bien previsibles por 
los dirigentes del M-19, porque el pretexto del juicio político contra el Presidente de la 
República no tenía la más mínima oportunidad y, antes bien, el ataque militar contra el 
Palacio era objetivamente inevitable, aún en contra de cualquier decisión en contrario del 
mismo Presidente Betancur Cuartas. Esto quedó claro en la unanimidad de los 
expresidentes de la República cuando fueron consultados por el Presidente. 
 
Además, un Ejército golpeado en su moral por el robo de las armas del Cantón Norte y un 
Estado afectado profundamente por los hechos anteriores de los secuestros políticos y 
extorsivos, los dineros obtenidos por ellos o las muertes de los secuestrados, la toma de la 
Embajada de la República Dominicana y todas las demás acciones reunidas, eran un 
enorme expediente de agresiones y humillaciones a la burocracia estatal y militar para 
permitir una nueva burla. La solución inevitable era de sangre y fuego. Las disculpas, 
explicaciones, responsabilidades asumidas o eludidas y, en general, todo lo que despúes 
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vino, incluídos los debates en el Congreso, las denuncias por desapariciones de guerrilleros 
que, se demostró, fueron tomados presos en medio de la batalla, las imputaciones al 
Gobierno y a la guerrilla, quedaron reunidas en los voluminosos expedientes de los 
Juzgados 9o., 23, 27, 30, 35, 41, 77, 82 y 89 de Instrucción Criminal y el formado por el 
Tribunal Especial de Instrucción integrado por los Magistrados Jaime Serrano Rueda y 
Carlos Upegui Zapata, creado por el Decreto 3300 de 1985. El informe de este Tribunal 
Especial y transitorio se entregó el 31 de Marzo de 1986 y fue publicado en el Diario Oficial 
No. 375009 del 17 de Junio de ese año. El Presidente aprobó su publicación mediante 
Decreto 1917 de 1986, sin que en nuestro sistema de derecho administrativo, se pueda 
explicar semejante decreto. Simplemente es un acto inútil desde el punto de vista jurídico 
porque carecía de todo efecto, salvo que se tratara de un acto simbólico que le pusiera 
formalmente fin a tan vergonzoso episodio de nuestra reciente historia. 
 
Eso puede ser porque en adelante la reconstrucción del Palacio de Justicia se sometió a la 
más lamentable lentitud burocrática por parte del Ministerio de Justicia responsable de ello, 
como si el Estado quisiera olvidar los hechos y enterrarlos en aquella fosa común de 
impunidad que las autoridades utilizaron para sepultar cadáveres no reconocidos y cubrir la 
masacre. En 1992 cuando la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura 
recibió el inmueble, se habían invertido escasos 2.500 millones de pesos en la obra, la 
construcción estaba interrumpida y no existía partida presupuestal alguna para la 
reconstrucción del Palacio. Se surtía un proceso contencioso administrativo promovido por 
la firma Pinski constructora del futuro Palacio de Justicia, contra la Nación. Los hechos se 
recordaban cada noviembre con ceremonias religiosas en la Catedral Primada, siempre 
promovidas por la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado. 
 
El espectáculo de crueldad "terrorista" y de la sangrienta solución oficial no tiene paralelo en 
la historia colombiana. Una de las investigaciones más serias al respecto, sin demeritar los 
aportes periodísticos resumidos en varias publicaciones, es la de los profesores e 
historiadores Humberto Vélez Ramírez y Adolfo Atehortúa Cruz.
165
 En esta cuidadosa obra 
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se presenta la tesis que explica los hechos del Palacio como la coincidencia de los 
militarismos, tanto de la guerrilla del M-19 como del Ejército Colombiano, cuyo punto de 
encuentro originaron las acciones crueles, dramáticas y sanguinarias del 6 y el 7 de 
Noviembre de 1985, al margen de cualquier determinante actitud del Gobierno que, en tales 
circunstancias, era ineficaz e inútil
166
. 
 
Cuando explican el militarismo Vélez Ramírez y Atehortúa Cruz, se remiten al concepto de 
Gianfranco Pasquino que dice: 
 
 "El militarismo constituye un vasto conjunto de costumbres, intereses, acciones y 
pensamientos asociados con la utilización de las armas y con la guerra y que sin 
embargo trascienden los objetivos militares. Se asigna fines ilimitados; tiende a 
permear de sí toda la sociedad, a impregnar la industria y el arte, a dar la preminencia 
las Fuerzas Armadas sobre el gobierno, rechaza la cientificidad de toda elección y de 
su racionalidad y ostenta características de casta y de culto, de autoridad y de fé. Si 
el modo militar de actuar consiste en la concentración de hombres y de recursos con 
el fin de conseguir objetivos específicos con el mínimo dispendio de tiempo y de 
energías, de sangre y de dinero y mediante la aplicación de técnicas más racionales, 
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entonces el militarismo es una degeneración del modo militar de actuar".
167
 
 
De hecho el militarismo implica un estado de conciencia política, bien por el estamento 
militar formal, por la sociedad o, en el caso del M-19 por sus dirigentes, tal como explican 
los autores citados. Esa conciencia hace parte de la gestión del terrorista cuyas actividades 
son, por definición, claras, queridas, concientes y precisas. El terrorista debe conocer el 
cúmulo de dificultades y concebir con una determinación y precisión extremas cada uno de 
los actos que componen el operativo y, ante todo, la eficiencia de todos ellos y la seguridad 
de cada paso. Uno de los puntos fundamentales de la acción terrorista es la 
compenetración de su conciencia con el acto y, por lo tanto, se abstiene de ocultar la 
autoría del hecho, ante todo, porque el destinatario principal de terror debe saber cual es la 
intención, cual el requerimiento o la exigencia del agente. 
 
La calificación de los hechos del Palacio de Justicia como expresión de las tendencias 
militaristas en el M-19 es claramente la definición de la voluntariedad, el designio, el querer 
del acto, en principio, terrorista. Sin embargo esa explicación debe ser complementada, 
mirando en detalle el operativo de respuesta militar, con la hipótesis de la aplicación del 
derecho penal del enemigo, según lo veremos más adelante. 
 
El punto central es la adopción del terror como método y táctica de combate, que constituyó 
un aporte criminógeno al desarrollo de las prácticas delictivas futuras de los distintos grupos 
subversivos y de la criminalidad organizada que partió de las experiencias del M-19 para 
enfrentar al Estado cuando Pablo Escobar Gaviria se embarcó en su exitosa guerra 
terrorista. Es decir, el terror en estos contextos tiene una finalidad política, o no es 
terrorismo. Sería, en ausencia de tal objetivo, un acto de delincuencia común, como las 
acciones de las mafias, específicamente en los Estados Unidos, con el uso de bombas 
contra sus enemigos o quienes incumplían sus pagos, como por ejemplo, en la Chicago de 
Al Capone. 
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Los expedientes formados a propósito de estos hechos y en el informe del Tribunal Especial 
para instrucción criminal del caso, nos dejan en claro lo siguiente: 
 
PRIMERO.- El conocimiento del Estado de las amenazas y el peligro de una toma del 
Palacio. 
 
Los organismos estatales y la opinión pública conocían de las intenciones de la toma del 
Palacio de Justicia por parte del M-19
168
, rumores que fueron objeto de noticia en los 
medios de comunicación porque la Policía capturó algunas personas por ejemplo, 
comprometidas en el plan y decomisó planos, armas y elementos para su realización. Sin 
embargo, el Ministerio de Defensa por intermedio de la Oficina de Relaciones Públicas, 
rectificó esa noticia que los hechos posteriores demostraron su realidad. El Ministro de 
Gobierno, Jaime Castro, dijo el 6 de noviembre, en medio de los hechos de la toma, que los 
servicios de inteligencia habían sido sorprendidos
169
. El Tribunal Especial se ocupa de 
transcribir esa opinión así: 
 
 "Habló (el Ministro), en primer lugar, de la falta de eficacia de los servicios de 
inteligencia del Estado, que no habían logrado detectar la realización de un acto 
terrorista de características tan espectaculares que seguramente había demandado 
varios meses de preparación y había comprometido el esfuerzo no sólo de los 
asaltantes sino de otras personas. Hace tanta falta un servicio de "inteligencia 
inteligente" -dijo el Ministro- que en esa oportunidad los subversivos consiguieron 
sorprender a las autoridades con hechos que para algunos medios de comunicación 
eran un "secreto a voces" que permitía hablar de una "toma anunciada". (Folio 23 de 
la constancia firmada por los miembros del gabinete que estuvieron presentes en el 
Palacio Presidencial el 6 de noviembre de 1985). 
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Es importante decir aquí que las amenazas de las cuales nos ocuparemos en seguida 
contra los magistrados de la Corte, no eran las únicas que frecuentemente recibían los 
funcionarios de la Rama Judicial. Una de ellas, contra el Consejo de Estado, hace parte de 
una declaración rendida por el Presidente de la Corte Alfonso Reyes Echandía, quien 
advertia sobre la extensión de las amenazas. El texto de la amenaza dice: 
 
 "Requiem para el Consejo de Estado. Después de que haya sido entregado el fallo 
del Consejo de Estado sobre el tan mentado caso de tortura a Olga López y su hija 
volvemos a la realidad para verlo desde otra perspectiva. Pero se reafirma siempre la 
primera impresión, de que el Consejo de Estado es una Corte llena de títeres 
extranjeros, títeres éstos, que en su gran mayoría no resisten una somera 
consideración. Ahora bien, si nos resistimos a creer que los Magistrados colombianos 
pasan por un momento muy crítico y decadente, habría que preguntar si éste 
catastrófico resultado -fallo- no es en buena parte debido a la intervención y a 
manipulación comunista que se le ha dado al caso".  
 
Salta a la vista que este es otro tipo de amenaza. Proviene de los responsables de las 
torturas por las cuales resultó condenada la Nación. Es decir, que el Consejo de Estado 
encontró que unos agentes suyos, de los organismos de seguridad, causaron ese daño a 
las personas y de ahí el fallo de responsabilidad muy conocido en la época. Otras 
decisiones similares del Consejo de Estado, donde resultaron probados unos 
desaparecimientos de personas capturadas por la Policía, dieron lugar a similares 
amenazas contra los consejeros, ante todo, los de la Sección Tercera de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
En lo relativo a la Corte, las amenazas que dieron lugar a repetidos pronunciamientos de su 
Sala Plena y del Presidente de la Corporación, Alfonso Reyes Echandía, se referían a la 
tramitación de tres procesos de inconstitucionalidad promovidos contra la Ley 27 de 1980, 
"Por medio de la cual se aprueba el "Tratado de Extradición entre la República de Colombia 
de Estados Unidos de América" firmado en Washington el 14 de septiembre de 1979". 
Ninguna amenaza se refería a una posible toma del Palacio. 
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Los agresivos escritos fueron recibidos, después de presentadas las demandas, casi 
siempre en el mes de Septiembre de 1985, por los magistrados de la Sala Constitucional de 
la Corte, Alfonso Patiño Rosselli, Manuel Gaona Cruz, Ricardo Medina Moyano y Carlos 
Medellín, todos ellos exigían que los magistrados una sentencia de inexequibilidad. Las 
amenazas aparecen en un proceso por extorsión tramitado en el Juzgado 71 de Instrucción 
Criminal Especializado.
170
 De todos los textos se destaca el dirigido contra el magistrado 
Gaona Cruz: 
 
 "...sabemos que a usted "le tocó" ser el ponente171 de una demanda sobre la nulidad 
(sic)
172
 de la extradición, firmada por el doctor Julio Martín Uribe Restrepo y fechada 
el 3 de julio de 1985. Sabemos obviamente que usted se la repartió para sí, porque 
desea que se siga extraditando nacionales hacia los Estados Unidos. En la 
extradición usted es el responsable más importante al lado de los no menos 
importantes compañeros suyos (de la Sala Penal)...le escribimos pues no para 
suplicarle, sino para exigirle que su veredicto
173
 sea favorable a nuestra causa...es 
bueno que sepa de una vez que no aceptamos disculpas estúpidas de ninguna 
naturaleza, no aceptamos que se enferme, no aceptamos que se vaya de 
vacaciones, no aceptamos que se deje derrotar..."  
 
La amenaza exigió dos cosas: 1a. La ponencia favorable, que dependía del trabajo 
                     
170
 Folios 240, 274, 277 y 319 del expediente. 
171
 El reparto de los negocios en la Sala Constitucional se realizó siempre en sala, sin que fuera posible conocer las 
circunstancias del sorteo del cual resulta la asignación de un expediente al magistrado en concreto, salvo que uno de los 
participantes de la sala, los magistrados o su secretario, informaran de ello a terceros, lo cual no parece siquiera probable. 
172
 Esta es una expresión impropia porque no se decreta la nulidad en los procesos de inconstitucionalidad, sino la 
inexequibilidad. En Colombia la expresión nulidad está referida a la sanción que por alguna causa de invalidez padece un acto 
administrativo examinado por la jurisdicción, sus efectos son retroactivos y llegan hasta la fecha de la expedición del acto sub 
judice. Esta anotación es interesante porque el texto de la amenaza, de todas maneras, está lleno de expresiones jurídicas, 
incluída esa de la nulidad, lo cual sugiere que una persona enterada de los temas jurídicos participó de alguna manera en su 
elaboración. 
173
 Es un empleo curioso de la expresión veredicto, porque se usa normalmente para referirse a la decisión del jurado sobre 
culpabilidad o inocencia se una persona sometida al juicio penal, en la cual solo se consideran los hechos, dejando al juez el 
pronunciamiento en derecho. Por extensión se ha aplicado este vocablo a la parte resolutiva de las sentencias dictadas en 
juicios orales penales en Argentina (ante todo en el Código Penal de la Provincia de Buenos Aires, 1915). No se usa en otro 
tipo de proceso judicial.  
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individual del ponente. 2a. La aprobación de ese proyecto que sucede en dos etapas: La 
primera en la misma Sala Constitucional, pero que todavía no constituía sentencia. La 
segunda es la decisión definitiva de la Sala Plena de la Corte, que estaba compuesta por 
los magistrados de la Sala Constitucional y los de las Salas de Casación Civil, Penal y 
Laboral. De hecho la amenaza carecía de todo sentido porque la Sala Constitucional, 
agredida en su integridad, sólo tenía la posibilidad de decidir sobre la primera etapa, más no 
en fase final de la Sala Plena. La criminal agresividad se concentró, en esos momentos, a la 
Sala Constitucional. 
 
Llama la atención en esta amenaza la mención expresa del apoyo que el delincuente hace 
de una demanda específica: "...la firmada por el doctor Julio Martín Uribe Restrepo
174
 y 
fechada el 3 de julio de 1985". En ese momento el Tratado de Extradición estaba siendo 
criticado en los medios de comunicación por dos clases de voceros: Unos se indentificaban 
como los defensores de la soberanía nacional, entregada a los intereses norteamericanos 
cuyo imperio había extinguido con ello cualquier independencia colombiana para juzgar a 
sus nacionales. Otros eran los mismos delincuentes que ya se autodenominaban 
extraditables que, según una amenaza contra el magistrado Carlos Medellín estaban 
"...dispuestos a morir, preferimos una tumba en Colombia a un calabozo en los Estados 
Unidos". Esta expresión se utilizaría, en adelante, por los narcotraficantes extraditables en 
todos sus comunicados. También estas personas se hicieron a los servicios de voceros, a 
veces de reconocido prestigio profesional. Pero es insólito que en la amenaza se escribiera 
el nombre del profesional que había formulado la demanda que decían apoyar con su 
violento acto criminal. Es obvio que un proceso por extorsión tendría que vincular a ese 
abogado demanante, con lo cual dañarían precisamente a quien los había respaldado en su 
ataque contra la Ley 27 de 1980. 
 
En semejante pedido se destaca otro punto: el rechazo de la extradición de nacionales, 
concepto que apareció en el Artículo 35 de la Constitución de 1991 así: "Se prohibe la 
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 Julio Martín Uribe Restrepo, de Bolivar, Antioquia, según los archivos del Consejo Superior de la Judicatura, Registro 
Nacional de Abogados, es un profesional de la Universidad La Gran Colombia, nacido en 1938 y graduado el 24 de Julio de 
1976. 
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extradición de colombianos por nacimiento". La amenaza tuvo, pues, efectos ultra-activos 
en la Asamblea Constituyente pero en esa ocasión, a causa del éxito de la guerra terrorista 
de Pablo Escobar, quien estudió el tema con sus asesores y concluyó que la extradición no 
se eliminaba en los expedientes ni en la ley, sino en la misma constitución. 
 
Ahora bien, ¿hasta donde los autores de las amenazas tenían alguna seguridad en que 
ellas lograrían el éxito? Aunque contaran con profesionales del derecho, tal parece que no 
advirtieron sobre el absurdo de su imposible designio criminal porque, primero, su acción se 
concentró en la fase de la ponencia la cual no tiene efecto jurídico alguno. El sentido de una 
ponencia, por ejemplo, podía ser modificado, aún totalmente, en la Sala Plena. Segundo, 
porque para obtener un éxito en el proceso, pero por la vía de la violencia, sería necesario 
someter a toda la Corte, algo sin ninguna posibilidad. Nadie se imagina a una Corporación, 
de veintiséis magistrados, sesionando bajo la amenaza de muerte, dentro del macabro 
escenario de una toma del Palacio o decidiendo colegiadamente sobre una causa de 
acuerdo con el querer de los autores de las amenazas. Ningún tipo de amenaza sería lo 
suficientemente eficaz para lograr tal cometido, en ninguna parte del mundo. 
 
SEGUNDO.- El M-19 y su vinculación con las organizaciones de narcotraficantes. 
 
El Tribunal Especial cuando estudió el punto de las relaciones del M-19 con el narcotráfico 
para explorar si existió una financiación, apoyo o encomienda al grupo guerrillero con el fin 
de que realizara la toma del Palacio para impedir una sentencia que negara la declaratoria 
de inexequibilidad (la toma en sí misma no provocaría la caída del Tratado, antes bien, 
mientras no mediara una sentencia de inexequiblidad, el instrumento continuaba vigente) o 
el pronunciamiento de la Corte sobre unas extradiciones en trámite, cita varias opiniones, 
entre ellas la del Presidente Betancur en una declaración a Le Nouvelle Observateur de 
Paris, donde afirma que: "El problema de la narcoguerrilla no es todavía general. Se hizo 
evidente con el asalto al Palacio de Justicia", esto mismo lo afirmó en la clausura de las 
sesiones del Congreso y los ministros el día 6 de noviembre dejaron esta constancia: "Se 
examinaron luego, dándole el valor de indicios graves, aquellos hechos antecedentes o 
concomitantes que permitían deducir una vinculación entre el narcotráfico y el M-19, por lo 
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menos para efectos de financiar y ejecutar "la operación" que se adelantaba". 
 
Los indicios graves en que se apoyan los ministros para su pronunciamiento, no lo son en 
realidad. La lista de indicios son, en el resumen que hace el Tribunal Especial: 
 
 "1º La declaración hecha por un dirigente del M-19175 desde la ciudad de Méjico, 
pocos meses antes en el sentido de que era necesario asesinar varios funcionarios al 
servicio del Gobierno de los Estados Unidos por cada colombiano extraditado. 
 
 2º Durante las semanas anteriores al asalto, los "extraditables" habían amenazado de 
muerte a los miembros de la Sala Constitucional y a otros Magistrados de la Corte. 
 
 3º El día del asalto, o el inmediatamente siguiente, la Sala Constitucional debía 
estudiar la ponencia referente a la exequibilidad del Tratado de Extradición suscrito 
entre Colombia y los Estados Unidos. 
 
 4º Los terroristas se dirigieron, precisamente, al cuarto piso de la edificación, donde 
se encontraban las oficinas de la Sala Constitucional y Penal de la Corte Suprema, 
cuya suerte depende de lo que la Corte dijera sobre la constitucionalidad del Tratado". 
 
Lo anterior no constituye indicio alguno, no existe la prueba plena del hecho principal del 
cual se infiere una consecuencia fáctica que constituye el valor probatorio del indicio. Así lo 
dijo el Tribunal Especial: 
 
 "Los seis "indicios" se refieren a uno sólo: la identidad de concepto entre 
narcotraficantes y guerrilleros en contra de la extradición. Así, las declaraciones de 
Iván Marino Ospina en Méjico (hecho 1º) que apoyaba el asesinato de ciudadanos 
amenazados, las amenazas de los "extraditables" a los Magistrados (hecho 2º), la 
coincidencia entre el asalto y la reunión de la Sala Constitucional para estudiar una de 
las muchas demandas de inexequibilidad  de la ley aprobatoria del Tratado (hecho 
3º), la refencia al Tratado en el Manifiesto (hecho 5º) y la existencia de ocho 
resoluciones de extradición pendientes (hecho 6º), son aspectos diferentes de un 
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 Se trataba de una declaración de Ivan Marino Ospina. 
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mismo asunto, aunque algunos de ellos no sirvan para hacer la inferencia que es la 
razón probatoria del indicio". 
 
Dice el Tribunal que es evidente que la realización de las amenazas, es decir, la muerte de 
los magistrados, no les convenía a los delincuentes, porque precisamente su objetivo no era 
otro que los magistrados cedieran ante tales agresiones. Sólo una decisión desfavorable 
originaría las mortales represalias, pero no antes. Concluye el Tribunal que no existe prueba 
alguna que acredite la vinculación interesada del narcotráfico con la acción del M-19. Tenía 
razón el Tribunal, las aseveraciones gubernamentales no son otra cosa que apreciaciones 
subjetivas sin ninguna seriedad en el manejo de la prueba indiciaria; sin embargo, les 
servían a los ministros para estar acordes con las declaraciones de su Presidente. 
 
Hay que subrayar, al lado de lo anterior, que la destrucción de los expedientes y la muerte 
de los magistrados, no tenía la capacidad de evitar que la institucionalidad recuperara la 
funcionalidad y vigencia de la Corte y, además, todos y cada uno de los expedientes 
incinerados, como efectivamente sucedió, mediante los procedimientos de reconstrucción 
de los procesos previstos en la ley y la reintegración de la Corte con la designación de 
nuevos magistrados
176
. Al mismo tiempo, nada afectaba al Tratado con los Estados Unidos 
que continuó vigente, produciento todos sus efectos, ya que la Ley aprobatoria no había 
sido examinada en su constitucionalidad por la imposibilidad física ocasionada en la 
jurisdicción por la toma del Palacio. Es decir, el operativo como mecanismo para destruir la 
extradición y el tratado era evidentemente inútil. 
 
En este punto, al lado del pronunciamiento del Tribunal Especial que desestimó la 
vinculación, para los hechos del Palacio del M-19 con el narcotráfico, no podemos dejar de 
lado, en el discurso histórico, algunas publicaciones sobre los operativos del M-19 porque 
ellas sí pretenden relacionar la actividad de ese grupo con los intereses del crimen 
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 El nombramiento de los magistrados en el régimen de la Constitución de 1886, con sus enmiendas, ante todo la plebiscitaria 
y la de 1968, se daba por el procedimiento de la cooptación, según el cual para la Corte Suprema de Justicia o el Consejo de 
Estado, ante una vacancia, nombraban el nuevo magistrado de manera independiente y autónoma. En la Constitución de 1991, 
la Corte y el Consejo eligen sus propios magistrados de listas que les envía la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura. 
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organizado. Esos relatos dejan muchas dudas sobre la veracidad de su contenido pero los 
autores han sido actores en el escenario violento de la criminalidad colombiana y, por ello, 
son testimonios que deben tomarse, cada uno, en el respectivo valor que le confiere el 
antecedente personal de quien lo rinde
177
. Empero, es indispensable anotar que son 
evidentes ciertas imprecisiones como es el caso del recuento del jefe de las autodefensas 
anticomunistas Carlos Castaño, en el cual no aparece claro, como se ve en la siguiente 
transcripción, si Carlos Pizarro pactó por su cuenta el asalto al Palacio de Justicia con Pablo 
Escobar, olvidando que el comandante del M-19 era Alvaro Fayad en ese momento. Dos 
testimonios debemos traer, pues, a colación en estas consideraciones sobre los aportes 
criminógenos del M-19. 
 
 a) Roberto Escobar Gaviria, hermano de Pablo Escobar Gaviria: 
 
 "En medio de sus reflexiones sobre la paz del país, se sintió satisfecho de haber 
colaborado con su granito de arena en el proceso de negociación con la guerrilla 
colombiana. Esa madrugada recordamos que precisamente en La Catedral, tuvimos 
la espada del libertador Simón Bolivar que el M-19 había robado en un operativo 
espectacular.  
 
 Todo había comenzado cuando el grupo insurgente secuestró a Martha Nieves 
Ochoa, hermana de la familia de nuestros amigos Ochoa Vásquez. Pablo pensó en la 
creación de un brazo armado que le hiciera frente al secuestro y a las bandas que ya 
empezaban a sembrar el terror en el país. Así, creó el MAS (Muerte A 
Secuestradores), cuya primera tarea fue buscar a doña Martha por todo el país. Las 
primeras pesquisas indicaron que estaba en poder de la guerrilla, y fue entonces 
cuando se logró un acercamiento con los líderes del M-19. Tras varias 
conversaciones, llegó un acuerdo para la liberación. 
 
 Varios meses después contactaron a Pablo para que recibiera un emisario del M-19 
en Medellín. El hombre le planteó una especie de plan de paz entre los guerrilleros de 
ese grupo y los narcotraficantes del MAS. Nosotros no nos metemos con las familias 
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 La Fiscalía General de la Nación reconoció como válido el texto de Carlos Castaño y lo convirtió en pieza del sumario que 
sigue contra él. La Fiscalía anunció esa determinación oficialmente. 
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de ustedes ni con las que ustedes digan, y ustedes no se meten con nosotros, le 
propuso el emisario. Pablo les dio la palabra para que así fuera. No hay ningún 
problema, estén tranquilos, yo les voy a mandar un hombre nuestro para saldar este 
pacto de paz, le dijo mi hermano. El emisario viajó y las dos partes acordaron seguir 
sus vidas tranquilas, cada uno por su lado en sus negocios. De ese episodio nació 
una especial relación entre Pablo y algunos líderes del grupo insurgente. Ellos le 
tomaron confianza a Pablo y reconocieron que era un hombre de palabra. Su palabra 
es como una escritura, es como un cheque de gerencia, le expresaron a mi hermano. 
El mismo emisario se volvió a comunicar con Pablo para concretar una cita con uno 
de los jefes de la organización guerrillera. Se trataba de Iván Marino Ospina, 
considerado el más guerrero de los líderes del M-19. Se hospedó en uno de los 
escondites secretos que Pablo tenía en Medellín, y se volvieron buenos amigos. La 
confianza llegó a tal punto, que le reveló uno de los secretos mejor guardados de la 
historia reciente nacional: el lugar donde tenían escondida la espada del libertador. La 
espada la cogió Bateman, antes de morir, comenzó a contarle Iván Marino Ospina. Le 
relató que Bateman se la entregó a una mujer guerrillera de toda su confianza, quien 
después también murió, no sin antes contarle el secreto a otra persona de la misma 
organización. Esta se la entregó a Iván Marino, y este la aguardó hasta ese día de la 
reunión con mi hermano. 
 
 Pablo yo te traigo de regalo la espada del Libertador, le dijo Iván Marino a mi 
hermano. Es una muestra de que la palabra de nosotros también vale, al igual que la 
tuya. Es un sello de nuestro pacto de paz, le explicó el guerrillero. Pablo aceptó 
orgulloso, y varios días después de mantenerla colgada en la pared de una de sus 
casas, se la llevó a un cuñado para que la guardara en una de las caletas en el centro 
de la ciudad. El comandante Iván Marino moriría en un enfrentamiento con el Ejército 
en el centro de Cali. Su cuñado, Mario Henao, hizo lo que Pablo le pidió. A pocos 
meses, Mario fue asesinado en una finca de las montañas de Antioquia, en un 
operativo policial. La espada tenía un signo trágico. Todo el que la tuvo en su poder, 
murió. Luego de que el Gobierno y el M-19 firmaran la paz, se destapó el escándalo 
por la espada del Libertador. Periodistas, dirigentes políticos, expresidentes, en fin, 
todo (sic) la sociedad la devolución de la espada. Fue entonces cuando mi hermano 
se acordó. Entonces, ya estábamos en La Catedral. Ordenó que un hombre se fuera 
a buscarla de caleta en caleta hasta que la encontró. Finalmente se la entregó a un 
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familiar de nosotros, a quien Pablo le pidió que se la llevara hasta La Catedral. La 
subieron escondida en el mismo camioncito utilizado para llevar la plata y la gente. 
Pablo la reconoció de inmediato. todos la vimos y tuvimos el privilegio de tenerla en 
las manos, de tocarla. Pablo la devolvió de nuevo para Medellín, y contactó a dos 
líderes del M-19 en Medellín. Martha y Alvaro, se llamaban. Pablo les envió una carta 
contándoles la historia de la espada. Los dos guerrilleros recibieron el valioso e 
histórico símbolo nacional y se lo enviaron a sus jefes en Bogotá, para que se la 
entregaran al Gobierno. La espada de Bolivar era para el M-19, su símbolo de lucha. 
Días después la espada fue devuelta en medio de una muy sonada rueda de prensa. 
 
 Pero Martha Nieves no fue la única persona allegada a nosotros que estuvo en poder 
del M-19 con mi hermano tambien recordamos el secuestro de Carlos Lehder en 
1980. Un reconocido narcotraficante de Medellín le pidió a mi hermano que ayudara a 
liberar a Lehder, entonces una persona a la que Pablo no conocía, pero de quien le 
habían comentado que tambien se dedicaba al negocio del narcotráfico. Pablo 
organizó un grupo de seis hombres, encabezado por Otoniel González, y compuesto 
por algunos miembros de pandillas como "Chiquilin", su hermano Eduardo, Santiago 
Maya y alias familia. Mi hermano ya tenía información de que el M-19 tenía en su 
poder a Lehder en una casa de Armenia. El grupo viajó a la capital del Quindío en dos 
carros, y luego de dos días de indagar en la ciudad, ubicó la casa en la que Lehder 
permanecía como rehén de la guerrilla, dentro de una caleta. Cuando los 
secuestradores supieron de la presencia del grupo enviado por mi hermano, 
escaparon por la parte trasera de la casa a bordo de un carro marca Simca, 
llevándose a Lehder en el baúl. Con tan mala suerte que al pasar por un obstáculo en 
la calle, el carro se apagó. Lehder abrió la puerta del baúl, salió del carro y corrió pero 
uno de los secuestradores alcanzó a herirlo con un disparo en la pierna. Por su 
rescate, el M-19 exigía a los amigos de Lehder la suma de 5 millones de dólares. El 
grupo de Pablo no sólo lo rescató sin cobrar un solo peso, sino que además capturó a 
dos de los plagiarios"
178
 
 
Las relaciones de Pablo Escobar con el M-19 en este relato son contradictorias. Con el 
guerrillero Iván Marino Ospina aparecen caracterizadas por manifestaciones y pruebas de 
                     
178
 ESCOBAR GAVIRIA, R. (2000), pp. 59-62. 
162 
 
unas lealtad, intimidad y confianza a tal punto que Ospina llega a entregar la espada del 
Libertador al jefe de la organización criminal más poderosa del momento. Esto deja ver la 
poca estructura ética del guerrillero que pacta con el crimen organizado semejante acuerdo 
de no agresión y entrega como símbolo de su leal amistad con el narcotraficante uno de los 
símbolos de la lucha del M-19. Pero, al mismo tiempo, el enfrentamiento de Pablo Escobar 
con el M-19 se podría dar no obstante las manifestaciones de amistad con los subversivos, 
en el caso de Lehder. 
 
 b) Carlos Castaño. El jefe de las "autodefensas" llamó al periodista Mauricio 
Aranguren Molina, para contar a la opinión pública sus experiencias personales en la lucha 
contra el comunismo encarnado en guerrilla de los grupos ELN, FARC y otros beligerantes, 
pero de menor calado en el cuadro del conflicto colombiano. El jefe de las autodefensas 
muestra en el relato una íntima preocupación sobre el objetivo y el comportamiento de sus 
agrupaciones que han venido creciendo en el país. De las reivindicaciones anticomunistas 
contra la guerrilla marxista, sus compañeros de lucha han optado por conductas 
bandoleristas relacionadas con el narcotráfico, cosa que rechaza en su personal concepción 
del problema. No desconoce las actividades de su hermano Fidel que aprovechó todos los 
beneficios económicos de las conductas delictivas para hacerse a una inmensa fortuna, que 
legitimaba en la sociedad mediante el enfrentamiento con la guerrilla comunista. 
 
El llamado al periodista Molina Aranguren respondía a su imposibilidad de aplicarse a 
"escribir un libro" y a la necesidad de contar con la experiencia profesional del 
comunicador que le facilitaba credibilidad y buena hechura gramatical del texto que quería 
enviar a la sociedad colombiana, para mostrar a una persona, la de él, que en su sentir, se 
ha sacrificado por los valores de la nacionalidad colombiana amenazados por la agresión 
infame de la guerrilla comunista. No hay descuido alguno en la exposición sobre el 
fundamento moral. Para ello relata la amistad o la admiración que guarda a los personajes 
de estirpe conservadora, ante todo, aquellos que recuerdan la imágen del Ex-Presidente, 
Laureano Gómez y conductas específicas sobre su comportamiento amistoso con el 
Senador Enrique Gómez Hurtado y displicente, descomedido y agresivo con el ex-ministro 
Horacio Serpa Uribe. 
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En el contenido de la entrevista aparece evidente la preocupación de Castaño sobre el 
narcotráfico que critica, condena y lo acusa de bandolerizar las autodefensas, retirándolas 
del objetivo inicial propuesto por su hermano Fidel y continuado bajo su jefatura, de darle 
seguridad al país y protegerlo de la agresión comunista desestabilizadora. 
 
La vinculación del narcotraficante Pablo Escobar con el M-19 para definir el asalto al Palacio 
de Justicia, donde la Corte Suprema de Justicia, mediante su Sala Constitucional estudiaba 
la Ley aprobatoria del Tratado de Extradición con los Estados Unidos, aparece en el texto 
de ese escrito publicado en el año de 2001, tomado por la Fiscalía General de la Nación 
como elemento del sumario contra el jefe de las autodefensas Carlos Castaño. El relato 
sobre el pacto para el asalto al Palacio de Justicia es este: 
 
 "Como quien guarda un secreto durante quince años y por fin siente que llegó el 
momento de expresarlo, entró a la casa después de trotar y apenas saludó. Se bañó 
rápidamente, se puso el uniforme camuflado y pidió un café. Con una actitud distinta, 
más resuelto y serio de lo normal, me dijo: 
 
 -Si esto que relataré es un asesinato, debo aceptarlo. Pero cuántos asesinatos en 
bien de las naciones no cometen los estados? Tenía que hacerlo. Carlos Pizarro era 
el hombre de Pablo Escobar. Los narcotraficantes siempre soñaron con el poder y 
Pablo siempre quiso la presidencia. Ya no iba a ser presidente de Colombia pero sí 
iba a tener uno de él. Pizarro tenía que morir! 
 
 A finales del mes de mayo de 1985, nos encontrábamos detrás de la hacienda 
Nápoles en un caserío cercano llamado la Estación de Cocorná varias personas en 
una mesa; entre ellas, Pablo Escobar, Fernando Galeano, Albeiro Areiza, Guido 
Parra, Fidel Castaño y yo. De esa reunión existen dos testigos más, que aún viven. 
 
 Pablo citó a mucha gente ese día, y cuando él citaba, se asistía o se asistía. En otra 
oportunidad convocó a un gobernador de Antioquia, a un alcalde y a un coronel de la 
Policía de Medellín. Se presentaban y punto. Así eran las cosas con Pablo Escobar 
en aquella época. 
 
 Carlos Pizarro, el entonces comandante del grupo guerrillero M-19, aterrizó en la 
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Hacienda Nápoles, procedente de las montañas del Cauca. Antes de arrivar el 
hombre grande del "M" como le decía Escobar a Pizarro, el capo nos informó sobre 
las razones que habían motivado la reunión. Se acercó a mi hermano Fidel y 
comenzó a hablar: "Plantearemos aquí una cosa seria, hombre Fidelio. Como quiera 
que sea, la extradición está caminando y nos están jodiendo. Vamos a hacer una 
vuelta y aquí todos tenemos que colaborar. Nos encontramos en la obligación de 
hacer algo para salvarnos. Existen unos procesos jurídicos muy fuertes contra 
nosotros en el Palacio de Justicia. Es necesario borrarlos y no dejar huella de nada 
ante la ley. Tendrán que comenzar de cero y al obtener nosotros poder, nadie se 
atreverá a denunciarnos". Fidel contestó: "Listo. Yo pongo unos fusilitos para lo que 
se necesite". Y Escobar replicó: "Yo pongo la plata". 
 
 Así fue como se acordó en presencia mía, nada más y nada menos que la toma del 
Palacio de Justicia. 
 
 Carlos Pizarro llegó a la reunión acompañado de un hombre que hasta hoy es una 
incógnita para mí. El comandante guerrillero no llevaba su famoso sombrero blanco 
sino una gorra. Tras unas gafas oscuras ocultaba su mirada. Se acercó a la mesa y 
nos saludó con un gesto y una venia que reflejaba su incomodidad por nuestra 
presencia. Escobar lo saludó y Pizarro le manifestó al oído su interés de no hablar 
frente a tanta gente: "Señor -así le decía Pizarro a Pablo. Preferiría tratar con usted 
en privado". Escobar contestó en un tono y fuerte desabrochado, más paisa que 
nunca: No, hombre. No te preocupes que estos son como de la familia. No hay 
problema". Pizarro le insistió: "Yo sí le solicito que sea más privado". "Venga pues, 
sentémonos allí" le contestó Escobar mientras nos llamaba a uno por uno: "Vení, 
fulano, sutano, perencejo...". Pablo no seleccionó a ninguno y nos pasamos los 
mismos para el otro lado. 
 
 En la reunión no se habló nada de logística o táctica. Resultó una congregación de 
poder donde se analizaron las consecuencias de lo que se efectuaría. Hablaba 
Pizarro y recuerdo que el enigmático hombre, sólo aprobaba con un corto movimiento 
de cabeza lo que se decía, pero al manifestarse una propuesta, intervenía como si 
participara de la parte operativa: "Eso tiene sus vainas con los muchachos", repitió 
varias veces. 
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 El estafeta de Pizarro nos dijo a todos algo que me llamó la atención: "No todo el "M" 
sabe de esta operación. Eso está claro". Años más tarde, me enteré que aquello no lo 
conocían varios miembros del M-19, personas honestas como Navarro Wolf, Gloria 
Quiceno y Vera Grave. Además de muchos otros. De Otty Patiño mejor no opino ni 
para bien ni para mal. Esa tarde se definieron las misiones y la recompensa por la 
acción. Estas fueron las palabras de Pizarro: "Un millón de dólares para el M-19 por 
eliminar al presidente de la Corte Suprema de Justicia, Alfonso Reyes Echandía y un 
millón de dólares adicionales por destruir todos los archivos". 
 
 Paso a paso, el abogado Guido Parra les explicó dónde encontrar los archivos a 
quemar. Pizarro enfatizó en la forma de proceder a la Sala donde se mantenían los 
procesos de extradición contra Pablo Escobar. Recuerdo, como si fuera ayer, a otro 
narco que se levantó molesto diciendo: Bueno, se van a tomar el Palacio o solamente 
la sala donde se archivan los procesos del patrón? Ahí intervino nuevamente el 
hombre que acompañaba a Pizarro: "No, no, no...Un momento. También es posible 
incinerar lo de él. Por esto recibieron trescientos mil dólares más. 
 
 Las armas que puso Fidel Castaño para la toma del Palacio, las entregué yo. Se les 
dieron dos metras; una M-P5, un AR-15, un M-16 y otros fusiles. escobar puso las 
armas cortas, granadas y dinamita. Esta última no sé para qué. En ese momento, 
para Carlos Pizarro yo no era nadie. Recuerdo que le dijo a Pablo: Señor, yo creo que 
más adelante el tema de la extradición en Colombia lo arreglamos con la gente de la 
UP". Escobar le replicó: "Ese movimiento político nació muerto. Los que no se baje 
"El Mexicano" por el robo que le hizo las FARC, los acaba este pelao...". Pablo me 
señaló y Pizarro me miró sin darme ninguna importancia. 
 
 De ahí nació mi sobre nombre de "Pelao". Muchos comandantes de los más antiguos 
aún me dicen así. Claro que entre ellos o en privado. Por ahí me dicen tambien 
"Piquiña" por lo hiperactivo. Ellos creen que no me doy cuenta. 
 
 Después de la toma del Palacio, Pizarro mantuvo relación con Pablo durante mucho 
tiempo, hizo para él varios secuestros y Escobar lo invitó a exportar cocaína en varios 
embarques de droga que salían por Panamá hasta La Habana. Nosotros también 
mantuvimos relación con Escobar pero con una diferencia: Jamás fuimos 
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mercenarios de Pablo! Mi hermano y yo nos convertimos en sus peores enemigos.
179
 
 
 Al comprender que acabar con el monstruo de Escobar se demoraría, decidimos 
eliminar a su engendro, Carlos Pizarro. Esa acción se acordó con un grupo de civiles 
antisubversivos entre los que estaba yo; existía lo que se llama paramilitares. Aquel 
día nos acompañaba un hombre prestante que había perdido en el Palacio de Justicia 
a un ser querido en primer lazo de consanguinidad. Nosotros pensábamos que 
Pizarro era un tipo rescatable y que el país necesitaba una tercera fuerza política en 
la que la gente pudiera creer, pero mientras Pablo Escobar viviera no sucedería. 
Pizarro se convirtió en candidato a la presidencia con un gran apoyo popular, pero 
Pablo lo mantenía chantajeado y extorsionado. Escobar tendría un idiota útil en la 
presidencia o en el cargo que alcanzara, en alguna componenda política. Creo que 
Pizarro fue otra de las víctimas del narcotráfico. Era un hombre con talante a quién le 
tocó optar por ahí, quizás, por la falta de plata y en contra de su voluntad. Es que el 
dinero del narcotráfico destruye y corrompe lo que sea. Siempre aparece cuando se 
necesita y surge como por arte de magia. 
 
 La muerte de Carlos Pizarro, fue una ejecución extrajudicial, que tuvo que hacerse 
para conservar un país. La perdición del M-19 fue Pablo Escobar como lo fue el 
comunismo para el otrora liberal Manuel Marulanda, comandante de las FARC. Mire 
cómo es la vida. Cuando él comenzó, su primera organización se llamaba 
"Autodefensa". 
 
 Suspendamos ahí, periodista. Más adelante contaré cómo fue el operativo de la 
muerte de Pizarro, uno de los más duros pero limpio que he realizado en mi vida".
180
 
 
En tales condiciones el acontecimiento del Palacio de Justicia cumplió, según lo anterior, 
dos objetivos para el M-19: primero fué una acción terrorista con un objetivo aparentemente 
político sin posibilidad de éxito alguna y, segundo, un operativo con intención de obtener 
unos recursos económicos para el Movimiento 19 de Abril. 
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 En ese mismo texto Carlos Castaño relata como crearon la famosa banda de los Pepes, "perseguidos por Pablo Escobar", 
con la cual atacaron la organización del jefe del cártel de Medellín y dieron muerte a sus amigos, entre ellos, al abogado Guido 
Parra. Su cadáver, junto con el de su hijo fueron arrojados en una vía de Medellín llamada "La cola del zorro". 
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De acuerdo con el testimonio de Jhon Jairo Velásquez Vásquez, conocido con el alias de 
"Popeye", el negocio de la toma del Palacio de Justicia, se realizó por Pablo Escobar con 
Alvaro Fayad e Iván Marino Ospina, en términos similares de estos descritos por Castaño. 
Pablo Escobar en el relato de "Popeye" se comprometía a aportar veinte fusiles con 
suficiente munición más siete millones de dólares, en dos contados. 
 
Pero, ¿qué sentido tendría eliminar al Presidente de la Corte Suprema, quien carecía de 
toda competencia para decidir, por sí mismo, sobre la exequibilidad de las leyes, los asuntos 
penales de su Sala o cualquier negocio que en las Altas Cortes se resuelve 
colegiadamente? El abogado Guido Parra debía saber con suficiencia que la propuesta de 
Pizarro, en los términos del relato de Castaño, era absurda e inútil, porque ninguna de esas 
acciones tenía el poder de detener la acción del Estado. Todo esto arroja dudas sobre la 
veracidad del relato del paramilitar. 
 
Claro está que no sabemos, con una prueba adicional distinta al escrito de Castaño, si 
realmente el M-19 ofreció el operativo a Pablo Escobar para conseguir algún tipo de 
financiación o apoyo logístico y si tuvo éxito en esa propuesta. No existe prueba alguna al 
respecto, por lo cual debemos concluir que esa hipótesis, en cuanto hecho histórico no 
ocurrió. 
 
Recordemos que en el caso del ex-candidato a la presidencia, Luis Carlos Galán Sarmiento, 
el jefe narcotraficante temía que, ya como Presidente, se empeñara en perseguirlo y 
extraditarlo. El propósito de su muerte sería claro y con efectos concretos, mientras que en 
lo dicho por Castaño sobre la toma del Palacio no aparece la misma objetividad que 
justificara el operativo. 
 
En general las acusaciones de Castaño fueron desmentidas en un escrito del ex-militante 
del M-19 Otty Patiño, columnista del diario El Tiempo de Bogotá. En este mismo periódico 
Francisco Santos en otra columna salió a desmentir, con débil argumentación, lo dicho por 
Castaño. 
 
Una consideración adicional es necesaria. Las amenazas previas a la toma apuntaban a 
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obtener una ponencia favorable. Pues bien, si como dice el Tribunal Especial, se ataca a la 
Corte y se causa la muerte de los magistrados, qué sentido tenían entonces las amenazas, 
porque sus autores lo que deseaban era que produjeran el efecto en el ánimo y la conducta 
de los magistrados para que presentaran una ponencia favorable a la pretensión de 
inexequibilidad. Si los magistrados iban a ser asesinados de todas maneras, sobraban las 
amenazas. 
 
Esto se refuerza con una realidad que aparece en los expedientes, ante todo el que fue 
reconstruído con el No. 5-R, donde figura como actor Javier Hernando Hernández, quien 
presentara la demanda el 23 de Julio de 1985: la contundencia del argumento que, 
finalmente, encontró válido la Corte para declarar inexequible la Ley 27 de 1980, 
aprobatoria del tratado de extradición. 
 
No sabemos si este razonamiento lo consideró o no viable la Sala Constitucional 
sacrificada. Pero es bien claro en los términos del estatuto constitucional de 1886. 
 
En la Sentencia No. 111 del 12 de Diciembre de 1986 (Expediente No. 5-R, Acta 71. 
Magistrado Ponente Jairo E. Duque Pérez), al atender las razones del demandante, resalta 
el hecho de que la Ley fue sancionada por el Ministro delegatario de funciones 
presidenciales, en este caso el Ministro de Gobierno Germán Zea Hernández, pues el 
Presidente Julio César Turbay Ayala, estaba fuera del país. Dice la Corte, citando una 
Sentencia de la Corporación del 23 de Octubre de 1975: "Recuérdese que la convención 
internacional es compleja, formada por operaciones distintas y sucesivas que se juntan para 
formar un solo acto. Cada pieza integrante del convenio internacional es indispensable, de 
modo que cuando una de ellas falta, la operación jurídica final deja de nacer" 
 
Ahora bien, el Decreto No. 2404 de 1980 delegó la función presidencial de sancionar las 
leyes en el citado Ministro, pero la Corte consideró que lo atinente a los convenios 
internacionales es una atribución propia del Presidente. El Artículo 120, No. 20) indicaba 
que correspondía al Presidente: "Dirigir las relaciones diplomáticas y comerciales con los 
demás Estados y entidades de derecho internacional; recibir los agentes respectivos y 
celebrar con otros Estados y entidades de derecho internacional tratados o convenios que 
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se someterán a la aprobación del congreso". En consecuencia, la función de sancionar las 
leyes aprobatorias de tratados o convenciones es una función indelegable. El Jefe de 
Estado cuando viaja al exterior no se despoja de tal atribución. Por lo tanto: 
 
 "Al disponer pues, el transcrito acto, que el Ministro Delegatario tendría entre otras la 
función que al Presidente le asigna el numeral 7º del Artículo 118 de la Constitución 
Nacional, no quedó investido de la función-deber de sancionar cualquier clase de 
leyes, sino únicamente de las que el Congreso hubiere expedido o expidiese durante 
el término de su gestión, sobre todas las materias del artículo 76 con excepción de la 
contemplada en el numeral 18, pues la sanción a que se refiere éste numeral, es uno 
de los varios "ciclos" de una serie o sucesión de actos que el Presidente realiza como 
Jefe o Director de las relaciones diplomáticas o comerciales con los demás Estados, 
y dada la unidad de asuntos a que se refiere ese texto, no es susceptible de que se 
transfiera a ninguna parte de esas atribuciones". 
 
La invalidez del Decreto 2904 de 1980 produjo la incompetencia del Ministro Delegatario 
para sancionar la Ley, y por ello la Corte declaró la inconstitucionalidad deprecada por el 
accionante 
 
El Presidente Virgilio Barco Vargas, tomó el mismo proyecto de ley y lo sancionó ya que sus 
asesores estimaron que si el problema era meramente formal como aparecía en el 
razonamiento de la Corte, bien podría el nuevo presidente sancionar el proyecto que llevó el 
No. 68 de 1986. 
 
En la Corte se radicó contra esa ley una demanda de inconstitucionalidad suscrita por el 
Miguel Romero Gómez. La Corte declaró su inconstitucionalidad mediante Sentencia No. 63 
de Junio 25 de 1987, (Expediente 1558. Acta No. 30. Magistrado Ponente: Dr. Fabio Morón 
Díaz). 
 
Consideró en esta oportunidad la Corporación que la anterior declaración de 
inconstitucionalidad no aparejó únicamente la desaparición de la ley sino de todo su proceso 
formativo, por la falta de un requisito esencial como lo es el citado en el Artículo 81 
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constitucional donde, para destacar la función colegisladora asignada al Presidente, se 
dispone que ningún proyecto será ley si no ha obtenido la sanción del gobierno. Esto 
obligaba a iniciar el trámite íntegro de la operación legislativa del Tratado de extradición. 
 
En tales condiciones, el Tratado de extradición no tenía cabida en el sistema jurídico 
colombiano, así el mecanismo se haya reestablecido por la vía del decreto de estado de 
sitio, con la aplicación del Código de Procedimiento Penal. Pero, el sistema del Tratado 
estaba necesariamente destinado a desaparecer cuando actuara, sin necesidad de presión 
alguna, el control de constitucionalidad. Todo ello, pues, deja en claro que los autores del 
ataque contra el tratado no requerían del operativo del M-19 para destruir el instrumento 
que los llevaría ante el juez norteamericano.  
 
El fin de la Operación Antonio Nariño por los Derechos del Hombre (una denominación 
bastante anacrónica), de acuerdo con los documentos del M-19, era aparentemente político. 
En efecto, el comunicado entregado a los medios de comunicación sobre las exigencias del 
grupo, suscrito por Luis Otero, Andrés Almarales, Alfonso Jacquin, Guillermo Elvencio Ruiz 
y Ariel Sanchez, integrantes del Estado Mayor de la Compañia Iván Marino Ospina, estaba 
centrado en esta exigencia: 
 
 "4) La presencia en este Tribunal, del Presidente Belisario Betancur o de su 
apoderado, para que responda de manera clara e inmediata a cada una de las 
acusaciones contra el actual Gobierno. 
 
 Señores Magistrados de la honorable Corte Suprema de Justicia:  
 
 Creemos oportuno que aquí y ahora se decida si los colombianos vamos a seguir 
permitiendo que se siga entregando nuestro país a pedazos, pues se han entregado 
considerables porciones de nuestro suelo; se entregan a manos llenas nuestros 
recursos naturales (petróleo, carbón, oro, níquel, platino, fauna y flora); se entrega la 
órbita geoestacionaria, se entregan clandestinamente nuestros niños; se entregan 
nuestros cerebros, a través de su fuga; como si todo ello fuera poco, mediante un 
impopular y escandaloso tratado de extradición, se entrega nuestra juridicidad la más 
reciente y novedosa de todas las entregas, que es golpe mortal contra la soberanía 
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nacional. Centenares de compatriotas nuestros están seriamente amenazados no 
sólo por la legislación de países extraños, sino por la manifiesta animadversión de 
algunos de ellos, como es el caso concreto de los Estados Unidos de Norteamérica. 
 
 Señores Magistrados: Tienen ustedes la gran oportunidad, de cara al país, y en su 
condición de gran reserva moral de la República, de presidir un juicio memorable, el 
que habrá de decidir si esos principios universales, por los que luchó y padeció 
Antonio Nariño, en la centuria pasada, empiezan, por fin, a tener vigencia en nuestra 
patria. Porque ningún colombiano digno está dispuesto a soportar un siglo más de 
ingnominia bajo el imperio de los intereses oligárquicos". 
 
Literalmente el M-19 reclamaba una sala plena de la Corte -gran reserva moral- para juzgar 
al Presidente y decidir una política de Estado sobre todos esos puntos, bajo la amenaza de 
los fusiles en la toma. Es difícil suponer, creer o pensar que los experimentados líderes del 
M-19 aspiraran a tener el mínimo éxito en su propuesta. Antes bien, su lectura supone que 
tal no debía ser el objetivo de la toma, debido a lo absurdo de la exigencia. Que el recuerdo 
del éxito obtenido en la toma de la Embajada, los inspirara para este nuevo operativo, es 
posible. Además del impresionante impacto publicitario en todo el mundo. Si ello hubiera 
sido así, el Movimiento buscaba publicidad y un nuevo espacio de negociación prolongada, 
para plantear en ella exigencias y alternativas para resolver el problema concreto de la 
toma. Podrían buscar determinaciones legislativas, gubernamentales, judiciales, como 
archivo de expedientes, sentencias, decretos o leyes. Pero todas esas opciones carecían y 
carecen de toda posibilidad porque la soberanía nacional no se clausuraría ni el M-19, 
podría asumir por semejante vía, el Poder. ¿Podrían aspirar a un nuevo proceso de paz 
después del juzgamiento del Presidente ante la Corte, sesionando bajo los fusiles del M-19? 
Esto supondría que en Colombia las Fuerzas Armadas permitirían semejante despropósito, 
cosa que, evidentemente y por los hechos conocidos, no ocurriría en cualquier hipótesis. 
 
El éxito de una negociación prolongada, al estilo de la Embajada dominicana, facilitaría, en 
cambio, una recompensa en dinero y cualquier tipo de declaración política que lo justificara. 
 
Salvo algunos episodios como la sustracción de las armas del Cantón Norte, los secuestros 
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del Gerente de Indupalma Ferreira Neira (Operación Rastrojo), José Raquel Mercado y 
Alvaro Gómez Hurtado, o cualquier otro que desconozcamos, el M-19 no realizó acciones 
de carácter exclusivamente político. Todas las demás se resolvieron con el logro de 
rescates dinerarios, ofreciendo al mismo tiempo un espectáculo histriónico y publicitario. 
Históricamente queda por despejar esa incógnita. Si la intención oculta pero real, en la 
Operación Antonio Nariño por los Derechos del Hombre, era la obtención de ganancias 
económicas, el M-19 actuó como el crimen organizado buscando rendimientos del delito 
como las todas las mafias del mundo. Pablo Escobar, en su guerra terrorista, 
paradójicamente, perseguía un objetivo político, que por supuesto le convenía: la prohibición 
de la extradición de nacionales colombianos, que finalmente la consiguió en la Constitución 
de 1991 después de su guerra terrorista. Es decir, un delincuente común trabajando en 
objetivos políticos y un movimiento político, buscando obtener frutos del delito común. 
 
No existe documento ni testimonio alguno que apoyen la idea de que una de las finalidades 
de la toma era de orden económico. Pero no es desasertado plantearla como hipótesis 
considerando los antecedentes del grupo y la carencia de una finalidad política lógica, con 
sindéresis, que si bien podría fracasar, tuviera algún sentido para la lucha insurgente. 
 
El fracaso del operativo del Palacio de Justicia llevó al M-19 por otros rumbos. Abandonó la 
lucha urbana, que había sido su postulado inicial y la razón de su formación tal como lo 
fundamentaron en el artículo "Polémica" aquí citado. Se fueron a las montañas y a la selva 
del Caquetá, después al Cauca y allí entraron al proceso de paz del Presidente César 
Gaviria, siguiendo las últimas directivas de Jaime Bateman, antes de su muerte. En esos 
momentos los antiguos dirigentes habían desaparecido asesinados de distintas maneras. 
Una ley de amnistía incorporó a la vida civil y política a los miembros del M-19, archivó 
todas las investigaciones, incluídos los hechos criminales del Palacio de Justicia, los 
militantes quedaron perdonados y el asunto convenientemente olvidado por las élites 
colombianas. 
 
Jaime Bateman falleció en un accidente aéreo cuando se dirigía a Panamá a depositar un 
dinero en el Tower Bank. El Movimiento 19 de Abril contaba con un elevado depósito en 
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dólares. Ese dinero fue reclamado por los jefes sucedáneos de Bateman, al banquero de 
Panamá, quien se negó a entregarlos. Sólo como resultado de su secuestro por el M-19, 
después de largas negociaciones con él y su familia, incluídas unas comunicaciones 
mediante ingeniosos avisos publicitarios en la prensa nacional, donde aparecía un producto 
alimenticio con signos en lengua Yiddish, indecifrables para los lectores en general, el 
Banco les giró la suma retenida y recuperó su libertad. No conocemos si incrementada por 
los efectos de su secuestro ni sabemos el destino final de esos dineros. 
 
Al convocar el Presidente César Gaviria Trujillo al pueblo para elegir la Asamblea 
Constituyente de 1991, se presentó, ya legalizado, el Movimiento 19 de Abril con una lista 
integrada por algunos militantes sobrevivientes como Antonio Navarro Wolf, Marcos Chalita, 
Otty Patiño, Rosemberg Pabon y otros, y la adhesión de ciertas personas de origen liberal o 
conservador. Entre todos llamaron Alianza Democrática M-19 a esa lista híbrida para la 
Asamblea. 
 
En la Asamblea Constituyente, el Movimiento formó mayorías, para ciertos temas, con el 
sector conservador que lideraba Alvaro Gómez Hurtado, ex-candidato, en varias ocasiones, 
a la presidencia de la República. Gómez Hurtado había sido secuestrado, con finalidades 
políticas, no económicas, por el mismo M-19. Al concluir las sesiones de la Asamblea con 
una nueva Constitución Política para la República de Colombia, Antonio Navarro Wolf, 
miembro de la presidencia colegiada de la Asamblea, se convirtió, sucesivamente, en 
Ministro de Salud, Alcalde de Pasto elegido popularmente, tiempo después Representante a 
la Cámara y Senador de la República. La antigua militante Vera Grave, recibió similares 
favores de los electores y, en su última actuación, fue candidata a la vicepresidencia de la 
República del Movimiento liderado por el jefe sindical Luis Eduardo Garzón, para el período 
2002-2006. Otros miembros tuvieron cargos de elección popular en distintos municipios 
colombianos. 
 
Así se liquidó el Movimiento 19 de Abril. Toda la trayectoria del M-19 y la aventura de 
"propaganda armada" que produjo muertes y enseñanzas criminógenas en el uso del delito 
común y del terror, concluyó en la exaltación de sus militantes a varios cargos públicos. 
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Cuando dentro del proceso de paz que promovió el Presidente Andrés Pastrana Arango 
(1998-2002), algunos congresistas viajaron al Caquetá para conversar con la jefatura de las 
FARC. La guerrilla había pedido, previamente, una lista de dichos congresistas. En el libro 
periodístico de E. Téllez, O. Montes y J. Lesmes, sobre la política de paz de Pastrana 
Arango, se relata este episodio: 
 
 "Domingo 4 de Octubre de 1998: 
 Por considerar que el Gobierno era excluyente en el manejo del incipiente proceso de 
paz, los congresistas Piedad Córdoba, Jaime Dussán y Amílkar Acosta viajaron a 
Caquetá por su cuenta y riesgo para entrevistarse con la cúpula de las FARC. 
.......................... 
 La reunión de la montaña se desarrolló sin la presencia del ex-guerrillero del M-19 y 
representante a la Cámara Antonio Navarro, quien fue vetado por Marulanda cuando 
las FARC solicitaron una lista con los nombres de los congresistas que ellos estaban 
dispuestos a recibir. 
 
 -No lo necesitamos en la mesa para que nos dé una de sus ingeniosas propuestas 
sobre cómo arrodillarse a la hora de negociar, como lo hizo con el Gobierno de 
Gaviria -comentó el jefe guerrillero cuando tachó el nombre de Navarro."
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El guerrillero más antiguo dejó, así, un epitafio para el M-19. 
 
Los líderes residuales del M-19 fueron cooptados, a partir de la amnistía, por las élites 
políticas para legitimar la Asamblea Constitucional de 1991 y, de ahí en adelante, con el fin 
de demostrar las bondades de la reinserción en la vida civil y política colombiana. Para ello 
era necesario aplicar el olvido de los hechos del Palacio de Justicia y echar tierra al uso del 
delito común en las luchas supuestamente insurgentes. El periodista y ex-ministro, Armando 
Benedetti Jimeno, dijo en su columna del diario El Tiempo advirtiendo los riesgos de las 
trampas de la reforma política que anunciaba al país el nuevo Presidente Alvaro Uribe 
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Vélez: 
 
 "A menos, claro está, que como ya sucedió antes, no se pretenda reformar los 
partidos sino debilitarlos; no reformar el Congreso sino disminuirlo y hacerlo más 
vulnerable a los dictámenes de la rama Ejecutiva del poder público. Por las razones 
ya enunciadas atrás, o por otras parecidas, ya el país vivió esa experiencia. Un 
Navarro Wolf, por ejemplo, en tantos sentidos tan esencial para la democracia 
desde su reinserción, cayó en la trampa cuando en tiempos de la Constituyente 
también se olfateó un juego de avispas para los movimientos independientes. Su 
coyuntura electoral por encima de la posibilidad de una democracia de partidos."
182
 
(Destacamos) 
 
TERCERO.- La acción oficial: el conocimiento del área principal del ataque y el 
ataque mismo, del armamento utilizado por la guerrilla y demás elementos del 
operativo. La aplicación del derecho penal del enemigo. 
 
Conocidas las amenazas por las autoridades, el Ministro de Justicia ofreció su solidaridad a 
los magistrados quienes cumplían "augustas" funciones. Anunció que el Ministerio, las 
autoridades civiles y militares "...han tomado y tomarán las medidas necesarias para que 
ellas se ejerzan dentro del marco de respeto y autonomía que prevén la Constitución y la 
ley". Una nueva declaración del Ministro de Justicia informó que el Consejo de Seguridad 
quedó enterado de las amenazas y luego de una "ponderada evaluación" concluyó que 
"...en verdad existen graves, concretas y reiteradas amenazas de muerte a miembros de 
ese organismo en relación con nuevas demandas de inconstitucionalidad del Tratado de 
Extradición vigente entre Colombia y los Estados Unidos de América". El Gobierno, pues, 
concluyó que existían "ominosos mecanismos de coacción". El Consejo de Seguridad no 
volvió a ocuparse del asunto, relata el Tribunal Especial y anota que el Secretario General 
del Ministerio de Gobierno, tambien del Consejo, informó a la Juez de Instrucción Criminal 
Ambulante el 21 de Abril de 1986 que el Jefe del DAS y el Director de la Policía Nacional 
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fueron comisionados para la protección de los magistrados. 
 
Dice el Tribunal que cuando pidió a la Policía un informe sobre las medidas que tomaron al 
respecto, el Coronel Fabio Campo Silva manifestó, el 27 de Enero de 1986, que las 
medidas de seguridad para proteger a los magistrados, ya fallecidos, consistieron en una 
conferencia a los funcionarios de alta jerarquía del Poder Judicial, dictada por la DIJIN, en 
presencia del Ministro de Justicia, un estudio de seguridad física del Palacio de Justicia, que 
fue elogiado por el Presidente de la Corte, la custodia personal del Dr. Reyes Echandía y los 
magistrados amenazados de la Sala Constitucional, quienes murieron con sus escoltas.  
 
Las medidas de protección y todo lo dicho por el General Campo Silva, mal diseñadas, 
resultaron, como el discurso del Ministro, ridículas e ineficaces. 
 
En este momento de la vida política americana, se había desarrollado el negocio criminal 
del secuestro y la extorsión contra empresarios y hombres de negocios, ante todo en 
Latinoamérica. Los métodos del secuestro puestos en práctica por el M-19, como el 
aseguramiento del secuestrado para evitar el suicidio, la forma de vestirlos para su fácil 
identificación en caso de fuga y el manejo sicológico de la víctima (con ayuda de un 
profesional del sicoanálisis) para controlar las conductas que hicieran fracasar el secuestro, 
se extendieron y lograron una efectividad sorprendente. Más adelante estos métodos se 
usaron por el crimen organizado para el secuestro común que llegó, inclusive, al negocio de 
vender la víctima a movimientos guerrilleros o a organizaciones criminales colegas. 
 
Frente a semejante amenaza, importantes empresas buscaron asesorías en profesionales 
de la seguridad y varias clases de seguros que ampararan el riesgo del secuestro. 
 
A raíz del asesinato de un ejecutivo de B. F. Goodrich en el Perú, el atentado contra el 
General Pinochet en Chile y contra el Presidente Ronald Reagan, la muerte del Coronel 
Tumba, quien capturó a Aníbal Guzmán de Sendero Luminoso en el Perú, se produjeron 
muchos estudios técnicos sobre el uso de armas y blindajes y ante todo, los criterios para 
reducir la exposición al ataque, la solución de las salidas y las llegadas de las posibles 
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víctimas en sus lugares de trabajo, recreación o vivienda, las áreas de información 
principales, la identificación de rastreadores camuflados (indicadores) que observan a la 
víctima y el análisis previo que necesariamente realiza el criminal en el sitio de la 
emboscada, la posibilidad allí de atrapar a la víctima, el evitar toda interferencia sorpresiva y 
el tener una vía clara de escape. Los asesores de seguridad diseñaron estrategias y 
desarrollos tácticos para eliminar, evitar o reducir los efectos de los atentados. 
 
Todo ello se construyó a partir de las observaciones que la historia y los estudios 
estratégicos militares de los Estados Unidos han venido haciendo a lo largo de los años 
sobre la famosa batalla de Little Big Horn
183
, en la cual el General George Armstrong Custer 
sucumbió con toda su 7ª caballería ante los Sioux y los Cheyenes en el Valle del rio Big 
Horn el 2 de Junio de 1876 comandados por Caballo Loco (Crazy Horse), famoso guerrero 
aliado del Jefe Toro Sentado (Sitting Bull). Estas son las situaciones que, entre otras cosas 
también fueron advertidas Mao Tse Tung en sus estudios sobre los ataques en la guerra de 
guerrillas: 1. El enemigo puede utilizar y utilizará fuerza suficiente. 2. Será un ataque 
sorpresa. 3. Causará necesariamente daño. 
 
No sabemos si los autores del operativo del M-19 en el Palacio de Justicia tenían una 
suficiente formación militar que les permitiera algún éxito en ese episodio de la guerra en 
tierra. Pero estamos seguro que las enseñanzas de la batalla de Little Big Horn, después de 
casi un siglo, nunca llegaron a las Fuerzas Armadas colombianas. Lo cierto es que 
podemos aseverar que después de las evidentes amenazas las áreas principales 
estaban identificadas por las autoridades, y que en vista la ignorancia o falta de 
información sobre las relaciones de poder en Colombia y el momento político, la 
fortaleza del ataque del comando del M-19 no radicaba en la capacidad de fuego y de 
combate, sino en la importancia de la víctimas secuestradas como rehenes. Si el 
Estado hubiera tenido, con todos los respetos, en alta estima a las víctimas, o si ellas 
suponían un serio compromiso para el Gobierno (caso de la Embajada dominicana) y si 
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hubiera aplicado los instrumentos internacionales, la toma habría quedado en los registros 
históricos como exitosa para el M-19, porque se habría llegado necesariamente al proceso 
de negociación. Pero, ocurrió lo contrario, el Estado redujo a los rehenes a la nuda persona 
o, mejor, "no persona". Por ello fracasó el asalto y triunfó la muerte, a todo costo. 
 
Una paladina conclusión es que la autoridad tampoco tenía el más mínimo criterio para 
afrontar el sorprendente asalto y, al parecer, desconocía los avances que en este campo 
habían logrado las agencias de seguridad, oficiales y privadas, norteamericanas. Es 
evidente que las autoridades de policía y el ejército obraron sin plan alguno, a no ser el que 
resultara, improvisadamente, al final, inspirado en la necesidad de evitar otra situación 
similar a la de la Embajada de la República Dominicana: la aplicación del derecho penal 
del enemigo para una respuesta operativa de tierra arrasada en el teatro de 
operaciones en que se convirtió, por dos días, el Palacio de Justicia con todos sus 
ocupantes. En eso consistió, finalmente, la defensa de la democracia, que proclamó 
en los medios de comunicación, en medio del fuego, el oficial Alfonso Plazas Vega. 
 
El Tribunal Especial tuvo acceso a los documentos del M-19 contentivos del plan de asalto 
al Palacio, que databan del 23 de Octubre de 1985
184
. El informe del Tribunal dice que tal 
documentación la obtuvo el Servicio de Inteligencia de la Policía Nacional (SIJIN), 
Departamento de Policía de Bogotá, el 7 de Noviembre, en pleno ataque al Palacio, en una 
casa ubicada en la Calle 6ª Sur, No. 8-42. 
 
En este párrafo se resume todo el plan: 
 
 "Idea general de la maniobra. Elementos: 1º Desplegar y dislocar unidades 
consolidadas con alta capacidad ofensiva, con la más elevada decisión de 
aniquilamiento en el asalto por las cinco escaleras del sótano hacia el objetivo y 
copamiento del primer piso, simultáneamente, ascender al copamieno del tercero y 
cuarto piso; 2º Garantizando el control absoluto del objetivo, vencida y/o aniquilada 
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la resistencia del enemigo, asumir la defensa de la posición en la consolidación de 
tres escalones de defensa a través de líneas diferentes. Combinada de manera activa 
la defensa de montaña, como tipo de acción combativa y la defensa de edificio para el 
combate en defensa de ciudad. 
 
 Las órdenes combativas de toda la operación tendrán la flexibilidad de cada uno de 
los aspectos fundamentales de la idea general de maniobra en la operación." 
 
El día del asalto el Palacio estaba custodiado únicamente por pocos vigilantes privados que 
desaparecieron en el primer momento del operativo. Sabemos que el Estado, no obstante 
las conocidas amenazas, no suministró a la Corte ni al Consejo de Estado, seguridad 
alguna. Las autoridades, conocidos los violentos hechos, reaccionaron por medio de las 
estaciones de policía cercanas hasta que el General Víctor Delgado Mallarino informó al 
COPES de la situación, y dispuso el traslado en helicópteros de un personal para descender 
en la azotea del edificio y entrar al cuarto piso para rescatar el Palacio. Después 
intervinieron unidades de la Escuela Gonzalo Jiménez de Quesada de Sibaté, donde se 
encontraba el mismo General, actuó con posterioridad el Ejército, intervino el General 
Samudio Molina y el Ministro de la Defensa Nacional General Miguel Vega Uribe
185
, quien 
determinó que el responsable de toda la operación del rescate sería el Brigadier General 
Jesús Armando Arias Cabrales.
186
 
 
El Presidente de la República ordenó a las Fuerzas Armadas restablecer el orden público, 
liberar los rehenes y, finalmente, rechazar la solicitud de suspender el operativo para abrir 
un espacio de negociación con los ocupantes del Palacio como lo aconsejaba el ex-
presidente Turbay Ayala, el candidato Luis Carlos Galán y lo reclamaba el Presidente de la 
Corte con quien Belisario Betancur no quizo dialogar con el argumento de que, ante el 
acoso de las ametralladoras, no era un hombre libre con plena disponibilidad de sus 
acciones y pensamiento. En ese momento el Ejército asumió todo el operativo del rescate 
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sin consulta posterior alguna. 
 
El desorden de la primera respuesta de las autoridades que actuaron a somaten, fue 
sustituído por la maniobra de recuperación de la edificación. Lo cierto es que en ese 
momento el Ejército no estaba dispuesto a soportar un episodio como el de la Embajada. La 
moral de las Fuerzas Armada estaba herida profundamente y, en ese momento se daba la 
posibilidad de resarcir el honor pisoteado en el Cantón Norte y en la Embajada. Esto quedó 
patente cuando el Coronel Afonso Plazas Vega hizo su entrada de parada militar en la 
Plaza de Bolivar con los tanques Cascabel. 
 
No aparece en todo el expediente ni en la documentación que tuvo a su disposición el 
Tribunal Especial una sola oportunidad ni acción táctica que permitiera salvar a los rehenes. 
Quienes salvaron sus vidas, salieron por sus propios medios y no por la acción de la Policía 
o del Ejército. 
 
Lo que ocurrió fué la orden exclusivamente militar, proveniente del Ministro de Defensa, a 
quien el M-19 le sustrajo las Armas del Canton Norte cuando ocupaba el cargo de 
comandante en esa guarnición, de rescatar el edificio a hierro y sangre, dejando de lado 
toda consideración por la vida de los rehenes. De manera rápida, antes de que llegara una 
orden que suspendiera el operativo, porque, de todas maneras, las Fuerzas Armadas 
pensaban que todo podía ser posible, ante la debilidad evidente del Gobierno. Por ello, no 
tuvieron efecto alguno las recomendaciones de los Ministros, reunidos permanentemente y 
de emergencia en la Casa de Nariño, en el sentido de buscar un espacio para dialogar con 
Almarales, como lo propuso el Ministro de Justicia Enrique Parejo González. Todas las 
declaraciones de militares y policías muestran que las órdenes de las unidades 
especializadas del COPES y del GOES debían tomar el cuarto piso para rescatar al 
Presidente de la Corte. La acción militar, como la voladura del acceso a ese lugar 
terminaron en la masacre de magistrados, guerrilleros, empleados y personas visitantes del 
Palacio. 
 
El Presidente de la República aceptó las decisiones de los militares. La declaración del 
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candidato a la Presidencia de la República Luis Carlos Galán así lo demuestra. Galán relató 
su diálogo telefónico con el Presidente: 
 
 "...el Presidente me agradeció la llamada y me dijo que había conversado con el ex 
Presidente Pastrana y Turbay Ayala, y que el gobierno tambien había escuchado a 
otros ex Presidentes y jefes políticos, todos los cuales estaban de acuerdo en que el 
Gobierno no podía negociar con el M-19. Desde luego el Presidente Betancur me 
expresó que la fuerza pública controlaba ya la mayor parte del Palacio de Justicia, 
que los guerrilleros con los principales rehenes estaban reducidos a una zona del 
Palacio de Justicia en tal forma que en ese momento todo dependía de la decisión de 
tumbar o no una puerta, pues una vez esto sucediera la fuerza pública lograría 
someterlos. 
 
 El Presidente Betancur me preguntó mi opinión: 
 
 A mi turno le pregunté al Presidente qué decía la fuerza pública sobre el margen de 
riesgo para la vida de los Magistrados y rehenes. El Presidente me dijo que no se 
podía garantizar la vida de la totalidad de las personas que allí se encontraban, pero 
que, según la fuerza pública sí existía la posibilidad de un desenlace plenamente 
exitoso al tumbar la puerta en tal forma que no muriera ningún rehén en esa 
operación definitiva. El Presidente me volvió a pedir mi opinión. Le contesté que era 
muy difícil opinar con los elementos de juicio a mi alcance y le pregunté cuál era el 
criterio del Presidente de la Corte Suprema, pues yo había oído el llamamiento al 
cese del fuego que había hecho el doctor Reyes Echandía. El Presidente guardó 
silencio. Le dije que si bien el Presidente de la Corte no era en ese momento un 
hombre libre, su punto de vista debería ser considerado porque en todo caso el 
doctor Reyes Echandía, tenía una apreciación de las circunstancias que debía 
tenerse en cuenta. Le expresé al Presidente que conciente para dar un juicio 
definitivo por la complejidad de la situación, en mi opinión el Gobierno no debía 
precipitarse a una acción definitoria que arriesgara la vida de los rehenes. El 
Presidente Betancur me contestó que él comprendía eso y quería obrar en la forma 
que fuese menos arriesgada para la vida de los rehenes, pero sin aceptar 
negociación con los asaltantes del Palacio de Justicia. Me dijo que la Corte Suprema 
de Justicia era un poder independiente tan independiente que inclusive ha dictado 
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fallos en contra de los actos del gobierno
187
. Me expresó que en esos momentos no 
veía claramente cual podía ser la salida y me invitó a mantenerme en comunicación 
con él si se me ocurría algún camino". 
 
Otra prueba de esos episodios en los que decayó el poder gubernamental o no se ejerció 
debidamente, aparece en la declaración certificada del 14 de Abril de 1986 del Ministro de 
Justicia, transcrita en el informe del Tribunal Especial, que dice: 
 
 "...Conmovido por el acento lastimero del doctor Reyes Echandía yo propuse que se 
me permitiera conversar con Andrés Almarales, de quien ya sabíamos estaba 
dirigiendo la toma del Palacio de Justicia. El Presidente y los Ministros presentes 
aprobaron mi propuesta y se intentó comunicación al mismo teléfono donde se había 
conversado con Reyes Echandía, entre las 5:30 y 6 de la tarde. Momentos antes, se 
tuvo información del Director de la Policía en el sentido de que el GOES estaba 
intentando penetrar al cuarto piso del edificio, desde la azotea, pero que era 
necesario derribar una puerta de hierro y estaban buscando explosivos para lograrlo. 
Ante esta información, varios Ministros manifestamos que, como íbamos a 
comunicarnos don Andrés Almarales, era conveniente se suspendiera el operativo de 
acceso al cuarto piso, mientras no se lograra esa comunicación. En mi sentir, todos 
los presentes en el Despacho del Presidente estuvimos de acuerdo en que eso era lo 
sensato y en que el Director de la Policía debía dar la orden consiguiente. Sin 
embargo, algunos de mis colegas manifiestan ahora no recordar que hubiera sido así. 
Con todo, se marcó el número de teléfono donde se sabía que estaba Reyes 
Echandía para tratar de localizar a Almarales y el teléfono sonó ocupado. Se repitió 
unas dos veces y ocurrió lo mismo. Se marcó el número de un teléfono 
correspondiente a la oficina del al lado y no respondió nadie. Se volvió a marcar el 
primero, y esta vez, a pesar de que se dejó timbrar largo rato, nadie contestó al otro 
lado de la línea. En esos momentos entró el General Delgado con un walkie-talkie en 
la mano anunciando que le acababan de comunicar que ya se había logrado penetrar 
al cuarto piso. Yo protesté enérgicamente, por lo que califiqué un desacato a lo 
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acordado por los Ministros con la aquiescencia del Presidente de la República. Dije 
que el Consejo de Ministros había sido puesto en ridículo y expresé mis temores de 
que, por haberse desatendido la petición de suspender la operación de acceso al 
cuarto piso, era muy probable y le dije que seguramente esa era la razón por la cual 
ya no nos contestaban en la oficina donde estaban minutos antes Reyes Echandía y 
los demás miembros de la Corte retenidos por los guerrilleros." 
 
La masacre del cuarto piso no ocurrió por la desatención de lo acordado por los ministros, 
que carecían de toda facultad al respecto, sino por la previa orden de ataque sin restricción 
alguna ya que los militares habían desplazado al poder civil o al menos contaron con su 
condescendencia. Ninguna autoridad hubiera podido en esos momentos detener el curso de 
los hechos ni de las acciones que los militares se preocuparon por impulsar sin limitación 
alguna. 
 
El operativo así desarrollado, así se lo expresara el Gobierno a los medios de comunicación, 
no tenía como objetivo primordial el rescate de los rehenes, sobre cuya importancia 
había elaborado el M-19 el plan de ataque y consolidación de la toma del Palacio. Si 
bien el M-19 carecía de capacidad de fuego y combate, desde el punto de vista del 
armamento, para mantener su posición ya sitiada, el éxito de su acción radicaba en la 
calidad de las personas rehenes. Se trataba de la alta magistratura de Colombia. Ese plan 
se derrumbó en el momento en que el Estado le quitó a los magistrados y demás 
rehenes su importancia como tales. En ese instante se abrió paso lo que la doctrina 
penal alemana encabezada por Günther Jakobs
188
, denomina y propone como el derecho 
penal del enemigo, teoría y autor que, con toda seguridad, si bien desconocían las 
autoridades que adelantaron el rescate, la aplicaron de hecho, con todas sus 
consecuencias. 
 
Para sustentar lo anterior, basta observar el armamento del M-19. La documentación a 
consultar en este punto la constituyen:  
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1) Aquellos papeles que la Policía encontró en la Casa de la Calle 6ª Sur, el día 7 de 
Noviembre donde aparece el plan de asalto. (Juzgado 23. Cuaderno 1 del expediente),  
2) El informe del Oficial B3 rendido al Comandante de la XIII Brigada sobre el material de 
guerra incautado en la recuperación del Palacio de Justicia y, finalmente,  
3) La relación de guerrilleros comprometidos en el asalto, que aparecen tanto en el primer 
documento como en la relación final del personal perteneciente al M-19, reconocido por 
Medicina Legal y aceptado como tal por el informe del Tribunal Especial. En este punto 
aparecen siete personas con su identidad: Luis Francisco Otero Cifuentes, Alfonso Jacquin 
Gutiérrez, Andrés Almarales Manga, Guillermo Elvencio Ruíz Gómez, Ariel Sanchez, José 
Domingo Gómez Castiblanco y Marcela Sosa. A estos se agregan 41 identificados por sus 
alias, para un total de 48 guerrilleros. En el documento del M-19 aparecen solo 37 
guerrilleros. Se supone que ese plan fue modificado posteriormente. Debemos agregar los 
nombres de Irma Franco Pineda y Clara Enciso, quienes salieron con vida del Palacio, 
estuvieron detenidas en el Museo del 20 de Julio y desaparecieron posteriormente bajo la 
custodia de las autoridades militares. 
 
Otros desaparecidos son un grupo de visitantes y empleados de la cafetería: Gloria Anzola 
de Lanao, Norma Constanza Esguerra, Lucy Amparo Oviedo, Carlos Augusto Rodríguez, 
Cristina del Pilar Guarín Cortés, David Suspes Celis, Luz Mery Portela León, Ana Rosa 
Castiblanco, Bernardo Beltrán Hernández, Héctor Jaime Beltrán y Gloria Stella Lizarazo. 
 
Las guerrilleras, plenamente identificadas como tales, desaparecieron en manos de la 
Fuerza Pública y los demás ciudadanos desaparecieron sin que las autoridades den razón 
de ellos. Pudieron ser, aunque no tenemos pruebas, confundidos con guerrilleros y correr la 
misma suerte de Pineda y Enciso. Esto no es extraño porque algunos conductores del 
Consejo de Estado se encontraban acusados, en esos momentos, de pertenecer al grupo 
de asalto. El Consejero Jaime Betancur Cuartas, identificó a su conductor y con ello salvó al 
resto de empleados de una desconocida suerte. 
 
El grupo, pues, estaba integrado por 50 guerrilleros. Número que coincide con el relatado 
por alias "Popeye", en el episodio del compromiso de Escobar Gaviria para financiar el 
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operativo. 
 
El armamento se componía, según el plan inicial del M-19, de las siguientes armas (en esta 
lista aparece el lenguaje que usan los guerrilleros para identificar las armas. Claro está no 
es técnico): 
 
Para el asalto al sótano, la entrada principal y el control de rehenes: 
 
6 metras 
4 granadas 
2 Kiimor 20 
1 metra 
4 fusiles 
1 escopeta 
2 Kiimor 20 
1 3 (sic) granada de humo 
1 carabina UZI 
2 fusiles 
1 M3
189
 
2 granadas 
Cortos (se refiere a revólveres o pistolas) 
3 granadas 
Asalto al 3º y 4º pisos: 
14 fusiles 
1 Matzen 
1 carabina UZI 
2 granadas 
Cortos 
 
Total de armas de asalto (fusiles): 20. Sin conocer el detalle de este armamento como su 
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marca, calibre y demás características asumimos que todos los fusiles, por esta 
denominación, son de asalto. Esta armas no alcanzaban para todo el personal asignado al 
operativo del M-19, luego un número importante de ellos sólo tendrían a su disposición las 8 
subametralladoras y armas cortas. Estas "metras"  de calibre 9 o 45 son armas de apoyo 
de escasa velocidad y poca penetración. No tienen la contundencia del fusil de asalto. 
 
Los explosivos Claymore (el M-19 los denomina "Kiimor") se usan a raz del suelo, tienen 
una onda explosiva horizontal, son de fabricación norteamericana y se usaron con gran 
profusión en Vietnam. Es un aparato (bomba antipersonal, no antitanque) anterior a las 
minas antipersonales (llamadas en los medios de comunicación: "quiebrapatas") de gran 
uso hoy en día por todos los ejércitos, incluído el colombiano, y contra las cuales se realizan 
protestas a diario. La diferencia es que la Claymore se emplaza a la vista y las 
antipersonales posteriores entierran y quedan cubiertas. El daño por la explosión de la 
Claymore alcanza al hombre de la cintura hacia abajo, produciendo incapacidad inmediata 
y, después, la muerte si la víctima se encuentra a corta distancia. Deben ser emplazadas de 
manera segura, con sus anclajes enterrados, con la cara convexa hacia el objetivo, pues si 
no se aseguran, la explosión las puede poner en cualquier dirección, aún contra quien las 
opere. Pueden ser apoyadas en un muro, pero en el Palacio de Justicia no tenían muchos 
puntos de aseguramiento de esa manera, es decir, muros que las dirigieran exclusivamente 
contra el enemigo. 
 
Sugiere, no sólo la vulgar denominación del explosivo, sino la inexistencia de ese tipo minas 
de escasa o nula utilidad en el asalto. Posiblemente las minas denominadas "kiimor" eran 
explosivos meramente artesanales hechos para el asalto y no minas Claymore. Es evidente 
que el M-19 no contaba con un personal experto en artillería y en el conociento de las 
armas para su eficiente uso. 
 
Ahora bien, para el análisis de la capacidad de fuego y de combate del M-19 debemos estar 
ciertos en las armas que efectivamente utilizó el grupo de asalto
190
. La prueba a considerar 
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 Para una bibliografía al respecto: U.S. MARINE CORPS (1989) M40A1 Sniper rifle 7.62; SIMON & SHUSTER. (1982) The 
complete encyclopedia of arms & weapons; ELLIS, John. (1986) The social hitory of machine gun; HOGG, Ian V. (2000) 
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es el informe al Comandante de la XIII Brigada por el Oficial responsable, quien relacionó 
las siguientes armas encontradas en el Palacio después de la recuperación del edificio, 
sobre las cuales haremos las pertinentes consideraciones, incluídos los precios (por unidad) 
que por entonces podían estar vigentes en el mercado de los Estados Unidos, con la 
advertencia de que el mercado negro de armas las ofrecía con importantes rebajas: 
 
a) 2 Fusiles ametralladoras Galil. Este fusil de asalto, calibre 7.62, bipode, se emplaza 
para la defensa, después del asalto. Su precio: US$ 3.000. 
 
b) 6 Fusiles autómaticos Galil. Es un fusil de asalto que se producía en calibres de 7.62 y 
5.56. Precio: US$ 1.500. 
 
c) 4 Fusiles automáticos M-16. Este es un fusil de asalto de calibre 5.56, de altísma 
velocidad muy liviano porque se construyó con materiales compuestos (metáles y plásticos, 
como la pistola Glock), hacia los años 1960, inicialmente por la fábrica Colt. Su 
denominación civil es AR-15. Cuando el Ejército norteamericano lo incorporó a sus 
armamentos, lo denominó: M-16, usa una munición 109 que da una mayor capacidad al 
soldado porque puede llevar mayor cantidad de balas, por su reducido peso. Precio: US$  
1.000. 
 
d) 4 Fusiles FAL M-63. Esta es un arma súmamente fina, de la fábrica FM de Bélgica, de 
calibre 7.62 utilizada por muchos ejércitos y en América por Venezuela. Es típicamente de 
asalto por su enorme poder y velocidad. Esta clase de fusiles fueron decomisados en el 
famoso barco Karina que transportaba para el M-19 una importante cantidad. Esta compra 
que promovió Jaime Bateman ascendió a 1.000 fusiles, que en su época costaban, en 
Europa, US$ 450 dólares cada uno. El valor en el mercado norteamericano de la fecha 
podía ser de US $ 1.000. 
                                                               
Twentieth-century artillery; PAULSEN, Gary. (1996) The rifle (sound recording); (1995) The rifle; U.S. MARINE CORPS. (1995) 
Field firing for the M16A2 rifle (microform); U.S.A. HEADQUATERS, DEPT. OF ARMY. (1991) Operator's manual for rifle, 5.56 
mm, M16 (1005-00-856-6885), rifle, 5.56 mm, M16A1 (1005-00-073-9421); Operator's manual for rifle, 7.62 mm, M14, w/e 
(1005-589-1271); rifle, 7.62 mm, M14, w/e (1005-072-5011), bipod, rifle, M2 (1005-711-6202) y DOLEMAN, Edgar C. (1984) 
Tools of war. Series: Vietman experiences. 
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e) 8 Fusiles semiautomáticos COLT AR-15. Es el mismo M-16 bajo la denominación civil. 
Precio: $ US 1.200. 
 
f) 4 Subametralladoras automáticas UZI. Es producida por la misma fábrica de Israel del 
Galil. Se utilizó por los países de la OTAN y los Estados Unidos por su fácil maniobrabilidad 
como arma de apoyo. Valor: US $ 1.000. 
 
g) 1 Subametralladora automática MADSEN. De fabricación sueca y 9 milímetros, usada 
en los años 50. Precio: US $ 500 
 
h) 1 Subametralladora THOMSON. Es un arma de apoyo de calibre 45 muy famosa por su 
tambor redondo y su utilización por las organizaciones mafiosas en los años 30 y 40, el 
Outfit de Al Capone, por ejemplo. Después se usó con proveedor vertical. Es un arma de 
museo que puede costar US $ 700. 
 
i) 1 Subametralladora automática INGRAN. Súmamente rara en el mercado de armas, 
aún para coleccionistas. Arma de apoyo como todas las de su clase y con calibre 45 con un 
precio de US $ 800. Con una de estas subametralladoras asesinaron al Ministro Rodrigo 
Lara Bonilla. 
 
j) Varios: Escopetas, revólveres, pistolas, etc. 
 
Total de armas con capacidad de asalto: 24 
Total de armas de apoyo (subametralladoras): 7 
Total de armas de asalto y apoyo: 31 
 
El costo total del armamento, sin contar escopetas, revólveres, pistolas, granadas, bombas 
Claymore, posiblemente ascendió a la suma de TREINTA Y OCHO MIL SEISCIENTOS 
DÓLARES
191
 . Debemos agregar otra cifra por municiones que no alcanzaría jamás, ésta 
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 El valor aproximado de este armamento fue establecido con la colaboración del Coronel Héctor Álvarez, aseror de seguridad 
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del armamento. Todas las armas eran en 1985 obsoletas, se obtenían en el mercado negro, 
en casa de coleccionistas o en museos. Este armamento, incluídas las bombas, ya estaba 
superado por la tecnología en la fecha del asalto. Por supuesto que todo ese material de 
guerra, revólveres, pistolas y escopetas, tenía la capacidad de matar rehenes, pero no la de 
defender y mantener la toma guerrillera del Palacio. 
 
Es evidente que, ante tan escaso armamento, con pocos fusiles de asalto, la opción militar 
era nula. Si actuaron 51 guerrilleros (relación oficial), no todos estaban en capacidad de 
combate efectivo contra el Ejército. 
 
Es necesario concluir, primero, que el M-19 no planificó un ataque que tuviera un éxito 
militar sino un secuestro de rehenes para negociar con el Gobierno. Segundo, el M-19 no 
necesitaba de financiación por parte de los narcotraficantes, porque el costo de las armas 
más toda la operación, aún en el evento de una larga negociación donde intervendría la 
Cruz Roja y otros organismos humanitarios, no alcanzaría a los 100.000 dólares. Salvo que 
toda la operación se negociara como tal con Pablo Escobar por varios millones de dólares, 
es decir, un asalto mercenario, no podemos afirmar que sin la colaboración financiera del 
narcotráfico tal empresa criminal resultara imposible de realizar, tal como se planificó y 
ejecutó por el M-19. Se trató de un operativo de bajo costo financiero. 
 
Pero si realmente Pablo Escobar o los narcotraficantes financiaron el operativo, quedan los 
interrogantes de que si el M-19 contaba con recursos suficientes, por qué sus dirigentes no 
adquirieron mejores armas de asalto, de defensa, pertrechos, etc. que le aseguraran la 
posición sólida una vez copado el Palacio y así lograr una ocupación de más tiempo y 
alcance?. Si percibieron esos dineros, con seguridad no serían de treinta o cien mil dólares 
sino, como dicen los testimonios arriba citados, de varios millones. Ese dinero, en caso del 
pago mercenario, en que lo invirtió el M-19. O, como parece ser, nunca lo recibió? Es decir, 
el narcotráfico no financió la toma del Palacio de Justicia. 
 
                                                               
de la Rama Judicial en 1991 y oficial de la Policía en la fecha del asalto al Palacio de Justicia. 
190 
 
En un país como Colombia, con unas Fuerzas Armadas institucionalizadas y apoyadas por 
el presupuesto nacional, no es posible pensar que pudieran ser derrotadas en el teatro de 
operaciones del Palacio de Justicia y que, como consecuencia de semejante derrota, los 
guerrilleros sitiados asumieran el Poder.  
 
Con ese armamento podemos afirmar que el M-19 no tenía la más mínima oportunidad de 
rechazar el ataque de las Fuerzas Armadas, pero sí radicar su fortaleza en los rehenes que, 
obviamente, podían ser asesinados con las armas cortas de los guerrilleros. 
 
Es cierto también que el Ejército no conocía lo insuficiente del armamento del M-19. Esto 
resultó patente cuando el mando militar ordenó el ataque de los tanques Cascabel. Era 
obvio que no los necesitaban. ¿Pero, por qué los militares no estudiaron la capacidad de 
fuego del enemigo cuando el M-19 operaba sus armas o se dió un tiempo para estudiarlas 
por sus expertos?  ¿El uso de los tanques Cascabel correspondió a un razonamiento táctico 
expuesto discutido y finalmente correcto y eficaz? O, mejor, ¿era una maniobra para poner 
rápido punto final al rescate del edificio, sin contar, por supuesto, con la vida de los 
rehenes? 
 
Ante el brutal rescate del edificio, los rehenes no tuvieron la más mínima oportunidad de 
salvación. Sostenemos que se les aplicó, aún sin conocerla, la dogmática tesis del derecho 
penal del enemigo. Veamos un bosquejo de ella. 
 
La ciencia del Derecho Penal, para esa doctrina, no sólo es un conjunto normativo 
destinado a la resolución jurisdiccional de los asuntos sancionatorios dentro de las 
estructuras juristas aplicables y ejecutables, sino que está destinada a recoger las 
necesidades de la sociedad en un tiempo determinado, es decir en un momento 
históricamente considerado. Esta aseveración conduce a los expositores como Jakobs a 
sostener que la ciencia jurídico-penal pertenece a un acoplamiento con el sistema político, 
dentro del cual aparece la praxis del educativo. En esta línea de pensamiento nos 
encontrarmos con la capacidad del sistema penal de ser efectivo
192
. 
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Semejante calidad, requerida para el acople o integración, se aprecia en la medida en que 
la ciencia jurídico penal garantiza unos niveles de seguridad de los bienes de las personas, 
quienes se encuentran en el cuadro de la sociedad políticamente concebida ejerciendo 
derechos y obligaciones. Para que todo ello sea posible es indispensable entender que el 
sistema normativo y sus contenidos tienen que hacer parte del objetivo de lo penal. Es 
decir, que la protección de los bienes individualmente atribuídos no se descarta aunque no 
es lo esencial, sino que es ineludible garantizar, a toda costa, la juridicidad misma. "La 
lesión de una norma es, como muestra la punibilidad de la tentativa, el elemento decisivo 
del hecho penal, y no la lesión de un bien", dice el profesor de Bonn. 
 
Ahora bien, ¿Cómo se ancla esa función del sistema penal con los requerimientos del 
sistema político para lograr su protección?. Mediante la pena que no se refiere tan sólo a la 
seguridad de los bienes a la prevención del delito. "La pena se debe entender como la 
marginalización del hecho en su significado lesivo para la norma y, con ello, como 
constatación de que su existencia normativa no ha cambiado la pena es la confirmación de 
la identidad de la sociedad, esto es, de la existencia normativa, y con la pena, éste -si se 
quiere- fin de la pena se consigue siempre".
193
 
 
El hecho, obviamente, no se margina en sí mismo y únicamente, sino a su autor. La pena 
separa el hecho para que sobre él y su autor caiga el reproche y el violento castigo. 
 
A la marginalización sigue el tratamiento del agresor. En la sociedad donde, en principio 
todos son personas, ocurren los hechos marginados y quien desea ser tratado de esa 
manera debe comportarse como tal o pierde esa condición y es objeto de la represión: 
 
 "Un estado de juridicidad es un estado de validez del derecho; esta validez puede 
mantenerse, ese es incluso el aspecto central, de manera contrafáctica, 
marginalizando el comportamiento que quebranta la norma. Pero sin algún tipo de 
aseguramiento, una sociedad constituída jurídicamente no funciona, porque en ella no 
sólo confirman su identidad personas heróicas, sino que también individuos 
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 JAKOBS, G. (2004) "La autocomprensión de la ciencia del Derecho Penal ante los desafíos del Presente", en  La Ciencia 
del Derecho Penal ante el Nuevo Milenio. Coordinador de la versión española Francisco MUÑOZ CONDE. pp. 51 y ss. 
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temerosos quieren encontrar un modo de sobrevivir. Para la mayoría de los 
ciudadanos la supervivencia individual está por encima de la juridicidad; de lo 
contrario no habría dictaduras -el que puede morir no puede ser obligado-. Junto a la 
certeza de que a nadie le está permitido matar, debe darse también la de que muy 
probablemente nadie va a matar. Pero no es sólo la norma la que precisa un 
aseguramiento cognitivo, sino también la persona. Quien quiera ser tratado como 
persona, debe dar también una cierta garantía cognitiva de que se va a comportar 
como tal. Si esta garantía no se da o incluso es denegada de forma expresa, el 
derecho penal pasa a ser la reacción de la sociedad frente al hecho de uno de sus 
miembros a convertirse en la reacción frente a un enemigo.
194
. 
 
Para sus ciudadanos el Estado tiene el derecho penal con la plenitud de garantías 
procesales, para los enemigos la supresión de ellas y la incomunicación del procesado. 
Esto es lo que se observa, por ejemplo, en las prisiones norteamericanas de Guantánamo 
con los irakies allí recluídos. El sistema pasa del derecho penal a la "legislación de la lucha 
para combatir la delincuencia en la que de lo que se trataría es de combatir la delincuencia 
económica, el terrorismo, la criminalidad organizada, pero también -con alguna pérdida de 
contornos- delitos sexuales y otras conductas penales peligrosas, así como -abovedando 
todo- la delincuencia en general". 
 
Un punto esencial del derecho penal de los enemigos es el del adelantamiento de la 
punibilidad. Es decir, no se pune exclusivamente el hecho ya producido, sino el que se va 
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 Sostiene el Profesor español Francisco Muñoz Conde sobre esta línea de pensamiento y acción penal: 
 
"El Código Penal español de 1995 es un ejemplo representativo de este "moderno" Derecho Penal, que en algunos 
representantes de la Escuela de Frankfurt, como Hassemer, critican y que otros, como Schünemann, en cambio, consideran 
inevitable y totalmente necesario para enfrentarse eficazmente a los problemas más característicos y preocupantes de la 
sociedad actual, que el filósofo alemán Beck ha calificado como "sociedad de riesgo". 
 
Pero igualmente el incremento de la violencia y la lucha contra el terrorismo a unos niveles bélicos, que no podían siquiera 
imaginarse antes del 11 de septiembre de 2001, está modificando la imágen del Derecho penal del Estado de Derecho, como 
un Derecho respetuoso con las garantías y los derechos fundamentales del ciudadano, transformándola en la de un Derecho 
penal bélico, un "Derecho penal del enemigo" (Jakobs), en el que las garantías prácticamente desaparecen para convertirse 
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fundamental. La creación del Tribunal Penal Internacional no parece que vaya a ser en los momentos actuales un freno eficaz 
contra este nuevo Derecho penal que nos puede retrotraer a los tiempos más oscuros del Derecho penal totalitario de los años 
30 del pasado siglo". En la obra citada La Ciencia del Derecho Penal ante el Nuevo Milenio. pp. 12-13. 
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a producir, de tal manera que puedan caer las bandas terroristas y las organizaciones 
criminales que de forma permanente cultivan y trafican narcóticos. "El Estado no habla con 
sus ciudadanos, sino que amenaza a sus enemigos, y queda el interrogante de quienes 
son considerados enemigos". En esta categoría quedan los delincuentes incidentales, el 
antiguo delincuente habitual y peligroso, o el que actúa en el crimen organizado. 
 
El anticipo de la punibilidad es una estrategia contra el sujeto-criminal a quien no se le ha 
demostrado que lo sea, pero que de acuerdo con la sensación de inseguridad, el miedo de 
la víctima o la sospecha de la autoridad, hace desencadenar la nota coactiva del Poder, 
ante todo policivo. Varias medidas tomadas en los Estados Unidos, son muestra de 
semejante política. En Texas quien se encuentra con la Policía de repente y emprende 
carrera, puede ser detenido y aún baleado por la autoridad, debido a la presunción que 
hace anticipar la acción represiva. Una regla similar fue adoptada en la Florida. Según ella 
la Policía puede disparar contra quien despliegue conductas sospechosas o ambiguas que 
puedan conducir a un posible ataque. En el aeropuerto de Miami en 2005, un viajero en 
tránsito, de origen costarricense, y proveniente de Quito fue muerto cuando recibió la orden 
de detenerse y se apresuró a buscar en su equipaje algo que podía ser su identificación. La 
Policía encontró y presumió que esa conducta ambigua era peligrosa y le causó la muerte 
como medida preventiva de un supuesto daño mayor. 
 
Agrega Jakobs que "Es tarea apenas iniciada de la ciencia la de identificar las reglas del 
derecho penal de enemigos y separarlas del derecho penal de ciudadanos para dentro de 
este último, poder persistir más en el tratamiento del delincuente como persona jurídica". El 
ser humano que había recibido los atributos de igualdad y libertad con capacidad de adquirir 
obligaciones y desenvolverse en la sociedad, es decir, la forma sujeto que sale de las 
revoluciones burguesas, es tomado en dos niveles de represión: la clásica y, propia del 
Estado liberal (aplicación de la pena con todas las garantías constitucionales) y la de los 
enemigos, para lo cual se le despojan los atributos de la persona y, por supuesto, los del 
ciudadano, para dejarlo como una nuda persona, sobre la cual cae una violencia no 
discutida en el sistema procesal con los principios del debido proceso y demás garantías 
tradicionales. 
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Al ser despojado de toda consideración como persona, el Estado ataca un cuerpo animado 
y peligroso. Concluye Jakobs: 
 
 "En otras palabras, ya no se trata del mantenimiento del orden de personas tras 
irritaciones sociales internas, sino que se trata del restablecimiento de unas 
condiciones del entorno aceptables por medio de la -si se me permite la expresión- 
neutralización de aquellos que no ofrecen la mínima garantía cognitiva para 
que a efectos prácticos puedan ser tratados en el momento actual como 
personas." 
 
La recuperación del edificio del Palacio de Justicia, o de sus ruinas, pasa por considerar a 
los asaltantes como enemigos, a los cuales debe aplicársele toda la represión militar 
posible. Pero, por una conexidad a que obligaba tal maniobra, los rehenes entraron en esa 
categoría. Cuando el Estado no optó por su rescate, con una planificación del operativo 
eficaz y prudente, aprovechando, inclusive una negociación como mecanismo para la 
preparación de ese rescate y no como una claudicación de las prerrogativas del Poder 
constitucionalizado, los rehenes compartieron, de hecho, con sus secuestradores la 
situación de enemigos y por eso iban a ser y, efectivamente, fueron sacrificados. Esto 
explica que el Presidente de la República, que conocía el alcance del rescate material del 
edificio, se negara a conversar con el Presidente de la Corte Suprema de Justicia. Otra 
explicación no es posible en el vergonzoso cuadro del sacrificio de la Justicia colombiana. 
 
El Tribunal Especial aunque no llega a nuestra misma conclusión, sí manifestó su 
contrariedad con la actitud presidencial: 
 
 "No se ha dado una justificación para la negativa del Primer Magistrado de la Nación 
a dialogar con el más alto representante de la Rama Jurisdiccional. Razones de 
humanidad o de política podrían aducirse para justificar ese diálogo. La negativa 
quedará siempre como algo inexplicable. 
 
 ¿Que no era un hombre libre porque estaba padeciendo el acoso de las 
ametralladoras? Esa razón tambien podía valer para objetar el intercambio de 
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opiniones con el Director de la Policía
195
 ¿Significaba acaso un principio de 
negociación con los guerrilleros que dominaban la situación y aún las voluntades de 
los rehenes? No; porque esa negociación o ese principio de negociación sólo existe 
cuando dos partes la inician o acuerdan. ¿Que la autoridad sufría mengua? No 
parece, el Ministro de Justicia fue autorizado para hablar con Almarales en busca de 
rendición y entrega de rehenes." 
........................ 
 "...Los colombianos sobrecogidos sintieron el terror a que estaba siendo sometido el 
eximio jurista y recuerdan sus angustiadas expresiones: 
 
"Por favor que nos ayuden, que cese el fuego. La situación es dramática 
estamos rodeados aquí de personal del M-19, por favor que cese el 
fuego inmediatamente, divulgue ante la opinión pública, esto es 
urgente, es de vida o muerte. Si me oyen... Es que no podemos hablar 
con ellos, si no cesa el fuego inmediatamente. Por favor que el 
Presidente dé finalmente la orden de cese al fuego..."  
 
Finalmente, el Presidente de la Corte dijo: 
 
"Es como asistir a una guerra en la que todos parecen condenados a morir..." 
                     
195 Dice el informe del Tribunal Especial sobre la intervención del Director de la Policía: 
 
"...Hacia las cinco de la tarde, -dice la constancia ministerial se estableció comunicación con el señor Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia  en el teléfono número 241 5015, situado en la Oficina del Magistrado Pedro Elías Serrano. Mediante el amplificador de la 
conferencia los presentes escucharon la conversación entre el señor Presidente de la Corte y el General Delgado Mallarino, a quien se 
había designado para adelantar este diálogo a nombre del Gobierno, dada la amistad que lo unía de tiempo atrás y su autoridad militar 
para notificar a los guerrilleros el pensamiento del Gobierno. 
 
El doctor Reyes Echandía solicitó el alto al fuego. Informó que con él estaban varios guerrilleros que le apuntaban con ametralladoras. 
"Nos van a matar" -dijo. Con vehemencia pidió la suspensión del operativo militar manifestándo estar de por medio la vida de 
todos los rehenes. El General Delgado Mallarino le manifestó que la fuerza Pública estaba haciendo todo lo posible por salvar 
su vida y las demás. Pero estaban de por medio las instituciones y los deberes para con ellas del Gobierno. Ante la evidencia 
de que era imposible obtener una conversación en que el interlocutor pudiera hablar con libertad solicitó que le pasara al 
teléfono al dirigente de los guerrilleros que lo acompañaba. 
 
Se oyó la voz de quien se identificó como el comandante Otero a quien el General Delgado Mallarino, transmitió la decisión del 
Gobierno de no negociar y de no suspender el operativo en marcha. El señor Luis Otero, quien habló a nombre del M-19 y dijo 
ser el comandante de sus compañeros, respondió que en manera alguna ellos aceptaban la solicitud ni ofrecimiento del 
Gobierno porque habían ido a ejecutar una operación político-militar que debía adelantarse a cualquier precio y que los 
Magistrados rehenes eran precisamente garantía de que ella se cumpliría". 
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Y todos murieron. 
 
CUARTO.- El crimen de Estado y su encubrimiento. 
 
Quedó claro el número de desaparecidos y sus identidades. No aparecieron sus cuerpos. 
En el expediente está plenamente demostrado que dos guerrilleras: Irma Franco Pineda y 
Clara Enciso fueron identificadas, como participantes en la toma, ya en la Casa del Florero, 
por estas personas que salieron del Palacio: Margallys Arévalo (empleada de la cafetería), 
Héctor Darío Correa (citador de la Sala Constitucional), José William Ortíz (conductor de la 
Corte), Carmen Elisa Mora Nieto y la abogada Betty Quintero G. 
 
El Tribunal denunció varios errores protuberantes cometidos por las autoridades después la 
recuperación del edificio: 
 
 "Era de esperarse que la identificación de cadáveres se cumpliera a tiempo que los 
funcionarios simultáneamente obtendrían las primeras pruebas con la cooperación de 
familiares y amigos quienes angustiados habían acudido a indagar por la suerte de 
personas que sabían se encontraban, o debían encontrarse, en el interior del Palacio, 
al cumplirse el ataque. 
 
 Inexplicablemente, las autoridades militares no esperaron a que los competentes 
funcionarios de la investigación hicieran lo que legalmente les corresponde. Primero, 
ordenaron la incautación de armas, provisiones y material de guerra, después la 
concentración de cadáveres en el primer piso, previo el despojo de sus prendas de 
vestir y de todas sus pertenencias. Algunos de estos cadáveres, no se sabe porqué, 
se sometieron a cuidadoso lavado. Con tal proceder se privó a los funcionarios 
encargados de las diligencias de levantamiento de importantes detalles que a la 
postre dificultaron la identificación de los cadáveres y crearon el desorden y el caos. 
El punto de partida, por lo visto, innecesariamente fue contraproducente al buen 
manejo de la investigación". 
 
Las autoridades militares alteraron totalmente la escena del crimen para resolver el 
problema de los desaparecidos, al menos, el de las dos guerrilleras. 
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Estas conclusiones se apoyan en diversos testimonios como el Mayor Carlos Fracica 
Naranjo, el Capitán Rafael Mejía Roa, el Mayor Fernando Millán Pérez, el Sargento 
Segundo Luis José Mozo Moreno, el Teniente Jairo Enrique Vera Llanes, el Soldado Jairo 
Arturo Monsalve Sánchez, el Coronel Félix Gallardo Angarita, Comandante del Cuerpo de 
Bomberos de Bogotá. El Director del Instituto de Medicina Legal, Dr. Egon Lichtemberger 
declaró que la identificación de los cadáveres se vió dificultada por todas las fallas en el 
levantamiento de los occisos en el Palacio, "...carentes de todo criterio técnico y científico al 
removerlos cuerpos del lugar exacto de los hechos, al retirar las prendas y no embalarlas 
adecuadamente, sino por el contrario fueron mezcladas y posteriormente enviadas en un 
camión aparte...". En las bolsas plásticas se encontraron restos correspondientes a 
diferentes personas. (Folio 019911). 
 
Posteriormente, para completar el episodio de la alteración de la escena y la eliminación de 
muchísimos elementos para la identidad de los cadáveres, se dió la orden de sepultarlos en 
una fosa común. Un grupo de 25 cadáveres, 17 sin identificación, sin que se hubiera surtido 
el procedimiento de reconocimiento por los familiares, el cual fue suspendido quedaron 
sepultados en el anonimato y cubiertos de impunidad. Se dieron, para semejante acción, 
algunas razones de orden público que presumían un nuevo ataque del M-19 a las 
instalaciones del Instituto de Medicina Legal en el objetivo de recuperar los cadáveres de 
sus compañeros. 
 
El Tribunal llegó a esta conclusión: 
 
 "Ahora bien, no se descarta que una de las dificultades para esclarecer el problema 
de los llamados desaparecidos, tenga relación con haber dado sepultura en fosa 
común a este grupo de cadáveres. No es imposible pensar que algunos de ellos 
puedan corresponder a personas desaparecidas. Creemos que lo ideal habría sido 
agotar esfuerzos para lograr su identificación. La exhumación que se pretendió 
realizar en el Cementerio Distrital del Sur, precisamente, buscaba establecer si 
estaban o no, enterrados allí, algunas de las personas reclamadas por sus parientes, 
como desaparecidos". 
 
No son necesarias muchas elaboraciones fundadas en la criminalística para entender que 
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tanto el tratamiento indigno dado a los cadáveres, con el lavado y el despojo de sus prendas 
y documentos, como su sepultura en la fosa común, daban como resultado el encubrimiento 
de las posibles muertes causadas a los desaparecidos o de quienes se sospechaba ser 
guerrilleros. No están probados esos homicidios, pero si el hecho de las desapariciones, 
como en el caso de las dos guerrilleras llevadas e identificadas en el Museo del 20 de Julio. 
 
El Consejo de Estado en Sentencias del 28 de Enero de 1999 (Consejero Ponente: Dr. 
Ricardo Hoyos Duque, Actor: María del Pilar Navarrete y otros); Febrero 2 de 1995 
(Consejero Ponente: Dr. Juan de Dios Montes Hernández, Actor: Rafael Antonio Barrios 
Chaparro); de Agosto 19 de 1994 (Consejero Ponente: Dr. Daniel Suarez Hernández. Actor: 
Susana Becerra de Medellín y otros) y -septiembre 11 de 1997 (Consejero Ponente: Jesús 
María Carrillo Ballesteros. Actor: Elizabeth Franco Pineda y otros) confirmó las condenas 
decretadas por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca contra la Nación, Ministerio de 
Defensa por falla del servicio a raíz de los hechos del Palacio de Justicia. En el caso de 
Irma Franco, por la desaparición forzada de la guerrillera identificada plenamente en el 
Museo del 20 de Julio. 
 
Semejantes maniobras sobre los cadáveres y los entierros en la fosa común, no eran otra 
cosa que un encubrimiento, conducta punible en nuestro ordenamiento y que, visto el 
contexto de todo lo acontecido en el Palacio, nos deja ver un delito de lesa humanidad 
que, todavía, mantiene la oportunidad de ser investigado y juzgado en la Corte Penal 
Internacional, ya que no tiene prescripción alguna. 
 
Esa es una gestión que debe adelantarse, antes de que todo pase, sin remedio, al dominio 
de los historiadores. 
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CAPITULO 10. CONSIDERACIONES SOBRE LA SEGUNDA PARTE 
Y CONCLUSIONES GENERALES. 
 
 
En la sociedad humana los actos calificados como criminales aparecieron en el momento en 
que el sistema de poder vigente impuso restricciones, prohibiciones, ilegalismos o 
tipificaciones de conductas humanas destinatarias de la represión de la autoridad 
históricamente establecida. La realización de la conducta prohibida ha sido un claro 
enfrentamiento y un reto al poder que la rechaza. Para ello, el llamado delincuente, si no se 
trata de situaciones meramente culposas o no queridas plenamente con el fin de causar 
daño, debe asegurarse de contar con medios seguros dirigidos a la conquista del fin 
previsto. Tan pronto ejecuta el crimen, el sujeto tendrá que impedir la gestión represiva de la 
autoridad mediante coartadas, escapes, encubrimientos, ocultamientos, etc. y, así, eludir la 
acción oficial punitiva. Pero eso no le basta. En el futuro, si ha adquirido bienes o beneficios 
como fruto del delito, estará compelido a proteger esas adquisiciones usando una gama 
enorme de posibilidades que lo amparen personalmente y afirmen las nuevas relaciones de 
propiedad que obtuvo en su exitosa acción criminal. 
 
La historia nos da cuenta de acciones criminales concretas realizadas en las diferentes 
sociedades, agenciadas por individuos de manera esporádica, que no se repiten 
necesariamente. Esa clase de delitos no corresponden a gestiones o intereses 
permanentes. Es posible, empero, encontrar asociaciones para el mejor éxito, como grupos 
de asaltantes de bancos o transportes. En estos casos hablamos de delincuencia individual 
y no organizada porque se trata de acciones que no desean repetirse, no responden a una 
regularidad ni sus actores aspiran a vivir indefinidamente cometiendo delitos que los 
proveen de dinero, bienes o servicios. 
 
Otra situación sucede cuando los actores usan el crimen como fuente continua de riqueza, 
como si se tratara de empresas cuyo objetivo es la gestión de delitos para lograr 
importantes rentas a los agentes o a quienes les encomiendan semejante labor. El delito 
como empresa siempre ha existido, desde las bandas de asaltantes hasta las tenebrosas 
organizaciones privadas o la delincuencia en el contexto del poder estatal. Sobra traer aquí 
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los innumerables casos que han relatado historiadores, cronistas, periodistas o los mismos 
delincuentes que han dejado el testimonio escrito de sus hazañas criminales. 
 
Estos beneficios así obtenidos del delito se han encontrado, sin dificultad alguna, en el 
ejercicio mismo del poder, cuando los gobernantes o sus enemigos manejan el crimen de 
forma organizada en el cuadro de la dominación política. Los métodos son interminables: la 
corrupción, el asesinato, el uso arbitrario del poder, conductas que KEYNES ubicó dentro de 
los "animal spirits", etc. En muchas ocasiones las historias de los imperios, las monarquías, 
los feudos, las haciendas, las dictaduras o los gobiernos de pinta democrática están 
balizados por crímenes en serie o prácticas delictivas que emplean siniestros agentes en 
palacios, castillos, sedes presidenciales, parlamentos y, en general, en el espacio del poder. 
 
Los Estados no han tenido reparos ni prejuicios al emplear el crimen para el logro de sus 
finalidades o en favor de los "altos intereses" de la sociedad que ellos representan y 
pretenden diseñar. Son crímenes a la medida de las necesidades políticas ofrecidos 
públicamente a la sociedad como acciones valerosas ineludibles para su seguridad, defensa 
y preservación. En ocasiones deben ser mantenidos en el secreto de las entidades policivas 
o de inteligencia si no conviene su divulgación o si lo pavoroso o brutal del acto puede 
afectar desfavorablemente la imagen del gobernante. 
 
En el espacio del poder no vemos delincuentes desorganizados u oportunistas. Más aún, el 
poder ha encontrado toda una comedia humana de pensadores que recurren a ingeniosas 
teorías para explicar, desde los orígenes de la dominación formal, el empleo de la violencia 
oficial y la adopción de políticas que justifican la transgresión de la misma legalidad siempre 
y cuando el propósito de la guerra, el homicidio, el genocidio, la apropiación de la riqueza de 
otros pueblos, el esclavismo o el uso infame del espectro carcelario, se muestre acorde con 
las finalidades que esos mismos doctrinantes le imponen a los dueños del poder en todas 
las épocas de la humanidad y en todos los rincones del mundo. No existe mucha diferencia 
entre los expositores de la Antigüedad, la Edad Media o el triunfante Absolutismo 
monárquico y los ingeniosos autores de la doctrina del derecho penal del enemigo de 
nuestros días. Diríamos que siempre ha existido dicha doctrina, solo que se presenta con 
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nueva tramoya cada vez que el poder cambia, en sus puntos terminales, de estructura y 
gestión. Vemos, sin embargo, algo permanente en toda la historia: su inhumana eficacia y la 
complacencia del gobernante necesitado de esas acciones y de ese discurso. 
 
No está muy lejos de estas apreciaciones la empresa criminal de otros sectores de las 
sociedades, que diseñan su gestión para la mejor racionalidad y éxito del delito. Algunos 
escritores en el campo de la economía, han elaborado interesantes tesis sobre la 
racionalidad de la gestión criminal para aplicarle a ella los criterios y métodos de la empresa 
privada en el ámbito de la microeconomía. Modelos, análisis econométricos, razonamientos 
de macroeconomía y una diversidad de hipótesis al respecto muestran la realidad de una 
gestión criminal con aspiraciones de permanencia en las relaciones sociales nacionales, 
internacionales o de la actual globalización. Puede ser que todas ellas partan de bases 
inciertas porque el negocio del crimen se gobierna por la arbitraria intención del delincuente, 
para el cual no cuentan los controles o las restricciones legales o los comportamientos 
normales del mercado. Más bien, el agente criminal tiene la capacidad de modificarlos y 
ajustarlos a sus intereses mediante la corrupción, la amenaza o el empleo material de la 
violencia. 
 
No obstante, como lo advertimos, todo ese trabajo de los economistas nos llama la atención 
sobre el nivel organizativo que ha conquistado la gestión empresarial del delito. Tenemos, 
por lo tanto, una delincuencia que considera el delito como un objeto social de la misma 
jerarquía que aquel de las empresas legalmente establecidas, con la única diferencia de 
que sobre el primero han recaído los ilegalismos del poder que, además, los maneja a su 
antojo y, en el segundo caso, se trata de actividades permitidas, las cuales pueden, sin 
embargo, ser prohibidas por el Estado sin más explicaciones que el interés político vigente. 
Es decir, nada es permitido o prohibido por siempre jamás. Pero, a veces, todo es permitido 
porque nada es prohibido, como sucede en los paraísos fiscales. 
 
La organización estable que debe administrar el delito, parte de una realidad objetiva propia 
de su realización: no todo delito puede tener como finalidad la producción de riqueza y, por 
lo tanto, no se torna o evoluciona hacia el crimen organizado y, al mismo tiempo, los delitos 
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que sí tienen esa vocación de rentabilidad solo pueden ser cometidos, con sentido de 
permanencia, por una organización y no por agentes improvisados, individuales y 
transitorios. En esto, la identidad con las empresas legalmente establecidas es enorme y 
explica las dichas preocupaciones teóricas de los economistas. 
 
Resulta evidente, pues, que nuestra primera preocupación fuera la de identificar las 
prácticas que conducen al crimen que se ejecuta con intenciones de atenderlo 
sistemáticamente de forma organizada y de ambiciones de permanencia y estabilidad. 
Podemos usar un método histórico comparativo si consideramos los procesos de formación 
del crimen organizado en la perspectiva universal y, en contraste, los mismos intentos en 
Colombia, cuando, después de las acciones criminales de bandas de asaltantes y asesinos 
en las diferentes épocas de nuestras violencias, aparecen formas organizativas elementales 
o primitivas que muestran ese interés de estabilidad cuando llegamos al tráfico de 
estupefacientes en medio de la globalización que nos corresponde vivir y soportar. 
 
Digamos, inicialmente, que el delito en tales dimensiones se aprecia como una 
manifestación de poder vinculado esencialmente a las relaciones sociales con la capacidad 
suficiente para sobrevivir a los ataques del poder constituido legalmente. Así, el sistema 
delictivo adquiere propiedades o necesidades homeostáticas que, ante todo, aseguran su 
subsistencia, estabilidad y progreso mediante la utilización de múltiples y, en muchísimas 
veces, ingeniosos mecanismos. 
 
Uno de los aspectos más interesantes es la estructura que ha venido adoptando el crímen 
organizado. En principio podemos considerar empresas criminales que tomaron las formas 
de la familia para moldear el poder y darle consistencia e invulnerabilidad. Es el caso clásico 
de la mafia siciliana y otras organizaciones de ese tipo. 
 
Otro ejemplo sucedió con las incorporaciones de los instrumentos de formación de 
empresas que se copiaron por los delincuentes para la racionalidad y eficacia de sus 
acciones. Los métodos de lavado de capitales ilegales, las actividades empresariales 
corruptas como aquellas que pertenecen a la categoría de los "animal spirits", el delito de 
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cuello blanco, las actividades legales paralelas del crimen organizado conseguidas, por 
ejemplo, por la cosa nostra norteamericana y las múltiples inversiones de los actuales 
narcotraficantes en diversas empresas legalmente constituídas, son ejemplos de esta 
manera de gestión empresarial del delito. 
 
Finalmente, y sin que agotemos la lista, tenemos lo que se ha denominado por alguna línea 
de la doctrina criminológica crímenes de sistema (ROXIN, V.B.A. RÖLLING). Esto sucede 
cuando la actividad delictiva que debe adquirir una estructura de estabilidad toma del 
aparato estatal o institucional privado, la organización jerárquica y se sirve de ella para 
actuar. En Colombia es ya clásico el caso de los denominados "falsos positivos" que 
consiste en estructuras militares celulares, como patrullas, reparticiones, etc. cuyos 
miembros asesinaron a personas no comprometidas con el conflicto para presentarlas 
como prueba de sus victorias en los combates y bajas infringidas a los grupos alzados en 
armas. Estas muertes representaban para los militares reconocimientos de varios órdenes, 
desde condecoraciones hasta recompensas dinerarias. En otros casos las unidades 
militares se dedicaron a secuestrar ciudadanos para entregarlos a organizaciones 
criminales que los utilizaban para conseguir rescates importantes. 
 
El punto interesante desde la óptica criminológica es la forma de organización útil para el 
crimen así evolucionado, que toma en este caso la estructura institucional a partir de su 
jerarquía actúa y cumple sus designios. Estas estructuras pueden ser compañías, pelotones 
o escuadras, que corresponden a las designaciones oficiales de las fuerzas armadas. 
 
Lo que podemos apreciar en los casos expuestos es una transformación del delito que se 
vincula a las formas legales del poder y en varios casos requieren de él, bien sea por la 
ineficacia del funcionario o por la corrupción que conquista la voluntad cómplice de la 
burocracia para mantener la impunidad o el suministro fluído de informaciones 
indispensables para la planeación de las actividades ilícitas. 
 
En el interior de Colombia se desarrollaron asociaciones criminales de diverso tipo que los 
medios de comunicación de apresuraron en denominar "carteles", tomando la identificación 
de los sistemas empresariales propios del Common Law (trust, cartels, holdings, etc.). Es 
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posible que se trate de expresar la comunidad de intereses que subyace en la formación del 
empresariado en el sistema de derecho inglés. 
 
Así, como conclusión general, una comprensión de la organización del crimen en Colombia 
tiene que considerar varios sucesos:  
 
1) Los comportamientos de las organizaciones más destacadas en el período. Primero, la 
de Medellín cuyo jefe y dueño, Pablo Emilio Escobar Gaviria, reunió otros criminales que 
contaban, como él, con sistemas de seguridad privados y aparatos de manejo del tráfico de 
drogas. Segundo, la de Cali controlada por Miguel y Gilberto Rodríguez Orejuela la cual, a 
raíz de su exitosa guerra privada contra Pablo Escobar dominó el tráfico de drogas e 
introdujo, con gran ingenio, tecnologías, organización empresarial, métodos eficaces de 
lavado de activos y de corrupción política y empresarial, formas ingeniosas de control social, 
promoción de discusiones jurídicas y políticas en torno a consideraciones criminológicas del 
tráfico de drogas, etc. las innovaciones en las siembras, rendimiento de la cocaína, 
acuerdos internacionales con organizaciones colegas, creación del consumo masivo de 
drogas de carácter global y, ante todo, el propósito de darle a la organización una 
permanencia que superara aún las vidas de esos actores, muestran una agencia criminal 
más consolidada que la de Escobar Gaviria y con la finalidad de conquistar un modelo 
puramente mafioso. No podría decirse, por ejemplo, que el grupo de Cali tenía la misma 
tendencia de ordenar asesinatos, a diestra y siniestra, como lo hacía el grupo de Medellín 
incluído Gonzalo Rodríguez Gacha, para quien las solas publicaciones sobre el 
pensamiento de alguien contrario al tráfico de drogas o que se pronunciara favorablemente 
a la extradición de colombianos, implicaba sin remedio la pena de muerte. 
 
Una de las acciones más eficaces del grupo de Cali aparece en los movimientos carcelarios 
que reclamaban, inicialmente, condiciones humanas en la vida de los reclusos sometidos a 
unas formas de dominación interna donde, además de los caciques dueños de la vida y la 
familia de muchos presos, soportan la incesante presión de paramilitares y guerrilleros en 
los establecimientos carcelarios. Las familias de los presos así reclutados quedaban, por 
conexión, incorporados a la explotación del espacio carcelario. En los resultados de los 
movimientos carcelarios observamos la manera como los intereses triunfantes fueron los de 
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los narcotraficantes que obtuvieron enmiendas legislativas para recibir beneficios que en la 
ley anterior les estaban vedados. 
 
2) Formas de corrupción que aparecen en delitos específicos como el caso del hurto de los 
13.5 millones de dólares al Estado Colombiano por parte de Roberto Soto Prieto y sus 
varios cómplices, uno de los escándalos más famosos que muestra la inteligencia de los 
delincuentes, quienes aprovechando la incapacidad o la complicidad de funcionarios 
colombianos (éstos no fueron condenados), se alzaron con un dinero de las cuentas del 
Gobierno Colombiano en el Chase Manhattan Bank. Aunque Roberto Soto Prieto jamás 
cumplió un solo día de prisión por la condena impuesta, vivió en Europa hasta que lo 
detuvieron las autoridades alemanas traficando sustancias radiactivas. Es posible que el 
robo en Colombia no fuera otra cosa que la financiación necesaria para que alguna 
organización criminal en Europa, con la cual tendría vinculaciones Soto Prieto, pudiera 
traficar radioactivos de la antigua Unión Soviética. 
 
Este caso no es un ejemplo de crimen organizado, aunque posteriormente su autor se 
relacionara con bandas europeas de alta peligrosidad, sino una muestra de racionalidad, 
creatividad, empleo de un conocimiento muy especializado en el funcionamiento de las 
finanzas públicas y de la gestión bancaria y, ante todo, de planificación del delito. 
 
3) El uso de la riqueza producida en el tráfico de drogas para vincular, así, los intereses del 
crimen organizado con la necesidad de acumulación de capital en las empresas 
multinacionales dentro de la actual globalización. Tal es el caso del tráfico de cigarrillos por 
la multinacional Philip Morris, sin olvidar que no es la única empresa acusada de semejante 
práctica. Ocurre que sobre ella recayeron sanciones concretas de las autoridades fiscales 
colombianas por importaciones subfacturadas y demandas formuladas por los 
Departamentos colombianos sobre contrabando de cigarrillos con la participación de 
reconocidos negociantes de Aruba y contrabandistas colombianos que ocupaban 
representaciones políticas en el Congreso de la República. 
 
4) Formas singulares de crimen organizado se vincularon a ciertas actividades políticas que, 
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en principio, obedecían a movimientos subversivos de reivindicaciones sociales. Tal es el 
caso del Movimiento 19 de Abril, surgido de las filas de las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia -FARC- que, inconformes con sus orientaciones, decidieron 
construir una guerrilla urbana. Este movimiento dió muestras de una interesante vocación 
publicitaria, agenciando unas acciones que realmente defendían los intereses populares y 
otras marcadas por la intención clara de obtener ganancias de la actividad aparentemente 
insurgente. La ausencia de ideología y criterios sobre el poder, las relaciones sociales, el 
Estado y demás políticas que deben vertebrar esta clase de movimiento y, ante todo, la 
ambigüedad de sus finalidades, ha dado lugar a que en hechos que son verdaderos hitos 
en la historia colombiana, su actuación pueda ser calificada como propia de una 
organización criminal ansiosa de riqueza y de utilidades políticas de igual jaéz, desprendidas 
de cualquier objetivo de reivindicación social. 
 
En Colombia, desde la toma y el rescate del Palacio de Justicia se ha planteado la discusión 
acerca de la intervención del grupo criminal de Pablo Escobar Gaviria en ese episodio. No 
existe una prueba plena y contundente de ello, más bien, podemos pensar que las 
condiciones del asalto por parte del M-19 descartan tal patrocinio, ante todo por la reducida 
capacidad de fuego de la subversión, visto el insuficiente armamento utilizado en la toma de 
la sede de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado. Todo ello, salvo la 
posibilidad de una recompensa al M-19 por Pablo Escobar Gaviria en el supuesto de un 
total éxito de la acción guerrillera. Un resultado satisfactorio suponía la destrucción de todos 
los procesos de extradición y del que estudiaba la constitucionalidad de la Ley aprobatoria 
del Tratado de Extradición suscrito por el Gobierno Colombiano con el de los Estados 
Unidos de Norteamérica. 
 
En contra de esa posibilidad tenemos la realidad jurídico-política de que la extradición no 
desaparecía por el simple hecho de la destrucción de los expedientes y la muerte de los 
magistrados. La misma acción de inexequibilidad contra la ley aprobatoria del Tratado 
prosperó en toda su pretensión al ser declarada inconstitucional por la Corte Suprema 
reconstituída con posterioridad al infame episodio del Palacio de Justicia. De hecho, Pablo 
Escobar Gaviria adelantó una particular guerra terrorista plenamente exitosa al lograr que la 
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Asamblea Constitucional de 1991 aprobara el Artículo 53 de la nueva codificación 
fundamental prohibiendo la extradición de nacionales colombianos. 
 
Con todo, las acciones del M-19 nos muestran una organización que combinó los 
postulados de la subversión con intereses no aclarados de enriquecimiento privado 
mediante el uso del delito común. Este debate ha sido abortado en Colombia por los efectos 
de las leyes de amnistía e indulto y del proceso de inserción en la vida civil de los miembros 
de esa agrupación. Muchos de ellos asesinados y otros revestidos de una legitimidad ad 
hoc que el sistema les confirió como muestra de la capacidad de las élites colombianas de 
perdonar y convivir con sus antiguos contradictores. 
 
Pretendimos describir, por lo tanto, las tentativas de organización delictual y las formas ya 
estructuradas de ello en el panorama de nuestra criminalidad, de tal manera que podamos 
apreciarlas en los espacios propuestos como recurso de análisis de los hechos históricos 
que resultan de interés en esa dirección. Realmente en el período ocurre el intento de 
formar en Colombia el crimen organizado en un espectro que va desde las tácticas 
alambradas al delito común hasta el uso de postulados políticos subversivos. 
 
Es de advertir que una de las organizaciones criminales más interesantes de los últimos 
tiempos, vinculadas con oscuros propósitos del poder vigente y con el tráfico de drogas, 
denominadas "autodefensas", ofrecen una evolución que arranca con elementales 
reacciones de defensa contra la guerrilla, pasa por facilidades legislativas de organización 
de grupos patrocinados por terratenientes (llamados "Convivir") y otros interesados en su 
protección contra el ataque guerrillero, se vincula al negocio del narcotráfico y escala su 
contradicción con las FARC a propósito de tal delito, interviene decisivamente en la vida 
política colombiana hasta conquistar un porcentaje decisivo en la representación del 
Congreso de la República y demás corporaciones con voceros que no ocultan tal 
vinculación. Estas asociaciones llegaron a tener una verdadera multitud de funcionarios 
públicos en todas las ramas del poder. 
 
Debemos, metodológicamente, dejar a un lado por razones de la delimitación del tema esta 
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clase de criminalidad, pero, ante todo, porque ese tipo de organización rompe, en principio, 
con los cartabones conocidos del crimen organizado. Se trata de formas que no actúan 
exclusivamente en el mundo de lo privado sino que, por definición, han vinculado la gestión 
oficial, a los intereses del "State Crime" y, por lo tanto, al estar en una zona gris de lo 
público y lo privado, ameritan otra investigación. Es, empero, un crimen organizado que se 
alambra con los intereses coyunturales del Estado y corrompe la política práctica y amplios 
sectores de las Fuerzas Armadas. 
 
Las autodefensas han evolucionado hacia la apropiación de la gestión económica del 
Estado, ante todo, de las instituciones del Estado providencia, como la seguridad social, los 
servicios públicos, la seguridad privada, los negocios de azar, la contratación pública y todo 
aquello que su influencia en la vida política le permita. Algo muy parecido a las gestiones de 
la "Cosa Nostra", desde Sam Giancana en los Estados Unidos. Es necesario definir con 
claridad estas particularidades del espacio político de criminalidad para ver el 
comportamiento de unos agentes que actúan con la evidente complicidad de la política 
práctica y de un enorme capital imposible de calcular y controlar. 
 
5.- A propósito de semejantes hechos que enseñan la forma en que se ha constituído un 
crimen organizado en Colombia, francamente globalizado por el impulso del delito como 
empresa, encontramos, empíricamente, hechos que muestran una cierta complicidad del 
Estado y sus funcionarios en la gestión criminal, no como un propósito evidente, público u 
oficial, sino en cuanto las conductas de los servidores que tienden a ocultar las realidades 
del crimen. El ejemplo del robo de los 13.5 millones de dólares por Roberto Soto Prieto es 
ilustrativo. Toda la gestión oficial se dedicó a salvar la responsabilidad de los funcionarios 
del Ministerio de Hacienda y del Banco de la República con el inexplicable argumento de 
que si Colombia quería rescatar ese dinero por una falla en los servicios bancarios, era 
imprescindible que ninguno de sus agentes hubiera colaborado en el ilícito. El Gobierno 
prefirió ocultar cualquier compromiso criminal de sus funcionarios, es decir, producir 
oficialmente una impunidad, para lograr que el Chase le reintegrara el dinero. El 
encubrimiento oficial resultó, por lo tanto, evidente. 
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Otro caso similar ocurrió en el episodio del Palacio de Justicia cuando el Gobierno aceptó 
recuperar el edificio, desconociendo los derechos humanos de los rehenes, a quienes se les 
aplicó, por conexión, el derecho penal del enemigo. La muerte de los rehenes resultó una 
necesidad para matar a los guerrilleros. De tal manera que aquellos que fueron presos e 
identificados como subversivos y otros que sin serlo recibieron la carga de la sospecha y 
desaparecieron, terminaron en la fosa común o en la impunidad de la eliminación de las 
identidades de los cadáveres y su infame lavado en el primer piso, para ocultar los 
asesinatos. El Estado calló y fué cómplice y encubridor de las demasías de la Fuerza 
Pública en aquellos hechos que nos avergüenzan a todos los Colombianos. 
 
Existe, pues, en todos los episodios relatados, incluído el perdón tributario por la 
subfacturación en las importaciones de cigarrillos y la tolerancia de los sistemas de 
dominación en las cárceles colombianas, una actitud inmoral del poder público, que no 
puede explicarse ni se ha intentado hacerlo en los discursos públicos y privados de las élites 
que manejan estas cosas impunemente. 
 
Las mismas razones militan en favor de la explicación histórica acerca de la evolución del 
sistema jurídico en los puntos que nos ocupan. Es imposible escindir las expresiones 
normativas del Estado del comportamiento de la criminalidad, ante todo, porque el legislador 
ha ido a la saga de estas realidades y, en muchos casos, ha obedecido a las urgencias del 
Estado frente al manifiesto poder político del crimen. 
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